
INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO

LEY DE AVIACIÓN CIVIL

Del diputado Marco Antonio Natale Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona los artículos 33 y 47 Bis de la Ley de Aviación Civil. Se turna a la Co-
misión de Comunicaciones y Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Ma. Teresa Rosaura Ochoa Mejía, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen, y a la Comisión de Tra-
bajo y Previsión Social, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE FOMENTO PARA LA LECTURA Y EL LIBRO

Del diputado Jesús Alberto Velázquez Flores, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática, la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
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ma y adiciona los artículos 2o. y 6o. de la Ley de Fomento para la Lectura y el Li-
bro. Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía, para dictamen. . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 115 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen, y a la Comisión de Diversidad, para
opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO CIVIL FEDERAL Y CÓDIGO PENAL FEDERAL

De la diputada Rocío Esmeralda Reza Gallegos y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código Civil Federal y del Có-
digo Penal Federal, a fin de hacer efectivo el ejercicio del derecho de las personas
adultas mayores a demandar pensión de alimentos por parte de las y los hijos. Se
turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL

Del diputado Luis Arturo González Cruz, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 400 del Código Penal Federal. Se turna a la Comisión de Justicia, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

De la diputada Ma. Teresa Rosaura Ochoa Mejía, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
170 de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Pre-
visión Social, para dictamen, y a la Comisión de Igualdad de Género, para
opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES
Y LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS

Del diputado Jesús Alberto Velázquez Flores, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática, la iniciativa con proyecto de decreto que adi-
ciona un artículo 33 Bis a la Ley General de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales y reforma el artículo 28 de la Ley General de Partidos Políticos. Se turna
a la Comisión de Reforma Política-Electoral, para dictamen, y a la Comisión
de Transparencia y Anticorrupción, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

De la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 3o.,
15 y 17-A de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. Se turna a la Co-
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misión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen, y a la Comisión de
Diversidad, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE MIGRACIÓN

De la diputada Rocío Esmeralda Reza Gallegos y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Migración, en materia
de fortalecimiento de la certificación y la profesionalización de la Carrera Migra-
toria. Se turna a la Comisión de Asuntos Migratorios, para dictamen. . . . . . 

EXPIDE LA LEY GENERAL DEL NOTARIADO

Del diputado Antonio de Jesús Ramírez Ramos, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que expide
la Ley General del Notariado. Se turna a la Comisión de Gobernación y Pobla-
ción, para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE MIGRACIÓN

Del diputado José Mauro Garza Marín, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley de Migración, en materia de derechos humanos de perso-
nas extranjeras. Se turna a la Comisión de Asuntos Migratorios, para dicta-
men, y a la Comisión de Derechos Humanos, para opinión. . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE PESCA Y ACUACULTURA SUSTENTABLES

Del diputado Jesús Alberto Velázquez Flores, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática, la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 83 de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables. Se tur-
na a la Comisión de Pesca, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 134 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen, y a la Comisión de Diversidad, para
opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, LEY DEL IMPUESTO AL VALOR
AGREGADO, LEY FEDERAL DEL IMPUESTO SOBRE AUTOMÓVILES NUE-
VOS Y LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

De la diputada Rocío Esmeralda Reza Gallegos y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado y de la Ley Federal del Impuesto sobre Au-
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tomóviles Nuevos y de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a
efecto de incentivar fiscalmente la fabricación, importación y compra-venta de au-
tos eléctricos. Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Públi-
co, y de Comunicaciones y Transportes, para dictamen, y a la Comisión de
Cambio Climático y Sostenibilidad, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL

De la diputada Valeria Santiago Barrientos, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona di-
versas disposiciones del Código Penal Federal, en materia de uso indebido de da-
tos personales. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a la Co-
misión de Transparencia y Anticorrupción, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Jesús Alberto Velázquez Flores, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática, la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 80 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE MEJORA REGULATORIA

De la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 46 de la Ley Ge-
neral de Mejora Regulatoria. Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y
Competitividad, para dictamen, y a la Comisión de Diversidad, para opinión. 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

De la diputada Rocío Esmeralda Reza Gallegos y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona el artículo 204 de la Ley del Seguro Social. Se turna a la Comisión
de Seguridad Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

Del diputado Marco Antonio Natale Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que adicio-
na un artículo 50 Bis a la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal. Se
turna a la Comisión de Comunicaciones y Transportes, para dictamen. . . . . 

LEY DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, LEY GENERAL DE
LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES Y CÓDIGO 
PENAL FEDERAL

De la diputada Laura Lynn Fernández Piña, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de Ley de la Fiscalía General de la República,
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y del Código
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Penal Federal. Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, y de Derechos de
la Niñez y Adolescencia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS
TRABAJADORES DEL ESTADO

De la diputada Bennelly Jocabeth Hernández Ruedas, del Grupo Parlamentario de
Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 200 y 201
de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado, en materia de continuación voluntaria. Se turna a la Comisión de Segu-
ridad Social, para dictamen, y a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

De la diputada Joanna Alejandra Felipe Torres y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona el artículo 15 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado. Se turna a
la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCA-
PACIDAD

De la diputada Bennelly Jocabeth Hernández Ruedas, del Grupo Parlamentario de
Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 19 de la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad. Se turna a la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Joanna Alejandra Felipe Torres y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 72 de la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de
Salud, para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, pa-
ra opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL Y LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

De la diputada Joanna Alejandra Felipe Torres y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social y de la Ley del Ins-
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, relativos
a la extensión indefinida de las prestaciones médicas para asegurados y beneficia-
rios que cuenten con diagnóstico de enfermedades crónico degenerativas. Se tur-
na a la Comisión de Seguridad Social, para dictamen, y a la Comisión de Tra-
bajo y Previsión Social, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DEL SEGURO SOCIAL

De la diputada Bennelly Jocabeth Hernández Ruedas, del Grupo Parlamentario de
Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos
220 y 231 de la Ley del Seguro Social, en materia de continuidad voluntaria del
régimen obligatorio de 2 a 6 meses. Se turna a la Comisión de Seguridad So-
cial, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

De la diputada Joanna Alejandra Felipe Torres y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 331 Bis de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Co-
misión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Carlos López Guadarrama, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 3o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen, y a la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN
DE LOS PARTICULARES

De la diputada Joanna Alejandra Felipe Torres y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 17 y 22 de la Ley Federal de Protección de Datos Per-
sonales en Posesión de los Particulares, para acceso directo a través de la aplica-
ción digital. Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, para dictamen. 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

Del diputado Carlos López Guadarrama, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 7o. de la Ley General
de Educación. Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen, y a la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para opinión. . . . . . . . . . . 

LEY DE MIGRACIÓN

De la diputada Andrea Chávez Treviño, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un artículo 160 Bis a la Ley de Mi-
gración. Se turna a la Comisión de Asuntos Migratorios, para dictamen. . . . 

LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

De la diputada Andrea Chávez Treviño, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 6o. de la Ley
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se turna a la Comisión de
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Derechos Humanos, para dictamen, y a la Comisión de Asuntos Migratorios,
para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE FIJAN LAS CARACTERÍSTICAS DE UNA MONEDA CONMEMORA-
TIVA POR LOS 495 AÑOS DE LA FUNDACIÓN DE LA CIUDAD DE SAN
CRISTÓBAL DE LAS CASAS

Del diputado Ismael Brito Mazariegos, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que por el que se fijan las características de una
moneda conmemorativa por los 495 años de la fundación de la ciudad de San Cris-
tóbal de las Casas. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, pa-
ra dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY SOBRE EL CONTRATO DE SEGURO

Del diputado Marco Antonio Pérez Garibay, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 168 y 169 de la Ley
Sobre el Contrato de Seguro. Se turna a la Comisión de Seguridad Social, pa-
ra dictamen, y a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para
opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Del diputado Steve Esteban del Razo Montiel, del Grupo Parlamentario de More-
na, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 350 Bis 6 de la
Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . 

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN

De la diputada Rosa Hernández Espejo, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 304 y 305
de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. Se turna a la Comi-
sión de Comunicaciones y Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

De la diputada Ana Elizabeth Ayala Leyva, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 3o., 23 y 31 de la
Ley General de Desarrollo Social. Se turna a la Comisión de Bienestar, para
dictamen, y a la Comisión de Igualdad de Género, para opinión. . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY FEDERAL DE EMPRENDIMIENTO

De la diputada Juanita Guerra Mena, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que expide la Ley Federal de Emprendimiento. Se
turna a la Comisión de Economía, Comercio y Competitividad, para dicta-
men, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión. . . . . . 
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CÓDIGO PENAL FEDERAL

Del diputado Miguel Torruco Garza, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que deroga la fracción IV del artículo 397 y adi-
ciona un artículo 397 Bis al Código Penal Federal. Se turna a la Comisión de
Justicia, para dictamen, y a la Comisión de Cultura y Cinematografía, para
opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY GENERAL PARA LA PROTECCIÓN DE LOS ÁRBOLES
MILENARIOS Y PATRIMONIALES

Del diputado Steve Esteban del Razo Montiel, del Grupo Parlamentario de More-
na, la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley General para la Pro-
tección de los Árboles Milenarios y Patrimoniales. Se turna a las Comisiones
Unidas de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y de Cambio Climático y
Sostenibilidad, para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO CIVIL FEDERAL Y LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

De la diputada Laura Imelda Pérez Segura, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el Código Civil Federal y la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna a las Comi-
siones Unidas de Justicia, y de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Juanita Guerra Mena, Moisés Ignacio Mier Velazco y suscrita por
diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios de Morena, del Partido Verde
Ecologista de México, del Partido de Trabajo, del Partido de la Revolución De-
mocrática, del Partido Acción Nacional, y de Movimiento Ciudadano, la iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma el artículo 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales, para dictamen, y a la Comisión de Justicia, para opinión. . . . . . . . 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

De la diputada Julieta Andrea Ramírez Padilla, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 213 del Códi-
go Nacional de Procedimientos Penales. Se turna a la Comisión de Justicia, pa-
ra dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

De la diputada Bennelly Jocabeth Hernández Ruedas, del Grupo Parlamentario de
Morena la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 3o. y 88 de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Se turna a la Comisión de Desarrollo y
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Conservación Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen,
y a la Comisión de Ganadería, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR
PÚBLICO

De la diputada Martha Barajas García, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
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LEY DE AVIACIÓN CIVIL

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 33 y 47 Bis
de la Ley de Aviación Civil, a cargo del diputado Marco
Antonio Natale Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México.

El que suscribe, diputado Marco Antonio Natale Gutié-
rrez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México de la LXV Legislatura de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta asamblea la presente iniciativa proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 33 y se adiciona la fracción
II del artículo 47 Bis de la Ley de Aviación Civil, al te-
nor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El tema de la presente iniciativa no es nuevo ya que otros
diputados, en otras legislaturas, han inscrito propuestas de
reforma en el mismo sentido, pero sin éxito. Es por ello que
el día de hoy retomamos el tema de la leche materna pues
lo consideramos fundamental para los infantes en nuestro
país y esperamos que, por la importancia del mismo, poda-
mos generar los consensos necesarios para aprobar esta ini-
ciativa en favor de los derechos de las madres y los meno-
res mexicanos.

Durante los primeros mil días de vida los infantes obtienen
de la leche materna nutrientes esenciales para su salud y el
desarrollo general de su mente y cuerpo, lo cual impacta
directamente en el sistema fisiológico, en todas las funcio-
nes motoras, cognitivas y emocionales para el resto de su
existencia.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) establece que
la leche materna es el alimento más adecuado para las ni-
ñas y los niños durante la primera etapa de vida. 

Por lo anterior, es imperante que esta forma de alimenta-
ción se siga dando y ampliando lo más posible para los in-
fantes, ya que, aun sabiendo los beneficios de la lactancia
materna, su frecuencia y duración ha disminuido debido al
ritmo de vida de las mujeres, el cual ha tenido cambios sig-
nificativos, impactando la calidad de vida y la salud de los
niños y niñas en la primera infancia. 

La falta de interés en el tema nos ha colocado en la lista de
los países que no impulsan la lactancia materna en los pri-
meros meses de vida. Es necesario fortalecer las políticas
públicas en esta materia y el gobierno debe fortalecer sus
acciones tanto en el sector privado como en el público pa-
ra darles mayores incentivos a las madres a efecto de que
amamanten a sus hijos.

Como ya se dijo, los primeros años de vida son esencia-
les para el desarrollo vital de una persona, ya que en es-
ta etapa la genética y las experiencias con el entorno per-
filan la arquitectura del cerebro y diseñan el
comportamiento humano.

Se deben desarrollar estrategias en todos los niveles para te-
ner políticas públicas que promuevan, protejan y apoyen a las
mujeres para que a su vez tengan las facilidades para acom-
pañar la crianza con la lactancia materna, para mejorar el cre-
cimiento y el desarrollo de las futuras generaciones.

El rol que hoy tiene la mujer en la sociedad es muy impor-
tante y ello trae nuevos retos para su adaptación a nuevos
roles y ritmos de vida.

La independencia económica y una mayor participación en
la toma de decisiones son logros de la mayor relevancia
que han alcanzado las mujeres en las últimas décadas, pe-
ro lo ha afectado otras facetas de su vida, por ejemplo, la
relacionada con la crianza de los hijos.

A pesar de tener el deseo de continuar con la lactancia ma-
terna, la dinámica laboral no les permite a muchas madres
hacerlo puesto que no tienen el tiempo requerido ni cuen-
tan con lugares adecuados para ello, o bien, se encuentran
con barreras derivadas de la obsolescencia de la normativi-
dad existente, lo cual hace necesario realizar cambios.

En la actualidad las madres cuentan con dos periodos pre-
vios al parto y después del parto que son de 5 a 6 semanas
establecidos en la Ley Federal del Trabajo. Las madres tra-
bajadoras tienen derecho a decidir entre contar con dos re-
posos extraordinarios por día para amamantar o, en su ca-
so, extraer la leche materna de media hora cada uno.
Cuando esto no sea posible, se reduce en una hora su jor-
nada de trabajo durante seis meses, sin afectar su salario o
percepciones. Lo anterior permite fortalecer la autonomía
de la madre trabajadora para ponderar un tiempo más con
el recién nacido en beneficio de los primeros cuidados que
debe recibir el menor y fomentar la lactancia como único
alimento durante el mayor lapso de tiempo posible. 
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Gracias a las reformas en pro de que las mujeres puedan
amamantar se ha aprobado la instalación de lactarios en
oficinas públicas y privadas.

El reto al que se enfrentan las madres trabajadoras que están
en el periodo de amamantar y que por trabajo tienen salir de
viaje es el de recolectar y almacenar la leche materna.

Muchas veces las madres trabajadoras no tienen la posibi-
lidad de viajar con el infante por lo que necesitan mantener
el suministro de leche y asegurarse de que su bebé pueda
seguir teniendo la leche materna necesaria cuando no estén
con él. Lo anterior las obliga a guardarla y, en su caso,
transportarla de forma segura para que pueda llegar al in-
fante y poder alimentarlo y continuar con el vínculo sumi-
nistrándole a su regreso la leche materna conservada.

La madre trabajadora tendrá que seguir con la rutina que no
es opcional de producir y extraer la leche con un dispositi-
vo especializado para la extracción y la leche extraída de-
berá de ponerse en un contenedor y refrigerarse para que
ésta no se eche a perder dependiendo de la duración de la
ausencia, ya que si es conservada correctamente puede ser
almacenada hasta por seis meses en las bolsas de almace-
namiento de leche materna, las cuales tienen que ser eti-
quetadas con la fecha de extracción para saber cuánto tiem-
po podrá ser utilizada de forma segura; si es necesario
transportar la leche almacenada en un avión, debe hacerse
como equipaje de mano y debe de colocarse en una peque-
ña hielera.

En las reglas que operan en los aeropuertos nacionales e in-
ternacionales la leche materna y el dispositivo de extrac-
ción no se encuentran contempladas en el listado de las
prohibiciones o limitaciones establecidas para el equipaje
de mano. Desgraciadamente, los agentes de seguridad no
están capacitados adecuadamente o desconocen la impor-
tancia de la leche materna por lo que piden que ésta se co-
loque en el maletero del avión o se deseche, lo cual vulne-
ra gravemente los derechos de las mujeres y de sus hijas e
hijos en periodo de lactancia.

Por lo anterior, es necesaria la capacitación del personal
que se encuentra en el filtro de revisión de equipaje en los
aeropuertos del país para que puedan tener un amplio cri-
terio en la revisión del mismo para permitir que las muje-
res que llevan leche materna con ellas puedan transportar-
la en su equipaje de mano, evitando así experiencias
desagradables para las madres.

Debemos facilitar la trasportación de la leche materna y
quitar cualquier dificultad a la que se enfrentan las mujeres
al llegar a los centros de seguridad de los aeropuertos na-
cionales, para lograrlo es indispensable que los agentes de
seguridad estén debidamente capacitados y cuenten con la
preparación para entender que la leche materna es vital pa-
ra la alimentación y desarrollo de los menores.

Para evitar que esto siga sucediendo se deben realizar re-
formas a la legislación actual a fin de otorgarles seguridad
y claridad a las autoridades y a las usuarias de los aero-
puertos a la hora de la revisión del equipaje y así lograr una
sincronía entre lo que dicen las leyes y la aplicación de las
mismas. Debemos tener un criterio unificado a la hora de
decidir si se puede llevar la leche materna en el equipaje de
mano cuando este contenga bolsas o mamilas con este lí-
quido, la hielera para guardarlas y el dispositivo para la ex-
tracción de la misma.

Sabemos que por un tema de seguridad los filtros de ins-
pección deben ser cuidadosos y los procesos de revisión
son muy delicados, lo sabemos y lo entendemos, pero de-
be implementarse un protocolo de revisión para que las
mujeres que se encuentran en etapa de lactancia no sean
vulneradas en sus derechos. La revisión que se haga debe
apegarse a derecho y respetar sus derechos como mujeres
en periodo de lactancia, entendiendo que muchas veces no
llevan al infante en su viaje, por lo cual ésta no debería ser
tan severa cuando se inspecciona el equipaje de mano,
siempre y cuando la madre trabajadora demuestre que está
amamantando.

La normatividad que tiene cada compañía aérea señala las
limitaciones concretas del número de bultos, las medidas y
los pesos máximos que aplican para el transporte de equi-
paje de mano. En lo general se establece que los pasajeros
no están autorizados a introducir en la zona restringida de
seguridad ni en la cabina de una aeronave artículos que
constituyan un riesgo para la salud de los pasajeros y la tri-
pulación o para la seguridad de las aeronaves y los bienes,
en el caso que nos ocupa, está limitada la cantidad de lí-
quidos, aerosoles y geles que se pueden pasar por los con-
troles de seguridad de los aeropuertos. Para lo anterior es
necesario consultar las normas para el transporte de líqui-
dos en el equipaje de mano.

Como ejemplo de esto tenemos lo siguiente:

La Normatividad de TSA señala que la fórmula para be-
bé, la leche materna, los jugos en cantidades mayores a 3.4



onzas o 100 mililitros están permitidos en el equipaje de
mano y no necesitan caber dentro de una bolsa de un cuar-
to de galón. 

Dicha normatividad indica que estos líquidos se tienen que
retirar del bolso de mano para ser revisado por separado del
resto de las pertenencias. Señala que la madres no necesita
viajar con su hijo o hija para traer consigo leche materna,
lo anterior favorece a aquellas madres que por motivos de
trabajo o placer viajan sin el infante.

En cuanto a la normatividad de la AENA (Operador ae-
roportuario de España), ésta indica que están permitidos lí-
quidos que deben ser utilizados durante el viaje bien por
necesidades médicas o por necesidades de dietas especia-
les, incluyendo la comida de los niños y niñas. 

Los filtros de revisión aeroportuarios deben ser atendidos
por personal capacitado y que tenga la preparación para po-
der diferenciar la importancia de la leche materna, siempre
cumpliendo con los protocolos de seguridad existentes y
jamás afectando los derechos de las mujeres en periodo de
lactancia, viaje o no con ella su bebé.

Es necesario cumplir con los tratados internacionales de los
que México es parte, así como con las recomendaciones de
los organismos internacionales a efecto de fortalecer y fo-
mentar la lactancia materna. 

Lo que competente al Legislativo es reformar la ley para
que las mujeres tengan las herramientas y facilidades jurí-
dicas que le permitan seguir amamantando a los infantes
durante la primera infancia y lograr con ello el objetivo de
que para el año 2025 el 50 por ciento de las mujeres pue-
dan continuar con esta práctica.

Nuestra Carta Magna establece que el Estado en todas
sus decisiones y actuaciones velará por el interés supe-
rior de la niñez, garantizando de manera plena los dere-
chos que satisfagan sus necesidades de alimentación, sa-
lud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo
integral. Dicho principio es la guía de diseño, ejecución,
seguridad y evaluación de las políticas públicas dirigidas
a las niñas y niños.

Con la legislación que actualmente se aplica en los aero-
puertos nacionales se vulneran los derechos de las mujeres
a continuar con la lactancia materna exclusiva y el derecho
de la niñez a una alimentación nutritiva y de calidad, ya
que quienes laboran en los filtros de revisión no tienen la

capacidad suficiente para el manejo adecuado de la leche
materna. 

Es por lo anterior que propongo la presente iniciativa con
el único objetivo de velar y proteger a los infantes en nues-
tro país y reforzar la protección de los derechos de las mu-
jeres en periodo de lactancia, dando cumplimento a lo es-
tablecido en el artículo 4o. constitucional, que a la letra
dice: “En todas las decisiones y actuaciones del Estado se
velará y cumplirá con el principio del interés superior de la
niñez, garantizando de manera plena sus derechos.”

Por lo antes expuesto, someto a la consideración de esta
honorable asamblea el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 33 y se adicio-
na la fracción II del artículo 47 Bis de la Ley de Avia-
ción Civil

Artículo Único. Se reforma el tercer párrafo del artículo
33 y se adiciona la fracción II del artículo 47 Bis de la Ley
de Aviación Civil.

Artículo 33. En las aeronaves civiles no podrán abordar
personas armadas, en estado de ebriedad o bajo el influjo
de estupefacientes, psicotrópicos o enervantes; y sólo con
las autorizaciones correspondientes podrán transportarse
cadáveres o personas que, por la naturaleza de su enferme-
dad, presenten riesgo para los demás pasajeros.

Los menores de edad podrán viajar solos, bajo responsiva
de sus padres o tutores.

Los concesionarios y permisionarios deberán adoptar las
medidas necesarias que permitan atender de manera ade-
cuada a las personas con discapacidad, a las mujeres em-
barazadas, a las que se encuentren en periodo de lac-
tancia comprobable con un documento expedido por
una institución médica, así como a las de edad avanzada.

Artículo 47 Bis. El concesionario o permisionario está
obligado a proporcionar un servicio de calidad y eficiente
a todos sus pasajeros. Para garantizar lo anterior, deberá
respetar y cumplir con cuando menos los siguientes dere-
chos del pasajero:

I. …

II. El pasajero mayor de edad puede, sin pago de ningu-
na tarifa, llevar a un infante menor de dos años a su cui-
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dado sin derecho a asiento y sin derecho a franquicia de
equipaje, por lo que el concesionario o permisionario
está obligado a expedir sin costo alguno a favor del in-
fante el boleto y pase de abordar correspondiente. Úni-
camente en este caso, el pasajero podrá transportar sin
cargo adicional una carriola para el infante.

En el caso de mujeres en periodo de lactancia, com-
probable con un documento expedido por una insti-
tución médica, que viajen con o sin el infante, po-
drán transportar la leche materna en su equipaje de
mano, siempre que la cantidad sea razonable y pro-
porcional al pasajero y su itinerario de viaje. 

Para los servicios de transporte aéreo internacional,
el transporte de la leche materna se sujetará a lo dis-
puesto en los Tratados Internacionales.

III. a X. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023— Diputado
Marco Antonio Natale Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Ma. Teresa Rosaura Ochoa Mejía, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano.

La que suscribe, María Teresa Rosaura Ochoa Mejía, dipu-
tada integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano en la LXV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; así como 6, numeral
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno la presente

iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la
fracción V del Apartado A del artículo 123 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia
de licencias de maternidad, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La mujer ha ocupado un lugar imprescindible siendo la ba-
se de los hogares y la encargada de los hijos, sin embargo,
en el actual contexto social la mujer comenzó a potenciar
sus derechos y posición en la sociedad, por lo cual ha sido
necesario regular en la ley situaciones propias del roll co-
mo mujer, tales como la maternidad. Comprende un tema
importante a discutir y tratar ya que, la maternidad segura,
la salud de la madre y la supervivencia del recién nacido
forman parte esencial de la vida, el entorno laboral y la pro-
ductividad de las mujeres.

La licencia de maternidad se refiere a un derecho de las
mujeres en estado de embarazo, los días de descanso son
remunerados, asegurando así el bienestar del bebé antes,
durante y después del parto. Este concepto surge a partir de
que se entiende que una mujer, por quedar embarazada o
comenzar el proceso de gestación de un hijo, no debería ser
apartada ni perder su puesto laboral.1

Por consiguiente, es un beneficio crucial para preservar la
salud de las gestantes. La gran mayoría de los países en el
mundo cuentan con leyes que protegen la maternidad en el
trabajo, puesto que, según recomendaciones de la Organi-
zación Internacional del Trabajo (OIT), los gobiernos de-
ben proveer una licencia de maternidad de 14 semanas co-
mo mínimo y durante las cuales toda mujer que se ausente
tiene derecho a prestaciones en efectivo. Sin embargo, son
pocos los Estados que respetan dicho criterio, apenas un
34% de 185 países analizados en todo el mundo cumplen
plenamente con la recomendación.2

En México, los derechos de las madres trabajadoras están
regulados en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en las Ley de Seguridad Social y en la Ley
Federal del Trabajo, en los cuales se establece protección a
la mujer embarazada, conocida como incapacidad laboral
por maternidad.3

Las mujeres trabajadoras en México tienen el derecho de
obtener una licencia de maternidad de 12 semanas que, por
lo general, se dividen en 6 semanas antes del parto y 6 des-
pués, esto de acuerdo, con el articulo 123 Apartado A, frac-
ción V, y el Apartado B, fracción VI, inciso C, de la Cons-



titución Política de los Estados Unidos Mexicanos estable-
ce que:

“Toda persona tiene derecho al trabajo digno y social-
mente útil; al efecto, se promoverán la creación de em-
pleos y la organización social de trabajo, conforme a la
ley”.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases si-
guientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales
regirán:

…

V. Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos
que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un peli-
gro para su salud en relación con la gestación; gozarán for-
zosamente de un descanso de seis semanas anteriores a la
fecha fijada aproximadamente para el parto y seis sema-
nas posteriores al mismo, debiendo percibir su salario ín-
tegro y conservar su empleo y los derechos que hubieren
adquirido por la relación de trabajo. En el período de lac-
tancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de
media hora cada uno para alimentar a sus hijos;

…

…

XI. La seguridad social se organizará conforme a las si-
guientes bases mínimas:

…

C) Las mujeres durante el embarazo no realizarán tra-
bajos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen
un peligro para su salud en relación con la gestación;
gozarán forzosamente de un mes de descanso antes de la
fecha fijada aproximadamente para el parto y de otros
dos después del mismo, debiendo percibir su salario ín-
tegro y conservar su empleo y los derechos que hubie-
ren adquirido por la relación de trabajo. En el período de
lactancia tendrán dos descansos extraordinarios por día,
de media hora cada uno, para alimentar a sus hijos. Ade-
más, disfrutarán de asistencia médica y obstétrica, de
medicinas, de ayudas para la lactancia y del servicio de
guarderías infantiles.4

Por consiguiente, el 22 de febrero del presente año se rea-
lizó el Primer Encuentro Legislativo de Alto Nivel Para la

Primera Infancia, en el cual diversas organizaciones y es-
pecialistas sobre el tema presentaron propuestas legislati-
vas sobre temas que contribuirán al bienestar y protección
de la niñez y adolescencia, entre dichas propuestas resalta-
ron la reforma al artículo 123 de la CPEUM, en beneficio
a las mujeres trabajadoras que deciden ser madres.5

De ahí que, es necesario ampliar el periodo de licencia a 14
semanas, especificar el derecho de la mujer a elegir libre-
mente cuando tomará la parte no obligatoria de su licencia
de maternidad, antes o después del parto, igualmente ho-
mologar el periodo de licencia de maternidad en el artícu-
lo 170, fracción II y fracción IV, en la Ley Federal del Tra-
bajo, puesto que, la licencia de maternidad brinda ciertos
beneficios que impactan en el cuidado de la salud de la ma-
dre y el bebé, así como un impacto positivo en las finanzas
personales.6

Asimismo, contribuye al desarrollo infantil, generando ma-
yores conexiones neuronales, funciones cognitivas y supe-
riores de los niños. Las licencias de maternidad además
pueden contribuir a revertir la discriminación por género
que aún persiste en el mercado laboral, de ahí que, las po-
líticas que permiten una mejor conciliación entre el ámbito
productivo y reproductivo tienen el potencial de generar
una mayor igualdad de género, aumentando la oferta labo-
ral, sostener las tasas de fecundidad, disminuir la pobreza
y contribuir a las infancias.7

Considerando que la falta de equidad de género es uno de
los principales obstáculos para la participación de las mu-
jeres en el mercado laboral, el IMCO evaluó a las 32 enti-
dades del país del país en su entrada y permanencia de las
mujeres en el mercado laboral arrojando como resultado la
carencia que existe en las entidades por condiciones labo-
rales optimas para que las mujeres entren y permanezcan
en el mercado laboral.8

Por lo tanto y a pesar de que la legislación en México ha
tenido avances al respecto, es indispensable tomar más
acciones que permitan el crecimiento adecuado para la
mujer en su contexto laboral y a su vez en su realización
como madre, por lo que la posibilidad de gozar un ade-
cuado período de licencia materna, podría resultar una
medida eficaz para la salud, recuperación y bienestar de
la madre y el hijo, además que, incrementar la licencia de
maternidad es fundamental para dar cumplimiento con
los acuerdos internacionales y mejorar las condiciones
para la lactancia materna. 
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Por lo expuesto someto a consideración de esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción V del Aparta-
do A del artículo 123 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma el articulo 123, Apartado A, fracción V,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos para quedar como sigue:

Articulo 123.Toda persona tiene derecho al trabajo digno
y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de
empleos y la organización social de trabajo, conforme a la
ley. 

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases si-
guientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales
regirán:

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, ar-
tesanos y de una manera general, todo contrato de trabajo:

I. a IV. …

V. Las mujeres durante el embarazo no realizarán traba-
jos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un
peligro para su salud en relación con la gestación; goza-
rán forzosamente de un descanso de nueve semanas an-
teriores a la fecha fijada aproximadamente para el parto
y nueve semanas posteriores al mismo, debiendo perci-
bir su salario íntegro y conservar su empleo y los dere-
chos que hubieren adquirido por la relación de trabajo.
En el período de lactancia tendrán dos descansos ex-
traordinarios por día, de media hora cada uno para ali-
mentar a sus hijos;

VI. a XXXI. …

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Los congresos de las entidades federativas ten-
drán 180 días para adecuar sus legislaciones a la entrada en
vigor del presente decreto.

Notas

1 Berrocal Durán, J. y Reales Vega, R. (2016) La licencia de materni-
dad en el derecho comparado. Justicia Juris, [En línea] Disponible en
Internet: 

http://www.scielo.org.co/pdf/jusju/v12n1/v12n1a09.pdf 

2 Paquali, M. (2022) ¿Qué países garantizan una licencia de materni-
dad remunerada? [En línea] Disponible en Internet: 

https://es.statista.com/grafico/27370/duracion-de-la-licencia-de-
maternidad-remunerada/

3 Zamora-Escudero, R., López-Rioja, M. D. J., Acosta-Martínez, M., y
Covarrubias-Haiek, F. (2013). Incapacidad laboral durante el embara-
zo y la lactancia. Ginecologia y Obstetricia de Mexico, 81(8), 461-471.

4 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

5 Foro “Primer Encuentro Legislativo de Alto Nivel Para la Primera In-
fancia”. Senado de la República. 22 de febrero 2023

6 BBVA (2023). ¿Qué es la licencia de maternidad?. [En línea] Dispo-
nible en Internet: 

https://www.bbva.mx/educacion-financiera/seguros/licencia-de-
maternidad.html#:~:text=De%20acuerdo%20con%20el%20art%C
3%ADculo,del%20parto%20y%206%20despu%C3%A9s 

7 CIPPEC. (2022) Tres motivos para ampliar el régimen de licencias.
[En línea] Disponible en Internet: 

https://www.cippec.org/publicacion/tres-motivos-para-ampliar-el-
regimen-de-licencias/ 

8 Imco. (2023) Estados con lupa de género 2023. [En línea] Disponi-
ble en Internet: 

https://imco.org.mx/estados-conlupadegenero-2023/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.—
Diputada Ma. Teresa Rosaura Ochoa Mejía (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen, y a la Comisión de Trabajo y Previsión So-
cial, para opinión.



LEY DE FOMENTO PARA LA LECTURA Y EL LIBRO

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 2o. y 6o. de
la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro, a cargo del
diputado Jesús Alberto Velázquez Flores, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

Quien suscribe, Jesús Alberto Velázquez Flores, diputado
federal de la LXV Legislatura del honorable Congreso de
la Unión e integrante del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71 fracción II y 73 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adiciona un párrafo décimo cuarto al artículo 2 y
se reforma el artículo 6 párrafo segundo de la Ley de Fo-
mento para la Lectura y el Libro para quedar como sigue:

Exposición de Motivos

La lectura es una actividad que no debe terminar con la
constancia del aprendizaje básico, alfabetizar es el paso
inicial, no el final.

El fomento a la lectura fortalece el desarrollo de habilida-
des fundamentales para la vida, entre ellas se encuentra la
atención, la expresión, la comprensión y la buena escritu-
ra. La lectura es, también, la clave para que los estudiantes
se transformen en el centro del proceso de enseñanza-
aprendizaje.

En nuestro país, durante los últimos 50 años, el porcentaje
de personas analfabetas de 15 y más años ha bajado de 25.8
por ciento en 1970 a 4.7 por ciento en 2020, lo que equi-
vale a 4,456,431 personas que no saben leer ni escribir.1

De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Estadística
y Geografía, en México El 71.8 por ciento de la población
alfabeta de 18 y más años declaró leer alguno de los mate-
riales considerados por el Módulo sobre Lectura (Molec):
libros, revistas, periódicos, historietas y páginas de Inter-
net, foros o blogs.2

Por su parte, respecto a la lectura de libros, el 43.2 por
ciento de la población alfabeta de 18 y más años leyó al
menos un libro en los últimos 12 meses. Es decir, el por-
centaje de población lectora de este tipo de materiales se ha
mantenido constante en los últimos siete años.3

4

Las mujeres declararon leer en mayor porcentaje libros, re-
vistas y páginas de internet, foros o blogs. El material de
lectura en el que existe mayor diferencia de porcentaje en
favor de los hombres fue en la lectura de periódicos: 44.1
por ciento de los hombres declararon leerlos y solo un 23.5
por ciento de las mujeres. La mayor diferencia a favor de
las mujeres fue en la lectura de libros, ya que 65.9 por cien-
to de ellas leyeron este tipo de material, en comparación
con 54.4 por ciento de los hombres.

Planteamiento del Problema

Desafortunadamente la lectura se convirtió en un “para pa-
sar las materias escolares”, esto es el signo predominante
de la población escolarizada, no hay otros ejes lectores, ni
estímulos, carecemos del interés o de la motivación intrín-
seca que da la lectura de un libro. Es necesario estimular
dicho interés, a través de distintos mecanismos como la
instalación de más puntos de venta capaces de atraer más
lectores, con una oferta diversa, una nutrida mesa de nove-
dades y con actividades culturales y de promoción lectora.

Partiendo de esta realidad, el 24 de julio de 2008 se publi-
ca en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el
que se expide la Ley de Fomento para la Lectura y el Li-
bro. La cual establece que:

“El fomento a la lectura y el libro se establece en esta
Ley en el marco de las garantías

Constitucionales de libertad de escribir, editar y publi-
car libros sobre cualquier materia, propiciando el acce-
so a la lectura y el libro a toda la población.”5

Así es como la Secretaría de Educación Pública (SEP) con
fundamento en el artículo quinto transitorio de este decre-
to, expide el Programa de Fomento para el Libro y la Lec-
tura: México Lee, el cual fue aprobado por unanimidad el
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13 de noviembre de 2008 en el seno del Consejo Nacional
de Fomento para el Libro y la Lectura.

Este programa, conforme a lo que establece artículo 6 de di-
cha ley, deberá ser elaborado por la Secretaría Educación Pú-
blica y el Consejo Nacional para la Cultura y las Artes; empe-
ro, no refiere cada cuánto deberá ser elaborado y expedido
éste, ni tampoco menciona la vigencia del mismo.

Es importante recalcar que los objetivos y metas del pro-
grama van cambiando de acuerdo a la evolución tanto de la
realidad y por las nuevas tecnologías, saber implementar
adecuadamente las acciones para el fortalecimiento de las
capacidades en el fomento a la lectura es un reto que debe
ser replanteado cada determinado tiempo.

Es por ello, y partiendo que los Programas de Fomento a la
Lectura tienen una mira programática de tres años, propo-
nemos que ésta fecha se visibilice en la legislación corres-
pondiente, tiempo en el que estará vigente dicho programa
en tanto se elabore el siguiente.

Por otro lado, es necesario vincular la lectura a las nuevas
tecnologías en espacios escolares y públicos: bibliotecas,
salas de lectura y de textos digitales, librerías, e implemen-
tar estrategias de discusión en torno a la lectura a través de
la web, considerando zonas alejadas de la urbe.

El gobierno federal a través de la Dirección General de Bi-
bliotecas emite la normatividad técnica para el funciona-
miento de las bibliotecas y proporciona el acervo cataloga-
do y clasificado a la mayoría de las coordinaciones
estatales. 

Las bibliotecas, librerías y salas de lectura forman parte de
la Red Nacional de Bibliotecas Públicas, y está conforma-
da por 31 redes estatales y 16 redes delegacionales, cada
una de ellas integrada a su vez por todas las bibliotecas pú-
blicas establecidas en la entidad o delegación respectiva.6

Esta Red Nacional opera actualmente con 7,413 bibliotecas
públicas que se encuentran establecidas en 2,282 munici-
pios, -93.2 por ciento del total existente en el país-, y pro-
porciona servicios bibliotecarios gratuitos a más de 30 mi-
llones de usuarios anualmente, y forman parte de la
Secretaría de Cultura. Actualmente estos procesos están en
vías de descentralización al asumirse como tareas conjun-
tas e incluso propias de cada entidad, tomando en cuenta
que la Red Nacional de Bibliotecas está considerada como
la más grande de América Latina.7

Empero, actualmente en la Ley de Fomento para la Lectura y
el Libro no se encuentra definido el término “bibliotecas pú-
blicas”, pese a encontrarse multicitado en el Programa de Fo-
mento para el Libro y la Lectura actual, por la Secretaría de
Cultura y de destacar, que se encuentra definido en el artícu-
lo 2 de la Ley General de Bibliotecas como: 

Artículo 2.- Para los efectos de la presente ley, se entende-
rá por biblioteca pública todo establecimiento que conten-
ga un acervo impreso o digital de carácter general superior
a quinientos títulos, catalogados y clasificados, y que se en-
cuentre destinado a atender en forma gratuita a toda perso-
na que solicite la consulta o préstamo del acervo en los tér-
minos de las normas administrativas aplicables.

La biblioteca pública tendrá como finalidad ofrecer en for-
ma democrática el acceso a los servicios de consulta de li-
bros, impresos y digitales, y otros servicios culturales com-
plementarios, como orientación e información, que
permitan a la población adquirir, transmitir, acrecentar y
conservar en forma libre el conocimiento en todas las ra-
mas del saber.

Su acervo podrá comprender colecciones bibliográficas,
hemerográficas, auditivas, visuales, audiovisuales, digita-
les y, en general cualquier otro medio que contenga infor-
mación afín. 

Por su parte, el Programa para el Fomento de la Lectura y
el Libro: México Lee8 de noviembre del 2008, define a las
bibliotecas públicas “como los espacios de apoyo a la es-
cuela.”

Con todo y esto, se encuentra definido el concepto de biblio-
tecas públicas dentro de la Ley de Fomento para la Lectura y
el Libro, sin embargo, sí podemos encontrar definido el tér-
mino “bibliotecas escolares y de aula”, en el artículo 2 de di-
cho ordenamiento, y que, a decir, lo define como:

“Acervos bibliográficos que la Secretaría de Educación
Pública y la Secretaría de Cultura, con la concurrencia
de las autoridades locales, selecciona, adquiere y distri-
buye para su uso durante los procesos de enseñanza y
aprendizaje en las aulas y las escuelas públicas de edu-
cación básica.”

Por lo anterior expuesto y derivado de la importancia que
conlleva, se propone incluir el término bibliotecas públicas
en el artículo 2 Capítulo I de las Disposiciones Generales.
Se propone también, reformar el artículo 6, con el fin de in-



cluir que la Secretaría de Cultura sea la encargada de ex-
pedir el Programa de Fomento para el Libro y la Lectura
cada tres años, tiempo en el que tendrá validez éste.

Propuesta de Modificación

Fundamento Legal

Con fundamento en los artículos 71 fracción II y 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a consideración
del pleno de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo décimo cuar-
to al artículo 2 y se reforma el artículo 6 párrafo se-
gundo de la Ley de fomento para la Lectura y el Libro

Único. Se adiciona el párrafo décimo cuarto del artículo 2
y se reforma el artículo 6 párrafo segundo de la Ley de Fo-
mento para la Lectura y el Libro para quedar como sigue:
Ley de Fomento para la Lectura y el Libro

Artículo 2.- Para efectos de la presente ley se entenderá
como:

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)
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(…)

(…)

(…)

Biblioteca pública: Todo establecimiento que contenga un
acervo impreso o digital de carácter general superior a qui-
nientos títulos, catalogados y clasificados, y que se en-
cuentre destinado a atender en forma gratuita a toda perso-
na que solicite la consulta o préstamo del acervo en los
términos de las normas administrativas aplicables.

La biblioteca pública tendrá como finalidad ofrecer en for-
ma democrática el acceso a los servicios de consulta de li-
bros, impresos y digitales, y otros servicios culturales com-
plementarios, como orientación e información, que
permitan a la población adquirir, transmitir, acrecentar y
conservar en forma libre el conocimiento en todas las ra-
mas del saber.

Su acervo podrá comprender colecciones bibliográficas,
hemerográficas, auditivas, visuales, audiovisuales, digita-
les y, en general, cualquier otro medio que contenga infor-
mación afín.

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

Artículo 6.- Corresponde a la Secretaría de Cultura y a la
Secretaría de Educación Pública, de manera concurrente y
considerando la opinión y propuestas del Consejo Nacional
de Fomento para el Libro y la Lectura:

I. (…)

II. (…)

El Programa de Fomento para el Libro y la Lectura se-
rá expedido por la persona titular de la Secretaría de
Cultura, cada tres años, período en el que estará vigente
dicho programa.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Recuperado de 

https://www.inegi.org.mx/app/tabulados/interactivos/?pxq=Educa-
cion_Educacion_02_fa5c35ea-9385-41f0-86df-bf2bbfc929e3 con-
sultado en 01 de marzo de 2023.

2 Recuperado de 

https://www.inegi.org.mx/app/tabulados/interactivos/?pxq=Educa-
cion_Educacion_02_fa5c35ea-9385-41f0-86df-bf2bbfc929e3 con-
sultado en 01 de marzo de 2023.

3 Recuperado de 

https://www.inegi.org.mx/app/tabulados/interactivos/?pxq=Educa-
cion_Educacion_02_fa5c35ea-9385-41f0-86df-bf2bbfc929e3 con-
sultado en 06 de marzo de 2023.

4 Recuperado de

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-
nes/2022/EstSociodemo/MOLEC_2022.pdf consultado en 01 mar-
zo 2023.

5 Artículo 3 de la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro.

6 Recuperado de 

https://www.gob.mx/cultura/acciones-y-programas/red-nacional-
de-bibliotecas-publicas#:~:text=En%20M%C3%A9xico%2C%
20la%20Red%20Nacional,30%20millones%20de%20usua-
rios%20anualmente. Consultado el 01 abril de 2023.

7 Recuperado de 

https://www.gob.mx/cultura/acciones-y-programas/red-nacional-
de-bibliotecas-publicas. Consultado el 08 marzo de 2023. 

8 Recuperado de 

https://www.sep.gob.mx/work/models/sep1/Resource/103893/1/M
exLee.pdf Consultado el 01de octubre de 2023.



Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputado
Jesús Alberto Velázquez Flores (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía,
para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

La que suscribe, Reyna Celeste Ascencio Ortega, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Legisla-
tura del Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, se permite someter a consideración
de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 115 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de dotar de atribu-
ciones a los municipios para promover la igualdad y no dis-
criminación de las personas con motivo de su orientación
sexual e identidad y expresiones de género, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

La finalidad de esta iniciativa es atribuir facultades expre-
sas a los ayuntamientos municipales para que promuevan
la igualdad y no discriminación de las personas con moti-
vo de su orientación sexual e identidad y expresiones de
género, particularmente en espacios públicos, y se aborda
expresamente el caso de los baños públicos.

El municipio es la base de organización administrativa y de
prestación de servicios públicos para las personas, de ahí la
importancia que en este orden de gobierno existan previ-
siones de atención a la población de la diversidad sexual,
se recuerda que la organización político-administrativa del
Estado mexicano se fundamenta en el municipio libre, es la
primera línea de atención y prestación de servicios públi-
cos, de ahí la importancia de contar con instancias admi-
nistrativas especializadas que tengan una visión de aten-
ción a las particularidades de los problemas que enfrentan

algunos grupos vulnerables; se estima que esta propuesta
de adición a una función administrativa municipal implica-
rá visibilizar la existencia de estos grupos, y dar directrices
particulares para su atención desde el nivel básico de aten-
ción gubernamental.

En ese tenor se faculta expresamente a los municipios para
que tengan protocolos de atención LGBTIQ+ en sitios pú-
blicos, oficinas municipales y establecimientos mercanti-
les, así como reglas en materia de no discriminación en ba-
ños públicos.

Esta iniciativa también guarda sustento en que los munici-
pios son los primeros encargados de los espacios públicos
y de los establecimientos mercantiles, por lo que se estima
se trata de un asunto de atención local, y de ahí que se es-
time que debe ser una competencia expresa para los ayun-
tamientos municipales, considerando la lejanía tanto de las
autoridades estatales y más aún las de carácter federal, en
tal tesitura debe constituir un tema local de primera aten-
ción.

De esa manera, las instancias municipales tendrán una fa-
cultad expresa para poder vigilar que no haya discrimina-
ción en oficinas públicas, parques, plazas y en estableci-
mientos mercantiles.

Deberá garantizarse el acceso a baños públicos sin discri-
minación, se trata de satisfacer que se cumpla con una ne-
cesidad básica de las personas LGBTIQ+, como es acudir
libremente al baño, no es una cuestión menor, sino que bus-
ca atender un problema real y autentico en el uso de baños
públicos, por lo que debe existir mandato constitucional
que establezca un principio de actuación que se desdoble
en el ámbito legal y reglamentario.

En razón de lo que antecede, a continuación se presenta un
cuadro comparativo donde se contrasta el texto legal vigente
con la propuesta de reforma propuesta en esta iniciativa:
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En mérito de lo expuesto se somete a consideración de es-
ta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 115 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se adiciona el inciso h), con lo que se recorren los
subsecuentes, a la fracción V del artículo 115 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar como sigue:

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen inte-
rior, la forma de gobierno republicano, representativo, demo-
crático, laico y popular, teniendo como base de su división te-
rritorial y de su organización política y administrativa, el
municipio libre, conforme a las bases siguientes:

I. a IV. …

V. Los municipios, en los términos de las leyes federa-
les y estatales relativas, estarán facultados para

a) a g) …

h) Emitir protocolos de atención para prevenir y
actuar en situaciones de discriminación por
orientación sexual e identidad y expresión de gé-

neros en sitios públicos, oficinas municipales y es-
tablecimientos mercantiles, así como reglas en
materia de no discriminación en baños públicos.

i) Intervenir en la formulación y aplicación de pro-
gramas de transporte público de pasajeros cuando
aquéllos afecten su ámbito territorial; e

j) Celebrar convenios para la administración y cus-
todia de las zonas federales.

IV. a VIII. …

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputada
Reyna Celeste Ascencio Ortega (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen, y a la Comisión de Diversidad, para opinión.

CÓDIGO CIVIL FEDERAL Y
CÓDIGO PENAL FEDERAL

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Civil Federal y del Código Penal Federal, a fin
de hacer efectivo el ejercicio del derecho de las personas
adultas mayores a demandar pensión de alimentos por par-
te de las y los hijos, suscrita por la diputada Rocío Esme-
ralda Reza Gallegos y diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. (La iniciativa
podrá ser consultada en el Diario de los Debates de esta
fecha, en el Apéndice XXII)

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 400 del Código Penal
Federal, a cargo del diputado Luis Arturo González Cruz,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México.



El que suscribe, diputado Luis Arturo González Cruz, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, de la LXV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 78, fracción III, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo
400 del Código Penal Federal, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

De acuerdo con el diccionario de la Real Academia de la Len-
gua Española, el encubrimiento es una conducta delictiva
consistente en participar en un delito con posterioridad a su
ejecución, evitando el descubrimiento de sus autores o auxi-
liándolos para que obtengan los beneficios de su acción.

Encubrir es ocultar algo o no manifestarlo o impedir que
llegue a saberse algo. En el ámbito del derecho penal, el
encubrimiento atenta contra la correcta administración de
justicia, como consecuencia de los obstáculos puestos por
el delincuente a su funcionamiento, trabando la averigua-
ción de algún delito y su persecución.

De acuerdo al Código Penal Federal de nuestro país, el de-
lito de encubrimiento, que contempla una pena de prisión
de tres meses a tres años y de quince a sesenta días multa,
se encuentra tipificado en su artículo 400 al presentarse al-
guno de los siguientes siete supuestos:

“(…)

Artículo 400.- Se aplicará prisión de tres meses a tres
años y de quince a sesenta días multa, al que:

I. Con ánimo de lucro, después de la ejecución del deli-
to y sin haber participado en éste, adquiera, reciba u
oculte el producto de aquél a sabiendas de esta circuns-
tancia.

Si el que recibió la cosa en venta, prenda o bajo cual-
quier concepto, no tuvo conocimiento de la procedencia
ilícita de aquélla, por no haber tomado las precauciones
indispensables para asegurarse de que la persona de
quien la recibió tenía derecho para disponer de ella, la
pena se disminuirá hasta en una mitad;

II. Preste auxilio o cooperación de cualquier especie al au-
tor de un delito, con conocimiento de esta circunstancia,
por acuerdo posterior a la ejecución del citado delito;

III. Oculte o favorezca el ocultamiento del responsable
de un delito, los efectos, objetos o instrumentos del mis-
mo o impida que se averigüe;

IV. Requerido por las autoridades, no dé auxilio para la
investigación de los delitos o para la persecución de los
delincuentes;

V. No procure, por los medios lícitos que tenga a su al-
cance y sin riesgo para su persona, impedir la consuma-
ción de los delitos que sabe van a cometerse o se están
cometiendo, salvo que tenga obligación de afrontar el
riesgo, en cuyo caso se estará a lo previsto en este ar-
tículo o en otras normas aplicables;

VI. Altere, modifique o perturbe ilícitamente el lugar,
huellas o vestigios del hecho delictivo, y

VII. Desvíe u obstaculice la investigación del hecho de-
lictivo de que se trate o favorezca que el inculpado se
sustraiga a la acción de la justicia.

(…)”

Evidentemente, estas acciones lesionan la seguridad pública
y la administración de justicia en cualquier sociedad, ya que
esa interferencia en la labor judicial o de investigación impi-
de el cumplimiento de las obligaciones constitucionales del
Estado de promover un entorno de paz y tranquilidad nacio-
nal, ante actos u omisiones constitutivos de delito. 

Como señala la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en su artículo 21, la seguridad pública es
una función del Estado a cargo de la Federación, las enti-
dades federativas y los municipios, cuyos fines son salva-
guardar la vida, las libertades, la integridad y el patrimonio
de las personas, así como contribuir a la generación y pre-
servación del orden público y la paz social.

La seguridad pública comprende la prevención, investiga-
ción y persecución de los delitos, así como la sanción de las
infracciones administrativas, por lo que el accionar de un
encubridor es un importante agravio a la seguridad pública
y a los objetivos nacionales de combatir la impunidad.
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En el caso de los delitos de competencia federal, que afec-
tan la seguridad de la nación y el bienestar de todos los me-
xicanos, el artículo 51 de la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial de la Federación establece que son delitos del orden
federal:

“(…)

Artíulo 51. Las y los jueces federales penales conoce-
rán: 

I. De los delitos del orden federal.

Son delitos del orden federal: 

a) Los previstos en las leyes federales y en los tratados
internacionales. En el caso del Código Penal Federal,
tendrán ese carácter los delitos a que se refieren los in-
cisos b) a l) de esta fracción; 

b) Los señalados en los artículos 2 a 5 del Código Penal
Federal; 

c) Los cometidos en el extranjero por las o los agentes
diplomáticos, personal oficial de las legaciones de la
República y cónsules mexicanos;

d) Los cometidos en las embajadas y legaciones extran-
jeras; 

e) Aquellos en que la Federación sea sujeto pasivo;

f) Los cometidos por una o un servidor público o perso-
na empleada federal, en ejercicio de sus funciones o con
motivo de ellas; 

g) Los cometidos en contra de una persona servidora pú-
blica o empleada federal, en ejercicio de sus funciones
o con motivo de ellas, así como los cometidos contra la
o el Presidente de la República, las y los secretarios del
despacho, el o la Fiscal General de la República, las y
los diputados y senadores al Congreso de la Unión, las
y los ministros, magistrados y jueces del Poder Judicial
Federal, las y los miembros del Consejo de la Judicatu-
ra Federal, las y los magistrados del Tribunal Electoral
del Poder Judicial de la Federación, las personas titula-
res de organismos constitucionales autónomos, las y los
directores o miembros de las Juntas de Gobierno o sus
equivalentes de los organismos descentralizados; 

h) Los perpetrados con motivo del funcionamiento de
un servicio público federal, aunque dicho servicio esté
descentralizado o concesionado; 

i) Los perpetrados en contra del funcionamiento de un
servicio público federal o en menoscabo de los bienes
afectados a la satisfacción de dicho servicio, aunque és-
te se encuentre descentralizado o concesionado;

j) Todos aquéllos que ataquen, dificulten o imposibiliten
el ejercicio de alguna atribución o facultad reservada a
la Federación; 

k) Los señalados en el artículo 389 del Código Penal Fe-
deral cuando se prometa o se proporcione un trabajo en
dependencia, organismo descentralizado o empresa de
participación estatal del Gobierno Federal; 

l) Los cometidos por o en contra de las y los funciona-
rios electorales federales o de funcionarios partidistas
en los términos de la fracción II del artículo 401 del Có-
digo Penal Federal;

m) Los previstos en los artículos 366 Ter y 366 Quáter
del Código Penal Federal, cuando el delito sea con el
propósito de trasladar o entregar a la o el menor fuera
del territorio nacional, y

n) El previsto en los artículo 376 Ter y 376 Quáter del
Código Penal Federal;

II. De los procedimientos de extradición, salvo lo que se
disponga en los tratados internacionales;

III. De las autorizaciones para intervenir cualquier co-
municación privada; así como para las autorizaciones de
la localización geográfica en tiempo real o la entrega de
datos conservados de equipos de comunicación asocia-
dos a una línea, y

IV. De los delitos del fuero común respecto de los cua-
les el Ministerio Público de la Federación hubiere ejer-
cido la facultad de atracción.

(…)”

El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 establece el
principio de que no puede haber paz sin justicia, recupe-
rando elementos clave para la construcción de la paz a tra-



vés de una Estrategia Nacional de Seguridad Pública que,
además de priorizar la atención de las causas de la violen-
cia y los delitos en general, tiene como objetivos el reacti-
var la procuración de justicia combatiendo la impunidad y
la regeneración ética de las instituciones, pero también de
la sociedad ante la crisis de valores y de convivencia que
se han tenido, siendo estos elementos fundamentales para
la reconstrucción del tejido social.

Los problemas que México arrastra en el tema de seguridad
desde hace varias décadas han sido afrontados desde visio-
nes punitivas y de reacción, sin atender de fondo las de-
sigualdades estructurales de nuestro sistema social y sin
enfrentar la corrupción y colusión que tenía la autoridad
supuestamente encargada de perseguir delincuentes con las
organizaciones criminales, a las que no únicamente se les
dejaba de perseguir, sino que eran protegidas y blindadas
para seguir actuando al margen de la ley.

Ejemplos de esta situación hay varios en nuestro país,
siendo el más escandaloso el recientemente juzgado por el
Tribunal Federal de Distrito de Brooklyn en Nueva York,
EU, donde a Genaro García Luna, quien fungió como di-
rector de la Agencia Federal de Investigación de México
durante la presidencia de Vicente Fox Quesada y también
como secretario de Seguridad Pública durante la gestión de
Felipe Calderón Hinojosa, se le declaró culpable de cons-
pirar y aceptar millones de dólares en sobornos de los vio-
lentos cárteles de la droga de nuestro país a quienes se su-
pone estaba obligado a perseguir.1

La exhibición de tal nivel de degradación padecido duran-
te los gobiernos panistas, por la complicidad de sus fun-
cionarios con los criminales, explica la decadencia en el
valor del servicio público, la corrupción y la impunidad
que ha imperado en el Estado mexicano, que como un cán-
cer fue carcomiendo por décadas su quehacer institucional
y la administración de justicia, lo que ha llevado y seguirá
llevando tiempo subsanar y limpiar en la gestión pública.

Si se habla de impunidad en México, los datos de Human
Rights Watch indican que cerca del 90 por ciento de los de-
litos no se denuncian, una tercera parte de los delitos de-
nunciados nunca se investigan y menos del 16 por ciento
de las investigaciones se resuelven, lo cual implica que las
autoridades resuelven poco más del uno por ciento de to-
dos los delitos cometidos durante un año, según el organis-
mo oficial de estadística.2

La impunidad es la consecuencia de la falta de investiga-
ción y castigo a quienes cometen delitos. La información
arroja que la impunidad deriva de factores como que las
víctimas no acuden a denunciar por una justificada falta de
confianza en las instituciones, derivada de décadas de des-
composición y negligencia, así como la falta de profesio-
nalismo y capacidad de las autoridades para proporcionar
seguridad y justicia.

A esta realidad llena de dificultades en la investigación y
persecución de los delitos, se suma el hecho de que el de-
lito de encubrimiento tiene una eximente contemplada en
su artículo 400, penúltimo párrafo del Código Penal Fede-
ral, que establece la inaplicación de la pena prevista en los
casos de ocultamiento del delincuente, cuando no se dé au-
xilio a la autoridad para la investigación de los delitos o pa-
ra la persecución de los delincuentes, cuando se trata de:

1. Los ascendientes y descendientes consanguíneos o
afines;

2. El cónyuge, la concubina, el concubinario y parientes
colaterales por consanguinidad hasta el cuarto grado, y
por afinidad hasta el segundo; y

3. Los que estén ligados con el delincuente por amor,
respeto, gratitud o estrecha amistad derivados de moti-
vos nobles.

Lo anterior no solamente entorpece la, de por sí, mermada
capacidad de las autoridades para responder al llamado ciu-
dadano de garantizar un Estado de derecho con una eficaz
persecución de los delitos, sino que abona al clima de im-
punidad y tolerancia a los hechos delictivos, cuando el tipo
penal en su flexibilidad permite que familiares o personas
cercanas a los delincuentes puedan encubrir a los mismos,
ocultándolos o simplemente no cooperando con las autori-
dades en la investigación, sin ser sancionados por ello, jus-
tificando esta exención en la cercanía o lazos que pueden
existir con quienes cometen delitos. 

La presente iniciativa busca eliminar del artículo 400 del
Código Penal Federal la exención descrita anteriormente
para que no existan concesiones al delito de encubrimiento
y tanto familiares como personas cercanas a los delincuen-
tes estén obligados a cooperar con las investigaciones y no
puedan ocultar o favorecer el ocultamiento del responsable
de un delito, so pena de ser sancionados con un castigo que
el presente decreto establece de cinco a quince años de pri-
sión y de mil a cinco mil días multa.
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Para ilustrar lo anterior se muestra el siguiente cuadro
comparativo:

Hoy, nuestro país transita hacia un modelo de seguridad y
paz social mayoritariamente enfocado en la prevención y
atención de las causas. Tras cuatro años del inicio de la
transformación nacional, los delitos del fuero federal han
bajado en 29.9 por ciento; sin embargo, es menester que los
Poderes de la Unión, en el ámbito de sus competencias, ga-
ranticen que episodios de corrupción, redes de complicidad
y colaboración con delincuentes, como ha ocurrido con al-
tos funcionarios públicos y organizaciones criminales,
nunca más vuelvan a ser parte de la realidad nacional.4

Con esta propuesta, se busca beneficiar al sistema de pro-
curación de justicia, retirando obstáculos a las investiga-
ciones, generando más herramientas para la persecución de
delitos y propiciando un ambiente general de repudio a las
conductas antisociales.

Como sociedad, debemos asimilar que la tarea de consoli-
dar un país libre, en paz y con condiciones de seguridad y
justicia solo es alcanzable con la participación, compromi-
so y valor de todas y todos los mexicanos, pueblo y 
gobierno.

Comprender que la denuncia y el rechazo de todo hecho de-
lictivo, provenga de quien provenga, debe ser un valor pri-
mordial en el pensamiento colectivo y que el servicio públi-



co debe ser un espacio de profesionalismo y compromiso con
el pueblo, evitará que tengamos en nuestro país amistades, fa-
miliares y parejas encubridoras de delincuentes, que gozan de
total libertad y tranquilidad, a pesar del detrimento que sus
acciones han ocasionado al interés general.

Por lo aquí expuesto se somete a consideración de esta
asamblea el presente proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 400 del Códi-
go Penal Federal

Único. Se reforma el artículo 400 del Código Penal Fede-
ral, para quedar como a continuación se presenta:

Artículo 400. Se aplicará prisión de cinco a quince años
y de mil a cinco mil días multa, al que:

I. Con ánimo de lucro, después de la ejecución del deli-
to y sin haber participado en éste, adquiera, reciba u
oculte el producto de aquél a sabiendas de esta circuns-
tancia.

Si el que recibió la cosa en venta, prenda o bajo cual-
quier concepto, no tuvo conocimiento de la procedencia
ilícita de aquélla, por no haber tomado las precauciones
indispensables para asegurarse de que la persona de
quien la recibió tenía derecho para disponer de ella, la
pena se disminuirá hasta en una mitad;

II. Preste auxilio o cooperación de cualquier especie al au-
tor de un delito, con conocimiento de esta circunstancia,
por acuerdo posterior a la ejecución del citado delito;

III. Oculte o favorezca el ocultamiento del responsable
de un delito, los efectos, objetos o instrumentos del mis-
mo o impida que se averigüe;

IV. Requerido por las autoridades, no dé auxilio para la
investigación de los delitos o para la persecución de los
delincuentes;

V. No procure, por los medios lícitos que tenga a su al-
cance y sin riesgo para su persona, impedir la consuma-
ción de los delitos que sabe van a cometerse o se están
cometiendo, salvo que tenga obligación de afrontar el
riesgo, en cuyo caso se estará a lo previsto en este ar-
tículo o en otras normas aplicables;

VI. Altere, modifique o perturbe ilícitamente el lugar,
huellas o vestigios del hecho delictivo, y

VII. Desvíe u obstaculice la investigación del hecho de-
lictivo de que se trate o favorezca que el inculpado se
sustraiga a la acción de la justicia.

El juez, teniendo en cuenta la naturaleza de la acción, las
circunstancias personales del acusado y las demás que se-
ñala el artículo 52, podrá imponer en los casos de encubri-
miento a que se refieren las fracciones I, párrafo primero y
II a IV de este artículo, en lugar de las sanciones señaladas,
hasta las dos terceras partes de las que correspondería al
autor del delito; debiendo hacer constar en la sentencia las
razones en que se funda para aplicar la sanción que autori-
za este párrafo.

Artículos Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Notas

1 The New York Times. “Genaro García Luna es declarado culpable de
recibir sobornos del narcotráfico”. Recuperado de: 

https://www.nytimes.com/es/2023/02/21/espanol/juicio-garcia-lu-
na-culpable.html

2 Human Rights Watch. “Informe Mundial 2023. México”. Recupera-
do de: 

https://www.hrw.org/es/world-report/2023/country-chapters/mexico

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputado
Luis Arturo González Cruz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma el artículo 170 de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo de la diputada Ma. Teresa Rosaura Ochoa
Mejia, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

La que suscribe, Ma. Teresa Rosaura Ochoa Mejía, dipu-
tada integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano en la LXV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; así como 6, numeral
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el
artículo 170, fracción II, de la Ley Federal del Trabajo, en
materia de maternidad, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La mujer ha ocupado un lugar imprescindible siendo la ba-
se de los hogares y la encargada de los hijos, sin embargo,
en el actual contexto social la mujer comenzó a potenciar
sus derechos y posición en la sociedad, por lo cual ha sido
necesario regular en la ley situaciones propias del roll co-
mo mujer, tales como la maternidad. Comprende un tema
importante a discutir y tratar ya que, la maternidad segura,
la salud de la madre y la supervivencia del recién nacido
forman parte esencial de la vida, el entorno laboral y la pro-
ductividad de las mujeres.

La licencia de maternidad se refiere a un derecho de las
mujeres en estado de embarazo, los días de descanso son
remunerados, asegurando así el bienestar del bebé antes,
durante y después del parto. Este concepto surge a partir de
que se entiende que una mujer, por quedar embarazada o
comenzar el proceso de gestación de un hijo, no debería ser
apartada ni perder su puesto laboral.1

Por consiguiente, es un beneficio crucial para preservar la
salud de las gestantes. La gran mayoría de los países en el
mundo cuentan con leyes que protegen la maternidad en el
trabajo, puesto que, según recomendaciones de la Organi-
zación Internacional del Trabajo (OIT), los gobiernos de-
ben proveer una licencia de maternidad de 14 semanas co-
mo mínimo y durante las cuales toda mujer que se ausente
tiene derecho a prestaciones en efectivo. Sin embargo, son
pocos los Estados que respetan dicho criterio, apenas 34
por ciento de 185 países analizados en todo el mundo cum-
plen plenamente con la recomendación.2

En México, los derechos de las madres trabajadoras están
regulados en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en las Ley de Seguridad Social y en la Ley
Federal del Trabajo, en los cuales se establece protección a
la mujer embarazada, conocida como incapacidad laboral
por maternidad.3

Las mujeres trabajadoras en México tienen el derecho de
obtener una licencia de maternidad de 12 semanas que, por
lo general, se dividen en 6 semanas antes del parto y 6 des-
pués, esto de acuerdo, con el articulo 123, Apartado A,
fracción V y el Apartado B, fracción VI, inciso C, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es-
tablece que:

“Toda persona tiene derecho al trabajo digno y social-
mente útil; al efecto, se promoverán la creación de em-
pleos y la organización social de trabajo, conforme a la
ley”.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases si-
guientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales
regirán:

…

V. Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos
que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un peli-
gro para su salud en relación con la gestación; gozarán for-
zosamente de un descanso de seis semanas anteriores a la
fecha fijada aproximadamente para el parto y seis sema-
nas posteriores al mismo, debiendo percibir su salario ín-
tegro y conservar su empleo y los derechos que hubieren
adquirido por la relación de trabajo. En el período de lac-
tancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de
media hora cada uno para alimentar a sus hijos;

…

…

XI. La seguridad social se organizará conforme a las si-
guientes bases mínimas:

…

c) Las mujeres durante el embarazo no realizarán traba-
jos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un
peligro para su salud en relación con la gestación; goza-
rán forzosamente de un mes de descanso antes de la fe-



cha fijada aproximadamente para el parto y de otros dos
después del mismo, debiendo percibir su salario íntegro
y conservar su empleo y los derechos que hubieren ad-
quirido por la relación de trabajo. En el período de lac-
tancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de
media hora cada uno, para alimentar a sus hijos. Ade-
más, disfrutarán de asistencia médica y obstétrica, de
medicinas, de ayudas para la lactancia y del servicio de
guarderías infantiles.4

Por consiguiente, el 22 de febrero del presente año se rea-
lizó el Primer Encuentro Legislativo de Alto Nivel Para la
Primera Infancia, en el cual diversas organizaciones y es-
pecialistas sobre el tema presentaron propuestas legislati-
vas sobre temas que contribuirán al bienestar y protección
de la niñez y adolescencia, entre dichas propuestas resalta-
ron la reforma al artículo 123 de la CPEUM, en beneficio
a las mujeres trabajadoras que deciden ser madres.5

De ahí que, es necesario ampliar el periodo de licencia a 14
semanas, especificar el derecho de la mujer a elegir libre-
mente cuando tomará la parte no obligatoria de su licencia
de maternidad, antes o después del parto, igualmente ho-
mologar el periodo de licencia de maternidad en el artícu-
lo 170, fracción II y fracción IV, en la Ley Federal del Tra-
bajo, puesto que, la licencia de maternidad brinda ciertos
beneficios que impactan en el cuidado de la salud de la ma-
dre y el bebé, así como un impacto positivo en las finanzas
personales.6

Asimismo, contribuye al desarrollo infantil, generando ma-
yores conexiones neuronales, funciones cognitivas y supe-
riores de los niños. Las licencias de maternidad además
pueden contribuir a revertir la discriminación por género
que aún persiste en el mercado laboral, de ahí que, las po-
líticas que permiten una mejor conciliación entre el ámbito
productivo y reproductivo tienen el potencial de generar
una mayor equidad de género, aumentando la oferta labo-
ral, sostener las tasas de fecundidad, disminuir la pobreza
y contribuir a las infancias.7

Considerando que la falta de equidad de género es uno de
los principales obstáculos para la participación de las mu-
jeres en el mercado laboral, el Imco evaluó a las 32 entida-
des del país del país en su entrada y permanencia de las
mujeres en el mercado laboral arrojando como resultado la
carencia que existe en las entidades por condiciones labo-
rales optimas para que las mujeres entren y permanezcan
en el mercado laboral.8

Por lo tanto y a pesar de que la legislación en México ha
tenido avances al respecto, es indispensable tomar más
acciones que permitan el crecimiento adecuado para la
mujer en su contexto laboral y a su vez en su realización
como madre, por lo que la posibilidad de gozar un ade-
cuado período de licencia materna, podría resultar una
medida eficaz para la salud, recuperación y bienestar de
la madre y el hijo, además que, incrementar la licencia de
maternidad es fundamental para dar cumplimiento con
los acuerdos internacionales y mejorar las condiciones
para la lactancia materna.

Por lo expuesto, someto a consideración de esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 170, fracción
II, de la Ley Federal del Trabajo

Único. Se reforma el articulo 170, fracción II, de la Ley Fe-
deral del Trabajo para quedar como sigue:

Artículo 170. Las madres trabajadoras tendrán los siguien-
tes derechos: 

I. …

II. Disfrutarán de un descanso de nueve semanas ante-
riores y nueve posteriores al parto. A solicitud expresa
de la trabajadora, previa autorización escrita del médico
de la institución de seguridad social que le corresponda
o, en su caso, del servicio de salud que otorgue el pa-
trón, tomando en cuenta la opinión del patrón y la natu-
raleza del trabajo que desempeñe, se podrá transferir
hasta cuatro de las siete semanas de descanso previas al
parto para después del mismo. En caso de que los hijos
hayan nacido con cualquier tipo de discapacidad o re-
quieran atención médica hospitalaria, el descanso podrá
ser de hasta ocho semanas posteriores al parto, previa
presentación del certificado médico correspondiente. 

III. a VII. …

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Los congresos de las entidades federativas ten-
drán 180 días para adecuar sus legislaciones a la entrada en
vigor del presente decreto.
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Notas

1 Berrocal Durán, J y Reales Vega, R (2016) La licencia de maternidad
en el derecho comparado. Justicia Juris, en línea. Disponible en Inter-
net: 

http://www.scielo.org.co/pdf/jusju/v12n1/v12n1a09.pdf 

2 Paquali, M. (2022) ¿Qué países garantizan una licencia de materni-
dad remunerada? En línea, disponible en Internet: 

https://es.statista.com/grafico/27370/duracion-de-la-licencia-de-
maternidad-remunerada/ 

3 Zamora-Escudero, R, López-Rioja, MDJ, Acosta-Martínez, M, y
Covarrubias-Haiek, F. (2013). Incapacidad laboral durante el embara-
zo y la lactancia. Ginecologia y Obstetricia de Mexico, 81(8), 461-471.

4 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

5 Foro “Primer Encuentro Legislativo de Alto Nivel Para la Primera In-
fancia”. Senado de la República. 22 de febrero 2023

6 BBVA (2023). ¿Qué es la licencia de maternidad?. En línea. Dispo-
nible en Internet: 

https://www.bbva.mx/educacion-financiera/seguros/licencia-de-
maternidad.html#:~:text=De%20acuerdo%20con%20el%20art%C
3%ADculo,del%20parto%20y%206%20despu%C3%A9s 

7 CIPPEC. (2022) Tres motivos para ampliar el régimen de licencias.
[En línea] Disponible en Internet: 

https://www.cippec.org/publicacion/tres-motivos-para-ampliar-el-
regimen-de-licencias/ 

8 Imco. (2023) Estados con lupa de género 2023. [En línea] Disponi-
ble en Internet: 

https://imco.org.mx/estados-conlupadegenero-2023/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.—
Diputada Ma. Teresa Rosaura Ochoa Mejía (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen, y a la Comisión de Igualdad de Género,
para opinión.

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y
PROCEDIMIENTOS ELECTORALES Y LEY

GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS

«Iniciativa que adiciona un artículo 33 Bis a la Ley Gene-
ral de Instituciones y Procedimientos Electorales y reforma
el artículo 28 de la Ley General de Partidos Políticos, a car-
go del diputado Jesús Alberto Velázquez Flores, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.

Quien suscribe, Jesús Alberto Velázquez Flores, diputado
federal a la LXV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión e integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática con fundamento en lo dispues-
to por los artículos 71, fracción II, 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos
6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adiciona un artículo 33 Bis a la Ley General de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales y reforma el artículo
28 numeral 2 de la Ley General de Partidos Políticos, con-
siderando la siguiente:

Exposición de motivos

La transparencia, el acceso a la información pública y la
correcta aplicación de las normas deben ser los ejes fun-
damentales de la administración pública, de un buen
gobierno.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
garantiza en su artículo 6 que “toda persona tiene derecho
al libre acceso a información plural y oportuna, así como a
buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índo-
le”.1 Asimismo, en su artículo 73 XXIX-S se faculta al
Congreso General “para expedir leyes generales reglamen-
tarias que desarrollen los principios y bases en materia de
transparencia gubernamental, acceso a la información y
protección de datos personales en posesión de las autorida-
des, entidades, órganos y organismos gubernamentales de
todos los niveles de gobierno.”2

Si bien el reconocimiento del derecho a la información se
dio en 2007, fue hasta el 11 de junio de 2013, fecha en la
que fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el
decreto por el cual se reformó el párrafo segundo del ar-
tículo 6 para quedar como actualmente lo conocemos. Una
lucha larga que ha desembocado en que el acceso a la in-



formación pública se convierta en un derecho para ejercer
otros derechos.

En el andamiaje legal y tratados internaciones el acceso a
la información pública representa un derecho fundamental
para todos los ciudadanos que deseen buscar y recibir in-
formación y datos en manos del Estado. Asimismo, es im-
portante porque permite la participación en los asuntos po-
líticos, mejora el entender y la capacidad de monitorear las
acciones del Estado, al transparentar la gestión pública.

El ejercicio del derecho de acceso a la información pública
fortalece la participación ciudadana, las políticas públicas,
la gestión pública y por ende la gobernabilidad democráti-
ca. Al mismo tiempo, permite reforzar la legitimidad del
sistema democrático incorporando al ciudadano en los pro-
cesos de deliberación, gestión y evaluación de las políticas
públicas, sumando un componente de sustentabilidad a las
políticas públicas.

Si los ciudadanos conocen cómo se toman las decisiones
que les afectan, cómo se manejan los fondos públicos o ba-
jo qué criterios actúa el gobierno municipal, se empieza a
responder a una sociedad crítica, exigente y que demanda
participación en la toma de decisiones.

Planteamiento del Problema

Esta transparencia, democrático de cualquier administra-
ción pública ya que queda sujeta al escrutinio del ciudada-
no. Lo mismo pasa al interior de los partidos políticos y
con el Instituto Nacional Electoral, cuanta más trasparencia
menos necesidad de demanda de información porque ya es-
tará expuesta. A mayor transparencia mayor será la partici-
pación, porque la ciudadanía y militancia estará sabedora
de lo que sucede al interior. Cuanta más transparencia, ma-
yor será la legitimación en quienes sean los titulares de los
cargos.

La exigencia de una cultura de la transparencia debiera ser
la meta de cualquier administración para lograr una socie-
dad mejor, más informada, más exigente y participativa,
consiguiendo así gobiernos más abiertos, ciudadanos más
participativos y fortaleciendo los partidos políticos y al Ins-
tituto Electoral.

Por lo antes expuesto, se somete a consideración de esta
honorable asamblea la presente: 

Propuesta de modificación
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Fundamento Legal

Con fundamento en los artículos 71, fracción II y 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, someto a consideración del pleno de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un artículo 33 Bis a la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales, y reforma el artículo 28 numeral 2 de la Ley Ge-
neral de Partidos Políticos

Primero. - Se adiciona un artículo 33 Bis a la Ley General
de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Ley General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales.

Artículo 33 Bis. El instituto deberá garantizar, en materia
de transparencia y acceso a la información, los principios y
bases establecidas en el artículo 6 de la Constitución, la
Ley General de Transparencia, la Ley Federal de Transpa-
rencia, la Ley de Archivos, la Ley General de Datos Perso-
nales, y demás normatividad aplicable.

El instituto deberá poner a disposición del público y man-
tener actualizada, sin que medie petición de parte, la infor-
mación a que se refiere la Ley General de Transparencia y
la Ley Federal de Transparencia, a través de su página de
internet y en la Plataforma Nacional.

El instituto deberá habilitar en su portal de Internet una
sección que permita a las personas usuarias consultar la in-
formación publicada en cumplimiento de sus obligaciones
de transparencia.

La información deberá publicarse de manera que se facili-
te su uso, comprensión, accesibilidad y se asegure su cali-
dad, veracidad, oportunidad y confiabilidad.

Segundo. - Se reforma el artículo 28 numeral 2 de la Ley
General de Partidos Políticos

Ley General de Partidos Políticos

Artículo 28.- 

1. …

2. Las personas accederán a la información de los partidos
políticos de manera directa, en los términos que disponga la
ley a que se refiere el artículo 6 constitucional en materia de
transparencia, la Ley General de Transparencia, la Ley Fede-
ral de Transparencia, la Ley de Archivos, la Ley General de
Datos Personales, y demás normatividad aplicable.

3. a 5. …

6. Los partidos políticos están obligados a publicar en su
página electrónica, como mínimo, la información especifi-
cada como obligaciones de transparencia en la ley de la
materia, así como, habilitar una sección que permita a las
personas usuarias consultar la información publicada en
cumplimiento de sus obligaciones de transparencia.

La información deberá publicarse de manera que se facili-
te su uso, comprensión, accesibilidad y se asegure su cali-
dad, veracidad, oportunidad y confiabilidad. Ponerla a dis-
posición del público y mantener actualizada, sin que medie
petición de parte.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Artículo 6o., segundo párrafo de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, vigente.

2 Artículo 73 XXIX-S de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.



Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputado
Jesús Alberto Velázquez Flores (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Reforma Política-Electoral,
para dictamen, y a la Comisión de Transparencia y An-
ticorrupción, para opinión.

LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 3o., 15 y
17-A de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, a
cargo de la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del
Grupo Parlamentario de Morena.

La que suscribe, Reyna Celeste Ascencio Ortega, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Legisla-
tura del Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, se permite someter a consideración
de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversas disposiciones de la Ley Federal
de Procedimiento Administrativo, en materia de reconoci-
miento de la manifestación del nombre en trámites y pro-
cedimientos administrativos ante la administración pública
federal, de acuerdo con la identidad de género de las per-
sonas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La finalidad de esta iniciativa es proteger el derecho a la iden-
tidad y expresión de género en los trámites y las promociones
ante el gobierno federal, incluso cuando las personas no ten-
gan una nueva acta de nacimiento o identificación.

Las personas de la diversidad sexual tienen derecho, bajo
su autopercepción, al derecho a un nombre, y el mismo de-
be ser respetado y reconocido por el Estado, sin que dicha
expresión sea motivo para negarle el acceso a trámites,
procedimiento y el goce de servicios.

Con esta iniciativa se reforman las disposiciones de la Ley
Federal de Procedimiento Administrativo que rige los trá-
mites y procedimientos ante la Administración Pública Fe-
deral, siendo un requisito esencial la manifestación del

nombre del promovente, esa manifestación debe ser acorde
a la propia autopercepción de las personas.

En tal tesitura, se busca dar rango legal a previsiones que
eviten que en los procedimientos y trámites administrati-
vos se formule prevención o se desechen por que no exista
concordancia entre el nombre manifestado de acuerdo con
la autopercepción y los documentos de nacimiento o iden-
tidad que se presenten.

Las personas tienen derecho al nombre, y el mismo no pue-
de estar sujeto al reconocimiento del Estado, la identidad
de género supone la manera en que la persona se asume a
sí misma y que comprende la vivencia interna e individual
del género como cada persona, si una persona manifiesta
su nombre y esa afirmación se encuentra robustecida con
indicios que así lo demuestren, ello será suficiente para te-
ner por acreditado su expresión, en el entendido que el Es-
tado y las autoridades no pueden ni deben exigir a las per-
sonas que prueben, por algún medio la manera en que se
conciben a sí mismas y la vivencia interna de su género, al
respecto sirva de apoyo el siguiente criterio:

Suprema Corte de Justicia de la Nación
Registro digital: 2020069
Instancia: Tribunales colegiados de circuito
Décima época
Materias: Constitucional, penal, común
Tesis: VIII.3o.P.A.1 P (10a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Libro 67, junio de 2019, tomo VI, página 5181
Tipo: Aislada

Identidad de género de las personas trans. Si el quejoso
manifiesta bajo protesta de decir verdad que se asume a
sí mismo como tal, y su afirmación se encuentra robus-
tecida con indicios que demuestren ese aspecto, ello es
suficiente para tener por acreditado su dicho, sin exigir
que lo compruebe con algún medio probatorio.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción ha sostenido que la identidad de género supone la
manera en que la persona se asume a sí misma y que com-
prende la vivencia interna e individual del género como
cada persona la siente, la cual podría corresponder o no
con el sexo asignado al momento de su nacimiento, in-
cluyendo la vivencia personal del cuerpo y otras expre-
siones de género como la vestimenta, el modo de hablar
y los modales. En este sentido, si en el juicio de amparo
el quejoso manifiesta, bajo protesta de decir verdad, ser
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una persona trans, y esa afirmación además se encuentra
robustecida con indicios que demuestren tal aspecto, ello
es suficiente para tener por acreditado su dicho pues, a la
luz de lo anterior, existe una clara imposibilidad de exigir
a las personas que prueben, por algún medio la manera en
que se conciben a sí mismas y la vivencia interna de su
género.

Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Admi-
nistrativa del Octavo Circuito.

Amparo en revisión 102/2018, 7 de marzo de 2019. Ma-
yoría de votos. Disidente: Héctor Flores Guerrero. Po-
nente: Miguel Negrete García. Secretarios: Alejandro
Alonso Vázquez Alonso y Juan Pablo Alemán Izaguirre.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019, a las
10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

En otras palabras se trata de que haya un principio de igual-
dad y no discriminación para aquellas personas que libre-
mente expresión su identidad, a través de la expresión de
su nombre en los trámites administrativos que realicen, a
fin de satisfacer su libre desarrollo a la personalidad, sien-
do relevante citar el siguiente precedente:

Suprema Corte de Justicia de la Nación
Registro digital: 165698
Instancia: Pleno
Novena época
Materias: Civil
Tesis P. LXIX/2009
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta. Tomo XXX, diciembre de 2009, página 17
Tipo: Aislada

Reasignación sexual. Es una decisión que forma parte
de los derechos al libre desarrollo de la personalidad.

Partiendo de que el derecho al libre desarrollo de la per-
sonalidad implica necesariamente el reconocimiento a los
derechos a la identidad personal, sexual y de género, pues
a partir de éstos el individuo se proyecta frente a sí mis-
mo y dentro de una sociedad, se concluye que la reasig-
nación sexual que decida una persona transexual para
adecuar su estado psicosocial a su físico y de ahí, vivir en
el sexo con el que se identifica plenamente y ser recono-
cido como tal por los demás constituye una decisión que
forma parte del libre desarrollo de la personalidad, en tan-
to es una expresión de la individualidad de la persona,

respecto de su percepción sexual y de género ante sí mis-
mo, que influye decisivamente en su proyecto de vida y
en todas sus relaciones dentro de la sociedad.

Amparo directo 6/2008, 6 de enero de 2009. Once vo-
tos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria:
Laura García Velasco.

El tribunal pleno, el 19 de octubre en curso, aprobó con el
número LXIX/2009 la tesis aislada que antecede. México,
Distrito Federal, a 19 de octubre de 2009.

En consecuencia se propone que las autoridades adminis-
trativas respeten plenamente la manifestación del nombre
bajo la identidad y expresión de género que manifiesten los
particulares.

En razón de lo que antecede, a continuación se presenta un
cuadro comparativo en el que se contrasta el texto legal vi-
gente y, por otro lado, la propuesta de reforma propuesta en
esta iniciativa:



En mérito de lo expuesto se somete a consideración de es-
ta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo

Único. Se reforma el segundo párrafo del artículo 15 y se
adicionan uno segundo a la fracción XII del artículo 3 y
uno cuarto al artículo 17-A de la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo, para quedar como sigue:

Artículo 3. Son elementos y requisitos del acto adminis-
trativo:

I. a XI. …

XII. …

En su caso se deberá respetar la manifestación del
nombre bajo la identidad y expresión de género que
manifiesten los particulares.

XIII. a XVI. …

Artículo 15. …

Las promociones deberán hacerse por escrito en el que se
precisará el nombre, denominación o razón social de quién
o quiénes promuevan, en su caso de su representante legal,
domicilio para recibir notificaciones, así como nombre de
la persona o personas autorizadas para recibirlas, la peti-
ción que se formula, los hechos o razones que dan motivo
a la petición, el órgano administrativo a que se dirigen y lu-
gar y fecha de su emisión. El escrito deberá estar firmado
por el interesado o su representante legal, a menos que no
sepa o no pueda firmar, caso en el cual, se imprimirá su
huella digital. Los promoventes al manifestar su nombre
podrán ejercer su derecho a la identidad y expresión de
género.

…

Artículo 17-A. …

…

…

No dará lugar a prevención cuando los interesados se-
ñalen un nombre ejerciendo su derecho a la identidad y
expresión de género, aunque el mismo no corresponda
al documento de nacimiento o identidad que presenten,
siempre que en su escrito inicial el promovente haga la
correlación correspondiente.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputada
Reyna Celeste Ascencio Ortega (rúbrica).»
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Se turna a la Comisión de Transparencia y Antico-
rrupción, para dictamen, y a la Comisión de Diversi-
dad, para opinión.

LEY DE MIGRACIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Migración, en materia de fortalecimiento de la
certificación y la profesionalización de la Carrera Migrato-
ria, suscrita por el diputado Rocío Esmeralda Reza Galle-
gos y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

La que suscribe diputada federal Rocío Esmeralda Reza
Gallegos y las y los diputados, integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, de la LXV Legis-
latura; con fundamento en lo dispuesto por la fracción II
del artículo 71 y el inciso h del artículo 72 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y los artí-
culos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someten a consideración de esta Honorable
Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto
que Reforma y Adiciona la Ley de Migración, en materia
de fortalecimiento de la certificación y la profesionaliza-
ción de la carrera migratoria, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del problema a resolver con la pro-
puesta

Es un hecho ampliamente reconocido por la comunidad in-
ternacional, que la política migratoria es una responsabili-
dad compartida entre los gobiernos de los distintos países
que tienen que ver con este tipo de fenómenos y que dia-
riamente ven pasar por sus fronteras a miles de personas en
calidad de migrantes.

Y es precisamente con base en esa aceptación y el recono-
cimiento de esa responsabilidad, que se deriva el incipien-
te esfuerzo que están desarrollando los países agrupados en
los organismos internacionales que atienden el tema mi-
gratorio, con la reiterada recomendación a sus agremiados,
de implementar prácticas que en otras latitudes han resul-
tado exitosas.

En esta tónica, las instituciones nacionales que tienen en
sus manos la implementación de las políticas públicas en la

materia, deben imprimir un mayor énfasis en la capacita-
ción y profesionalización de su capital humano, tendientes
a lograr una mejor gestión en el rubro que nos ocupa; de
forma tal que resulte más sencillo trabajar en la protección
y garantías suficientes para que puedan ser respetados los
derechos humanos de las personas migrantes que transitan
en situación irregular, así como en la conservación de la
gobernabilidad democrática y el estado de derecho de la
zona que se trate, todo esto sin descuidar, por supuesto, el
cumplimiento del resto de sus obligaciones en la materia. 

De lo anterior se deriva, que el estado mexicano debe tener
muy presente que bajo el principio de la cooperación inter-
nacional, resulta prioritaria la línea del fortalecimiento de
la relación con los diversos países, esto con el objeto de
atender eficientemente el fenómeno migratorio, empren-
diendo acciones dirigidas a resolver las causas que dan ori-
gen a la migración, pero paralelamente se debe continuar
en la línea de asegurar que el flujo de personas por Méxi-
co sea seguro, ordenado y regular, con respeto irrestricto a
los derechos humanos y en ejercicio soberano de una di-
rección profesional y atinada sobre la política exterior.1

Prueba de lo anterior, son las acciones que se llevan a cabo
por instituciones serias y responsables como lo es Human
Rights Watch y otras similares, en donde se nos pone la
muestra de que se puede llegar a ser altamente profesional
en el tema migratorio, al defender los derechos de las per-
sonas en todo el mundo, evitando políticas excesivas, ex-
poniendo ampliamente las situaciones que deben ser revi-
sadas, así como poniendo presión sobre quienes tienen en
sus manos el diseño y aplicación de las distintas acciones,
a fin de que se respetan los derechos y se asegure la justi-
cia en las mejores condiciones normativas para todos aque-
llos actores que intervienen en los procesos.

Y así es como en el marco de estas condiciones imperan-
tes, tenemos que la enorme cantidad de migrantes en su
conjunto, -en donde desafortunadamente están incluidas
muchísimas personas y familias mexicanas- reflexionan
constantemente en el sentido de que su cotidianidad es im-
posible de afrontar, así es que ven como la única opción
viable para su desarrollo y solvencia económica, la de mi-
grar, con la intención de solicitar asilo en un país vecino.2

Por todo ello, y considerando de manera especial la difícil
situación que vive la población migrante, -incluyendo in-
seguridad, crisis política prolongada, e inestabilidad eco-
nómica- que las personas que se ven forzadas a transitar,
deben contar con la necesaria oportunidad de ser tratados



con todo profesionalismo por personal que ha sido cuida-
dosamente seleccionado, desarrollado y calificado. 

Con esa intencionalidad se ha preparado la presente pro-
puesta y con el objetivo principal de fomentar el fortaleci-
miento de las capacidades de los funcionarios y servidores
públicos que forman parte de esas instituciones mexicanas
y cuya labor fundamental es la de proveer los mejores ser-
vicios y brindar atención de primera calidad a las pobla-
ciones en contextos de movilidad migratoria. 

En congruencia con lo anterior, cabe señalar que este com-
ponente legislativo, busca que las instituciones consagra-
das al tema migratorio, de forma complementaria a las ta-
reas que emprenden día con día, analicen y adquieran
nuevas habilidades y competencias a través de la promo-
ción de reformas que les permitan vincularse y comple-
mentar su actuar para atender el fenómeno migratorio de
manera integral, transversal, interinstitucional y con enfo-
que de derechos humanos.3

Como consecuencia de la adquisición y perfeccionamiento
de las habilidades que nos ocupan, es de resaltarse que el
fortalecimiento de las instituciones debe considerar de for-
ma preponderante al capital humano, toda vez que éste fun-
ge como motor de las principales acciones que deben de
emprenderse. 

Por ello es necesario consolidar el Servicio Profesional de
Carrera Migratoria, así como capacitar y profesionalizar
permanentemente al personal de acuerdo con los más altos
estándares internacionales en materia de derechos huma-
nos, género, igualdad y transparencia, e implementar me-
didas para aprovechar sus competencias y habilidades a fin
de incentivar y generar oportunidades de permanencia y
desarrollo.4

En síntesis, los objetivos que se buscan a través de la pre-
sentación de esta propuesta, son los que tienen que ver con
la posibilidad de lograr la integración a la Ley de Migra-
ción, del concepto preciso de Servicio Profesional de Ca-
rrera Migratoria; detallar con mayor precisión las caracte-
rísticas con las cuales debe trabajar el Comité del Servicio
Profesional de Carrera Migratoria, como lo son su integra-
ción y atribuciones; ampliar las facultades del Centro de
Evaluación, incluyendo las de comprobar el perfil de com-
petencia laboral en un puesto determinado; adicionar inte-
grantes al Centro de Evaluación, así como integrar algunos
principios de actuación, para mejorar el trabajo de los ser-
vidores públicos en el tema migratorio.

II. Marco conceptual

Con la intención de lograr una mayor comprensión de los
distintos términos que vienen incluidos a lo largo de esta
propuesta, a continuación, se detallan los más importantes. 

En este orden de ideas, resaltaremos en primer término lo
que se entiende para efectos de este proyecto por principio
de imparcialidad, en donde tomaremos como válido lo
que dice el Diccionario de la Real Academia Española en
el sentido de que a la falta de designio o de prevención a
favor o en contra de alguien o algo, imparcialidad es lo que
nos permite juzgar o proceder con rectitud. 

Paralelamente se refiere también y coinciden las opiniones
en la línea de que el término de imparcialidad encuentra
plena aplicación en materia disciplinaria y complementa-
riamente tiene como finalidad evitar que el juzgador sea
“juez y parte”, así como que sea “juez de su propia causa”.

En el tema de la discrecionalidad administrativa estamos
haciendo alusión a los límites de actuación de la Administra-
ción Pública, dentro de los cuales ésta se ha de mover para to-
mar sus decisiones en aquellos casos en los que la potestad
administrativa no viene claramente delimitada por la Ley.

Una de las problemáticas más importantes en la puesta en
marcha de algunos servicios de carrera es la simulación de
procesos y con esto nos estamos refiriendo a la capacidad
de fingir o pretender un trato preferencial hacia ciertos con-
cursantes para ocupar los vacantes o puestos, la nula o es-
casa transparencia en el desarrollo de las actividades, la co-
rrupción en los informes, las irregularidades encontradas
en el cumplimiento de las condiciones pactadas, la realiza-
ción de proyectos distintos e incompletos, incumplimiento
de tiempo, calidad etcétera.

Por lo que hace a la competencia laboral en un puesto de-
terminado, entendemos que es la que tiene que ver con los
conocimientos y las habilidades necesarios para lograr su
desarrollo de la mejor forma posible, pretendiendo que es-
tos sean suficientes para responder satisfactoriamente a la
demanda de una tarea o actividad, cumpliendo con los pa-
rámetros y los objetivos establecidos por una institución o
empresa respecto del puesto en cuestión. 

En el caso de México, contamos con una institución desti-
nada a lograr esa estandarización, como lo es el Consejo
Nacional de Normalización y Certificación de Competen-
cias Laborales 
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-CONOCER- cuya principal labor es la de coordinar y pro-
mover el Sistema Nacional de Competencias, esto para que
México cuente con los empresarios, los trabajadores, los do-
centes, estudiantes y servidores públicos más competentes.

Ya para los rubros que tienen que ver con migración, inte-
graremos que la política migratoria del Estado Mexica-
no es el conjunto de decisiones estratégicas para alcanzar
objetivos determinados, que con fundamento en los princi-
pios generales y demás preceptos contenidos en la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los trata-
dos y convenios internacionales en los que el Estado
Mexicano sea parte y la presente Ley, se plasman en el Re-
glamento, normas secundarias, diversos programas y ac-
ciones concretas para atender el fenómeno migratorio de
México de manera integral, como país de origen, tránsito,
destino y retorno de migrantes.5

Por otro lado, consideraremos que, en nuestro país, mi-
grante es todo aquel individuo que sale, transita o llega al
territorio de un estado distinto al de su residencia por cual-
quier tipo de motivación. De forma complementaria tene-
mos que estación Migratoria, es la instalación física que
establece el Instituto para alojar temporalmente a los ex-
tranjeros que no acrediten su situación migratoria regular,
en tanto se resuelve su situación personal. 

Otros autores refieren que estaciones migratorias, son los
lugares establecidos o habilitados por la Secretaría de Go-
bernación por conducto del Instituto Nacional de Migra-
ción para el alojamiento temporal de las personas en con-
texto de migración que no puedan acreditar su situación
migratoria regular en el país.6

Por otro lado, tomamos nota de que retorno asistido es el
procedimiento por el que el Instituto Nacional de Migra-
ción hace abandonar el territorio nacional a un extranjero,
remitiéndolo a su país de origen o de residencia habitual.

Paralelamente tenemos que situación migratoria, es la hi-
pótesis jurídica en la que se ubica un extranjero en función
del cumplimiento o incumplimiento de las disposiciones
migratorias para su internación y estancia en el país. En
esencia se considera que el extranjero tiene situación mi-
gratoria regular, cuando ha cumplido totalmente con dichas
disposiciones y que tiene situación migratoria irregular
cuando haya incumplido con las mismas.

Por lo que respecta al término trámite migratorio, estare-
mos haciendo alusión a cualquier solicitud o entrega de in-

formación que formulen las personas físicas y morales an-
te la autoridad migratoria, para cumplir una obligación, ob-
tener un beneficio o servicio de carácter migratorio a fin de
que se emita una resolución, así como cualquier otro docu-
mento que dichas personas estén obligadas a conservar, no
comprendiéndose aquélla documentación o información
que solo tenga que presentarse en caso de un requerimien-
to del Instituto. 

Que por lo que hace a las autoridades en la materia, el Ins-
tituto Nacional de Migración, es el órgano que funge co-
mo el ente encargado de ejecutar la política migratoria del
país, en coordinación con la Secretaria de Gobernación, a
la par de su obligación de promover la implementación de
nuevos modelos de atención migratoria, con pleno respeto
a los derechos humanos de las personas, en un contexto de
movilidad internacional.

III. Marco jurídico

En el entendido de que toda persona que quiera gozar de
las libertades para ingresar, permanecer, transitar y salir del
territorio nacional de nuestro país, necesariamente deberá
considerar -las limitaciones que marca nuestra Norma Su-
prema, al igual que los tratados y los convenios internacio-
nales de los cuales forme parte el Estado mexicano, ade-
más de las leyes y demás disposiciones jurídicas que
aplican en la materia- detallaremos a continuación lo que al
respecto se determina. 

De esta forma, sobresale lo que dicta nuestra Carta Magna
en su artículo primero, donde se garantiza el respeto irres-
tricto a los derechos humanos de toda persona, indepen-
dientemente de su calidad migratoria, sea cual fuere su ori-
gen, nacionalidad, género, etnia, y edad, con especial
atención a grupos vulnerables como menores de edad, mu-
jeres, indígenas, adolescentes y personas de la tercera edad,
así como a víctimas del delito. 

Adicionalmente en su artículo No. 11, la propia Constitución
es muy clara cuando refiere que el Estado mexicano debe ga-
rantizar a los extranjeros el ejercicio de los derechos y liber-
tades reconocidos en la disposición de referencia, en los tra-
tados y convenios internacionales de los cuales el estado
mexicano forma parte, así como de las disposiciones que se-
ñale el marco jurídico en su conjunto, todo esto con indepen-
dencia de la situación migratoria de la persona que se trate. 

Aunado a esto, el artículo 89 Constitucional en su décima
fracción, establece que es un principio normativo la con-



ducción de la política exterior a cargo del Titular del Poder
Ejecutivo Federal, así como la cooperación internacional
para el desarrollo, incluyendo el respeto, la protección y
promoción de los derechos humanos, así como la lucha por
la paz y seguridad internacionales.

Por lo que hace al campo de las políticas públicas aplicables,
en el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en
el Diario Oficial de la Federación el 12 de julio de 2019, se
encuentra determinado el importante compromiso de impul-
sar el desarrollo sostenible, así como la construcción de me-
canismos capaces de atender el fenómeno migratorio. Asi-
mismo, prevé que el Ejecutivo Federal tiene como propósito
en la materia, el coadyuvar en la solución del origen de los
flujos masivos migratorios procedentes de otras naciones,
principalmente de los países de Centroamérica hacia los Es-
tados Unidos, lo que es tarea de todos los entes públicos que
conforman la Administración Pública Federal, en el ámbito
de sus respectivas atribuciones.7

Otro aspecto de relevancia, es el que se refiere a que el 25
de mayo de 2011, -ante los cambios observados de manera
reiterad en la dinámica del rubro de la migración y después
de un intenso proceso legislativo, finalmente se promulgó
la actual Ley de Migración- que señala como propicias las
condiciones necesarias para la creación de una nueva polí-
tica migratoria en la que se busca robustecer la protección
de los derechos y la seguridad de las personas migrantes
nacionales y extranjeras, fortaleciendo de manera gradual
la tradición hospitalaria y de refugio que caracteriza a
nuestro país, simplificando los procedimientos administra-
tivos migratorios, así como obligando a ofrecer una aten-
ción adecuada a las personas en contexto de movilidad,
hasta hacer efectiva la política migratoria nacional a través
de acciones coherentes y programas integrales, tendientes
a cubrir las necesidades propias de un país de origen, trán-
sito, destino y retorno de personas migrantes como lo es
México.8

En esta contextualización, los principios que contiene la
ley, tienen que ver con el respeto irrestricto a los derechos
humanos, a la no criminalización del migrante irregular,
con la responsabilidad compartida, con la facilitación de la
movilidad internacional de personas, salvaguardando el or-
den y la seguridad, la unidad familiar y el interés superior
del niño, así como el reconocimiento de los derechos ad-
quiridos de los migrantes y la equidad entre los nacionales
y extranjeros. 

En esencia, coinciden los expertos en la materia en que la
evolución de la ley, tiene que ver en algunos de sus aspec-
tos más importantes, con que en el 2008 se transitó del con-
cepto de migrantes ilegales delincuentes, hacia la reforma
legislativa que despenalizó la migración irregular al dero-
gar los artículos 119 a 124 de la Ley General de Población. 

Otro antecedente relevante que podemos traer a colocación
para efectos de la presente propuesta, es que el 19 de Sep-
tiembre del 2019, -considerando que las condiciones socia-
les y políticas que se presentaban para entonces en el país
en materia migratoria, hacían imperante fortalecer la coor-
dinación entre las dependencias, órganos administrativos
desconcentrados y entidades de la Administración Pública
Federal, para la inmediata atención y solución correspon-
diente- se creó, con carácter transitorio, la Comisión In-
tersecretarial de Atención Integral en Materia Migrato-
ria, la cual depende de la Secretaría de Relaciones
Exteriores y tiene por objeto fungir como instancia de co-
ordinación de las políticas, programas y acciones que las
dependencias, órganos administrativos desconcentrados y
entidades de la Administración Pública Federal con los que
cuenta nuestro país en materia migratoria, todo esto para el
cumplimiento de los objetivos, metas y estrategias de co-
ordinación que al efecto establezca la Comisión en dicha
materia.

Así pues, la Comisión de referencia está presidida y coor-
dinada por el Titular de la Secretaría de Relaciones Exte-
riores, con la posibilidad de ser suplido en sus ausencias
por el Titular de la Subsecretaría para América Latina y el
Caribe o por el servidor público que al efecto designe, pa-
ralelamente está integrada por los Titulares de las depen-
dencias, órganos administrativos desconcentrados y entida-
des de la Administración Pública Federal, así como las
Secretarías de Gobernación, Relaciones Exteriores, Seguri-
dad y Protección Ciudadana, Hacienda y Crédito Público,
de Bienestar, de Salud, del Trabajo y Previsión Social, de
Turismo, la Agencia Mexicana de Cooperación Internacio-
nal para el Desarrollo, Coordinación General de la Comi-
sión Mexicana de Ayuda a Refugiados, el Instituto de Ad-
ministración y Avalúos de Bienes Nacionales, el Instituto
Nacional de Migración, el Servicio de Administración Tri-
butaria, el Instituto Nacional de las Mujeres, el Instituto de
Administración de Bienes y Activos y el Sistema Nacional
para el Desarrollo Integral de la Familia.

Es pertinente también recordar, que otro de los esfuerzos de
lograr una mejor atención al tema de la migración, es el que
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tiene que ver con que el 26 de Octubre del 2012, se creó El
consejo Consultivo de Política Migratoria, cuyo fin es el de
crear y definir la estructura, organización y funcionamiento
del Consejo Consultivo de Política Migratoria de la Secreta-
ría de Gobernación como órgano colegiado de consulta y que
su principal objetivo es el de recoger las demandas y posi-
cionamientos de los Poderes de la Unión, los gobiernos de las
entidades federativas y de la sociedad civil organizada para
ser considerados en la determinación de la política migrato-
ria, en términos de la legislación aplicable. 

El Consejo estará integrado principalmente por: 

El Secretario de Gobernación, El Subsecretario de Pobla-
ción, Migración y Asuntos Religiosos; El Comisionado del
Instituto Nacional de Migración, el Titular de la Unidad de
Política Migratoria, el Subsecretarios o su equivalente, de
las siguientes de la Secretaría de Relaciones Exteriores y
de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, del el Titu-
lar del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la
Familia, entre otras importantes personalidades del gremio. 

IV. Referentes relevantes del servicio civil de carrera

Como parte de los principales antecedentes tenemos que pa-
ra el Francés Michel Crozier,9 los servicios profesionales de
carrera, tienen su origen en la instauración de los regímenes
constitucionales de Europa de finales del siglo XVIII, cuan-
do los funcionarios pasaron del Servicio a la Corona al servi-
cio del Estado. Una vez establecida la voluntad soberana del
pueblo, en reemplazo de los antojos del monarca, dicha vo-
luntad habría de ser ejecutada por servidores públicos obe-
dientes cuyas cualidades de rigor, competencia y responsabi-
lidad, eran particularmente admiradas. 

Por otro lado y tomando como base las referencias de Gusta-
vo Quiroga Leos,10 se tiene que el primer servicio civil fue el
prusiano11 y que desarrolló en el siglo XVIII; mismo que sur-
gió por la necesidad de las monarquías absolutas de los XVI,
XVII y XVIII, de controlar la democracia. Detalla el autor de
referencia, que este servicio aplicaba para los principios mo-
dernos de reclutamiento, basados en el mérito, que brinda po-
sibilidades de igual acceso a todos los empleos y que presen-
ta las opciones de una carrera organizada. 

En este mismo sentido, Uvalle Berrones,12 puntualiza que
el servicio profesional en Alemania se remonta a la Ley
General Prusiana de 1794. Acota de manera precisa, que en
esta ordenanza se especifican los derechos y obligaciones

de los funcionarios, y se establece de manera formal una
relación con el Estado regida por el derecho público. Más
allá de eso, continúa su relato explicando que en 1825 ya
se garantizaban los derechos de pensión, y también se es-
tablece que el requisito primordial para ingresar a la fun-
ción pública era contar con estudios universitarios. En
1873 se elabora un código funcionarial basado en valores y
requisitos prusianos, que buscaba suprimir la distinción en-
tre funcionarios y empleados públicos debido a que las
cuestiones laborales no estaban regidas por la ley sino por
regulaciones normales. 

Al respecto se puede agregar, que existía la idea de que las
virtudes prusianas no solamente se manifestaban a través
de sus soldados, sino también y especialmente a través de
los servidores públicos, e incluso el rey prusiano se califi-
caba a sí mismo como “el primer servidor del Estado”. 

Siguiendo nuevamente a Quiroga Leos, encontramos que
este tipo de servicio apareció ligado a la formación del es-
tado moderno, donde al régimen monárquico le sucede uno
republicano que comienza a desarrollar la dicotomía políti-
ca-administración, basada en la separación de poderes, co-
mo en el caso de Francia y Estados Unidos y que legitima
al servicio civil de carrera como una función técnica y neu-
tral fuera de pugnas partidistas.

Otro dato importante en materia de los orígenes de estos
sistemas, es el que proporciona la Doctora Cecilia Mora
Donatto,13 cuando refiere que el organismo más antiguo
dentro de los servicios de apoyo, es el Congresional Rese-
arch Service (SRS) del Congreso Estadounidense, toda vez
que sus orígenes se remontan a 1800, año en que se fundó
la biblioteca del Congreso; pero también refiere que dos
años después un incendio destruyó el Capitolio y con eso
los acervos que ahí se encontraban. 

Paralelamente Estados Unidos acompaña el modelo britá-
nico, y en 1833 crea por esa misma época la ley “civil ser-
vice act” y la “civil service commission” para instaurar el
servicio civil de carrera.14

Un referente más, se tiene en el dato de que Macaulay crea
en 1834 en Gran Bretaña “El Civil Service” para reclutar a
los funcionarios en base a mérito.15 Esta se instaura con la
finalidad de dar formalidad al frente contra los abusos de la
Administración Pública del siglo XVIII, la cual se caracte-
rizaba por otorgar nombramientos como favores, por lo
que no había una relación entre la calificación, el nombra-



miento y la remuneración, ni tampoco se contaba con cri-
terios claros y definidos para realizar el reclutamiento o la
evaluación. 

Por otra parte, el Español Francisco Longo menciona que
en 1855 es cuando en Gran Bretaña se emite el acta de na-
cimiento del servicio civil, creándose “la Civil Service
Commission”, en ésta se nombraron a tres comisionados
encargados de examinar a los candidatos a ingresar en la
Administración Pública. La comisión tenía que evaluar a
los futuros servidores públicos con el fin de determinar su
capacidad para desempeñar las funciones del puesto.16

Lo que es un hecho incontrovertible, es que la ilustración, la
revolución inglesa y la francesa y las independencias de los
países de América, van a generar la implementación del Es-
tado Liberal de derecho en el cual el monarca y los funciona-
rios estatales están sometidos al imperio de la Ley, según el
resumen de estas grandes épocas que realiza el profesor co-
lombiano William Jiménez.17 De esta forma, la aparición del
derecho administrativo en el siglo XIX, aclara los ámbitos de
intervención estatal y su relación con los particulares, pero a
la vez servía de garantía para los ciudadanos frente a las ar-
bitrariedades de los funcionarios públicos. 

En este contexto, estos movimientos se fueron extendiendo
a lo largo de los países europeos y los americanos durante
los siglos XIX y XX. 

Con base en todo lo anterior y con la modernidad de la pues-
ta en marcha de manera eficiente en varios Servicios de Ca-
rrera en el mundo, resulta muy útil entender la importancia de
no quedarnos rezagados como país en el concierto de nacio-
nes, así como visualizar la relevancia y el saber cómo se ha
resuelto en otras latitudes la forma de administrarse o de or-
ganizar la vida pública, con base en mecanismos similares a
los que en México se están utilizando. 

Al respecto insistimos nuevamente, como ya lo hemos he-
cho con anterioridad los legisladores provenientes del Es-
tado de Chihuahua, que resulta muy interesante conocer la
gran similitud que conservamos en nuestro quehacer públi-
co en la región latinoamericana, pero también, se destaca
que hay algunos de ellos, que se han adentrado de manera
importante en su diseño institucional, tan es así, que han
implementado audaces reformas que les están permitiendo
colocarse a la vanguardia en la materia, compitiendo ya
con naciones consideradas de mayor avance en materia de
profesionalización de los servidores públicos, de manera
contrastada con otros esfuerzos nacionales que se han que-

dado en el camino, por no haber superado los retos, las re-
sistencias o dificultades que representa para cualquier na-
ción el contar con una herramienta de esta naturaleza.

En este contexto, somos coincidentes con los expertos de
los organismos internacionales, en el sentido de que si bien
es cierto México ha llevado a cabo las medidas correctas en
términos de arrancar su sistema de profesionalización en
varios de los aspectos de la vida política nacional como lo
es la de carácter electoral, la agraria, la del servicio exterior
mexicano, etc. el reto sigue siendo que el sistema del ser-
vicio profesional de carrera, debe atender las brechas téc-
nicas y normativas existentes y estudiar a fondo su nueva
estrategia de implementación en otros campos de la vida
nacional, tal es el caso de la carrera migratoria, por lo que
concluimos que si lo que se pretende es lograr es que los
funcionarios públicos cuenten para desempeñar exitosa-
mente su gestión, con herramientas que los lleven a reali-
zar sus labores de forma más profesional, debemos seguir
luchando porque este importante aspecto se lleve a cabo de
manera permanente. 

V. Objetivos del proyecto

1. Se integra a la Ley de Migración el concepto de Ser-
vicio Profesional de Carrera Migratoria, entendiendo a
ésta como una forma de gestionar de manera eficiente, la
organización y el funcionamiento del cuerpo permanente y
especializado de funcionarios de estado, cuyo compromiso
principal es el de llevar a cabo las funciones sustantivas de
carácter migratorio y de interés común institucional, to-
mando como base el mérito, para el desarrollo durante los
distintos procesos relacionados con el sistema. 

Lo que se pretende lograr con esta adición, es que más allá
de que algunas cuestiones mínimas de la propia carrera mi-
gratoria ya aparecen en la legislación que nos ocupa y otras
tantas en el Reglamento de la propia ley, no se localiza el
concepto preciso, que permita a los usuarios del propio sis-
tema, y al público en general, contar con la certeza de lo
que se entiende en este rubro. 

Así, será de gran utilidad, seguir, por ejemplo, la buena
marcha de las convocatorias, en la tónica de que se sabrá
con mayor precisión a que situación de la gobernanza me-
xicana, nos estamos refiriendo. 

Por otro lado, resulta conveniente recordar que el los re-
glamentos de las leyes en México, los determina el propio
Poder Ejecutivo, y en algunos casos puede existir cierta di-
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reccionalidad hacia situaciones que convengan a sus pro-
pios intereses, más allá de lo que realmente se necesite en
un rubro determinado, por lo que consideramos para efec-
tos de este ocurso, que algunos aspectos importantes, en es-
te caso de la carrera migratoria, no deben dejarse tan in-
completos en la Ley, para que el Ejecutivo se ciña de
manera preponderante en la parte reglamentaria hacia las
líneas que ya han sido señaladas en un proceso legislativo
completo, donde intervienen el Legislativo y el Ejecutivo y
eventualmente el Poder Judicial, cuando se emprende al-
guna Acción de Inconstitucionalidad o de Controversia
Constitucional. 

2. Se crea una nueva disposición, con el propósito de in-
tegrar al cuerpo de la ley, un mayor detalle de lo que se
entiende por el Comité del Servicio Profesional de Ca-
rrera Migratoria, su integración, sus atribuciones, así
como las principales características que debe incluir, con
el objeto de evitar acciones que tengan que ver con la dis-
crecionalidad y la simulación de procesos. De esta forma
se precisa que el Comité que nos ocupa, tendrá el propósi-
to de vigilar el cumplimiento de la normatividad en la ma-
teria, su vigencia y su consecuente actualización, y que se-
rá Instituto quien instalará el Comité del Servicio
Profesional de Carrera Migratoria, mismo que sesionará
trimestralmente de manera ordinaria y de manera extraor-
dinaria las veces que sea necesario. 

Se detalla en la propuesta, que para mayor eficiencia en el
desarrollo de su trabajo, el Comité adoptará sus decisiones
por consenso, de acuerdo con la mayoría absoluta de sus
integrantes, siendo sus atribuciones principales, las de emi-
tir las principales políticas públicas y la normatividad del
servicio profesional, aprobar las convocatorias internas o
externas, que para este efecto le hagan llegar los funciona-
rios encargados, supervisar los procesos completos de re-
clutamiento, selección e ingreso, definir y probar el pro-
grama de capacitación que comprende la formación,
actualización y especialización de los funcionarios del Ser-
vicio, definir en coordinación con expertos en la materia,
los mecanismos de evaluación y la metodología para la
evaluación del desempeño, constituirse como instancia de
resolución de inconformidades, Integrar los grupos de tra-
bajo consultivo necesarios, así como nombrar formalmen-
te a los funcionarios del Servicio, como resultado de la
puesta en marcha de los distintos procesos de reclutamien-
to, selección, ingreso, promoción y ascenso establecidos.

Paralelamente se refiere como quedaría integrado El Co-
mité del Servicio Profesional de Carrera Migratoria, pre-

tendiendo que dicha integración coadyuve a tomar decisio-
nes con mayor imparcialidad y objetividad, donde fungirán
como parte del mismo, el Secretario de Gobernación, quien
será Presidente del Comité, el Subsecretario de Población,
Migración y Asuntos Religiosos, el Comisionado del Insti-
tuto Nacional de Migración, el Titular de la Unidad de Po-
lítica Migratoria, Un Subsecretario o su equivalente de la
Secretaría de Relaciones Exteriores y de la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social, dos representantes de dos orga-
nizaciones de la sociedad civil que tengan que ver con la
temática del Comité, dos académicos de Universidades de
prestigio a nivel nacional que tengan trabajo de investiga-
ción o que sean especialistas en el rubro, así como un ex-
perto en el tema migratorio que pueden provenir de medios
de comunicación social. 

3. Se amplían las atribuciones del Centro de Evalua-
ción, incluyendo las de comprobar el perfil de compe-
tencia laboral en un puesto determinado, así como se
agregan las funciones de seguridad en el rubro de identi-
ficar los factores de riesgo que repercutan o pongan en pe-
ligro las funciones migratorias. 

De esta forma se propone llevar a cabo las evaluaciones pe-
riódicas a los Integrantes del Instituto, a fin de comprobar
el cumplimiento de los perfiles, agregando el de compe-
tencia laboral en un puesto determinado, a las evaluaciones
ya existentes de personalidad, éticos, socioeconómicos, y
médicos, en los de ingreso, promoción y permanencia ne-
cesarios para el cumplimiento de sus funciones. 

En esa misma línea, se está integrando la posibilidad de
contribuir además de identificar los factores de riesgo que
repercutan o pongan en peligro el desempeño de las fun-
ciones migratorias ya existente en el texto que nos ocupa,
las de seguridad, todo esto con el fin de garantizar la ade-
cuada operación de los servicios migratorios.

4. Se adicionan integrantes al Centro de Evaluación. Esto
en el contexto de que en términos del artículo 96 de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, los ser-
vidores públicos del Instituto están obligados a someterse al
proceso de certificación que consiste en la comprobación del
cumplimiento de los perfiles de personalidad, éticos, socioe-
conómicos y médicos, necesarios para el ejercicio de sus fun-
ciones, en los procedimientos de ingreso, promoción y per-
manencia, en los términos del Reglamento.

Con base en lo anterior, la certificación es requisito indis-
pensable de ingreso, permanencia y promoción, así es que,



para efectos de la certificación, el Instituto, contará con un
Centro de Evaluación acreditado por el Centro Nacional de
Certificación y Acreditación, en términos de la Ley Gene-
ral del Sistema Nacional de Seguridad Pública y demás dis-
posiciones jurídicas aplicables.

El centro de la propuesta, es que aparte del personal de las
áreas técnicas y administrativas necesario para el cumpli-
miento de sus atribuciones que ya están incluidos en el tex-
to que nos ocupa, se adicionen especialistas en el tema, así
como personalidades del sector académico de las principa-
les Universidades Nacionales de prestigio. Con esta adi-
ción, se pretende que mejoren las evaluaciones, fortale-
ciendo de esta forma rubros adicionales a los ya
contemplados de manera tradicional, que abordan al cum-
plimiento efectivo de los fines de una migración armónica
y bien instrumentada. 

5. Se adicionan algunos principios de actuación, para me-
jorar el trabajo de los servidores públicos del Instituto. En
este orden de ideas, la actuación de este tipo de servidores pú-
blicos, se sujetará, invariablemente, a los principios de lega-
lidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y
respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitu-
ción que ya contempla la Ley, se adicionará el de imparcia-
lidad. Esta adición resultará relevante por las propias carac-
terísticas del principio, que lleva a lograr mejores
condiciones en la toma de decisiones. 

VI. Cuadro comparativo 

VII. Propuesta concreta

Es por lo anteriormente expuesto, que estamos presentan-
do a consideración de esta Honorable Asamblea, la presen-
te iniciativa con Proyecto de Decreto, que Reforma y Adi-
ciona la Ley de Migración, de manera tal que sea este
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Poder Legislativo, el conducto para el fortalecimiento de la
misma.

Decreto que reforma y adiciona diversos artículos de la
Ley de Migración, a saber: 

Artículo Único.

a) Se reforman: El artículo 22, primer párrafo; artículo
23, cuarto párrafo; Artículo 24, fracciones I y IV; así co-
mo el Artículo 25, segundo y tercer párrafos; todos ellos
de la Ley de Migración. 

b) Se adicionan: El Artículo 25, primer párrafo; así co-
mo el Artículo 25 Bis, todos ellos de la Ley de Migra-
ción, para quedar como sigue: 

Capítulo II
De la Profesionalización y 

Certificación del Personal del Instituto

Artículo 22. La actuación de los servidores públicos del
Instituto se sujetará, invariablemente, a los principios de
legalidad, objetividad, imparcialidad, eficiencia, profesio-
nalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reco-
nocidos en la Constitución y en la presente Ley. 

Artículo 23. …

…

…

El Centro de Evaluación se integrará con el personal de las
áreas técnicas y administrativas necesario para el cumpli-
miento de sus atribuciones, especialistas en el tema, así
como por personalidades del sector académico de las
principales Universidades Nacionales de prestigio.

Artículo 24. …

I. Llevar a cabo las evaluaciones periódicas a los Inte-
grantes del Instituto, a fin de comprobar el cumplimien-
to de los perfiles de competencia laboral en un puesto
determinado, personalidad, éticos, socioeconómicos, y
médicos, en los de ingreso, promoción y permanencia
necesarios para el cumplimiento de sus funciones;

II. al III. …

IV. Contribuir a identificar los factores de riesgo que re-
percutan o pongan en peligro el desempeño de las fun-
ciones migratorias y de seguridad, con el fin de garan-
tizar la adecuada operación de los servicios migratorios;

V. al VII. …

Artículo 25. El Servicio Profesional de Carrera Migra-
toria, es una forma de gestionar de manera eficiente, la
organización y el funcionamiento del cuerpo perma-
nente y especializado de funcionarios de estado, cuyo
compromiso principal es el de llevar a cabo las funcio-
nes sustantivas de carácter migratorio y de interés co-
mún institucional, tomando como base el mérito para el
desarrollo durante los distintos procesos relacionados
con el sistema. 

Los servidores públicos del Instituto para su ingreso, desa-
rrollo y permanencia deberán cursar y aprobar los programas
de formación, capacitación y profesionalización, incluyendo
normatividad en materia migratoria, derechos humanos y se-
guridad de infraestructura e instalaciones, impartidos a
través del Subsistema de Capacitación del Servicio Profe-
sional de Carrera Migratoria, posterior a contar con la certifi-
cación a que hace referencia el artículo 23 de esta Ley.

Para la eficiencia y eficacia de la gestión migratoria, los
procedimientos para la selección, ingreso, formación, ca-
pacitación, adiestramiento, desarrollo, actualización, eva-
luación, permanencia y promoción de los servidores públi-
cos del Instituto, así como los relativos a la organización y
funcionamiento del Servicio Profesional de Carrera Migra-
toria, serán establecidos en el Reglamento de esta Ley.

25 Bis. Con el propósito de vigilar el cumplimiento de la
normatividad en la materia, su vigencia y su consecuente
actualización, el Instituto instalará el Comité del Servicio
Profesional de Carrera Migratoria, mismo que sesionará
trimestralmente de manera ordinaria y de manera ex-
traordinaria las veces que sea necesario. Adoptará sus de-
cisiones por consenso, de acuerdo con la mayoría absolu-
ta de sus integrantes, siendo sus atribuciones principales
las siguientes: 

a) Emitir las políticas públicas y la normatividad del
servicio. 

b) Aprobar las convocatorias internas o externas, así
como supervisar los procesos completos de recluta-
miento, selección e ingreso.



c) Definir y probar el programa de capacitación que
comprende la formación, actualización y especializa-
ción de los funcionarios del Servicio;

d) Definir en coordinación con expertos en la mate-
ria, los mecanismos de evaluación y la metodología
para la evaluación del desempeño;

e) Constituirse como instancia de resolución de in-
conformidades 

f) Integrar los grupos de trabajo consultivo necesarios. 

g) Nombrar formalmente a los funcionarios del Servi-
cio, como resultado de la puesta en marcha de los dis-
tintos procesos de reclutamiento, selección, ingreso,
promoción y ascenso establecidos en la organización. 

h) Las demás que se deriven del marco jurídico en su
conjunto. 

El Comité estará integrado por el Secretario de Gober-
nación, quien será Presidente del mismo, el Subsecreta-
rio de Población, Migración y Asuntos Religiosos, el
Comisionado del Instituto Nacional de Migración, el Ti-
tular de la Unidad de Política Migratoria, un Subsecre-
tario o su equivalente de la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores y de la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social, dos representantes de dos organizaciones de la
sociedad civil que tengan que ver con la temática del
Comité, dos académicos de Universidades de prestigio a
nivel nacional que tengan trabajo de investigación o
que sean especialistas en el rubro, así como un experto
en el tema migratorio que puede provenir de medios de
comunicación social. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Poder Ejecutivo Federal contará con noventa
días hábiles a partir de la fecha de la publicación del pre-
sente decreto, para realizar las adecuaciones normativas
correspondientes.

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.
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Situación de las Estaciones Migratorias en México, hacia un nuevo
modelo alternativo a la detención. Resumen Ejecutivo, CNDH, 2019. 

https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-
11/Informe-Estaciones-Migratorias-2019-RE.pdf
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputada
Rocío Esmeralda Reza Gallegos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Asuntos Migratorios, para
dictamen.

EXPIDE LA LEY GENERAL DEL NOTARIADO

Iniciativa que expide la Ley General del Notariado, a car-
go del diputado Antonio de Jesús Ramírez Ramos, del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.
(La iniciativa podrá ser consultada en el Diario de los De-
bates de esta fecha, en el Apéndice XXIII)

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública, para opinión.

LEY DE MIGRACIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley de Migración, en materia de derechos humanos de
personas extranjeras, a cargo del diputado José Mauro Garza
Marín, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

El suscrito, José Mauro Garza Marín, diputado del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano de la LXV Le-
gislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; así como 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, presenta iniciativa por la que se reforman diversos
artículos de la Ley de Migración, en materia de derechos
humanos de personas extranjeras, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Este año la migración hacia Estados Unidos ha roto todos
los récords. El deterioro de la situación económica y polí-
tica en Latinoamérica, sobre todo en países como Vene-
zuela, Cuba y Nicaragua, desencadenó el año pasado, una
de las peores crisis migratorias regionales de las últimas
décadas.1

De acuerdo con la Oficina en Washington para Asuntos La-
tinoamericanos (WOLA, por sus siglas en inglés) desde di-
ciembre, la ampliación del Título 42 para permitir la ex-
pulsión a México de ciudadanos de Cuba, Nicaragua y
Haití, anunciada en enero por el presidente Joe Biden, se
impedirá la entrada en el país de miles de personas mi-
grantes en busca de protección.2



De acuerdo con este organismo estas políticas estadouni-
denses obligarán a las personas migrantes a tomar rutas mi-
gratorias peligrosas y ocultas, que los pondrán en riesgo de
secuestradores, extorsionadores, depredadores sexuales,
así como de funcionarios corruptos.3

De acuerdo con la Organización Internacional Human
Rights Watch (HRW) los migrantes que cruzan la frontera
sur, manifestaron que migraron a México, debido a la vio-
lencia, amenazas de muerte, extorsión o reclutamiento for-
zado por parte de pandillas o cárteles de narcotráfico en
Honduras, Guatemala o El Salvador, o de persecución po-
lítica y violaciones generalizadas de derechos humanos en
Cuba, Nicaragua y Venezuela, algunos migrantes comenta-
ron haber buscado protección en la frontera y haber sido re-
chazados por agentes del Instituto Nacional de Migración
(INM), otros manifestaron que los agentes de este instituto
los habían disuadido de solicitar la condición de refugiado
en México y los habían presionado para aceptar un retorno
asistido a sus países.4

De acuerdo con el Sistema Nacional de Alerta de Violación
de los Derechos Humanos, durante el año pasado, las que-
jas que recibió la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos sobre violaciones a derechos humanos por parte del
Instituto Nacional de Migración (INM) aumento 72.8 por
ciento en relación con 2021.5 Del total de quejas del año
pasado, el que más se repitió fue el relacionado con los de-
rechos de los migrantes y sus familiares que acumularon
mil 312 quejas. Por lo que el INM fue colocado como la
tercera institución con más quejas a nivel nacional.6

La política migratoria agresiva e inhumana implementada
por México para evitar que lleguen miles de migrantes en
espera de mejores oportunidades que sus países de origen,
ha convertido a los “albergues” del INM en cárceles im-
provisadas, sin ninguna licencia, ni protocolos de seguri-
dad que les permita funcionar de esa forma.

El pasado 27 de marzo, un incendio en un “albergue” del
INM en Ciudad Juárez, en la frontera con Estados Unidos,
ha dejado al menos 39 personas muertas y decenas más he-
ridas. Fueron 68 migrantes de distintas nacionalidades
principalmente guatemaltecas privadas de su libertad en un
país, en el que migrar no es delito. Esta “estación migrato-
ria” carecía de extinguidores y de ventilación. Sin embar-
go, lo más inaudito es la falta de responsabilidad por parte
del gobierno, en el que culpabiliza a los propios migrantes
de lo sucedido.7

La Fiscalía General de la República (FGR) ha declarado
que tiene como indiciados a tres funcionarios, cinco vigi-
lantes privados y al menos un migrante, de lo acontecido
en esta Estación migratoria.8 El pasado 29 de marzo, la se-
cretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, Rosa Icela
Rodríguez, informó que ninguno de los servidores públi-
cos, ni los policías de seguridad privada, realizaron alguna
acción para abrirles a los migrantes,9 por lo que solicitarí-
an cuatro órdenes de captura.10 También señalo que lo ocu-
rrido es inaceptable y que la empresa privada que ayudaba
en temas de seguridad en el centro no puede volver a tra-
bajar en México.11

La empresa privada encargada de la seguridad de esta esta-
ción migratoria fue Servicios Especializados de Investiga-
ción y Custodia, SA (SEICSA), empresa que pertenece al
cónsul honorario de Nicaragua, Elías Gerardo Valdés Ca-
brera, que ha recibido más de 130 contratos de este gobier-
no, equivalentes a 3 mil millones de pesos. Esta empresa de
seguridad tiene contratos con la Comisión Federal de Elec-
tricidad, el Banco del Bienestar, el Instituto para Devolver-
le al Pueblo lo Robado y el Instituto Mexicano del Seguro
Social.12

Es importante mencionar, que la empresa SEICSA tiene
diversas denuncias por violaciones a los derechos huma-
nos, principalmente en incidentes con migrantes. Un in-
forme de la Coalición de Organizaciones de la Sociedad
Civil enviado a la ONU en 2016 documentó al menos 10
agresiones de empleados de las empresas SEICSA y CU-
SAEM a migrantes que iban en trenes de carga en la ru-
ta Apizaco-Guadalajara.13

Un año después, un informe de ocho organizaciones civi-
les enviado a la ONU destacó que personal de SEICSA,
contratada por la empresa Ferromex, intimidaba a defenso-
res y voluntarios del colectivo Estancia del Migrante Gon-
zález y Martínez que se acercaban a las vías del tren bus-
cando ayudar a migrantes.14 A pesar de estos antecedentes
fue contratada como servicio de seguridad privada por el
INM para vigilar la estación migratoria de Ciudad Juárez.

De ahí que se propone esta iniciativa para fortalecer el ple-
no respeto de los derechos humanos de las personas ex-
tranjeras, sea cual sea su origen, nacionalidad, género, et-
nia, edad y situación migratoria, con especial atención a
grupos vulnerables como niñas, niños y adolescentes, mu-
jeres, personas adultas mayores, personas con discapaci-
dad, indígenas y víctimas o testigos de delito.
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Ley de Migración Derivado de lo anterior, se somete a consideración la si-
guiente iniciativa con proyecto de: 

Decreto que reforma diversos artículos de la Ley de Mi-
gración, en materia de derechos humanos de personas
extranjeras

Artículo Único. Se reforman el artículo 1, fracción XI del
artículo 3, fracción I del artículo 20 y el artículo 25 de la
Ley de Migración, para quedar como sigue:

Artículo 1. Las disposiciones de esta Ley son de orden pú-
blico y de observancia general en toda la República y tie-
nen por objeto regular lo relativo al ingreso y salida de me-
xicanos y extranjeros al territorio de los Estados Unidos
Mexicanos y el tránsito y la estancia de los extranjeros en
el mismo, en un marco de respeto, protección y salvaguar-
da de los derechos humanos de todas las personas con
independencia de su situación migratoria, así como de
contribución al desarrollo nacional, así como de preserva-
ción de la soberanía y de la seguridad nacionales.

…

Artículo 3. Para efectos de la presente Ley se entenderá
por:

I. a X. …

XI. Estación Migratoria: a la instalación física que es-
tablece el instituto para alojar temporalmente a los ex-
tranjeros que no acrediten su situación migratoria regu-
lar, deberá observarse el pleno respeto de los
derechos humanos de las personas extranjeras, sea
cual sea su origen, nacionalidad, género, etnia, edad
y situación migratoria, con especial atención a gru-
pos vulnerables como niñas, niños y adolescentes,
mujeres, personas adultas mayores, personas con
discapacidad, indígenas y víctimas o testigos de deli-
to, en tanto se resuelve su situación migratoria;

XII. a XXXVI. …

Artículo 20. El Instituto tendrá las siguientes atribuciones
en materia migratoria:

I. Instrumentar la política en materia migratoria en la
que deberá observarse el pleno respeto de los dere-
chos humanos de las personas extranjeras, sea cual
sea su origen, nacionalidad, género, etnia, edad y si-



tuación migratoria, con especial atención a grupos
vulnerables como niñas, niños y adolescentes, muje-
res, personas adultas mayores, personas con disca-
pacidad, indígenas y víctimas o testigos de delito.

II. a XII. …

Artículo 25. Los servidores públicos del Instituto para su
ingreso, desarrollo y permanencia deberán cursar y aprobar
los programas de formación, capacitación y profesionaliza-
ción, incluyendo normatividad en materia migratoria, y de-
rechos humanos de las personas extranjeras, impartidos
a través del Servicio Profesional de Carrera Migratoria,
posterior a contar con la certificación a que hace referencia
el artículo 23 de esta ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Voz de América (2022). La Migración en 2022: récords y crisis en las
Américas. Disponible en: 

https://www.vozdeamerica.com/a/migracion-resumen-2022-ameri-
cas/6877217.html

2 Wola (2023). La administración Biden toma nuevas medidas para li-
mitar el acceso a la protección en Estados Unidos. Disponible en: 

https://www.wola.org/es/analisis/administracion-biden-nuevas-me-
didas-limitar-acceso-proteccion-estados-unidos/

3 Íbid.

4 HRW (2023). México: Solicitantes de asilo enfrentan abusos en la
frontera sur. Disponible en: 

https://www.hrw.org/es/news/2022/06/06/mexico-solicitantes-de-
asilo-enfrentan-abusos-en-la-frontera-sur#:~:text=Human%
20Rights%20Watch%20entrevist%C3%B3%20a,y%20telef%C3%
B3nica%2C%20en%20Tapachula%20y

5 CNDH (2023). Sistema Nacional de Alerta de Violación a los Dere-
chos Humanos. Disponible en: 

https://appweb2.cndh.org.mx/SNA/ind_Autoridad_SM.asp?Id_Au
t=1063&p=1

6 El Economista (2023. Crecen 72.8 por ciento quejas contra el INM
por violaciones a derechos. Disponible en: 

https://www.eleconomista.com.mx/politica/Crecen-72.8-quejas-
contra-el-INM-por-violaciones-a-derechos-20230219-0073.html

7 BBC (2023. Incendio en centro de migrantes: al menos 39 muertos
en un fuego en un edificio del INM en Ciudad Juárez. Disponible en: 

https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-65097
811#:~:text=Un%20incendio%20en%20un%20centro,migran-
tes%20que%20se%20encontraba%20hospitalizado.

8 Íbid.

9 Íbid.

10 El País (2023). La Fiscalía señala como culpables a tres funciona-
rios, cinco vigilantes privados y al menos un migrante en la tragedia de
Ciudad Juárez. Disponible en: 

https://elpais.com/mexico/2023-03-30/la-fiscalia-apunta-a-tres-
funcionarios-cinco-vigilantes-privados-y-al-menos-un-migrante-
en-la-tragedia-de-ciudad-juarez.html

11 Íbid.

12 Expansión (2023). Reportan que empresa a cargo de estación de
Juárez pertenece a cónsul de Nicaragua. Disponible en: 

https://politica.expansion.mx/mexico/2023/03/29/empresa-que-vi-
gilaba-estacion-en-juarez

13 Latinus (2023). La estación migratoria de Ciudad Juárez era vigila-
da por la empresa de cónsul honorario de Nicaragua; gobierno federal
intento ocultar su nombre. Disponible en: 

https://latinus.us/2023/03/29/estacion-migratoria-incendio-ciudad-
juarez-seicsa-elias-valdes-consul-honorario-nicaragua/

14 Íbid.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 abril de 2023.—
Diputado José Mauro Garza Marín (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Asuntos Migratorios, para
dictamen, y a la Comisión de Derechos Humanos, para
opinión.
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LEY GENERAL DE PESCA Y
ACUACULTURA SUSTENTABLES

«Iniciativa que reforma el artículo 83 de la Ley General de
Pesca y Acuacultura Sustentables, a cargo del diputado Je-
sús Alberto Velázquez Flores, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática.

Quien suscribe, Jesús Alberto Velázquez Flores, diputado
federal a la LXV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión e integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática con fundamento en lo dispues-
to por los artículos 71, fracción II, 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos
6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma el párrafo segundo del artículo 83 de la Ley Ge-
neral de Pesca y Acuacultura Sustentables.

Exposición de motivos

Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables es la re-
glamentaria del artículo 27 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y tiene por objeto regular,
fomentar y administrar el aprovechamiento de los recursos
pesqueros y acuícolas en el territorio nacional y las zonas
sobre las que la nación ejercer su soberanía y jurisdicción.

De acuerdo con el artículo 17 de la Ley General de Pesca
y Acuacultura Sustentables, el Estado mexicano reconoce
que la pesca y la acuacultura son actividades que fortalecen
la soberanía alimentaria y territorial de la nación, que son
asuntos de seguridad nacional y son prioridad para la pla-
neación nacional del desarrollo y la gestión integral de los
recursos pesqueros y acuícolas. 

Que conforme a la fracción I del artículo 4 de este cuerpo
normativo, se entiende por acuacultura al conjunto de ac-
tividades dirigidas a la reproducción controlada, preengor-
da y engorda de especies de la fauna y flora realizadas en
instalaciones ubicadas en aguas dulces, marinas o salobres,
por medio de técnicas de cría o cultivo, que sean suscepti-
bles de explotación comercial, ornamental o recreativa.

El Instituto Nacional de Pesca y Acuacultura (Inapesca) es
el órgano administrativo con personalidad jurídica y patri-
monio propio, sectorizado con la Secretaría de Agricultura
(Sader); encargado de dirigir, coordinar y orientar la inves-

tigación científica y tecnológica en materia de pesca y
acuacultura, así como el desarrollo, innovación y transfe-
rencia tecnológica que requiera el sector pesquero y acuí-
cola. Sus atribuciones se encuentran expresadas en las di-
versas fracciones del artículo 29 de la Ley General de
Pesca y Acuacultura Sustentables, y dentro de ellas, desta-
ca la fracción V, que al pie dice que es su atribución “ela-
borar y proponer la expedición y actualización de la Carta
Nacional Pesquera y de la Carta Nacional Acuícola.”1

Posteriormente a ello, será la Secretaría de Agricultura, la
encargada de aprobar esta propuesta de la Carta Nacional
Acuícola, deberá expedirla y publicarla en el Diario
Oficial de la Federación.2

En éste mismo sentido, y de conformidad con el artículo 83
del mismo ordenamiento, La Carta Nacional Acuícola de-
berá contener al menos la siguiente información:

1. El inventario de las especies acuícolas susceptibles de
reproducción y cultivo;

2. Caracterización de las zonas por su vocación y po-
tencial de cultivo;

3. Análisis de capacidad instalada por región;

4. Las especificaciones respecto al dominio de la tec-
nología para la reproducción y cultivo de las especies
acuícolas;

5. Los planes de ordenamiento acuícola, los cuales irán
acompañados de especificaciones sobre los sistemas de
información geográfica y programas de monitoreo am-
biental empleados en su elaboración. Los programas de
monitoreo ambiental deberán arrojar información, de
ser el caso, del impacto sobre los ecosistemas de la pes-
ca selectiva, de la introducción de fauna exótica y de la
monoexplotación;

6. Las normas aplicables a aspectos de conservación,
protección y/o aprovechamiento de los recursos acuíco-
las, incluyendo las relativas a la sanidad, calidad e ino-
cuidad de los productos acuícolas; 

7. Estadísticas de producción, y

8. La información que se determine en el Reglamento de
la Ley en comento.



Planteamiento del Problema

Ahora bien, hago referencia a la Carta Nacional Acuícola,
la cual es el instrumento cartográfico y escrito de los indi-
cadores de la actividad, de las especies destinadas a la
acuacultura, del desarrollo de la biotecnología y de las zo-
nas por su vocación de cultivo. Su contenido es de carácter
informativo para los sectores productivos. Dicha carta, es
de carácter consultivo y orientador para las autoridades
competentes en la resolución de solicitudes de concesiones
y permisos para la realización de las actividades acuícolas,
por tanto, se trata de un documento vinculante para las ac-
tividades acuícolas en nuestro país, es por eso que resulta
necesario contar con información actualizada.

Pese a ello, el párrafo segundo del artículo 82 de la Ley Ge-
neral de Pesca y Acuacultura Sustentables no menciona en
su texto la temporalidad con la que la Secretaría deberá pu-
blicar en el Diario Oficial de la Federación la Carta Nacio-
nal Acuícola. 

Cabe destacar que, actualmente las versiones publicadas en
el Diario Oficial de la Federación de la Carta Nacional de
Acuacultura, por parte del Instituto Nacional de Pesca y
Acuacultura, son:

• Versión de 27 de julio de 2021.3

• Versión de 15 de abril de 2021.4

• Versión de 09 de septiembre de 2013.5

• Versión de 06 de junio de 2012.6

En este sentido, consideramos primordial la reforma al pá-
rrafo segundo del artículo 82 de la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables, con el fin de que la Carta Na-
cional Acuícola y su relevante contenido se encuentre ac-
tualizada y publicada cada dos años.

Por lo antes expuesto, se somete a consideración de esta
honorable asamblea la presente: 

Propuesta de modificación

Fundamento Legal

Con fundamento en los artículos 71, fracción II y 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, someto a consideración del pleno de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma el párrafo segundo del
artículo 83 de la Ley General de Pesca y Acuacultura
Sustentables

Único. Se reforma el párrafo segundo del artículo 83 de la
Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables.

Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables

Capítulo II de la Carta Nacional Acuícola

Artículo 83.- La Carta Nacional Acuícola, es la presenta-
ción cartográfica y escrita de los indicadores de la activi-
dad, de las especies destinadas a la acuacultura, del desa-
rrollo de la biotecnología y de las zonas por su vocación de
cultivo. Su contenido tendrá carácter informativo para los
sectores productivos y será consultivo y orientador para las
autoridades competentes en la resolución de solicitudes de
concesiones y permisos para la realización de las activida-
des acuícolas.
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La secretaría aprobará y expedirá la carta nacional acuíco-
la y sus actualizaciones, y las publicará en el diario oficial
de la federación cada dos años y podrán publicarse actuali-
zaciones de las fichas individuales, sin que el total de la
carta pierda su validez. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Artículo 29 fracción V, de la Ley General de Pesca y Acuacultura
Sustentables.

2 Artículo 83, de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables

3 https://www.gob.mx/inapesca/documentos/carta-nacional-acuicola-
2021

4 https://www.gob.mx/inapesca/documentos/carta-nacional-acuicola-
2021

5 https://www.gob.mx/inapesca/documentos/carta-nacional-acuicola-
2013

6 https://www.gob.mx/inapesca/documentos/carta-nacional-acuicola-
2012

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 abril de 2023.— Diputado Je-
sús Alberto Velázquez Flores (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Pesca, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 134 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

La que suscribe, Reyna Celeste Ascencio Ortega, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Legisla-
tura del Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 77 y 78 del Reglamento de la

Cámara de Diputados, se permite someter a consideración
de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 134 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de que en los con-
tratos, las concesiones y los convenios que celebre el Esta-
do se garantice que haya cláusulas de no discriminación
por la orientación sexual e identidad y expresiones de gé-
nero de las personas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La finalidad de esta iniciativa es que en las concesiones,
contratos y convenios gubernamentales que presten un ser-
vicio público a los ciudadanos o que tengan que ver con la
atención a la población, su ejecución se realice libre de dis-
criminación alguna.

El artículo 134 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece principios a los que deben su-
jetarse la utilización de los recursos públicos, así como la
contratación pública; en ese tenor existen servicios públi-
cos que se concesionan o bien el gobierno realiza contratos
de obras y adquisiciones que tienen incidencia en servicios
y beneficios que reciben las personas.

Se estima que una cláusula esencial que debe existir en las
concesiones y contratos públicos es que los servicios y be-
neficios para la ciudadanía sean prestados en condiciones
de no discriminación.

Al existir expresamente la previsión constitucional, se de-
berá replicar en la ley y deberá ser un requisito esencial en
la contratación y concesionamiento, públicos.

En efecto, diversas funciones y servicios del Estado se
prestan por particulares a través de concesiones y contratos
públicos, es decir, son actos llevados por particulares don-
de debe existir un principio de no discriminación, y en el
caso particular se pone énfasis en las personas LGBTIQ+
que históricamente han sido marginadas y excluidas de al-
gunos servicios públicos.

Si bien el principio de no discriminación es un mandato ex-
presamente previsto desde el artículo 1o. de la Constitu-
ción, hay servicios públicos que prestan instancias guber-
namentales o particulares, donde estos últimos no tienen el
mismo rasero que una autoridad para cumplir con la no dis-
criminación, por esa razón es que se propone imponerlo
como un requisito esencial en la contratación y concesio-
namiento públicos.



Incluso existe precedente donde obliga a los particulares
que prestan servicios públicos que también se sujeten al
principio de no discriminación:

Suprema Corte de Justicia de la Nación
Registro digital: 160554
Instancia: Tribunales colegiados de circuito
Décima época
Materias: Constitucional, común
Tesis: I.8o.C.41 K (9a.)
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta. Libro III, diciembre de 2011, tomo 5, página 3771
Tipo: Aislada

Igualdad y no discriminación, principio de. Su viola-
ción por los particulares.

El derecho de no discriminación que consagra el tercer
párrafo del artículo 1o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos proscribe cualquier dis-
tinción motivada, entre otras, por razones de género y
edad, condición social, religión o cualquiera otra aná-
loga que atente contra la dignidad y tenga por objeto
anular o menoscabar los derechos y libertades de las
personas. Al respecto, la Ley Federal para prevenir y
eliminar la Discriminación, Reglamentaria del Tercer
Párrafo del Artículo 1o. de la Constitución Federal, es-
tablece en el artículo 4o. que para efectos de esa ley se
entenderá por discriminación toda distinción, exclusión
o restricción que, basada en el origen étnico o nacional,
sexo, discapacidad, condición social o económica, con-
diciones de salud, embarazo, lengua, religión, opinio-
nes, preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra,
tenga por efecto impedir o anular el reconocimiento o
el ejercicio de los derechos y la igualdad real de opor-
tunidades de las personas. No puede, pues, existir dis-
criminación alguna por razones étnicas o de nacionali-
dad, raza, sexo, religión o cualquier otra condición o
circunstancia personal o social, etc., que atente contra
la dignidad, cuyo valor superior reconoce la Constitu-
ción, junto con los instrumentos internacionales en ma-
teria de derechos humanos, siendo entonces que hay
una dignidad que debe ser respetada en todo caso, cons-
tituyéndose como un derecho fundamental. Ahora bien,
este principio de no discriminación rige no sólo pa-
ra las autoridades sino también para los particula-
res, pues lo contrario sería tanto como subordinar la su-
premacía constitucional a los deseos o actos de los
particulares. Así, estos últimos tienen el deber de abs-
tenerse de cualquier actuación que vulnere la Constitu-

ción, lo que no implica necesariamente que realicen
conductas positivas, pero sí están obligados a respetar
los derechos de no discriminación y de igualdad real de
oportunidades. Poniendo el principio de no discrimina-
ción en relación con otros derechos, es posible ilustrar
la forma en que se puede aplicar a las relaciones entre
particulares: verbigracia, en principio los empleadores
no podrán lícitamente distinguir entre sus trabajadores
con base en alguno de los criterios prohibidos en la
Constitución; tampoco lo podrán hacer quienes
ofrezcan un servicio al público (ejemplo, negando la
entrada a un estacionamiento público a una persona por
motivos de raza) o quienes hagan una oferta pública pa-
ra contratar (ejemplo, quienes ofrezcan en renta una vi-
vienda no podrán negarse lícitamente a alquilarla a un
extranjero). Lo anterior significa que la prohibición de
no discriminar puede traducirse en una limitación a la
autonomía de la voluntad, o autonomía de las partes pa-
ra contratar, misma que debe ceder siempre que esté en
juego la dignidad de la persona, de suerte que si me-
diante el pretexto de la autonomía de la voluntad se pre-
tende cubrir una ofensa manifiesta, humillante, anula-
dora de la dignidad, los derechos fundamentales deben
entrar en acción para reparar la violación; criterio apli-
cable en un caso en que se reclama indemnización por
daño moral, derivado de la conducta discriminatoria
atribuida a un particular.

Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer
Circuito

Amparo directo 617/2009. Javier Martín Vázquez y otro.
10 de febrero de 2010. Mayoría de votos. Disidente: Ma-
ría del Refugio González Tamayo. Ponente: Abraham S.
Marcos Valdés. Secretario: Francisco Banda Jiménez.

A manera de ejemplos, en ocasiones se concesionan los ser-
vicios de parques públicos o bien la prestación de ciertos ser-
vicios como el agua, la recolección de basura, el transporte
público, y en ocasiones ocurren actos de discriminación con-
tra las personas, siendo un caso destacado la población
LGBTIQ+, de ahí la justificación de esta iniciativa.

Si desde las condiciones concesionarias o contractuales de
los convenios públicos se establecen expresamente obliga-
ciones de no discriminación para las personas, será una
cláusula exigible que podrán hacer valer los usuarios y be-
neficiarios de los servicios y el propio gobierno deberá exi-
gir su cumplimiento.
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Si bien esta iniciativa tiene como especial motivación a la
población de la diversidad sexual, su redacción y eventual
aprobación tendrán un beneficio generalizado para todos
los grupos y personas que históricamente han sido discri-
minados, en razón de que se propone que en los contratos
y concesiones se deberán establecer condiciones de trato
no discriminatorio para las personas que sean usuarias o
beneficiarias de la ejecución de tales instrumentos.

Así, buscamos servicios públicos prestados ya sea por el Es-
tado o por particulares que estén libres de discriminación.

Se trata de implantar un “mecanismo de gestión pública sin
discriminación” donde la actividad del Estado que impacta
en los particulares en muchas ocasiones tiene como instru-
mento de ejecución el régimen de concesionamiento y la
contratación pública, y la que debe estar expresamente su-
jeta al principio de no discriminación, se busca generar e
implementar una política transversal no discriminatoria, di-
rigida particularmente a la atención del público en general.

En razón de lo que antecede, a continuación se presenta un
cuadro comparativo donde se contrasta el texto legal vigente
con la propuesta de reforma propuesta en esta iniciativa:

En mérito de lo expuesto se somete a consideración de es-
ta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 134 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma el tercer párrafo del artículo 134 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 134. …

…

Las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo
tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier natura-
leza y la contratación de obra que realicen, se adjudicarán
o llevarán a cabo a través de licitaciones públicas median-
te convocatoria pública para que libremente se presenten
proposiciones solventes en sobre cerrado, que será abierto
públicamente, a fin de asegurar al Estado las mejores con-
diciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financia-
miento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes.
En los contratos y concesiones se deberán establecer
condiciones de trato no discriminatorio para las perso-
nas que sean usuarias o beneficiarias de la ejecución de
tales instrumentos.

…

…

…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputada
Reyna Celeste Ascencio Ortega (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen, y a la Comisión de Diversidad, para opinión.



LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, 
LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO, 

LEY FEDERAL DEL IMPUESTO SOBRE AUTOMÓ-
VILES NUEVOS Y LEY DE CAMINOS, PUENTES Y

AUTOTRANSPORTE FEDERAL

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto Sobre la Renta, de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado y de la Ley Federal del Impuesto sobre Auto-
móviles Nuevos y de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal, a efecto de incentivar fiscalmente la
fabricación, importación y compra-venta de autos eléctri-
cos, suscrita por la diputada Rocío Esmeralda Reza Galle-
gos y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Rocío Esmeralda Reza Gallegos, diputada federal y las y
los diputados, integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, de la LXV Legislatura del Congreso
de la Unión, con fundamento en el artículo 71 Fracción II
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; en los artículos 3, numeral 1, fracción XX; 6, numeral
1, inciso I; 77, numeral 1; 7879, numerales 1, en su frac-
ción II, y 2; así como el artículo y 102 numeral 2 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, presento ante este
pleno de la H. Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de Decreto que
reforma la Ley del Impuesto Sobre la Renta, la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado y la Ley Federal del Impuesto so-
bre Automóviles Nuevos y la Ley de Caminos, Puentes y
Autotransporte Federal; a efecto de incentivar fiscalmente
la fabricación, importación y compra / venta de autos eléc-
tricos. Lo anterior al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

I. En nuestro país, con el anuncio de apertura de la nueva
fábrica de componentes para autos eléctricos en el territo-
rio se vislumbra la oportunidad, no solo de impulsar a este
segmento de vehículos y al sector automotriz en general,
sino de fortalecer los niveles de proveeduría que están in-
volucrados en él. Las grandes apuestas de la industria au-
tomotriz se centran cada vez más en un objetivo común: la
electrificación de los vehículos. Año con año, la demanda
de este tipo de unidades crece y por eso han surgido gran-
des proyectos enfocados a esa categoría. 

En este contexto, empresas de otros sectores aliados han
visto valiosas oportunidades de expansión y crecimiento.
Un ejemplo de ello es LG Magna ePowertrain (un proyec-

to conjunto de LG Electronics y Magna Internacional),
que, a finales de abril de este año, anunció la construcción
de una nueva planta en Ramos Arizpe, Coahuila, con miras
a convertirse en un socio estratégico de la industria auto-
motriz. Dicha empresa busca proveer de inversores, moto-
res y cargadores integrados a la próxima generación de ve-
hículos eléctricos en la región de Norteamérica, a partir de
2023, año en el que estará lista su fábrica en nuestro país. 

La construcción y apertura de esta fábrica para el sector au-
tomotriz del país significa incentivar la producción y el
consumo de vehículos eléctricos, en el largo plazo. Por ello
se trata de una noticia extraordinaria, ya que la comunidad
automotriz de México necesita este tipo de inversiones en
alianza, que muy probablemente las seguiremos viendo, ya
que México es tierra fértil para esta industria, por la cali-
dad de producción de los componentes; por la mano de
obra, que sigue siendo muy competitiva; y porque conta-
mos con empresas internacionales con una robusta plata-
forma de manufactura para la fabricación de componentes
de mayor valor agregado. Por lo que es una gran noticia
que empresas de este tamaño empiecen, de nueva cuenta, a
ver a México como un lugar para la producción de compo-
nentes de autos eléctricos. 

Por lo tanto, en la medida en la que surjan más alianzas
empresariales como la que se anunció para Coahuila, va-
mos a ver más beneficios para el país. Si bien la escasez de
suministros y el alza de precios de las materias primas son
temas globales que han impactado la cadena de valor de di-
versas industrias, de lo que se trata con la apertura de la
planta en Ramos Arizpe, Coahuila, es, sobre todo, de in-
versiones a mediano y a largo plazos, porque, con el paso
del tiempo, no solo podrá superarse la crisis actual, sino
que, además, se van a requerir cada vez más componentes
para el modelo de electrificación vehicular. Tan solo para
lograr la descarbonización y la electrificación de los vehí-
culos dentro de los siguientes 5 o 10 años, los mercados ne-
cesitan contar con dichos componentes, a costos óptimos.
Esa es la justificación más importante. 

Es una inversión enfocada a la exportación de este tipo de
componentes, para que los países que están impulsando la
electrificación de vehículos los aprovechen, pero, sobre to-
do, que tomen ventaja de que México sigue y seguirá con-
tando con los beneficios del Tratado entre México, los Es-
tados Unidos y Canadá (T-MEC). Lo anterior adquiere
gran relevancia para las empresas de nuestro país, si consi-
deramos que los vehículos que se producen en México, en
los Estados Unidos y en Canadá están obligados a cumplir
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con un porcentaje de contenido regional en el ensamblado
de automóviles, de acuerdo con lo que establece el mismo
T-MEC. 

El reto fundamental de este tipo de inversiones es que las
empresas empiecen a invertir para poder desarrollar tam-
bién proveedores. Esta es la única manera para que los úl-
timos niveles de proveeduría, que normalmente son locales
(mexicanos) o de inversión mínima internacional, logren
adentrarse en componentes de mayor valor, como son los
de los autos eléctricos. De otra manera, hay un riesgo muy
alto de que estas empresas que participan en la cadena pro-
ductiva se queden atrás. Hay que seguir atrayendo este ti-
po de inversiones, más allá de lo que esta inversión repre-
senta en sí misma, por la generación de empleos, el
posicionamiento de nuestro país y el impulso al sector de
los autos ‘verdes’, se trata de una oportunidad para que las
empresas tomen decisiones de inversión importantes y bus-
quen alianzas.

Históricamente, hemos sido una industria fuerte en el ru-
bro de componentes para vehículos de combustión inter-
na. Lo que ha permitido avanzar para tener las habilida-
des y plataformas de manufactura ha sido que el
gobierno, la iniciativa privada, las asociaciones y toda la
comunidad han participado de una manera integrada. Es
por ello que el gobierno, a través de políticas públicas,
debe incentivar las inversiones en autos más responsa-
bles con el medio ambiente, porque México es totalmen-
te un país de manufactura tradicional automotriz. Esto
quiere decir que casi 100 por ciento de los vehículos que
se hacen en México sigue siendo de motores de combus-
tión interna; sin embargo, en 10 años, del total de vehí-
culos que se consumirán en el mundo, al menos 50 por
ciento de ellos será híbrido y eléctrico.

II. De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Estadís-
tica y Geografía (Inegi), en 2021 se vendieron un millón 14
mil 680 vehículos,1 y, de esos, según cifras de este orga-
nismo y de Statista, solo 4 mil 632 fueron vehículos de ba-
tería (BEV) o híbridos enchufables (PHEV).2 Sin embargo,
las proyecciones son que, para 2026, las ventas de vehícu-
los eléctricos alcanzarán las 18 mil 900 unidades comer-
cializadas. Para llegar a ese escenario, se requiere de toda
una transformación de la industria, tanto en plataformas
tecnológicas, componentes y supply chain (cadena de su-
ministro), como en colaboración, entrenamiento y capaci-
tación para desarrollar nuevas habilidades, sin olvidar que
se debe trabajar todavía mucho en research developement
(investigación y desarrollo) local.

Respecto del Producto Interno Bruto (PIB) nacional que
genera la industria automotriz al país, al primer semestre
de 2022, contribuyó con el 3,6 por ciento del y el 18,0 por
ciento del manufacturero. El PIB mexicano repuntó un 4,8
por ciento en el 2021, desde el colapso del 8,2 por ciento
en el 2020, su peor desempeño desde la década de 1930,
por los efectos derivados de la COVID-19.3

En materia de Reducción de emisiones, México destaca
por ser un país que ha hecho explícitas sus metas en térmi-
nos ambientales dentro de la Estrategia Nacional de Cam-
bio Climático (DOF, 2012), con la aprobación de la Ley
General de Cambio Climático (LGCC), donde se establece
que para el año 2020 se habrán reducido el 30 por ciento de
emisiones, así como para el año 2050 con un 50 por ciento
de reducción de emisiones con respecto a las emitidas du-
rante el año 2000, además del incremento en el uso de ener-
gías limpias para generar el 35 por ciento de la energía
eléctrica para el año 2024. Asimismo, dentro de la LGCC
(DOF, 2012) se expresa que el logro de las metas precisa
del establecimiento de un régimen de carácter internacio-
nal que provea de mecanismos de apoyo tanto financiero
como tecnológico que emanen de países desarrollados ha-
cia aquellos en vías de desarrollo, como es el caso de Mé-
xico quien a su vez se ha encargado de instrumentar diver-
sas políticas para contribuir al logro de sus metas.

La finalidad de estos instrumentos recae en la internaliza-
ción de los costos externos, esto para mitigar los efectos
negativos. De ahí que, con el paso de los años, la política
fiscal con tintes verdes se ha ido expandiendo alrededor del
mundo, dada la necesidad de un uso eficiente y adecuado
de los recursos, donde los incentivos fiscales juegan un pa-
pel relevante al conjugar esfuerzos con las regulaciones
ambientales.4

Por otra parte, las armadoras a nivel global tienen compro-
misos firmes en electrificación, por lo que México se debe
sumar al esfuerzo debido a los acuerdos y protocolos que
tienen por objetivo mitigar la contaminación y el calenta-
miento global. Algunas empresas de la industria automotriz
han anunciado dejar de fabricar motores de combustión pu-
ramente de combustible fósil entre los años 2025 a 2050.
Por ello, han adoptado la electrificación en sus motores co-
mo la alternativa de disminuir las emisiones de gases de
efecto invernadero. Además, países desarrollados también
han establecido criterios de prohibición aplicables a la cir-
culación de vehículos de combustión interna. Algunas de
las empresas de la industria automotriz que han estableci-
do objetivos en la adopción de la tecnología eléctrica y su



año de aplicación, son: Volvo empezó a dejar de fabricar
vehículos a gas, gasolina y diésel, solo ofrece vehículos hí-
bridos y eléctricos a partir de 2019. BMW, al 2020 conta-
ba con 13 modelos eléctricos. En el 2023, BAIC dejará de
fabricar vehículos a gas, gasolina y diésel; General Motors
dejará de fabricar vehículos a gas, gasolina y diésel; Daim-
ler dejará de diseñar motores de combustión interna; Volks-
wagen dejará de diseñar motores de combustión interna.
Toyota pretende contar con versiones electrificadas en el
2025. KIA intenta contar con vehículos híbridos y eléctri-
cos para el 2025.5

Algunos países que han establecido el objetivo de la intro-
ducción de vehículos híbridos y eléctricos en su mercado,
e incluso la prohibición de venta de vehículos de combus-
tión interna, son: China, que, en el 2020, el 12 por ciento
de las ventas de automóviles fueron vehículos eléctricos
(equivale al 50 por ciento de las ventas de automóviles a
nivel mundial). En los Países Bajos, para el 2025, se con-
templa prohibir totalmente la venta de vehículos con motor
de combustión interna. En Noruega se planea que para el
2025, el 100 por ciento de las ventas de automóviles co-
rrespondan a vehículos híbridos y Eléctricos. Para 2030,
Alemania pretende prohibir totalmente la venta de vehícu-
los con motor de combustión interna, así como la India e
Israel. Para 2040, Taiwán, Francia y Reino Unido.6

Por ello México necesita crear incentivos para impulsar el
uso de vehículos híbridos y eléctricos en México, para que
cada vehículo deje de emitir por el no consumo de gasoli-
na un total de 2.3 toneladas de CO2 al año, considerando
que tienen un recorrido diario de 50 km. De tal forma, el
ahorro entre el consumo de un vehículo eléctrico y el con-
sumo en los de motor de combustión convencional es de
más del 70 por ciento. 

El marco jurídico en el que se basa la transición hacia la
electromovilidad en nuestro país parte de lo estipulado por
el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos que establece que “toda persona tiene
derecho a la protección de la salud” y a contar con “un me-
dio ambiente sano para su desarrollo y bienestar”. En es-
te contexto cabe señalar que la movilidad eléctrica se iden-
tifica como un componente de mejora de la calidad de vida
de las mexicanas y los mexicanos y de las condiciones me-
dioambientales de las ciudades del país.7

Por su parte, la Ley de Transición Energética en su artícu-
lo 2° mandata establecer mecanismos de promoción de
energía limpias y reducción de emisiones contaminantes.

Además, la Ley General de Cambio Climático impone re-
ducción de emisiones de gases y compuestos de efecto in-
vernadero.

Por su parte, la Ley General del Equilibrio Ecológico y de
Protección al Ambiente establece en su artículo 21 que la
federación y las entidades federativas son las encargadas
de diseñar, desarrollar y aplicar los instrumentos económi-
cos para incentivar la consecución de objetivos en materia
ambiental. Dichos instrumentos, considerados mecanismos
normativos y administrativos, son clasificados como sigue
(artículo 22): fiscales (estímulos); financieros (créditos,
fianzas, seguros de responsabilidad civil, fondos y fideico-
misos); y de mercado (concesiones, autorizaciones, licen-
cias y permisos). 

A partir de 2013, la Ley de Responsabilidad Ambiental
(LRA) es la encargada de regular la responsabilidad am-
biental de los daños provocados al medio ambiente, a la par
de la reparación y la compensación de los mismos, sin im-
portar si se trata de responsabilidad administrativa, penal o
civil. 

III. De tal forma, se torna evidente la necesidad de otorgar
incentivos para el uso de vehículos eléctricos e híbridos en
el país y el uso de energías limpias, así como optimizar el
costo de este tipo de vehículos. La mayor parte de estas
unidades que se venden en México son importadas. Ac-
tualmente son pocas las marcas que están empezando a fa-
bricar estos vehículos para el consumo nacional. Pero den-
tro de poco tiempo las diversas empresas automotrices en
México comenzarán a producir este tipo de vehículos. 

Aunque los automóviles de combustión interna, al menos
en la región que va de México hacia los países del sur, no
van a desaparecer, si va a haber un menor uso, y en la mis-
ma proporción, se reducirá el uso de todos sus componen-
tes. Así que mientras llega el momento de dejar de produ-
cir vehículos de combustión interna, por parte de las
grandes marcas automotrices, nuestro país debe comenzar
a acelerar el uso de vehículos híbridos o eléctricos, así co-
mo impulsar al sector manufacturero que se enfoca en
componentes para esta clase de unidades. La revolución
tecnológica hacia la electrificación y vehículos verdes ya
es una realidad, y el ejemplo claro de esta situación es la
planta que está en construcción.8

La industria automotriz de México requiere de estímulos
fiscales para acelerar la transición a la movilidad eléctrica
entre otras medidas, de acuerdo con los principales repre-
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sentantes del vital sector económico. El futuro de la indus-
tria es “cero emisiones” y para llegar allá, se necesita con-
vivir con distintas tecnologías, a través de varios años, así
que se necesita trabajar desde hoy en esta infraestructura
energética. 

En este sentido, para producir Autos ‘verdes’, México de-
be acelerar la producción de sus componentes, por un lado,
y por el otro, el gobierno debe incentivar la transición ha-
cia la electromovilidad. Es por ello que algunas de las prin-
cipales asociaciones de la industria automotriz en el país
han estado pidiendo incentivos para impulsar esta transi-
ción, es decir, crear las condiciones, la infraestructura de
incentivos fiscales y no fiscales para que esto se dé en
tiempo y en forma. De no adaptarse, el país corre un doble
riesgo, tanto por la disponibilidad de autos eléctricos para
el mercado interno, como para que México mantenga un
papel protagónico en la producción de vehículos a medida
que más automotrices se comprometen a electrificar su flo-
ta y usar energías limpias para la fabricación de unidades
hacia 2050.9

De tal forma, se presenta la oportunidad para nuestro sec-
tor automotriz de hacer cambios fiscales que generen de-
ducibilidad al 100 por ciento de vehículos híbridos y eléc-
tricos, lo que, a la postre, ayudaría a recuperar la economía
de México. Ese es el llamado que nos han hecho como le-
gisladoras y legisladores, a actualizar la política fiscal y
modificar la legislación en lo referente a la compra de eléc-
tricos. Además de la deducción inmediata en un solo ejer-
cicio y al 100 por ciento para los vehículos eléctricos, se
necesita una tasa cero del Impuesto al Valor Agregado
(IVA) tal cual como ha venido ocurriendo en el resto de las
regiones que en el mundo están impulsando esta transición.
La actualización en el precio de los autos hace necesario
adecuar la deducción permitida que se mantiene sin cam-
bios desde 2008 y que permite deducir hasta 175,000 pesos
distribuidos en cuatro ejercicios fiscales. Únicamente por
actualización de valor, esto tendría que ser hoy en día,
cuando menos 350,000 pesos”, indicó. De tal forma lo per-
tinente es modificar la fracción sexta del artículo 34 de la
Ley del Impuesto Sobre la Renta (ISR), para que los vehí-
culos híbridos y eléctricos sean deducibles hasta en 100 por
ciento en un año. Además, se propone cambiar la deducibi-
lidad de 175,000 a 350,000 pesos, modificando artículo 36
fracción segunda del ISR, salvo aquellos cuyos sistemas de
propulsión, principal o alterna, sean baterías eléctricas re-
cargables, o aquellos donde se combinen sistemas de pro-
pulsión eléctrica con motor de combustión interna o con
motor accionado por hidrógeno, o aquellos propulsados

por gas, que serán deducibles por el monto total del precio
del automóvil. Lo cual está vinculado a las inversiones en
automóviles, lo que promoverá la equidad y que los bene-
ficios de deducibilidad sean accesibles tanto para personas
físicas como personas morales.10

En tal sentido, nuestra propuesta está encaminada a conse-
guir los siguientes objetivos fundamentales:

1. La deducción por el total del costo del vehículo;

2. La deducción inmediata;

3. La exención en el pago de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado, y

4. Incluir en la Ley del Impuesto sobre Automóviles
Nuevos la exención de dicho impuesto tratándose de ve-
hículos eléctricos, híbridos y de gas natural.

5. Exentar del cobro de peaje a los vehículos eléctricos,
híbridos y de gas natural, en la Ley de Caminos, Puen-
tes y Autotransporte Federal.

Estas modificaciones se detallan en el siguiente cuadro
comparativo:



IV. La transición hacia la electromovilidad en nuestro país
requiere la implementación de una política pública integral
que contemple el marco jurídico adecuado para impulsar y
regular el uso de las nuevas tecnologías; y que apoye a los
potenciales consumidores de vehículos híbridos y eléctri-
cos con incentivos fiscales y no fiscales, como el creci-
miento de la red de estaciones de recarga. La oferta de
energías provenientes de fuentes renovables a precios com-
petitivos es indispensable para atraer nuevos proyectos de
inversión en electromovilidad.11

México necesita promover la electrificación de la flota ve-
hicular mediante una política pública que incluya la ade-
cuación del marco jurídico normativo mediante la puesta
en marcha de incentivos fiscales al uso y adquisición de ve-
hículos electrificados, así como a la producción de vehícu-
los electrificados en el país. De tal forma se proponen in-
centivos para favorecer el uso de tecnologías que
disminuyan la contaminación del aire y los efectos en el
cambio climático. Eliminación de aranceles para la impor-
tación de vehículos que utilizan motor eléctrico. Esto apli-
ca para las empresas que estén suscritas al decreto para el
apoyo de la competitividad, según lo propuesto por la Se-
cretaría de Economía.12

El crecimiento del mercado interno de vehículos eléctricos,
híbridos conectables e híbridos requiere del apoyo del go-
bierno federal para aplicar incentivos fiscales adicionales
que favorezcan la adquisición de vehículos con tecnologí-
as electrificadas. 
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El impacto de esta iniciativa permitirá hacer beneficios a
mediano plazo y estimulará el mercado interno, a través de
incentivos fiscales, lo que ayudará a la reactivación del
mercado interno de vehículos. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta soberanía el siguiente proyecto de:

Decreto

Artículo Primero. Se modifica el tercer párrafo de la frac-
ción XIII del artículo 28, la fracción VI del artículo 34, la
fracción VI del artículo 35, así como el párrafo primero de
la fracción II del artículo 36, todos, de la Ley del Impues-
to sobre la Renta, para quedar como sigue: 

Artículo 28. Para los efectos de este Título, no serán 
deducibles:

[...]

XIII. ...

[…]

Tratándose de automóviles, sólo serán deducibles los pagos
efectuados por el uso o goce temporal de automóviles hasta
por un monto que no exceda de $200.00, diarios por automó-
vil o por el monto total del precio del automóvil cuyo sis-
tema de propulsión, principal o alterna, sea de baterías
eléctricas recargables, o aquellos donde se combinen sis-
temas de propulsión eléctrica con motor de combustión
interna o con motor accionado por hidrógeno, o aquellos
propulsados por gas, siempre que además de cumplir con
los requisitos que para la deducción de automóviles estable-
ce la fracción II del artículo 36 de esta Ley, los mismos sean
estrictamente indispensables para la actividad del contribu-
yente. Lo dispuesto en este párrafo no será aplicable tratán-
dose de arrendadoras, siempre que los destinen exclusiva-
mente al arrendamiento durante todo el periodo en el que le
sea otorgado su uso o goce temporal. 

[...]

Artículo 34. Los por cientos máximos autorizados, tratán-
dose de activos fijos por tipo de bien son los siguientes:

[...]

VI. 100% para automóviles, autobuses, camiones de
carga y tractocamiones eléctricos; y 25% para los no
eléctricos, así como para montacargas y remolques.

[...]

Artículo 35. Para la maquinaria y equipo distintos de los se-
ñalados en el artículo anterior, se aplicarán, de acuerdo a la
actividad en que sean utilizados, los por cientos siguientes: 

[...]

VI. 50% en el transporte eléctrico; y 10% en infraes-
tructura fija para el transporte, almacenamiento y proce-
samiento de hidrocarburos, en plataformas y embarca-
ciones de perforación de pozos, y embarcaciones de
procesamiento y almacenamiento de hidrocarburos. 

[...]

Artículo 36. La deducción de las inversiones se sujetará a
las reglas siguientes:

[...]

II. Las inversiones en automóviles sólo serán deduci-
bles hasta por un monto de $350,000.00, salvo aquellos
cuyos sistemas de propulsión, principal o alterna, se-
an baterías eléctricas recargables, o aquellos donde
se combinen sistemas de propulsión eléctrica con
motor de combustión interna o con motor accionado
por hidrógeno, o aquellos propulsados por gas, que
serán deducibles por el monto total del precio del au-
tomóvil.

Lo dispuesto en esta fracción no será aplicable tratándose
de contribuyentes cuya actividad consista en el otorga-
miento del uso o goce temporal de automóviles, siempre y
cuando los destinen exclusivamente a dicha actividad.

[...]

Artículo Segundo. Se adiciona una fracción XI al artículo
9, así como se modifica la fracción VIII del artículo 25 de
la Ley del Impuesto al Valor Agregado para quedar redac-
tados de la siguiente manera:

Artículo 9o. No se pagará el impuesto en la enajenación de
los siguientes bienes:
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[...]

XI. Automóviles cuyos sistemas de propulsión, prin-
cipal o alterna, sean baterías eléctricas recargables,
o aquellos donde se combinen sistemas de propulsión
eléctrica con motor de combustión interna o con mo-
tor accionado por hidrógeno, o aquellos propulsados
por gas.

Artículo 25. No se pagará el impuesto al valor agregado en
las importaciones siguientes: 

[...]

VIII.- La de vehículos, que se realice de conformidad
con el artículo 62, fracción I de la Ley Aduanera, siem-
pre que se cumpla con los requisitos y condiciones que
señale la Secretaría de Hacienda y Crédito Público me-
diante reglas de carácter general. Así como los vehícu-
los cuyos sistemas de propulsión, principal o alterna,
sean baterías eléctricas recargables, o aquellos don-
de se combinen sistemas de propulsión eléctrica con
motor de combustión interna o con motor accionado
por hidrógeno, o aquellos propulsados por gas.

[...]

Artículo Tercero. Se modifica la fracción IV del artículo 8
de la Ley Federal del Impuesto sobre Automóviles Nuevos,
para quedar como sigue:

Artículo 8o.- No se pagará el impuesto establecido en esta
Ley, en los siguientes casos:

[...]

IV. En la enajenación o importación definitiva de
aquellos automóviles cuyos sistemas de propulsión
principal o alterna, sean baterías eléctricas recarga-
bles, o aquellos donde se combinen sistemas de pro-
pulsión eléctrica con motor de combustión interna o
con motor accionado por hidrógeno, o aquellos pro-
pulsados por gas.

Artículo Cuarto. Se modifica el segundo párrafo de la frac-
ción IV del artículo 8 de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal, para quedar de la siguiente manera: 

Artículo 5o. Es de jurisdicción federal todo lo relacionado
con los caminos, puentes, así como el tránsito y los servi-
cios de autotransporte federal que en ellos operan y sus
servicios auxiliares. 

Corresponden a la Secretaría, sin perjuicio de las otorgadas
a otras dependencias de la Administración Pública Federal
las siguientes atribuciones:

[...]

VIII. Establecer las bases generales de regulación tari-
faria.

Los vehículos cuyos sistemas de propulsión, principal o
alterna, sean baterías eléctricas recargables, o aquellos
donde se combinen sistemas de propulsión eléctrica con
motor de combustión interna o con motor accionado
por hidrógeno, o aquellos propulsados por gas, no pa-
garán peaje. Las motocicletas deberán pagar el 50 por
ciento del peaje que paguen los automóviles, y

[...]

Transitorios

Primero. Este decreto entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Poder Ejecutivo Federal deberá realizar las ade-
cuaciones a las disposiciones reglamentarias para armonizar-
las a lo previsto en este decreto dentro de un plazo de ciento
ochenta días, contado a partir de su entrada en vigor.

Tercero. Para el debido cumplimiento de lo dispuesto por
este decreto y en los términos de Ley Federal Presupuesto
y Responsabilidad Hacendaria, la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, destinará en la partida correspondiente del
Presupuesto de Egresos de la Federación del 2024, los re-
cursos necesarios para originar la debida aplicación de lo
dispuesto por este decreto. En los años subsecuentes dicha
partida no podrá ser inferior, en términos reales, al del año
fiscal anterior y se determinará en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación que para cada año fiscal corresponda
en los sucesivos ejercicios. 

Cuarto. Secretaría de Hacienda y Crédito Público realiza-
rá las estimaciones de ingresos y ajustes de gastos que con-
vengan en el Paquete Económico del ejercicio fiscal si-
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guiente a la aprobación y publicación en el Diario Oficial
de la Federación del presente decreto.

Quinto. Se derogan todas aquellas disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Notas

1 “Avance Mensual. Registro administrativo de la industria automotriz
de vehículos ligeros”, 5 de enero de 2022. Inegi. 

https://www.inegi.org.mx/datosprimarios/iavl/

2 “Venta de vehículos híbridos y eléctricos por entidad federativa”, 6
de enero de 2022. Inegi 

https://www.inegi.org.mx/datosprimarios/iavl/#Datos_abiertos

3 “Industria de autos en México requiere de incentivos fiscales para
acelerar transición eléctrica”. Xinhua. 29. 09. 2022

http://spanish.peopledaily.com.cn/n3/2022/0928/c31617-
10152748.html#:~:text=M%C3%89XICO%2C%2027%20sep%20
(Xinhua),representantes%20del%20vital%20sector%20econ%C3
%B3mico

4 “Análisis, diagnóstico y propuesta de creación de incentivos econó-
micos para empresas sustentables en el Estado de Jalisco.” Secretaría
de Medio Ambiente y Desarrollo Territorial. Diciembre 15, 2017. 

https://transparencia.info.jalisco.gob.mx/sites/default/fi-
les/2017.%20An%C3%A1lisis%20Diagn%C3%B3stico%20Pro-
puesta%20Creaci%C3%B3n%20Incentivos%20Econ%C3%B3mi
cos%20Empresas%20Sustentables%20Estado%20Jalisco-
DGPGA.pdf

5 “Promoción de la electromovilidad sustentable”. CFE, 2018. 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/395711/1_CFE_
DesarInfRecVE.pdf

6 “Promoción de la electromovilidad sustentable”. CFE, 2018. 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/395711/1_CFE_
DesarInfRecVE.pdf

7 “Estado del Arte de la Movilidad Eléctrica en México”. Publicación
Técnica No. 596. Secretaría de Comunicaciones y Transportes Institu-
to Mexicano del Transporte. Sanfandila, Qro., 2020. 

https://imt.mx/archivos/Publicaciones/PublicacionTecnica/pt596.
pdf

8 “Autos ‘verdes’ ¿Podrá ‘acelerar’ la producción de sus componentes
en México”? Perspectivas Deloitte. 24 de mayo de 2022. 

https://www2.deloitte.com/mx/es/pages/dnoticias/articles/produc-
cion-de-autos-verdes-en-mexico.html

9 “Industria Automotriz pide incentivos para impulsar la electromovi-
lidad en México”. El Ceo. 27.09.22. 

https://elceo.com/negocios/industria-automotriz-pide-incentivos-
para-impulsar-electromovilidad-en-mexico/

10 “El presidente de AMIA propone cambios fiscales para reactivar a
México”. Cluster Industrial. 20.09.22. 

https://www.clusterindustrial.com.mx/noticia/2584/el-presidente-
de-amia-propone-cambios-fiscales-para-reactivar-a-mexico

11 “Transición a la electromovilidad en México”. AMIA 2022. 

https://amia.com.mx/wp-content/uploads/2022/03/electromovili-
dad28022022-V2.pdf

12 ChargeNow (Charge Now, 2019). Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, (SHCP, 2017).

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 26 días de abril de
2023.— Diputada Rocío Esmeralda Reza Gallegos (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédi-
to Público, y de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen, y a la Comisión de Cambio Climático y Sos-
tenibilidad, para opinión.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, en materia de uso indebido de datos perso-
nales, a cargo de la diputada Valeria Santiago Barrientos,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México.

La que suscribe, diputada Valeria Santiago Barrientos,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Eco-
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logista de México de la LXV Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, y 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona un Capítulo III Quáter y un artículo 391 Bis 1
al Código Penal Federal, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos 

El artículo 6o. constitucional en su apartado A, fracción se-
gunda, establece el derecho humano que garantiza que la
información relativa a la vida privada y los datos persona-
les será protegida en los términos y con las excepciones
que fijen las leyes. 

En el mismo sentido, el artículo 16 constitucional estable-
ce que toda persona tiene derecho a la protección de sus da-
tos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los
mismos, así como a manifestar su oposición en los térmi-
nos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de ex-
cepción a los principios que rijan el tratamiento de datos
por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden
público, seguridad y salud públicas o para proteger los de-
rechos de terceros. 

Como se observa, nuestra Carta Magna integra el derecho
humano a la protección, de la información confidencial, ín-
tima o privada de las personas como una garantía que debe
estar bajo tutela jurídica. 

Derivado de este derecho consagrado en la Constitución,
existe normativa especial que establece las bases, princi-
pios y procedimientos para garantizar el derecho que tiene
toda persona a la protección y al debido tratamiento de los
datos personales, es decir, la Ley Federal de Protección de
Datos Personales en Posesión de los Particulares y la Ley
General de Protección de Datos Personales en Posesión de
Sujetos Obligados.

Ambas normativas conceptualizan los datos personales en
dos vertientes: 

-Datos personales: Cualquier información concernien-
te a una persona física identificada o identificable. Se
considera que una persona es identificable cuando su
identidad pueda determinarse directa o indirectamente a
través de cualquier información. 

-Datos personales sensibles: Aquellos que se refieran a
la esfera más íntima de su titular, o cuya utilización in-
debida pueda dar origen a discriminación o conlleve un
riesgo grave para éste. De manera enunciativa más no li-
mitativa, se consideran sensibles los datos personales
que puedan revelar aspectos como origen racial o étni-
co, estado de salud presente o futuro, información gené-
tica, creencias religiosas, filosóficas y morales, opinio-
nes políticas y preferencia sexual. 

Ahora bien, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública establece lo que se considerará como
información confidencial: 

De la Información Confidencial 

Artículo 113. Se considera información confidencial:

La que contiene datos personales concernientes a una
persona física identificada o identificable; 

I. (…) 

II. Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comer-
cial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corres-
ponda a particulares, sujetos de derecho internacional
o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio
de recursos públicos, y

III. Aquella que presenten los particulares a los sujetos
obligados, siempre que tengan el derecho a ello, de con-
formidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados
internacionales. La información confidencial no estará
sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acce-
so a ella los titulares de la misma, sus representantes y
los Servidores Públicos facultados para ello.

(…) 

No obstante lo anterior, no existe una regulación que san-
cione la sustracción uso o transmisión de datos personales
con el propósito de cometer delitos. 

Como se observa, tenemos legislación que garantiza la pro-
tección de datos personales y de la información confiden-
cial de las personas, pero no una que sancione el uso de la
misma para la comisión de delitos. 

De manera irreductible, los insumos tecnológicos que día a
día van apareciendo en nuestra vida pasan a formar parte de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 26 de abril de 2023 / Apéndice XI 63



los accesorios necesarios que cada sector de la sociedad uti-
liza para desarrollarse, interactuar, desenvolverse y acceder a
las necesidades básicas para facilitar sus actividades. 

Si bien este avance tecnológico es utilizado para satisfacer
los requerimientos actuales de todas y todos, como algo
útil para facilitar la vida cotidiana, también es cierto que
éstos son utilizados para acceder a información personal y
privada con el fin de cometer conductas antijurídicas y cau-
sar algún tipo de daño. 

En México, debido a la pandemia, se detonaron un sinnú-
mero de hechos que dan cuenta de la problemática que im-
plica la vulneración de los datos personales o de la infor-
mación privada. 

De manera reciente, las aplicaciones de mensajería instan-
tánea como WhatsApp, Telegram o Messenger han sido ví-
as que utilizan los delincuentes para cometer actos ilícitos. 

Un ejemplo es el robo de cuentas que se ha hecho común
para pedir a los contactos de la víctima sumas de dinero a
nombre se ésta; los criminales también aplican otro méto-
do que consiste en enviar un mensaje vía WhatsApp a su
víctima, asegurando que son de la policía y que debe pagar
una suma de dinero a cambio de no detenerlo por un delito
grave. Pese a que no dicen la cantidad que quieren señalan
que “se puede llegar a un acuerdo” antes de pasar el caso,
pues aseguran que están a unos metros de su hogar y le en-
vían supuestos documentos oficiales como una ficha de
aprehensión en su contra.1

Este tipo de conductas aterrizan en los llamados delitos ci-
bernéticos o delitos informáticos, que han sido definidos
por la Organización para la Cooperación y Desarrollo Eco-
nómicos como “cualquier comportamiento antijurídico, no
ético o no autorizado, relacionado con el procesado auto-
mático de datos y/o transmisiones de datos”.2

La Organización de las Naciones Unidas, por su parte, re-
conoce diversos delitos vinculados con el tema informáti-
co, entre otros: 

1. Acceso no autorizado a servicios o sistemas informá-
ticos;

2. Falsificación de documentos de uso comercial;

3.- Fraude efectuado por manipulación informática; y

4. Manipulación de datos de salida.

En México, si bien existen hipótesis normativas que se
acercan a tipificar algunas de las conductas antijurídicas
vinculadas con temas afines con la tecnología, al día de
hoy no existe reglamentación que sancione de manera par-
ticular los delitos realizados a través de medios tecnológi-
cos cotidianos y que causan perjuicio en las personas que
son susceptibles de estos delitos. 

Según estadísticas de la Comisión Nacional para la Defen-
sa de Usuarios de Servicios Financieros, conforme avanza
el uso de las tecnologías de la información a través de dis-
positivos móviles, los delitos cibernéticos van en aumento.
Algunas de las conductas que utilizan los delincuentes pa-
ra cometer algún ilícito son: 

-Phising. Son técnicas que utilizan los delincuentes pa-
ra robar información personal o corporativa a través del
correo electrónico o vía telefónica. En esta técnica se
utiliza el engaño o violencia psicológica para que el su-
jeto pasivo entregue información cuando los usuarios no
se dan cuenta de lo que está sucediendo. Es uno de los
métodos más utilizados en México para delinquir. 

-Pharming. Consiste en crear sitios web falsos, como si
fuera un sitio web oficial, con la intención de conseguir
la información que se introduzca en esos sitios, es decir,
a través de un link falso redirigen al usuario a una pági-
na falsa para recabar información y poder cometer ilíci-
tos. 

-Spam. Son comunicaciones no solicitadas que se enví-
an de forma masiva por Internet o mediante otros siste-
mas de mensajería electrónica. El spam es utilizado
también para circular archivos que contienen algún tipo
de virus que puede tener como intención acceder y ro-
bar la información del dispositivo en donde se descargó.

Aunque la Comisión Nacional para la Defensa de Usuarios
de Servicios Financieros emite regularmente información
relativa a medidas de seguridad, estas acciones no son su-
ficientes y se necesita tomar medidas más formales para
contener este tipo de conductas. En tal sentido, resulta ne-
cesario comenzar a adecuar la legislación penal a fin de ac-
tualizar y adaptar la ley a los nuevos tiempos, dado que la
tecnología avanza a pasos agigantados y los delincuentes
no pueden estar delante de nosotros, por lo que es necesa-
rio regular estas conductas a fin de inhibir que estas accio-
nes se sigan reproduciendo en perjuicio de la ciudadanía.
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Aunado a las recomendaciones que las autoridades dan a la
ciudadanía, resulta necesario sumar y fortalecer el marco
legal para evitar, o bien, inhibir los delitos informáticos,
por lo que se debe dar más importancia y fortalecer el an-
damiaje penal para establecer reglas específicas para estas
hipótesis.

Es menester recordar, como se señaló con antelación, que
si bien existen algunas similitudes en algunos tipos pena-
les, el conjunto de características y componentes esencia-
les que constituyen un delito informático son diferentes a
los elementos de las hipótesis que actualmente se encuen-
tran en la ley, por ello es necesario adecuarnos a los nuevos
tiempos y actualizar la norma a fin de evitar que los delin-
cuentes escapen a la aplicación de la ley.

De manera particular, la iniciativa que se presenta tiene co-
mo finalidad integrar al Código Penal Federal tipos pena-
les específicos y sanciones para quienes vulneren el ámbi-
to privado de las personas y sustraigan, utilicen o
transmitan datos personales e información confidencial
con el propósito de cometer delitos. 

La presente reforma es necesaria en razón de que el avan-
ce y expansión de las nuevas tecnologías de la información
ha impactado de manera significativa en cada uno de los
ámbitos de la vida de las personas, particularmente, en el
entorno de la vida privada de quienes tienen acceso a dis-
positivos digitales con los cuales interactúan de manera
constante con otras personas. 

Es en ese sentido, es indispensable transitar hacia la regu-
lación de las nuevas tecnologías a fin de inhibir que éstas
sean utilizadas para cometer delitos, por lo que es momen-
to de poner manos a la obra y a empezar a legislar sobre la
materia; los tiempos que hoy vivimos y la sociedad así lo
exigen.

Por lo anterior, se propone la siguiente adición al Código
Penal Federal: 

Es importante manifestar que la reforma propuesta en esta
iniciativa no genera impacto económico en el presupuesto
de la nación, ya que no necesita recursos para su aproba-
ción, publicación y ejecución. 

Por los razonamientos y argumentos aquí vertidos y con el
fin de fortalecer las leyes en materia de delitos informáti-
cos, someto a la consideración de esta honorable Asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de: 

Decreto por el que se adiciona un Capítulo III Quáter y
un artículo 391 Bis 1 al Código Penal Federal 

Artículo Único. Se adiciona un Capítulo III Quáter y un
artículo 391 Bis 1 al Código Penal Federal, para quedar co-
mo sigue: 

Capítulo III Quáter
Utilización indebida de datos personales 

o información confidencial 

Artículo 391 Bis. 1. Comete el delito de uso indebido de
datos personales o información confidencial quien, sin
consentimiento, mediante engaño, amenaza o violencia,
sustraiga, utilice o transmita datos personales o infor-
mación confidencial, contenidos en dispositivos electró-
nicos personales móviles u ordenadores personales fi-
jos, con la intención de obtener un lucro indebido o con
el propósito de cometer un delito. 
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La sustracción y transmisión ilegal de datos personales
o información confidencial se castigará con pena de tres
a cinco años de prisión y de 200 a 500 días multa. 

En la utilización ilícita de datos personales o informa-
ción confidencial, con la intención de realizar transac-
ciones, operaciones financieras o actos de comercio, pa-
ra obtener un beneficio personal se aplicarán las penas
y multas establecidas en el artículo 386 de este Código.

Transitorio

Único. El presente Decreto entra en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Véase, “Alerta por hackeo de WhatsApp: cómo evitar ser víctima”,
Infobae, 16 de diciembre de 2021. Disponible en: 

https://www.infobae.com/america/tecno/2021/12/16/alerta-por-
hackeo-de-whatsappcomo-evitar-ser-victima/ 

2 Véase, Diana Medina Gómez, “Los delitos cibernéticos y los proble-
mas a enfrentar”, Hechos y Derechos, número 55 enero-febrero 2020.
Disponible en: 

https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/hechos-yderechos/ar-
ticle/view/14381/15543 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril del 2023.— Diputada
Valeria Santiago Barrientos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a
la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
opinión.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 80 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Jesús Alberto Velázquez Flores, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

Quien suscribe, Jesús Alberto Velázquez Flores, diputado
federal de la LXV Legislatura del honorable Congreso de

la Unión e integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, 73 y 135 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el artículo 80 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, considerando la siguiente:

Exposición de Motivos

México es una República federal que proclamó su Inde-
pendencia de España el 16 de septiembre de 1810.

El decreto del Congreso Constituyente del 31 de marzo de
1823 instaló el gobierno provisional de México, denomi-
nado oficialmente como Supremo Poder Ejecutivo de la
Nación Mexicana, este fue un cuerpo colegiado, integrado
por cinco distintas personas, con el fin de ejercer un con-
trol de constitucionalidad y disuelto con el inicio de la pre-
sidencia de Guadalupe Victoria el 10 de octubre de 1824.

El régimen republicano democrático representativo federal
se estableció con la Constitución de 1824. La Constitución
actualmente en vigor fue aprobada por el Congreso el 5 de
febrero de 1917.

Desde que México es un país independiente, se estableció
que la base de su organización política y de su estructura
gubernamental era el principio de división del ejercicio del
poder, denominado división de poderes, que prohíbe que
recaiga en una o más personas esos poderes. 

Así es como lo expresa la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, la cual, en el artículo 49 del ca-
pítulo I denominado de la División de Poderes, dice al pie:

“El Supremo Poder de la Federación se divide, para su
ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

No podrán reunirse dos o más de estos poderes en una
sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo
en un individuo, salvo el caso de facultades extraordi-
narias al Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispues-
to en el artículo 29. En ningún otro caso, salvo lo dis-
puesto en el segundo párrafo del artículo 131, se
otorgarán facultades extraordinarias para legislar.”1

Año II, Segundo Periodo, 26 de abril de 2023 / Apéndice  XI Diario de los Debates de la Cámara de Diputados66



El Poder Ejecutivo gobierna de conformidad con lo esta-
blecido por la legislación. Su titular es el presidente Cons-
titucional de los Estados Unidos Mexicanos, es elegido
mediante elecciones directas cada seis años sin posibilidad
de reelección.

Para la ejecución de sus labores el presidente tiene la fa-
cultad legal para nombrar a sus colaboradores más cerca-
nos, que son los secretarios de Estado y el procurador ge-
neral de la República.

Planteamiento de la problemática

El término supremo es definido por la Real Academia Es-
pañola (RAE) como altísimo o enorme, que no tiene supe-
rior en su línea.2 Pudiera ser que en el artículo 80 de nues-
tra Carta Magna, no sea usado como un superlativo,
pudiera tratarse más bien de una reminiscencia. 

En ese sentido, se considera necesario eliminar el térmi-
no “supremo” para que al leer el artículo 80, no se pien-
se como en un grado de superioridad de este poder por
encima de los otros dos, y para evitar confundir en su in-
terpretación.

Propuesta de reforma

En razón de lo anteriormente mencionado y derivado de la
importancia que constituye lo aquí planteado, se propone la
reforma al artículo 80 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Fundamento Legal

Con fundamento en los artículos 71, fracción II y 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, someto a consideración del pleno de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 80 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma el artículo 80 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Capítulo III del Poder Ejecutivo

Artículo 80. - Se deposita el ejercicio del Poder Ejecutivo
de la Unión en un solo individuo, que se denominará “pre-
sidente de los Estados Unidos Mexicanos”.

Notas

1 Artículo 49 de la Constitución de Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

2 Real Academia Española

https://dle.rae.es/supremo, consultado el 14 de marzo de 2023.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputado
Jesús Alberto Velázquez Flores (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY GENERAL DE MEJORA REGULATORIA

«Iniciativa que reforma el artículo 46 de la Ley General de
Mejora Regulatoria, a cargo de la diputada Reyna Celeste
Ascencio Ortega, del Grupo Parlamentario de Morena.

La que suscribe, Reyna Celeste Ascencio Ortega, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Legisla-
tura del Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, se permite someter a consideración
de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma la fracción VI del artículo 46 de la Ley Ge-
neral de Mejora Regulatoria, para que en los formatos de
trámites gubernamentales se valore si es necesario requerir
como información el género de las personas, y en todo ca-
so que haya un “campo abierto” para que las personas ex-
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presen libremente su autopercepción de género, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

La finalidad de esta iniciativa es que en el diseño de los trá-
mites y servicios que se ofrecen por el gobierno se valore
si resulta pertinente requerir como información el género
de las personas; es decir, si es relevante solicitar esa infor-
mación para fines del trámite correspondiente, y para el ca-
so de que sea necesario, que exista un campo abierto para
que las personas libremente puedan expresar su autoper-
cepción de género.

Las personas tienen derecho a la identidad y expresión de
género, se trata de un derecho esencial para las personas,
basado en el libre desarrollo de la personalidad de cada
quien.

En muchos trámites y servicios se requiere información y
datos que en nada sirven para la atención y resolución del
trámite, incluso ni para fines estadísticos ya que no se lle-
van a cabo tales ejercicios de medición; lo cierto es que el
requerimiento del dato del “sexo” puede ser invasivo y dis-
criminatorio para las personas, además de que al ofrecer
sólo un campo binario (femenino-masculino) también se
discrimina a las personas que adoptan un género distinto.

En el caso de la Ley General de Mejora Regulatoria, que
establece la obligación de las autoridades de todos los ór-
denes de gobierno para que en el ámbito de su competen-
cia implanten políticas públicas de mejora regulatoria para
el perfeccionamiento de las regulaciones y la simplifica-
ción de los trámites y servicios, de ahí que se proponga que
en tales trámites y procedimientos se revise la pertinencia
y necesidad de exigir la manifestación de un género.

Se tiene que señalar que muchas personas de diversidad se-
xual pueden verse compelidos a no realizar ciertos trámites
ante exigencias arbitrarias, o bien que se vean discrimina-
dos por expresar su identidad, o que el servicio se les nie-
gue con motivo de ello. Incluso, las autoridades deben abs-
tenerse de calificar de algún modo a las personas, sirva de
guía el siguiente precedente:

Suprema Corte de Justicia de la Nación
Registro digital: 2022572
Instancia: Tribunales colegiados de circuito
Décima época
Materia: Común

Tesis: I.9o.P.17 K (10a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Libro 81, diciembre de 2020, tomo II, página 1697
Tipo: Aislada

Perspectiva de género y diversidad sexual. Si en el
juicio de amparo el juez no puede determinar a qué
colectivo LGBTI (lesbianas, gays, bisexuales, trans-
géneros e intersexuales) pertenece el quejoso, no de-
be pronunciarse en cuanto a una identidad específi-
ca, a efecto de no etiquetarlo con nombres o
definiciones que podrían no corresponder a la per-
cepción de sí mismo.

Cuando en los juicios de amparo competencia de los ór-
ganos jurisdiccionales se vean involucradas personas
pertenecientes al colectivo LGBTI (siglas que identifi-
can a las palabras lesbianas, gays, bisexuales, transgé-
neros e intersexuales), y no pueda determinarse si el
quejoso es una persona transgénero, transexual, travesti
u otra, el Juez no debe pronunciarse en cuanto a una
identidad específica, a efecto de no etiquetarlo con
nombres o definiciones que podrían no corresponder a
su percepción de sí mismo, pues para ello tendría que
realizarse un análisis en cuanto a la orientación sexual,
la identidad y expresión de género, entre otros aspectos,
para lo cual, resulta necesario una serie de datos e in-
formación relativos a dicha persona, los cuales podrían
no encontrarse en autos. Sin embargo, a efecto de no
transgredir los derechos de igualdad y no discrimina-
ción, previstos en los artículos 1o. y 4o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, puede
precisar que el quejoso pertenece a dicho grupo; aunado
a que conforme a lo establecido por la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, en el Protocolo de Actuación para
quienes imparten justicia en casos que involucren la
orientación sexual o identidad de género, tiene obliga-
ción de resolver los casos relativos a los derechos hu-
manos de las personas pertenecientes al colectivo
LGBTI, con base en una perspectiva de género y de di-
versidad sexual.

Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Pri-
mer Circuito

Amparo directo 211/2019, 27 de agosto de 2020. Una-
nimidad de votos, con voto concurrente del magistrado
Ricardo Paredes Calderón. Ponente: Emma Meza Fon-
seca. Secretaria: María del Carmen Campos Bedolla.
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Esta tesis se publicó el viernes 11 de diciembre de 2020, a
las 10:23 horas, en el Semanario Judicial de la Federación.

La visión de un gobierno moderno debe ser de inclusión y
respeto de la diversidad, por lo que todos los tramites y ser-
vicios deben valorar esta perspectiva de identidad de género.

Se propone que en los formatos de trámites gubernamenta-
les, se valore si es necesario requerir como información el
género de las personas, y en todo caso que exista un “cam-
po abierto” para que las personas expresen libremente su
autopercepción de género.

En razón de lo que antecede, a continuación se presenta
un cuadro comparativo donde se contrasta el texto legal
vigente con la propuesta de reforma propuesta en esta
iniciativa:

En mérito de lo expuesto se somete a consideración de es-
ta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción VI del artícu-
lo 46 de la Ley General de Mejora Regulatoria

Único. Se reforma la fracción VI del artículo 46 de la Ley
General de Mejora Regulatoria, para quedar como sigue:

Artículo 46. Los sujetos obligados deberán inscribir y
mantener actualizada al menos la siguiente información y
documentación de sus trámites y servicios dentro de la sec-
ción correspondiente:

I. a V. …
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VI. Especificar si el trámite o servicio debe presentarse
mediante formato, escrito libre, ambos o puede solici-
tarse por otros medios. En los formatos se deberá va-
lorar si es necesario requerir la expresión de género
de las personas, en caso de ser necesario tal requeri-
miento, se deberá incluir, además, un campo abierto
para que las personas lo manifiesten libremente;

VII. a XIX. …

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputada
Reyna Celeste Ascencio Ortega (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen, y a la Comisión de Diversi-
dad, para opinión.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

«Iniciativa que adiciona el artículo 204 de la Ley del Se-
guro Social, suscrita por la diputada Rocío Esmeralda Re-
za Gallegos y diputados integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional.

Rocío Esmeralda Reza Gallegos, diputada federal del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional y las y los
diputados, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, de la LXV Legislatura del Congreso de
la Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
en los artículos 6, numeral 1, inciso I; 77, numeral 1; 78 y
102, numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, presentan ante este pleno de la honorable Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto que reforma la Ley del Seguro So-
cial, a efecto de que en los centros de trabajo que cuenten
con más de 250 empleados, la persona física o moral que
sea el patrón proporcione de manera obligatoria el servicio
de guardería. Lo anterior al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. La realidad laboral en nuestro país ha cambiado; hoy por
hoy la conciliación entre la vida laboral, personal y fami-
liar es una de las mayores dificultades que enfrentan tanto
mujeres como hombres jóvenes en México.

Si bien las mujeres participan cada vez más en el sector
productivo del país, es de notable inoperancia cuando se
convierten en madres, pues las facilidades para poder de-
sempeñar su cargo o contar con un empleo, se ven reduci-
das por la falta de guarderías. Esto se presenta en el caso
concreto de las madres trabajadoras que por diversos moti-
vos no pueden cuidar de sus hijos durante sus jornadas la-
borales y se enfrentan a un problema en la búsqueda de op-
ciones de empleo ante la responsabilidad del cuidado de
sus hijos; lo que plantea a madres y padres de familia una
disyuntiva compleja, entre su necesidad o deseo de incor-
porarse a una actividad generadora de ingreso así como de
desarrollo profesional, y la preocupación por que sus hijos
cuenten con un cuidado adecuado, sobre todo en edades
tempranas.1

Por otro lado, es de notar que la situación de las guarderías en
el territorio mexicano no es el ideal. En 2018 se canceló el
programa de estancias infantiles instituido para aquellas fa-
milias sin seguridad social o madres trabajadoras que no eran
derechohabientes del IMSS, que operaba en México desde
2007. Estas estancias surgieron con la finalidad de facilitar el
cuidado de menores de cuatro años para mujeres que no tu-
vieran acceso a guarderías del sistema de seguridad social.
Por un lado, el programa aumentaba el número de espacios
de cuidado disponibles, subsidiando su funcionamiento; por
el otro, incrementaba la demanda de estos servicios al cubrir
gran parte de su costo. 

Antes del cierre de estas estancias, de acuerdo al monitoreo
del programa en 2017-2018 realizado por el Consejo Na-
cional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social
(Coneval), 93.9 por ciento de las personas beneficiarias
consideraron que el programa “contribuyó a mejorar su ca-
lidad de vida y la de sus hijos, ya que les brindó la posibi-
lidad de contar con empleo, salud mental, salud física e in-
gresos monetarios”.2 Mientras que el 96.5 por ciento
consideró que la atención y cuidado de sus hijos tuvo un
impacto positivo en el desarrollo del lenguaje, en el 96 por
ciento de los casos desarrollaron habilidades sociales y un
97.5 por ciento observaron una mejora en el desarrollo mo-
triz de sus hijos. 
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Rápidamente se convirtió en un pilar de los servicios pú-
blicos de cuidado: para 2008 había sobrepasado al IMSS
como principal proveedor de servicios de guardería y en
2017 atendía al 24 por ciento de la población que recibía
estos servicios públicos en el país (incluyendo en guarderí-
as del IMSS e ISSSTE, escuelas preescolares, DIFs, entre
otros). Si bien es cierto que el programa tenía estándares
más bajos que el IMSS en cuanto a la calidad del cuidado,
sí logró aumentar la probabilidad de que una beneficiaria
estuviera empleada, incrementar el número de horas labo-
radas a la semana y, en menor medida, reducir el tiempo
que las mujeres dedicaban al trabajo de cuidados.3

El 28 de febrero de 2020, el programa de Estancias Infan-
tiles se sustituyó de manera oficial, cuando la Secretaría de
Bienestar publicó las reglas de operación del Programa de
Apoyo para el Bienestar de las Niñas y Niños, Hijos de
Madres Trabajadoras. Sin embargo, estas disposiciones
dictan que el apoyo económico ya no se entregaría a las es-
tancias infantiles como se estipulaba antes de la actual ad-
ministración, sino que, se entregaría el subsidio directo a la
madre, padre solo o tutor.4 De ser un subsidio al funciona-
miento y costo de guarderías para menores, se convirtió en
un programa de transferencias monetarias incondicionadas.
Lo que se ha convertido en un tema arduamente criticado
al sustituir las estancias por apoyos económicos que clara-
mente son insuficientes. Ahora no hay manera de cubrir la
demanda por servicios de cuidado infantil en los sectores
público y privado. 

En un país en donde las mujeres siguen siendo las principa-
les cuidadoras, pero suelen tener menores salarios y trabajos
más precarios, la decisión de cómo utilizar este dinero no va
dirigida a sostener la participación de las madres en el mer-
cado laboral, ni a mejorar la calidad de los cuidados para la
primera infancia. No es posible decir cuál ha sido el efecto de
cambiar el subsidio por una transferencia monetaria para
quienes hoy siguen siendo beneficiarias. Lo que sí se conclu-
ye es que muchas mujeres y personas menores de edad ya no
reciben cuidado infantil por parte del Estado y, como conse-
cuencia, han tenido que distribuir estas responsabilidades de
nuevas maneras, probablemente dentro del hogar y en los
hombros de madres, niñas o abuelas.5

Dicha situación, aunada a tantas otras, lleva a muchas ma-
dres y padres solos a dejar a sus hijos e hijas en condicio-
nes poco óptimas ante la necesidad de salir a trabajar para
apoyar con el gasto familiar. Ante este tipo de circunstan-
cias, los menores no sólo corren el riesgo de sufrir lesiones

y accidentes, sino que tienen bajas probabilidades de tener
un desarrollo saludable. Por ello es importante contar con
alternativas óptimas de cuidado infantil, con un doble pro-
pósito: ser un facilitador para la búsqueda y la permanen-
cia en el trabajo, al contribuir en la generación de ingresos
económicos; y generar las condiciones propicias para desa-
rrollo de las y los niños pequeños.

En México, el 56.5 por ciento de las mujeres económica-
mente activas no tiene acceso a un sistema de seguridad so-
cial que ofrezca servicios de cuidado infantil,6 el Programa
de Estancias Infantiles llenaba un verdadero vacío. Este he-
cho se suma a una serie de acciones que han vulnerado los
derechos humanos de los niños y niñas, previstos en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
en tratados internacionales, esencialmente la Convención
sobre los Derechos del Niño y en la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes; en las que se esta-
blece que corresponde al estado mexicano brindar asisten-
cia social, desarrollo y educación integral para las y los
infantes. 

II. La división del trabajo al interior de las familias deter-
mina los distintos roles y responsabilidades para hombres
y mujeres,7 donde tradicionalmente en la mujer recae la
crianza de las y los hijos, así como las tareas asociadas a
las labores domésticas, aspecto que en muchas ocasiones
va acompañado con su incorporación en el mercado de tra-
bajo. Según la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo
del Inegi (Enoe Edición 2021), con una serie de resultados
a partir de estimaciones basadas en el Marco Maestro de
Viviendas del INEGI, donde se tiene que la participación
de las mujeres en actividades económicas subió de 44.2 por
ciento en agosto de 2021, a 45.0 por ciento en agosto de
2022.8 De acuerdo con la ENOE la tasa de participación
económica de la población femenina de 15 años y más, con
al menos una hija o hijo nacido vivo en 2016, es de 43.4
por ciento., de las cuales 97.9 por ciento combinaba sus ac-
tividades extradomésticas9 con los quehaceres domésticos.
Las mujeres que son madres se insertan en el mercado la-
boral en condiciones más adversas que el resto de las per-
sonas, ya que tienen que combinar la crianza de los hijos y
los quehaceres domésticos con sus actividades laborales:

- La participación de las mujeres en el mercado de tra-
bajo disminuye conforme aumenta su número de hijos:
la mitad de las mujeres de 15 años y más que tienen de
uno a dos hijas o hijos (49.6 por ciento) participa en el
mercado de trabajo, mientras al tener de 3 a 5 hijas e hi-
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jos disminuye a 41.4 por ciento y apenas 22.7 por cien-
to de quienes tienen 6 o más hijas o hijos, es económi-
camente activa.

- Cuatro de cada diez mujeres de 25 a 49 años de edad
que forman parte de hogares con hijas e hijos menores
de 3 años de edad desempeñan una actividad económi-
ca en el mercado laboral (40.9 por ciento); cifra que es
de siete de cada diez mujeres cuando éstas viven en ho-
gares sin hijas o hijos (68.2 por ciento). En el caso de los
hombres, tales diferencias son mínimas (97.9 por ciento
y 94.3 por ciento, respectivamente).

En 2021, a un año del inicio de la pandemia, las mujeres ya
habían recuperado su nivel de empleo. Sin embargo, la ta-
sa de participación económica aún se encuentra un punto
porcentual por debajo del nivel pre-pandemia. El Instituto
Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) publicó la ac-
tualización de la Encuesta Nacional de Ocupación y Em-
pleo nueva edición (ENOE-N) de mayo de 2021, donde se
tiene que, en mayo de 2020, la tasa de participación eco-
nómica de las mujeres sufrió una caída histórica: sólo 35
por ciento de ellas contaba con un trabajo o lo buscaba. Un
año después esta es 44 por ciento, lo que representa una re-
cuperación de 9 puntos porcentuales. Por primera vez, en
mayo de 2021 el número de mujeres ocupadas rebasó el
número de empleos perdidos.10 Así que la tendencia es
muy clara: cada vez más las mujeres se incorporan al mer-
cado laboral y contribuyen al sustento del hogar. 

La decisión de ingresar al mercado laboral a las madres de ni-
ños pequeños, depende en gran medida de la disponibilidad
de alternativas viables de cuidado infantil, que les permitan
liberar el tiempo necesario para obtener y mantener un em-
pleo. Esta dependencia se debe por la denominada “crisis del
cuidado”, dado el hecho de que más mujeres se incorporen al
mercado laboral no implica que más hombres se incorporen
a las tareas domésticas y de cuidado. Dicha crisis se acentúa
en mujeres con hijos pequeños en estratos socioeconómicos
bajos, lo que las hace perderse de la oportunidad de insertar-
se al mercado laboral bien remunerado.

Aunado a este hecho, la Encuesta Nacional de Empleo y
Seguridad Social de 2017 muestra que, dos años antes de la
eliminación de las estancias infantiles, de los 14 millones
de niños y niñas de 0 a 6 años, la población reconoció que
el 13.7 por ciento fueron cuidados por su abuela mientras
su mamá trabajaba, 7.2 por ciento los cuidaba otra persona,
3.1 por ciento fueron atendidos en una guardería pública y
1 por ciento en una guardería privada. Del total de niños y

niñas de 0 a 6 años, la población reconoció que 3.5 millo-
nes (25 por ciento) fueron cuidados por terceras personas
mientras la mamá trabajaba; 16.3 por ciento en guarderías
y 83.7 por ciento por una persona.11

Un ejemplo particularmente alarmante es el del cuidado
diurno de niñas y niños, en el que es común la saturación
de los servicios. Las guarderías del IMSS únicamente
atienden 19 por ciento de su población potencial, y las Es-
tancias de Bienestar y Desarrollo Infantil del ISSSTE tie-
nen cupo sólo para 19.3 por ciento de las niñas y niños con
derecho al servicio. Adicionalmente, los servicios de cui-
dado diurno de niñas y niños excluyen a la población que
se ubica en el sector informal de la economía y cuyos in-
gresos superan la línea mínima de bienestar, es decir, que
no son asegurados ni potenciales beneficiarios de progra-
mas sociales. La accesibilidad se está comprometida por la
desaparición de las guarderías o estancias infantiles para
beneficiarios de programas sociales. 

En lo que respecta a la insuficiente oferta de servicios de
cuidados (tanto pública como privada) para satisfacer la
demanda de este tipo de servicios, son diversas las razones
que la explican. Por una parte, es un hecho que 80 por cien-
to de los cuidados son provistos por miembros de la fami-
lia dentro del hogar.12 Además, las instituciones públicas
que prestan este tipo de servicios están saturadas. La ma-
yoría de los programas presupuestales federales vinculados
al cuidado no tienen la capacidad de atender a la totalidad
de su población objetivo. De hecho, el director del IMSS
declaró en marzo de 2016 que alrededor de 150 mil meno-
res se encontraban en lista de espera para obtener un lugar
48 en las guarderías del Instituto, incluidas las subroga-
das.13 Además, para acceder a estas instituciones, las per-
sonas suelen tener que esperar por meses por un lugar,
aparte de llevar a cabo una serie de trámites que consumen
mucho tiempo. De hecho, casi 25 por ciento de las perso-
nas que solicitan el servicio de guardería del IMSS tienen
que esperar más de un mes antes de que su hija o hijo in-
grese a la guardería.14

Estos aspectos restringen el desarrollo de las mujeres en el
mercado laboral por la falta de servicios de guardería. En
mayo de 2019 se estimó que ocho de cada 10 mujeres ocu-
padas con al menos un hijo (80 por ciento) carecía de ac-
ceso a servicios de guardería, de acuerdo con Instituto Na-
cional de las Mujeres. El tema cobra más relevancia al ver
que 37.5 por ciento de las madres trabajadoras laboraba
menos de 35 horas semanales, es decir jornada parcial.15

Año II, Segundo Periodo, 26 de abril de 2023 / Apéndice  XI Diario de los Debates de la Cámara de Diputados72



Por otra parte, las mujeres con hijos se enfrentan a la dis-
criminación desde el embarazo y a la falta de servicios de
guardería, lo que les dificulta continuar con su crecimiento
profesional. En el 2018, solo cuatro de cada 10 mujeres en-
tre 25 y 49 años con hijas o hijos menores de tres años tra-
bajaban. En cambio, siete de cada 10 mujeres en el mismo
rango de edad, pero sin hijos, está inserta en el mercado la-
boral. De las madres que laboran, la mayoría (64 por cien-
to) son trabajadoras subordinadas y remuneradas o trabajan
por cuenta propia (26.6 por ciento).16 En cambio, menos
de tres de cada 100 se desempeña como empleadora. 

El problema por resolver es la desigual distribución de las
responsabilidades en el cuidado de las y los hijos; por ello,
el acceso a guarderías con una amplia cobertura para hom-
bres y mujeres con hijos es un derecho que debe garanti-
zarse para mejorar esta distribución y la equidad de géne-
ro; al respecto la Comisión Económica para América
Latina y el Caribe (Cepal), incluyó un indicador sobre el
porcentaje de mujeres con acceso al servicio de guarderías
para sus hijos. 

Los bajos salarios mexicanos revelan el escaso interés de
los empleadores en contratar trabajadores de tiempo par-
cial.17 Por lo anterior, en el caso de México quien realiza
este tipo de trabajos, tiende a no tener interés en trabajar
más horas, ya que lo hace por decisión propia. Sin embar-
go, en los hechos hay factores que pueden estar impidiendo
que se amplíe la jornada de trabajo, como sucede con las
mujeres por falta de guarderías para sus hijos o cuando los
horarios no son compatibles con los de una jornada de tiem-
po completo. 

Las familias buscan un lugar “seguro” donde estén hijos e
hijas a salvo mientras los padres trabajan; es una necesidad
actual, en donde cada vez más las madres trabajadoras tie-
nen que salir de sus hogares para llevar o ayudar en llevar
el sustento a sus familias. 

III. Tenemos entonces que, en general, las causas directas
más importantes del problema que se identifican en los servi-
cios de cuidado infantil, son: a. la falta oferta pública de ser-
vicios de cuidado infantil; b. la insuficiente oferta privada de
esto mismos servicios; c. la incapacidad para pagar la oferta
de cuidado infantil existente, por parte de las madres y los pa-
dres solos en condiciones de vulnerabilidad; y d. el limitado
alcance de los esquemas de “educación inicial” o “educación
preescolar”. Cabe anotar que estas cuatro causas pueden ser,
a su vez, consecuencia de otros factores.

Debido la polémica eliminación de la oferta de servicios de
cuidado infantil por parte las instituciones que proveían di-
cho servicio, ahora no hay más oferta pública para atender
la demanda existente. Por lo que respecta al IMSS y el
ISSSTE, a pesar de tener presencia en todas las entidades
federativas, sólo atienden a un segmento limitado de la po-
blación: las trabajadoras formales que pueden acceder a di-
chas guarderías como parte de sus prestaciones laborales.
Más aún, incluso dentro de la población que sí está cubier-
ta, la oferta existente no es suficiente para atender la de-
manda por los servicios de cuidado infantil. En efecto, los
centros de cuidado infantil de ambas instituciones operan
casi al tope de su capacidad instalada –las estancias del
ISSSTE de hecho la rebasan–, y existe un número signifi-
cativo de solicitudes rechazadas.

Otro factor que contribuye a la poca disponibilidad de al-
ternativas viables para el cuidado y atención infantil de ni-
ños en hogares en condiciones de vulnerabilidad, es la in-
suficiente oferta privada de estos servicios para familias de
escasos recursos. Esta oferta tiende a concentrarse en ni-
chos de mercado que excluyen a la población con menor de
capacidad de pago. Las alternativas privadas de cuidado in-
fantil no constituyen soluciones viables para los hogares
con bajos niveles de ingreso, pues las tarifas de estos ser-
vicios suelen ser elevadas para que el negocio de cuidado
infantil sea rentable. En otras palabras, los servicios priva-
dos de cuidado infantil tienden a ser costosos y no son ase-
quibles para las madres con menores ingresos.

El hecho de que no exista una oferta –ya sea pública o pri-
vada– suficiente para atender la demanda por servicios de
cuidado infantil de este segmento de la población, limita
sus posibilidades para acceder al mercado laboral y mejo-
rar sus ingresos, y contribuye a reproducir el círculo vicio-
so de bajo ingresos y baja participación laboral. Al existir
un segmento de padres y madres que no cuentan con una
oferta viable de servicio de cuidado infantil, muchos se ven
obligados a buscar opciones de cuidado infantil, que, en el
mejor de los casos se resuelve con el apoyo de familiares o
vecinos. Desafortunadamente en algunas ocasiones, ante la
necesidad de salir a trabajar, los padres se ven obligados a
dejar a sus hijos pequeños en condiciones poco favorables,
que en ciertos casos pueden poner en riesgo la integridad
de los menores. 

Con respecto al costo de las guarderías, este es un factor
muy importante al momento de decidir incorporarse al
mercado laboral. Existe evidencia en diversos países de
que el costo del cuidado infantil tiene un impacto negativo
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y significativo tanto en la participación de la fuerza laboral
como en el número de horas de trabajo ofertadas.18 En
nuestro país es muy baja la proporción de mujeres que pa-
ga por el servicio de guardería. Esto se debe a que existen
otras opciones menos costosas para cubrir esta necesidad,
como encargar el cuidado de los niños a familiares o veci-
nos, así como a que los costos de las guarderías suelen ser
altos. Este panorama pone de relieve la existencia de una
demanda potencial por guarderías no satisfecha, en parte
debido a la imposibilidad de sufragar los costos de dicho
servicio. Por otro lado, el hecho de que no se cuente con un
apoyo serio y constante para el cuidado de los hijos mien-
tras se trabaja, ocasiona problemas en la permanencia en el
trabajo por retardos o inasistencias derivadas de no descui-
dar su responsabilidad como madre/padre y responsable
del hogar.

A pesar de la evidente necesidad de las madres y padres so-
los por contar con alternativas de cuidado infantil que les
permitan liberar el tiempo necesario para insertarse en el
mercado laboral, es un hecho que los servicios existentes
en México no son suficientes, ni constituyen opciones via-
bles para los sectores de menores ingresos.

Una cuestión fundamental para lograr el aumento de la ta-
sa de participación femenina es el acceso a guarderías para
las madres trabajadoras, tanto para quienes tienen acceso a
este derecho como parte de sus prestaciones laborales
(IMSS, ISSSTE) como para las trabajadoras y los trabaja-
dores informales, que carecen o no acceden en los hechos
a este derecho. Con relación a las madres y padres solos en
hogares vulnerables, el efecto de no poder acceder a guar-
derías como parte de sus derechos laborales representa una
baja participación en el mercado de trabajo, mayor número
de inasistencias y una menor permanencia en el empleo.19

Un ejemplo al respecto es la baja tasa de participación en
el mercado laboral de las mujeres (casi la mitad que la de
los hombres) y su menor disposición a ampliar las horas de
trabajo; esto, de acuerdo con investigaciones de la entonces
Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), puede estar rela-
cionado con la falta de acceso al servicio de guarderías. Por
lo que resulta indispensable ampliar la cobertura y los ho-
rarios de las guarderías del IMSS, así como reestablecer las
que estaban a cargo de la Secretaría de Bienestar y refor-
mar las reglas que crean condiciones discriminatorias entre
hombres y mujeres en el acceso a las guarderías.

A su vez, resulta necesario facilitar el acceso de las muje-
res a todo servicio de guarderías, ampliar horarios y flexi-
bilizar el tiempo de trabajo de acuerdo con las necesidades

de las trabajadoras. Esta prioridad se fundamenta en el es-
tudio de la entonces Secretaría de Desarrollo Social, que
muestra que el acceso a guarderías aumenta la probabilidad
de que las mujeres destinen un mayor número de horas al
trabajo remunerado.20

IV. Algunos países, como una forma de garantizar instala-
ciones donde se cuide a hijas e hijos de trabajadoras, han
legislado para que los empleadores con un número deter-
minado de ellas tengan que proporcionar esos cuidados.21

La legislación brasileña sobre cuidados infantiles para los
hijos de las trabajadoras está vinculada concretamente al
periodo de lactancia, de manera que la mujer pueda volver
al trabajo y continuar amamantando a su hijo. La lactancia
ha sido también la razón histórica de las leyes chilenas. En
los últimos años, se ha prestado más atención a los cuida-
dos infantiles y, en este marco, algunos sindicatos brasile-
ños han conseguido que se amplíe el derecho a cuidar de
los hijos para que se incluya a los padres. Las empresas que
emplean al menos 30 mujeres mayores de 16 años tienen
que contar con un lugar adecuado donde puedan dejar a sus
hijos durante el periodo de lactancia. La empresa puede
adoptar medidas para que haya una guardería pública o pri-
vada o tener un sistema de reembolso por uso de guarderí-
as o pagar los gastos de la guardería que escoja la emplea-
da, al menos durante los primeros seis meses de vida del
niño.

En Chile la ley exige que los empleadores con más de 20
empleadas mayores de 18 años ofrezcan instalaciones
para cuidar de niños menores de 2 años, abriendo su pro-
pia guardería, compartiendo una con otros empleadores
de su zona o pagando una aprobada.

En India, algunas empresas permiten a sus empleados y
empleadas que utilicen la guardería. La ley exige una guar-
dería para las trabajadoras, pero tanto los hombres como
las mujeres pueden utilizarla y, de hecho, los hombres lo
hacen. Diversas leyes laborales obligan a la provisión de
una guardería cuando el número de trabajadoras supere
cierto número: 30 en las fábricas y 50 en plantaciones o si
son cigarreras.

Comparados con la India, los sistemas brasileño y chileno
son más flexibles porque permiten a los empleadores la po-
sibilidad de reembolsar los costos de un centro en el vecin-
dario, en lugar de tener que abrir su propia guardería. En
Brasil, las empresas a menudo optan por un sistema de re-
embolso. En Chile, sólo el 5,1 por ciento de las empresas
obligadas a ofrecer apoyo a los cuidados infantiles cuenta
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con sus propias instalaciones: la mayoría los subcontratan
o entregan vales (69,2 por ciento) y el 14,5 por ciento ofre-
cen pagos directos, aunque esto último no es estrictamente
lo que establece la ley. 

Pero es discutible la legislación que obliga a la provisión de
una guardería sólo para las trabajadoras de las empresas. La
posición del Comité de Expertos de la OIT, que estudia la le-
gislación relacionada con el Convenio sobre los trabajadores
con responsabilidades familiares, es que «las medidas dise-
ñadas para promover la armonización de las responsabilida-
des laborales y familiares, como los servicios de cuidados in-
fantiles, no deberían ser específicamente femeninas».22

Como ha advertido el Comité, la legislación sobre provisión
de cuidados infantiles en el lugar de trabajo que excluye el
acceso a los padres perpetúa la idea de que solamente las mu-
jeres son las responsables de cuidar de sus hijos, y plantea la
posibilidad de que los empleadores las discriminen con el fin
de evitar las obligaciones legales vinculadas con los números
de empleadas que contratan.23

Un país con leyes específicas sobre cuidados infantiles en
el lugar de trabajo que no limita su ámbito solamente a las
trabajadoras son los Países Bajos. Aquí, los padres, los em-
pleadores y el Gobierno corren con los gastos de los cuida-
dos formales de los niños en edad preescolar y en la ense-
ñanza primaria. De hecho, la aportación del empleador se
incluía a menudo en los convenios colectivos aun antes de
la Ley sobre Cuidados Infantiles, que entró en vigor en
2005. Desde entonces, se supone que los empleadores pa-
gan un tercio de la factura por los cuidados, aunque no es-
tén obligados (el empleador de cada progenitor sufraga una
sexta parte).24 Desde enero de 2007, es obligatoria la apor-
tación del empleador.25 La aportación gubernamental se
relaciona con la renta, siendo mayor para las familias con
ingresos bajos. Los padres compran la cantidad de cuida-
dos infantiles que necesitan y se les reembolsa a través del
sistema fiscal. Para recibir la prestación, ambos padres de-
ben trabajar o estudiar. En el caso de ambos progenitores,
el sistema neerlandés tiene la ventaja de que cubre los cui-
dados hasta que el niño cumpla 13 años y permite a los pa-
dres escoger el proveedor que quieran. Esta medida es mu-
cho más flexible que las instalaciones en el lugar de
trabajo, que tienden a cubrir a grupos de edad limitados y
no ofrecen alternativa si no son cómodas para los padres.
Además, los padres que trabajan sólo pagan un tercio de lo
que cuesta cuidar de sus hijos, lo que hace más accesibles
los cuidados infantiles para todos los grupos de rentas.

Francia ofrece otro modelo interesante de aportación obli-
gatoria del empleador para cuidados infantiles, en este ca-
so mediante el sistema de Seguridad Social. Su departa-
mento de familia (Caisse Nationale des Allocations
Familiales, CNAF) es el principal proveedor nacional de
ayuda económica para cuidados infantiles y casi el 60 por
ciento de sus fondos procede de las aportaciones de los em-
pleadores. Este sistema tiene la gran ventaja de que el pa-
go del empleador no se basa en la composición de género
de la plantilla ni en sus necesidades específicas de cuida-
dos infantiles, de modo que no se pueden crear prejuicios
contra la contratación femenina o de padres.

V. Siguiendo esa la línea, se vuelve urgente hacer algo en
nuestro país para dar respuesta a las necesidades de las ge-
neraciones actuales y futuras, teniendo en cuenta que uno
de los principales efectos que se producen por la ausencia
de opciones viables para el cuidado infantil se traduce en
una baja participación laboral o en una reducción a la per-
manencia en la misma, que, a su vez, provoca una reduc-
ción en las posibilidades de aumentar los ingresos aporta-
dos al hogar.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en su artículo 123 referente al Trabajo y la Previsión So-
cial, en su apartado A fracción XXIX, ordena: 

“Es de utilidad pública la Ley del Seguro Social, y ella
comprenderá seguros de invalidez, de vejez, de vida, de
cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y ac-
cidentes, de servicios de guardería26 y cualquier otro
encaminado a la protección y bienestar de los trabaja-
dores, campesinos, no asalariados y otros sectores so-
ciales y sus familiares.”

Por su parte, la Ley Federal del Trabajo en su título quinto,
Trabajo de las Mujeres, en su artículo 171, al efecto dicta:

“Artículo 171.- Los servicios de guardería infantil se pres-
tarán por el Instituto Mexicano del Seguro Social, de con-
formidad con su Ley y disposiciones reglamentarias.”

Mientras que la fracción XIII del Artículo 283 del mismo
cuerpo legal establece la obligación especial que tienen los
patrones de brindar servicios de guardería a los hijos de los
trabajadores:

“Artículo 283.- Los patrones tienen las obligaciones es-
peciales siguientes:
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[...]

XIII. Brindar servicios de guardería a los hijos de los
trabajadores. Fracción adicionada DOF 30-11-2012.”

En este artículo, los autores consideran que el impedimen-
to para que se dé cumplimiento a este derecho de las muje-
res madres trabajadoras para brindarles el servicio de guar-
dería infantil, dentro de diferentes factores está el factor
económico; pero después de la Ley del Seguro Social pu-
blicada el 12 de marzo de 1973 en el Diario Oficial, se re-
glamentó esta disposición consistente en una nueva rama
de seguro denominada seguro de guarderías para hijos de
trabajadores asegurados. El Capítulo VII relativo al Segu-
ro de Guarderías y de las Prestaciones Sociales Sección
Primera del Ramo de Guarderías de la Ley del Seguro So-
cial, en su artículo 201, establece que el ramo de guarderí-
as cubre el riesgo de no poder proporcionar cuidados du-
rante la jornada de trabajo a sus hijos en la primera
infancia, de la mujer trabajadora, del trabajador viudo o di-
vorciado o de aquél al que judicialmente se le hubiera con-
fiado la custodia de sus hijos, mediante el otorgamiento de
las prestaciones establecidas en este capítulo. Este benefi-
cio se podrá extender a los asegurados que por resolución
judicial ejerzan la patria potestad y la custodia de un me-
nor, siempre y cuando estén vigentes en sus derechos ante
el Instituto y no puedan proporcionar la atención y cuida-
dos al menor. 

El servicio de guardería se proporcionará en el turno matu-
tino y vespertino pudiendo tener acceso a alguno de estos
turnos, el hijo del trabajador cuya jornada de labores sea
nocturna. Estas prestaciones deben proporcionarse aten-
diendo a cuidar y fortalecer la salud del niño y su buen de-
sarrollo futuro, así como a la formación de sentimientos de
adhesión familiar y social, a la adquisición de conocimien-
tos que promuevan la comprensión, el empleo de la razón
y de la imaginación y a constituir hábitos higiénicos y de
sana convivencia y cooperación en el esfuerzo común con
propósitos y metas comunes, todo ello de manera sencilla
y acorde a su edad y a la realidad social y con absoluto res-
peto a los elementos formativos de estricta incumbencia
familiar. (Artículo 202). Los servicios de guardería infantil
incluirán el aseo, la alimentación, el cuidado de la salud, la
educación y la recreación de los menores a que se refiere el
artículo 201. Serán proporcionados por el Instituto, en los
términos de las disposiciones que al efecto expida el Con-
sejo Técnico. (Artículo 203). Para otorgar la prestación de
los servicios de guardería, el Instituto establecerá instala-
ciones especiales, por zonas convenientemente localizadas

en relación a los centros de trabajo y de habitación, y en las
localidades donde opere el régimen obligatorio. (Artículo
204). 

El Artículo 213 establece que el Instituto podrá celebrar
convenios de reversión de cuotas o subrogación de servi-
cios, con los patrones que tengan instaladas guarderías en
sus empresas o establecimientos, cuando reúnan los requi-
sitos señalados en las disposiciones relativas.

VI. Si queremos hacer de México un país sostenible en el
tiempo, debemos apoyar medidas de conciliación, ya que
está probado que en las empresas con entornos flexibles y
familiarmente responsables los trabajadores multiplican
por tres su compromiso, lo que se traduce en un aumento
de la productividad y la competitividad. Pero facilitar a los
padres la posibilidad de tener a sus hijos en el centro de tra-
bajo o que puedan pasar más tiempo con ellos a través de
medidas de conciliación no es sólo una estrategia de las
empresas para aumentar la eficiencia o satisfacer una nece-
sidad vital de los trabajadores, se trata también de tener en
cuenta un derecho fundamental del niño.27

Es por lo anterior que, en búsqueda de la salvaguarda y res-
peto del interés superior del niño, nos damos a la tarea de
proponer esta iniciativa, encaminada a beneficiar estas
condiciones en las y los trabajadores, facilitando la custo-
dia de sus hijas e hijos mientras laboran y puedan ser el
sustento de su hogar sin descuidarlos. A fin de que en los
centros laborales se instalen guarderías, donde padres de
familia, hombres o mujeres puedan dejar a sus hijos, se
propone implementar guarderías obligatorias en los centros
de trabajo que tengan más de 250 empleados, lo anterior
con la finalidad de promover la mayor convivencia entre
hijo – madre, y a su vez, reducir el uso de vehículos auto-
motores por cuestiones de transporte del lugar de trabajo de
las madres a la guardería y posteriormente al domicilio de
la familia. 

En el marco de la Ley General de Desarrollo Social, que en
su artículo 9 señala el compromiso del Poder Ejecutivo Fe-
deral de formular y aplicar políticas compensatorias y asis-
tenciales y brindar oportunidades de desarrollo productivo
e ingreso en beneficio de las personas en situación de vul-
nerabilidad, la iniciativa que hoy se propone busca apoyar
a madres trabajadoras, así que está diseñada para dar cum-
plimiento a este mandato. Además, plantea dos mejoras
esenciales al sistema integral de la familia y medio am-
biente: en un primer momento se incentiva la convivencia
familiar. En un segundo momento se facilita la actividad de
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guarderías al órgano gubernamental; y como tercer mo-
mento se prueba el uso sustentable de energías, reduciendo
los tiempos de transporte. Dentro de las guarderías en los
centros de trabajo se podrá recibir a niños desde la etapa de
lactante hasta los cuatro años como lo marca la Ley del Se-
guro Social.

Porque todos sabemos que los empleados tienen derecho
de tener bien cuidados a sus hijos y hoy por hoy no tene-
mos guarderías suficientes y es una obligación moral de la
empresa proveer esta instancia para que los empleados
puedan tener a sus hijos bien cuidados. Es una responsabi-
lidad de cualquier patrón proveerles a sus empleados todas
las herramientas para que el empleado trabaje con dignidad
y tranquilidad. Una acción de esta naturaleza permitirá que
los hogares con niñas y niños pequeños tengan una oportu-
nidad adicional para aumentar el bienestar familiar al in-
crementar sus ingresos, situación que no sólo mejoraría la
calidad de vida de madres e hijos, si no que en el agregado
social se observaría una mayor participación laboral, un
aumento en la productividad y por ende mayor crecimien-
to económico.

Es por lo anteriormente expuesto y por la imperante necesi-
dad de mejorar las condiciones de las madres trabajadoras en
la actualidad, que proponemos el siguiente proyecto de:

Decreto

Artículo Único. Se adiciona un segundo párrafo al artícu-
lo 204 de la Ley del Seguro Social, para quedar como si-
gue:

Artículo 204. [……]

En los centros de trabajo con más de doscientos cin-
cuenta empleados, el patrón está obligado a proporcio-
nar el servicio de guardería a los derechohabientes
comprendidos en este Capítulo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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24 http://www.pes.org/downloads/Campaign_Childcare_Discus-
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26 Resaltado (negritas) añadido.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 26 días de abril de
2023.— Diputada Rocío Esmeralda Reza Gallegos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para 
dictamen.

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y
AUTOTRANSPORTE FEDERAL

«Iniciativa que adiciona un artículo 50 Bis a la Ley de Ca-
minos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo del dipu-
tado Marco Antonio Natale Gutiérrez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México.

El que suscribe, diputado Marco Antonio Natale Gutié-
rrez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde

Ecologista de México de la LXV Legislatura de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta asamblea la presente iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se adiciona un artículo 50 Bis a la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, al tenor de
la siguiente:

Exposición de Motivos

Todos los que manejamos un vehículo en la ciudad o en las
carreteras hemos sido testigos de un accidente de tránsito en
el que están involucrados tráileres doblemente articulados o
doble remolque, ya sea porque va manejando a exceso de ve-
locidad o porque avienta el tráiler, o porque no respeta los se-
ñalamientos o, peor aún, hemos sido víctimas de su irrespon-
sabilidad al manejar dejándonos a expensas de un grave
accidente y sin que los policías de tránsito locales o federales
hagan algo. En las noticias o en reuniones familiares siempre
sale el tema de lo peligroso que es salir a carretera en días fes-
tivos, de descanso obligatorio y fines de semana, ya sea por
la inseguridad de las carreteras, la falta de mantenimiento de
éstas o por el peligro de manejar entre tráileres doblemente
articulados o doble remolque.

Es por lo anterior que, después de revisar las estadísticas,
nos encontramos con que, de acuerdo al Anuario Estadísti-
co de Colisiones en Carreteras Federales, en México tene-
mos un grave problema con los accidentes de tránsito.

En el Anuario se indica que en cada 4 accidentes están in-
volucrados camiones de carga, es decir, 23 mil 986 vehícu-
los se vieron involucrados en algún accidente vial en ca-
rretera en 2021, de los cuales 27.4 por ciento (6 mil 486
unidades) correspondieron a remolques sencillos y tráileres
doblemente articulados o doble remolque.

El Anuario revela que las cifras de accidentes van aumen-
tando cada año, superando hasta el 25.4 por ciento de los
accidentes que se dieron el año anterior. Por ejemplificar
esta situación, tenemos que en el año 2020 se contabiliza-
ron 6 mil 487 vehículos pesados de carga involucrados en
incidentes.

No es un tema menor ya que la Asamblea General de Na-
ciones Unidas el 1 de diciembre de 2005 en su resolución
A/RES/60/5 declaró el tercer domingo de noviembre de ca-
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da año como el Día Mundial en Recuerdo de las Víctimas
de Accidentes de Tráfico, en reconocimiento de las vícti-
mas de los accidentes de tráfico y de las pérdidas y los su-
frimientos de sus familias, de igual forma se alienta a los
Estados Miembros y a la comunidad internacional, inclui-
das las instituciones financieras internacionales y regiona-
les, a prestar apoyo financiero, técnico y político, según
proceda, a las comisiones regionales de las Naciones Uni-
das, la Organización Mundial de la Salud y otros organis-
mos competentes de las Naciones Unidas en sus activida-
des dirigidas a mejorar la seguridad vial.

En nuestro país se han realizado varios foros con el objeti-
vo de concientizar a la población sobre la importancia de la
seguridad vial, priorizando ésta en la gestión de flotillas, la
seguridad de conductores, estrategias de aseguradoras en
materia de prevención, conductas de riesgos y la geo tec-
nología en infraestructura, transporte y sustentabilidad.

Lamentablemente, sobran las noticias sobre accidentes en las
que se ven involucrados tráileres de doble remolque con re-
sultados fatales. Datos de la Organización Mundial de la Sa-
lud (OMS) señalan que las lesiones de tráfico son la principal
causa de muerte en niños y jóvenes de 5 a 29 años.

Estos accidentes tienen un costo entre 1.8 por ciento y 3.5
por ciento del PIB, ya sea por las lesiones que dejan o por
las discapacidades y fallecimientos que provocan.

La ONU indica los dispositivos mínimos de seguridad ve-
hicular que debemos tomar en cuenta:

-Cinturones de seguridad de tres puntos en cada plaza

-Frenos ABS: permiten detener completamente el auto
en una distancia menor

-Reposacabezas en cada plaza: reducen la gravedad de
las lesiones de cuellos en colisiones de alcance cuando
ocurre el llamado latigazo

-Control Electrónico de Estabilidad (ESC): evita derra-
pes y volcaduras en maniobras de emergencia

-Protección de ocupantes contra impacto frontal, lateral
y lateral de poste

-Mayor número de bolsas de aire: frontales, laterales y
de cortina, para brindar una protección adecuada a los
pasajeros de un vehículo en caso de colisiones

-Estándar de protección a peatones que reduzca el im-
pacto y severidad de las lesiones

-Frenado autónomo de emergencia: que combina la de-
tección del entorno delantero y trasero del auto con la
actividad de los frenos

-Detección de puntos ciegos

-Dispositivo de limitación de velocidad

Todo lo anterior debería ser obligatorio para todos los
vehículos que transitan en el país, pero no siempre suce-
de así con los camiones de carga. En el 2020 el Inegi re-
portó que se registraron 9 mil 49 accidentes de tractor
con o sin remolque, de los cuales 5 mil 848 correspon-
dieron a colisión con vehículo automotor y 97 a colisio-
nes con peatón (atropellamiento), entre otros.

Las noticias sobre accidentes carreteros en los que se han
visto involucrados tráileres de doble remolque se siguen
multiplicando. Los informes aseguran que las altas veloci-
dades a las que manejan los choferes y la falta de manteni-
miento adecuado a las unidades han incrementado los acci-
dentes en las carreteras, así como los fallecimientos de los
conductores.

La estadística nacional reporta que el 70 por ciento de las
causas son atribuibles al conductor, el 18 por ciento al ca-
mino, el 8 por ciento restante a los agentes naturales y el 4
por ciento restante al vehículo de carga; para los vehículos
de carga la distribución es de 65, 19, 10 y 6 por ciento, res-
pectivamente.

De manera general, se observa que para cualquier tipo de
accidente, dentro de las causas asociadas al conductor, el
exceso de velocidad es la falta más representativa (51 por
ciento), seguida por la invasión de carril (11 por ciento) pa-
ra los accidentes del tipo “Choque” y la imprudencia o in-
tención (11 por ciento) para las “Salidas del Camino” y las
“Volcaduras”. 

Como es de esperarse en los conductores de vehículos de
carga, el efecto de la fatiga y/o el sueño durante la conduc-
ción tiene una participación importante como causante de
accidentes; en la estadística nacional el hecho de “dormi-
tar” representa dos de cada 100 causas asociadas al con-
ductor y para los vehículos de carga el valor asciende a 11
por ciento.
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En todos estos accidentes intervienen ciertamente varios
factores: la mala señalización y condiciones de las carrete-
ras, el exceso de velocidad y sus ineficaces controles, pero
además de estos, hay otros elementos que no se pueden ig-
norar como es la educación vial de parte de los conducto-
res de los tráileres doblemente articulados o doble remol-
que y su prepotencia al conducir; los otros factores que
inciden directamente en estas catástrofes son las extensas
jornadas laborales y la falta de pericia y preparación de los
choferes. 

Es muy importante concientizar y profesionalizar con ca-
pacitación periódica y obligatoria a los conductores; la pla-
nificación de entrenamientos debe fundamentarse en una
minuciosa investigación acerca del comportamiento y de
los conocimientos profesionales de los operadores ya sea
verificando datos relevantes en el sistema o llevando a ca-
bo conversaciones informales que permitan entender cuá-
les son sus demandas más urgentes; debemos impulsar la
educación vial para todos los sectores con el objetivo de
prevenir más accidentes en nuestro país.

Es por lo anterior que resulta necesario considerar que los
accidentes en los que se ven involucrados los camiones de
tráileres doblemente articulados o doble remolque aumen-
tan los días de descanso obligatorio y fines de semana, en-
tre otros factores, esto se debe a que la afluencia vehicular
en las autopistas y carreteras federales se incrementa con-
siderablemente, dependiendo de la entidad federativa de
que se trate.

En este orden de ideas, la presente iniciativa busca restrin-
gir la circulación de los tráileres doblemente articulados o
doble remolque durante los días de descanso obligatorio y
fines de semana, con el objetivo de contribuir a evitar más
pérdidas humanas derivadas de los accidentes en los que se
ven involucrados este tipo de vehículos.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
con proyecto de:

Decreto por el que se adiciona un artículo 50 Bis a la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal

Artículo Único. Se adiciona un artículo 50 Bis a la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, para quedar
como sigue:

Artículo 50 Bis. Tratándose de unidades de autotranspor-
te de carga doblemente articulados o doble remolque, re-
molques o semirremolques queda prohibida su circula-
ción en carreteras y caminos del territorio nacional los
días de descanso obligatorio y fines de semana.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El Ejecutivo federal tendrá 180 días naturales,
contados a partir de la entrada en vigor del presente decre-
to, para realizar las adecuaciones reglamentarias y norma-
tivas de acuerdo a lo previsto en el mismo.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputado
Marco Antonio Natale Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

LEY DE LA FISCALÍA GENERAL DE 
LA REPÚBLICA, LEY GENERAL DE LOS 

DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES
Y CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de Ley de la Fiscalía General de la República, de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y
del Código Penal Federal, a cargo de la diputada Laura
Lynn Fernández Piña, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática.

La que Suscribe, diputada federal Laura Lynn Fernández
Piña, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática de la LXV Legislatura, con fun-
damento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona la fracción XIII, y se recorre el actual a la XIV, del
artículo 10, y se agrega un último párrafo al artículo 97,
ambos de la Ley de la Fiscalía General de la República, y
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se agrega el artículo 30 Ter., de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, y se reforman los
artículos 203 y 203 Bis del Código Penal Federal, confor-
me a la siguiente:

Exposición de Motivos

La explotación sexual comercial infantil es un fenómeno
que afecta a millones de niños cada año a nivel mundial, no
es un fenómeno reciente, aunque el alcance creciente del
problema es preocupante, pues cada día, más niños están
siendo sometidos a ella contra su voluntad; cabe mencionar
que este delito, es la actividad ilegal más lucrativa a nivel
mundial, después del narcotráfico.

Este lamentable delito, viola los derechos humanos de ni-
ñas y niños, así mismo es una forma de explotación econó-
mica, pues los deshumaniza y los trata como objetos co-
merciales. Su comisión se produce de diversas maneras,
dentro de las cuales se incluyen la pornografía, la trata in-
fantil y la prostitución. La mayoría de los que la realizan
son clientes locales, un número creciente, no obstante, son
visitantes de vacaciones o viajeros de negocios en un país
anfitrión.

La explotación sexual comercial infantil se define como la
utilización de los niños para la satisfacción sexual por adul-
tos a cambio de una remuneración en dinero o en especie
al niño o a terceras personas. Constituye una forma de co-
acción y de violencia contra los niños y se considera como
trabajos forzados y una forma contemporánea de esclavi-
tud, tales como la prostitución, la pornografía, el tráfico de
niños y otras formas de explotación sexual.

Ahora bien, la explotación sexual infantil dentro del sector
turístico se define como la explotación sexual de un niño
por una persona o personas que viajan fuera de su propio
país o región y emprenden actividades sexuales con el ni-
ño. Normalmente implica alguna forma de pago, ya sea en
dinero o en especie.

La Organización de las Naciones Unidas (ONU), entiende
por niño a todo ser humano menor de dieciocho años de
edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, ha-
ya alcanzado antes la mayoría de edad.

En la actualidad, la relación del turismo con la explotación
sexual infantil es un asunto de preocupación internacional.
Los estudios muestran que el principal flujo de turistas que
participan en la explotación sexual de los niños dentro del

turismo proviene fundamentalmente de los países econó-
micamente desarrollados de Europa Occidental, Norteamé-
rica, Asia, Oceanía y Oriente Medio hacia países menos
desarrollados de Asia, África, Europa Oriental, América
Latina y el Caribe.

Del mismo modo, se trata de un problema regional. Por
ejemplo, los turistas provenientes de Japón que viajan a In-
donesia o Tailandia; o norteamericanos de Estados Unidos
o Canadá que viajan a México o el Caribe. En todas las re-
giones hay individuos que participan en la explotación se-
xual de los niños mientras viajan a países cercanos o inclu-
so dentro de sus propios países. La explotación sexual
infantil se produce si hay una oportunidad.

Las razones para la explotación sexual infantil en el turis-
mo son:

Anonimato.

Cuando los turistas están lejos de sus hogares, pueden sen-
tir una sensación de libertad frente a la responsabilidad y
a las limitaciones sociales, morales y culturales que tienen
en su país. Este sentido de anonimato los conduce a com-
portarse como nunca lo harían en su país entre conciuda-
danos. Por ejemplo, una persona que nunca visitaría un
burdel en su país podría hacerlo en otro debido a que sabe
que nadie de su ciudad sabrá que lo hizo.

Ignorancia cultural.

Los turistas viajan a otro país para experimentar una
cultura y un entorno diferentes. Cuando existen diferen-
cias culturales tales como diferencias de idioma, socia-
les, económicas o religiosas, los visitantes hacen supo-
siciones sobre lo que es aceptable dentro de la cultura
que los acoge. El turista entonces racionaliza su com-
portamiento basándose en una información y unas su-
posiciones incorrectas.

Las costumbres y las morales, incluidas las sexuales, di-
fieren entre culturas y deberían ser respetadas. Lo que es
un comportamiento aceptable en un país puede no serlo
en otro (por ejemplo, la exhibición pública de afecto o
de desnudez).

Pobreza.

Algunos turistas argumentan que la explotación sexual
de los niños ayuda al pobre. El visitante puede pensar
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que el niño está colaborando al sustento de su familia y
que al pagar por tener relaciones sexuales está ayudan-
do económicamente a éste y a su familia.

Sensación de superioridad.

Los viajes pueden reforzar los prejuicios. Los turistas,
en particular cuando viajan de un país desarrollado a un
país menos desarrollado, pueden tener una sensación de
superioridad (ya sea cultural o económica), sobre perso-
nas del país anfitrión. Sus prejuicios los conducen a
considerar a las personas de países más pobres como in-
feriores y a menudo no tienen escrúpulos en explotar a
la población local. Tienen una mentalidad cerrada y so-
lo ven lo que les interesa.

Temor al SIDA.

El temor al SIDA aumenta la demanda de acompañan-
tes sexuales vírgenes o más jóvenes. El error está en cre-
er que estos acompañantes sexuales infantiles no tienen
enfermedades. La realidad es que un niño con un apara-
to reproductor inmaduro tiene un riesgo superior de in-
fección.

La oferta genera demanda.

En algunos países, los niños son fácilmente accesibles a
los turistas como parejas sexuales. Estos niños están dis-
ponibles en burdeles, en la calle o en zonas turísticas. La
disponibilidad de niños como pareja sexual da la impre-
sión de que es aceptable desde el punto de vista cultural
y supone una tentación para algunos.

Los involucrados en la explotación sexual de niños en el
turismo son:

Turistas.

Los turistas que buscan relaciones sexuales con niños
no tienen características identificables. Se parecen a la
mayoría de los turistas. Provienen de diversas culturas,
ocupaciones y clases sociales. Son de todas las edades,
están casados o son solteros, son tanto viajeros por mo-
tivos de trabajo como de ocio. La mayoría de los que en-
tablan relaciones sexuales con niños son hombres, aun-
que también están implicadas mujeres.

La mayoría de los turistas no viajan con la intención
de buscar relaciones sexuales con niños. Se conside-

ran “abusadores ocasionales”. Estas son las personas
que se aprovechan de la disponibilidad de parejas se-
xuales infantiles en un destino turístico. Utilizan mu-
chos elementos de la industria del turismo en la plani-
ficación, la reserva y el disfrute de unas vacaciones o
de un viaje de negocios.

Los abusadores ocasionales difieren de los “abusadores
preferenciales del sexo infantil” o pedófilos. Los abusa-
dores preferenciales del sexo con niños son personas
que prefieren a los niños que han alcanzado o superado
la pubertad como objetos sexuales.

Los pedófilos tienen un verdadero desorden de la perso-
nalidad y su interés sexual se centra en niños impúberes.
Estas personas con frecuencia tienen una red de comu-
nicación y acuerdos que les proporcionan acceso a niños
y no utilizan organizaciones de turismo normalizadas
como las agencias de viajes para reservar sus viajes, uti-
lizan Internet, clubes privados y revistas de sexo para
obtener información y acceso a niños en todo el mundo.
En los destinos turísticos utilizan modos de transporte,
alojamientos y establecimientos locales de comidas y
bebidas para estas actividades.

Industria del turismo.

La industria del turismo generalmente no es responsable
del crecimiento de la explotación sexual de los niños en
el turismo. Las empresas turísticas de buena reputación
no participan deliberadamente ni gustosamente en esta
actividad ilegal. Sin embargo, sus servicios e instalacio-
nes pueden ser utilizados. Los turistas planifican y re-
servan sus viajes, utilizan diversos medios de transpor-
te, así como las instalaciones turísticas en el destino
anfitrión, alojamientos, establecimientos de comidas y
bebidas, atracciones y tiendas.

Cada uno de éstos proporciona una oportunidad para que la
industria del turismo actúe para prevenir o detener la ex-
plotación sexual infantil en el turismo. 

El grado de responsabilidad del sector turismo se define de
las formas siguientes: 

La responsabilidad directa corresponde a aquellos que
dentro del sector turístico publican, organizan o acogen
viajes sexuales voluntariamente, así como a los opera-
dores de establecimientos e instalaciones en las que los
viajeros pueden efectivamente encontrar y explotar se-
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xualmente a niños, por ejemplo, instalaciones de aloja-
miento, centros de entretenimiento, zonas de ocio, etc.
Tolerar este tipo de actividades implica ser cómplice de
los operadores y de la complacencia de los organizado-
res del viaje.

La responsabilidad indirecta o potencial también es co-
rrespondiente a los operadores, agentes de viajes y
transportistas, en particular a las líneas aéreas, que son
conscientes de estar siendo utilizados como vehículos
para transportar delincuentes sexuales declarados o po-
tenciales a los destinos turísticos.

Los niños.

Es evidente que los niños no participan en el sexo o en
la prostitución voluntariamente, son vendidos, coaccio-
nados o “reclutados” por particulares, hombres de nego-
cios o incluso miembros de su familia. Los valores cul-
turales y las normas relativas al sexo, la responsabilidad
de los niños y la posición del niño dentro de su familia
o de su comunidad varían en gran medida e influyen en
las decisiones tomadas por las familias y los niños.

Otros niños, incluidos los niños de la calle, se ven for-
zados a ello para sobrevivir o para mantener su adicción
a las drogas.

Los niños que participan en actividades sexuales co-
merciales tienen edades comprendidas entre los 8 y los
17 años, aunque se analizaron casos de niños más jóve-
nes. La mayoría son adolescentes y la media oscila en-
tre los 13 y los 14 años de edad.

Los ciudadanos locales.

Están implicados, tanto particulares como organizacio-
nes del crimen organizado. Los turistas a menudo dese-
an pagar grandes cantidades de dinero por obtener sexo
con niños, generando elevados beneficios a aquellos que
los comercializan.

La explotación sexual de los niños en el turismo tiene
implicaciones negativas a varios niveles.

El niño.

Las consecuencias para el niño debido a la explotación
sexual en cualquiera de sus formas son graves repercu-
siones físicas, mentales y sociales.

Ellos corren un alto riesgo de contraer enfermedades
transmitidas sexualmente, así como sufrir posteriormen-
te maltratos físicos. El cuerpo inmaduro de un niño es
más vulnerable a las enfermedades debido a que su sis-
tema inmunológico no está totalmente desarrollado.
Una niña en la prepubertad cuyo órgano reproductor to-
davía está en desarrollo puede sufrir desgarros genitales
y abrasiones producidas por la actividad sexual, lo que
facilita la transmisión de las enfermedades. También
son problemas comunes los embarazos, los abortos y los
problemas de fertilidad.

Muchos niños prostituidos se convierten en adictos a
productos químicos, son introducidos en las drogas por
proxenetas o por propietarios de burdeles como medio
de control. Pueden desviarse “voluntariamente” hacia
las drogas, el alcohol o los disolventes para escapar de
la realidad o simplemente para olvidarse del dolor.

Los niños desplazados a otros países se enfrentan al os-
tracismo social y cultural. Pueden sufrir arrestos y de-
tenciones debido a su entrada ilegal en el país, también
sufrir enfermedades que amenazan su vida. Los niños
que tienen suficiente suerte para salir de esta vida son a
menudo ignorados, sufren una baja autoestima y pueden
ser considerados marginados socialmente. Aquellos que
sufren el VIH/SIDA rara vez vuelven a sus casas. Debi-
do a que muchos de estos niños tienen una educación li-
mitada y pocos alguna habilidad de la que puedan vivir,
pueden buscar actividades delictivas para sobrevivir.

La comunidad.

A nivel de la comunidad, la explotación sexual comer-
cial de los niños supone la comercialización del niño.
Los ven como objetos que se pueden vender o con los
que se puede comerciar o como “desechos sociales”. La
explotación sexual comercial de los niños contribuye a
la erosión de los valores y de los derechos humanos, lo
que amenaza la salud de la sociedad.

El destino turístico.

Asimismo, para cada país, la explotación sexual de los ni-
ños en el contexto del turismo puede dañar la imagen del
mismo y reducir la calidad del producto turístico. Si la ima-
gen llega a ser excesivamente negativa, los beneficios eco-
nómicos del turismo disminuyen, al buscar los turistas des-
tinos turísticos alternativos.1
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En ese mismo orden de ideas la UNICEF, se ha pronuncia-
do y ha urgido a combatir este lastimoso delito y brinda ac-
ciones a emprender para mitigar este flagelo de la socie-
dad; se estima que 150 millones de niñas y 73 millones de
niños menores de 18 años se han visto obligados a mante-
ner relaciones sexuales forzosas o han sido víctimas de
otras formas de violencia y explotación sexual con contac-
to físico. 

La explotación sexual es una violación del derecho del ni-
ño a recibir atención y protección. El Congreso analizará
las diferentes formas de explotación sexual de la infancia,
incluida la explotación sexual en la familia, el matrimonio
infantil, la explotación sexual de los trabajadores domésti-
cos menores de edad, la industria sexual comercial, la por-
nografía infantil y la explotación sexual de niños y niñas en
el ciberespacio.

Nadie es inocente. Callar es aceptar.

“La explotación sexual deja a los niños y niñas con cicatri-
ces psicológicas y a veces físicas, y reduce sus esperanzas
de llevar una vida digna”, afirma la directora ejecutiva de
UNICEF, Ann M. Veneman. “Ningún país ni ninguna re-
gión es inmune, y nadie es inocente”.

Esta idea de que nadie es inocente frente al abuso sexual
infantil es uno de los mensajes clave que el congreso quie-
re transmitir a la sociedad: callar es aceptar y quien cono-
ce o sospecha del abuso y no actúa es también culpable de
él. La responsabilidad de la sociedad se extiende a varios
niveles:

Compromiso personal: La explotación sexual ocurre en to-
das partes y cualquiera puede explotar a un niño: en la es-
cuela, en el hogar, en el trabajo, en las comunidades y en
nuestros equipos informáticos. Crear un entorno protector
que reduzca la vulnerabilidad de los niños en su vida dia-
ria es tarea de todos.

Apoyo a las familias: Las familias son la primera línea de
defensa de los niños y niñas y tienen que recibir los instru-
mentos necesarios para protegerlos contra la explotación
sexual.

Educación y sensibilización: Es preciso que los hombres y
los niños varones formen parte de la solución para poner
fin a la explotación sexual de la infancia. Cuando no haya
más demanda, no habrá más violaciones.

Responsabilidad Social Corporativa: Algunas industrias se
benefician de la explotación sexual de la infancia; otras,
miran para otro lado; otras, no preguntan y por tanto no sa-
ben; y otras se mantienen firmes y se niegan a permitir que
la explotación sexual de la infancia forme parte de su acti-
vidad empresarial.

Financiación: Los presupuestos son una prueba clara de la
voluntad política que existe en torno a un tema. Solamente
será posible adoptar medidas para eliminar el abuso y la
explotación sexual de la infancia cuando se establezcan
fondos para financiarlas.

Acción gubernamental: En algunos casos, los gobiernos
desconocen la magnitud del problema de la explotación se-
xual en sus países. Los gobiernos tienen que invertir para
evaluar el problema. Solamente se planifican y se estable-
cen presupuestos de las cosas que se han medido, si no se
sabe no es posible actuar.2

Ahora bien, la explotación sexual infantil en México, es
una práctica que está creciendo en los últimos años, alertó
el Sistema Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños
y Adolescentes (Sipinna), al grado que ya es visto como
“El Bangkok de Latinoamérica” se calcula que 20 mil me-
nores fueron víctimas de explotación sexual en el país.

Es importante mencionar que el Sipinna, es un mecanismo
que tiene como una de sus principales atribuciones, gene-
rar una nueva manera de realizar políticas públicas desde el
más alto nivel de decisión gubernamental donde todas las
niñas, niños y adolescentes puedan exigir y ejercer sus de-
rechos humanos, ya no como objetos de protección, sino
como responsables de decidir y opinar lo que consideran
mejor para ellas y ellos.

El Sipinna está integrado por: El presidente de la Repúbli-
ca, ocho dependencias federales (Segob, SRE, Sedesol,
SHCP, Salud, SEP, STPS, SNDIF), 31 gobernadores/a y
una jefa de gobierno de la Ciudad de México, Fiscalía Ge-
neral de la República, La presidenta de la Comisión Na-
cional de Derechos Humanos, El presidente del Instituto
Federal de Telecomunicaciones e invitados permanentes
como presidentes de las Cámaras de Senadores y Dipu-
tados, representante del Poder Judicial, asociaciones de
municipios, INMujeres, etc.

Por otra parte, con base en datos el Inegi, para el año de
2019, se detectaron 827 mil 898 usuarios de pornografía
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infantil. El 60 por ciento de este tipo de contenido produ-
cido en México es realizado con fines de trata de menores.

En la actualidad México ocupa el lamentable primer lugar
en abuso sexual infantil a nivel mundial, cabe mencionar
que cuatro de cada diez delitos cometidos en contra de me-
nores son causados por parte de los mismos familiares, se
calcula que cada 24 horas hay 12 menores vendidos o usa-
dos con fines de explotación sexual por tratantes de perso-
nas en los estados de Coahuila, Chiapas, Chihuahua y Ba-
ja California.

Según el Sipinna es el estado de Cancún el que tiene una
mayor incidencia de casos de abuso sexual infantil y esto
resulta de suma preocupación. Sin embargo, en esta peno-
sa lista también se reportan abusos en la Ciudad de Méxi-
co, Acapulco, Puerto Vallarta y Los Cabos.

Aunado a lo anterior, se menciona que 36 por ciento de los
casos de explotación sexual infantil dentro del turismo en
México son cometidos por ciudadanos provenientes de Es-
tados Unidos y Canadá, que vienen por periodos cortos a
elaborar material pornográfico con niños mexicanos con el
fin de regresar a sus países de origen a comercializarlo.

También se tienen casos de ciudadanos que provienen de
Inglaterra, Países Bajos y Alemania en busca de tener al-
gún encuentro sexual con menores de edad, dentro de te-
rritorio nacional.

Por lo que se refiere a los casos de tráfico o venta de niños
entre países, el Sipinna subraya que este delito se comete
en las fronteras de México con Estados Unidos y Guate-
mala, aunque también se tiene conocimiento que ciudada-
nos japoneses viajan a Cancún y Guadalajara para llevarse
a algunas niñas a cambio de dinero.

Los datos sostienen que las niñas, niños y adolescentes en
situación de calle en México son los más vulnerables a las
técnicas de captación y al abuso por parte de turistas adi-
nerados.

Sin embargo, pese al compromiso que tienen los organismos
nacionales como internacionales, este problema ha ido en au-
mento por lo que se requieren nuevos esquemas para comba-
tir la trata de personas en el país especialmente en los desti-
nos turísticos donde este problema es muy característico.

Derivado de lo anterior, es claro que en el país la falta de
la correcta aplicación de las normas o la creación de nor-

mas que no solo sancionen; pero también contribuyan a la
prevención del mismo, la impunidad y la falta de denuncia
propician que no se apliquen las sanciones para los delin-
cuentes que practican la explotación sexual infantil en el
turismo.3

Es por la importancia del tema que, la Asamblea General de
las Naciones Unidas designó el día 30 de julio de cada año
como el “Día Mundial Contra la Trata”, con el objeto de cre-
ar conciencia sobre la situación de las víctimas del tráfico hu-
mano y para promocionar y proteger sus derechos.

La Convención de la ONU sobre los Derechos del Niño y
de la cual México es parte, es uno de los documentos mul-
tilaterales más importantes que tratan de los derechos hu-
manos del niño en todo el mundo. Fue aprobado por la
Asamblea General el 20 de noviembre de 1989 y mencio-
na temas relativos a la salud y al bienestar, la familia, la
educación, la libertad de expresión y la protección ante la
discriminación y la explotación de los niños. Los artículos
34, 35 y 36 especifican la protección del niño frente a la ex-
plotación sexual.

Ahora bien, es conducente mencionar que el delito de tu-
rismo sexual está tipificado en el Código Penal Federal en
el artículo 203 y 203 bis, y la penalidad impuesta oscila en-
tre los 7 y 16 años de prisión.

Siendo conducente con lo anterior es que, en la Ley Gene-
ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en su
artículo 1 fracción III, 4 fracción XXV y XXVII y demás
correlativos de la ley, se establecen las bases del Sistema
Nacional de Protección Integral de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes.

No omito señalar que, México al ser firmante de la Agen-
da 2030 está obligado a cumplir los objetivos estipulados
en la misma, con base en ello, el objetivo 5 “Lograr la
igualdad entre los géneros y empoderar a todas las mujeres
y las niñas” tiene como meta “Eliminar todas las formas de
violencia contra todas las mujeres y las niñas en los ámbi-
tos público y privado, incluidas la trata y la explotación se-
xual y otros tipos de explotación”, por lo tanto estamos
obligados a adecuar la legislación vigente para cumplir con
este ordenamiento.

Derivado de lo anteriormente expuesto, es que a pesar de
que existe un marco legal vigente que intenta salvaguarda
los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como Ins-
tituciones encargadas de aplicar las mismas, y como le he
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mencionado con anterioridad estas acciones han quedado a
deber y mucho a todo este sector de la sociedad, es nece-
sario responder y estar a la altura de 31.8 millones de niñas
y niños, mexicanos que nos necesitan con urgencia.4

Es por lo que el objeto de la presente reforma es fortalecer
la protección de las niñas, niños y adolescentes, que son
potenciales víctimas de explotación sexual, así como pre-
venir y evitar a toda costa la comisión de este delito, por lo
que resulta fundamental desincentivarlo desde la raíz, im-
plementando políticas públicas conjuntas entre los tres ór-
ganos de gobierno, la sociedad organizada y el sector em-
presarial hotelero.

Y aquí hago un paréntesis, ya que el sector empresarial ho-
telero es un eslabón fundamental y con el que se debe
guardar especial coordinación para proteger los derechos
de las niñas, niños y adolescentes, por lo que la implemen-
tación de estrategias de detección temprana y denuncia
oportuna es primordial.

De tal suerte que, para erradicar este delito será necesario
establecer Acuerdos de Coordinación Interinstitucional y el
Sector Hotelero Nacional, se compartan y brinden herra-
mientas tecnológicas, y del mismo modo se capacite a per-
sonal para el uso de las mismas, con el firme objetivo de
erradicar el abuso sexual infantil, en los lugares turísticos
de México, que es donde la comisión de este delito se prac-
tica todos los días con completa impunidad y que desafor-
tunadamente están aumentando los casos día con día.

Lo digo claro, el combate a esta actividad ilícita se puede
desincentivar mediante la cooperación entre la FGR y Si-
pinna, así como los prestadores de servicios turísticos en
México, con el objeto de identificar a los pederastas, abu-
sadores ocasionales y a cualquier persona que aprovechan-
do el lugar turístico intente mantener relaciones sexuales
con un menor de edad dentro de las instalaciones hoteleras,
en el mismo orden de ideas resulta necesario implementar
políticas públicas de información a la sociedad para miti-
gar este flagelo y aumentar las penas tras la comisión del
mismo, lo anterior tras los preocupantes cifras que arrojan
los datos del turismo sexual en nuestro país y que he ex-
puesto en el presente documento.

La metodología de aplicación será la siguiente: la Fiscalía
General de la República y la Sipinna esblencarán un acuer-
do de colaboración con el objeto de compartir a los presta-
dores de servicios turísticos en México, las bases de datos,
sistemas, registros o archivos que contengan información

relacionada con datos provenientes de actos de investiga-
ción, recabados como consecuencia del ejercicio de las
atribuciones de la Fiscalía General o por intercambio de in-
formación con otros entes públicos, nacionales o interna-
cionales, de personas nacionales o extranjeras involucra-
das, sentenciadas por el delito turismo sexual.

Los prestadores de servicios turísticos tras ser debidamen-
te capacitados por las autoridades competentes podrán in-
gresar a la base de datos, ejercicio que sólo se podrá reali-
zar dentro de las instalaciones hoteleras, podrán establecer
protocolos de detección temprana y denuncia oportuna an-
te la autoridad competente, respecto de la persona que sea
identificada y que coincida con estas bases de datos, si de-
tectaran alguna anomalía relacionada a la explotación se-
xual infantil en el turismo.

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración del
pleno de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona la fracción XIII, y se re-
corre el actual a la XIV, del artículo 10, y se agrega un
último párrafo al artículo 97, ambos de la Ley de la Fis-
calía General de la República y se agrega el artículo 30
Ter. de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes, y se reforman los artículos 203 y 203 Bis
del Código Penal Federal

Primero. Se adiciona la fracción XIII y se recorre la actual
a la XIV del artículo 10, y se agrega un último párrafo al
artículo 97, ambos de la Ley de la Fiscalía General de la
República.

Artículo 10. Corresponde a la Fiscalía General:

Fracción I a XII…

XIII.- Celebrar convenios de colaboración con los pres-
tadores de servicios turísticos de establecimientos hote-
leros y de hospedaje del país, para que sea autorizado su
acceso a las bases de datos, sistemas, registros o archi-
vos previstos en la presente ley que contengan informa-
ción relacionada con datos personales o datos prove-
nientes de actos de investigación, recabados como
consecuencia del ejercicio de las atribuciones de las per-
sonas servidoras públicas de la Fiscalía General o por
intercambio de información con otros entes públicos,
nacionales o internacionales, de personas involucradas
en la comisión del delito de turismo sexual, contenido
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en los artículos 203 y 203 Bis del Código Penal Federal,
en territorio nacional.

XIV. Las demás que prevean otras disposiciones jurídi-
cas aplicables.

La Fiscalía General contará con todas aquellas unidades
que le permitan cumplir con sus facultades y obligaciones
constitucionales. 

Artículo 97. …

Se exceptúa de lo señalado en el párrafo anterior cuando se
trate de lo contenido en la fracción XIII del artículo 10 de
la presente ley.

Segundo. Se agrega el artículo 30 Ter., de la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Artículo 30 Ter. El Sistema Nacional DIF y la Procuradu-
ría de Protección Federal, celebrarán los convenios de co-
laboración que se consideren necesarios con la Fiscalía Ge-
neral de la República, los prestadores de servicios
turísticos de establecimientos hoteleros y de hospedaje del
país, con sus pares locales o con las autoridades que se re-
quiera, para erradicar el delito de turismo sexual, conteni-
do en los artículos 203 y 203 bis del Código Penal Federal,
en territorio nacional.

Tercero. Se Reforman los artículos 203 y 203 Bis., del Có-
digo Penal Federal.

Artículo 203.- Comete el delito de turismo sexual quien
promueva, publicite, invite, facilite o gestione por cual-
quier medio a que una o más personas viajen al interior o
exterior del territorio nacional con la finalidad de que rea-
lice cualquier tipo de actos sexuales reales o simulados con
una o varias personas menores de dieciocho años de edad,
o con una o varias personas que no tienen capacidad para
comprender el significado del hecho o con una o varias
personas que no tienen capacidad para resistirlo. Al autor
de este delito se le impondrá una pena de diez a quince
años de prisión y de mil a dos mil doscientos días multa.

Artículo 203 Bis.- A quien realice cualquier tipo de actos
sexuales reales o simulados con una o varias personas me-
nores de dieciocho años de edad, o con una o varias perso-
nas que no tienen capacidad para comprender el significa-

do del hecho o con una o varias personas que no tienen ca-
pacidad para resistirlo, en virtud del turismo sexual, se le
impondrá una pena de quince a diecinueve años de prisión
y de dos mil quinientos a tres mil quinientos días multa,
asimismo, estará sujeto al tratamiento psiquiátrico especia-
lizado.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Fiscalía General de la República, El Sistema
Nacional DIF, la Procuraduría Federal de Protección de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, y Sipinna, contar con 90 días a
partir de la publicación del presente decreto para firmar los
convenios de colaboración correspondientes con los pres-
tadores de servicios turístico, para dar cumplimiento a lo
mandatado en el presente decreto.

Tercero. Las erogaciones que se generen con motivo de la
entrada en vigor del presente decreto se cubrirán con cargo
al presupuesto autorizado a la Fiscalía General, por lo que
no se autorizarán ampliaciones a su presupuesto para el
presente ejercicio fiscal ni subsecuentes como resultado de
la entrada en vigor del presente decreto.

Notas:

1 https://www.e-unwto.org/doi/pdf/10.18111/9789284405039

2 https://www.unicef.es/noticia/explotacion-sexual-infantil-callarse-
es-aceptar

3 https://www.elsoldemexico.com.mx/mexico/sociedad/mexico-el-
bangkok-de-latinoamerica-por-aumento-de-turismo-sexual-
3344686.html

4 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2021/
EAP_Nino21.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.—
Diputada Laura Lynn Fernández Piña (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, y de De-
rechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen.
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LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

«Iniciativa que reforma los artículos 200 y 201 de la Ley
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado, en materia de continuación volunta-
ria, a cargo de la diputada Bennelly Jocabeth Hernández
Ruedas, del Grupo Parlamentario de Morena.

La suscrita, Bennelly Jocabeth Hernández Ruedas, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el nu-
meral 1, fracción I, del artículo 6, y los artículos 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración del pleno la presente iniciativa con proyecto de de-
creto, por el que se reforman diversas disposiciones de la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, en materia de homologación de las
condiciones para continuar de forma voluntaria en el régi-
men obligatorio de seguridad social y de salud, de las per-
sonas que dejan de laborar para alguna dependencia o enti-
dad del Estado, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En el país, el derecho a la salud y a la seguridad social es-
tá garantizado en la norma suprema y forma parte de los
derechos humanos reconocidos en diversos tratados, acuer-
dos y declaraciones internacionales con los que México co-
mulga y forma parte.

Sin embargo, existen disposiciones normativas en el marco
jurídico de México que en su momento,fueron concebidos
por el poder legislativo y se aprobaronpor que cumplían
con los objetivos que en ese tiempo consideraron pertinen-
tes sin que se analizaran los posibles escenarios o supues-
tos que en un futuro pudieran presentar algún obstáculo pa-
ra la ciudadanía respecto alderecho al acceso a la salud y
seguridad social de forma igualitaria u homóloga entre en-
tidades o dependencias del sector salud pública del gobier-
no que en esencia, atienden las mismas necesidades de la
población, pero con diferentes condiciones y por lo tanto,
un evidente trato diferenciado que no corresponden a la
realidad de las circunstancias actuales, contraponiéndose al
principio de trato igualitario y no discriminación en lo que
respecta a derechos fundamentales que la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos protege.

Problemática por resolver

Tal es el caso de la diferencia existente en la aplicación pa-
ra un mismo objetivo, como el proceso denominado conti-
nuación voluntaria al régimen obligatorio, existente pa-
ra ex trabajadores del IMSS o del ISSSTE, pues en el
primero se permite a quienes han perdido el empleo a in-
corporarse a este proceso,para el que se necesita que el ex-
trabajadorque opte por incorporarse a la continuación vo-
luntaria del régimen obligatorio, deberáhaber cotizado al
menos 52 semanas en los últimos 5 años y no hayan pa-
sado 5 años de la fecha de su baja ante el IMSS. Boletín
número 153/2021 del IMSS.1

Por su parte, las personas que trabajaron para alguna de-
pendencia o entidad del Estado bajo el régimen del ISSSTE
y no tengan la calidad de pensionado, podrán solicitar la
continuación voluntaria en todos o alguno de los seguros
del régimen obligatorio, con excepción del seguro de ries-
gos del trabajo. Para el caso del seguro de salud se reque-
rirá que el trabajador acredite haber laborado al menos 5
años en alguna dependencia o entidad incorporada al Insti-
tuto como lo señala el artículo 200 de la Ley del ISSSTE,
para lo cual solo contará con 60 días hábiles después de
la baja para realizar el trámite.2

Como se puede notar existe una gran diferencia que para
el mismo asunto, se aplica en entidades del sector de sa-
lud pública pues mientras que en el IMSS otorgan un pe-
ríodo de 5 años para la incorporación a la continuación
voluntaria al régimen obligatorio en el ISSSTE solo otor-
gan un período de 60 días hábiles, y para que tengan de-
recho a el trámite en el IMSS se necesitan 52 semanas de
cotización (un año) en los últimos 5 años y en el ISSSTE
se necesita que el trabajador acredite haber trabajado 5
años en alguna dependencia o entidad incorporada a este
instituto, lo que se traduce en por lo menos 5 años de co-
tización (de forma quincenal), y en ambos casos siempre
que se cumpla la condición de haber laborado 5 años.

Aunado a lo anterior, el IMSS actualmente tiene un pro-
grama denominado “Prueba piloto para la incorporación
voluntaria de personas trabajadoras independientes”, lo
cual confiere la protección integral de los cinco seguros del
régimen obligatorio.

Por ello, estas disposiciones o determinaciones muestran
claramente la materialización de la disparidad normativa
para derechos de la misma especie o materia y hablan de un
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trato diferenciado a la que se hizo alusión en el segundo pá-
rrafo de esta iniciativa.

La seguridad social en el sistema jurídico mexicano e
instrumentos internacionales3

En México, la seguridad social encuentra su fundamento
en el artículo 123, apartado A, fracción XXIX al establecer
que la Ley del Seguro Social es de utilidad pública y que
comprende diversos seguros. De la literalidad del texto se
puede apreciar que, en principio, la seguridad social no se
encuentra condicionada o dirigida a un sector determinado
de trabajadores, mucho menos restringida, pues se señala
para todos los trabajadores, inclusive se hace extensiva a
sus familias.3

Por otro lado, en las fracciones XI y XIV del apartado B se
establecen las bases mínimas de la seguridad social para los
trabajadores al servicio del Estado, mismas que de forma es-
pecífica se detallan en la fracción XI, y que comprende la
protección contra accidentes y enfermedades profesionales,
no profesionales, maternidad, jubilación, invalidez, vejez,
muerte, asistencia médica, medicinas, habitaciones, licencias,
centros para vacaciones, de recuperación y tiendas económi-
cas, tanto para los trabajadores como para sus familias. Mien-
tras, la fracción XIV señala la garantía de seguridad social pa-
ra los trabajadores de confianza.

La Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, Reglamentaria del Artículo
123, Apartado B, establece en el artículo 3o. que son de ca-
rácter obligatorio los seguros de salud (que comprende
atención médica preventiva, atención médica curativa y de
maternidad, y rehabilitación física y mental); de riesgos de
trabajo; de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, y de
invalidez y vida.

No obstante la normativa de carácter federal, los trabaja-
dores de las entidades federativas, municipios, organismos
descentralizados, entre otros, en materia de seguridad so-
cial, se encuentran sujetos a las disposiciones previstas en
las leyes específicas en cada entidad, además de las que re-
gulan regímenes burocráticos especiales, como fuerzas ar-
madas, policías, entre otros; sin embargo, representa una
obligación para el Estado la prestación de este servicio, por
tratarse de un derecho social.3

En el ámbito internacional, los derechos sociales son con-
siderados cada vez con más fuerza por el conjunto de tra-

tados y convenciones que trascienden, incluso, a su dere-
cho interno. El Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales,3 en el artículo 9o., establece que
los Estados miembros tienen la obligación de garantizar a
toda persona el derecho a la seguridad social a fin de pro-
teger su dignidad humana, pues contribuye a la supervi-
vencia de aquélla como de sus familias, al desarrollo per-
sonal, a la realización plena, a la integración social y
cultural.

El artículo 22 de la Declaración Universal de los Derechos
Humanos establece que toda persona tiene derecho a la se-
guridad social y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y
la cooperación internacional, la satisfacción de los dere-
chos económicos, sociales y culturales. Ello significa que
en cada Estado deben adoptarse las medidas necesarias pa-
ra que el servicio público de la seguridad a su cargo cum-
pla con las necesidades mínimas de la población, y, para el
caso de ser insuficientes o implementar nuevos planes y
programas, se debe contemplar la posibilidad de adoptar
convenios, tratados o acuerdos regionales e internacionales
para hacer efectivo este derecho.

El Convenio 102 de la Organización Internacional del Tra-
bajo, sobre la seguridad social (norma mínima), insta a los
Estados para que al momento de ratificar el Convenio ga-
ranticen por lo menos tres de las nueve ramas de prestacio-
nes (asistencia médica de carácter preventivo o curativo;
las prestaciones monetarias de enfermedad; por desem-
pleo; de vejez; en caso de accidente de trabajo y enferme-
dad profesional; prestaciones familiares; de maternidad;
invalidez, y de sobrevivientes), y, posteriormente, observar
las obligaciones derivadas de otras ramas, a fin de cumplir
con los propósitos del convenio y lograr el desarrollo pro-
gresivo de la protección que brinda a las personas.3

De lo anteriormente señalado se puede observar que los di-
versos convenios, pactos y declaraciones reconocen como
derecho fundamental, el derecho a la seguridad social, ba-
sado en la igualdad, en la dignidad humana, en la no dis-
criminación, que debe imperar como característica de todo
derecho reconocido; sin embargo, en la normativa interna
del país vemos que las disposiciones regulan, en un senti-
do diverso, los alcances de este derecho, al grado de reco-
nocer parcialmente en beneficio de un trabajador burócra-
ta o excluirlo por completo de los regímenes de
protección.3
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La necesidad de contar con igualdad de circunstancias
en materia de seguridad social

Como es sabido y casi por sentido común y supervivencia,
el ser humano siempre buscará acceder, conservar y en de-
terminado momento incrementar sus beneficios y los de su
familia, y más aún cuando se trata de beneficios relaciona-
dos con el concepto de seguridad en toda la extensión de la
palabra pues este concepto implica en un momento dado la
conservación de su propia vida y bienestar, razón por la
que siempre será entendible que la progresión de los dere-
chos son una aspiración lógica y natural de toda la socie-
dad de un país.

Esta iniciativa se desarrolló a fin de asegurar el cumpli-
miento de lo que la Carta Magna establece en materia del
derecho a la salud y a la seguridad social de las personas
que en su momento trabajaron para el sector público bajo
el régimen del ISSSTE y que por alguna razón dejan de
prestar ese servicio,para que tengan protegidos sus dere-
chos a la seguridad social otorgándoles las facilidades am-
plias y necesarias de mantener esos derechos y puedan
continuar de manera voluntaria en el régimen obligatorio
continuando con las aportaciones que permitan seguir acu-
mulando semanas de cotización y sus beneficios comoel
derecho alos seguros señalados en el artículo 3o. de la Ley
del ISSSTE como lo son el seguro de retiropor cesantía en
edad avanzada y vejez, al seguro de invalidez y vida, y de-
más seguros que permitan mantener o continuar con el ca-
rácter de derechohabiente y tener acceso, entre otras cosas,
a las clínicas y unidades de medicina familiar y al fondo de
retiro correspondiente.

Lo anterior con el objeto de que los extrabajadores del sec-
tor público tengangarantizada la igualdad de condiciones o
condiciones similares para el acceso a su derecho a la se-
guridad social sin que se destaquen diferencias significati-
vas respecto de un régimen y otro de seguridad social tra-
tándose del IMSS o ISSSTE homologando dichas
disposiciones, por lo que se considera necesario llevar a ca-
bo los cambios normativos que permitan reformar las dis-
posiciones que obstaculizan el goce de derechos funda-
mentales que se encuentran consagrados en nuestra
Constitución como el derecho a la salud y a mecanismos de
protección y seguridad social.

Así comopara eliminar la disparidad evidente en el tema
que nos ocupa y que se puede contrastar con una simple
comparación de las disposiciones que en la materia están
previstas tanto en la Ley del IMSS como en la Ley del ISS-

STE, situación que no debe prevalecer, pues esa diferen-
ciación también lleva a un trato diferenciado en el acceso
de la ciudadanía a un conjunto de derechos que deben ser
igualitarios sin importar la estructura gubernamental del
sector salud y de previsión social al que las personas perte-
nezcan o hayan pertenecido pues el simple hecho de ser
ciudadano en nuestro país, garantiza la equidad en cuanto
a derechos y el acceso a éstos.

En el marco jurídico secundario del país, el acceso a la con-
tinuación voluntaria en el régimen obligatorio para ex tra-
bajadores en el régimen del ISSSTE establece en los artí-
culos 200 y 201, entre otras cosas, lo siguiente:

Artículo 200. El trabajador que deje de prestar sus ser-
vicios en alguna dependencia o entidad y no tenga la ca-
lidad de pensionado, podrá solicitar la continuación vo-
luntaria en todos o alguno de los seguros del régimen
obligatorio, con excepción del seguro de riesgos del tra-
bajo y, al efecto, cubrirá íntegramente las cuotas y apor-
taciones que correspondan conforme a lo dispuesto por
el régimen financiero de los seguros en que desee con-
tinuar voluntariamente. Las cuotas y aportaciones se
ajustarán anualmente de acuerdo con los cambios relati-
vos que sufra el sueldo básico en la categoría que tenía
el interesado en el puesto que hubiere ocupado en su úl-
timo empleo.

Para el caso del seguro de salud se requerirá que el tra-
bajador acredite haber laborado, cuando menos, cinco
años en alguna dependencia o entidad incorporada al
instituto.

El pago de las cuotas y aportaciones se hará por bimes-
tre o anualidades anticipados.

Artículo 201. La continuación voluntaria deberá solici-
tarse por escrito al instituto dentro de los sesenta días
siguientes al de la baja del empleo.

Sin embargo, hoy como ya se ilustró anteriormente, son
notorias las diferencias que en la normativa secundaria han
prevalecido durante muchos años mismas que surgieron de
una legislación sin malas intencionesque estableció dispo-
siciones que llegarían a ser discriminatorias y hasta cierto
punto violatorias de los derechos a la salud y a la seguridad
social de los ciudadanos del país.

Lo anterior, debido a que mientras que la Ley del Seguro
Social se consideran disposiciones centradas en el concep-
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to pro persona, en las que se contemplan procedimientos
administrativos que permiten con mayor facilidad el acce-
so a la continuación voluntaria al régimen obligatorio la ley
del ISSSTE no alcanza esa categoría en cuanto a la asequi-
bilidad de los derechos en mención pues esta norma hoy
por hoy presenta diversos candados que no hacen accesi-
ble de forma fácil como debe ser una garantía a derechos a
los ciudadanos que por alguna razón en su vida laboral, de-
cidieron prestar sus servicios y contratarse en alguna de las
estructuras del estado que en su momento les proporcionó
los servicios que el ISSSTE otorga a sus trabajadores.

Es así, que una vez que se ha analizado y contrastado el es-
tado que guarda el marco jurídico en México, en materia de
continuación voluntaria en el régimen obligatorio, se han
obtenido los parámetros y elementos necesarios en los que
se muestra la problemática y sus aristas más importantes,
por lo que es necesario hacer una reflexión de la misma pa-
ra llevar a cabo las modificaciones legales y normativas pa-
ra cambiar la realidad que aqueja a los extrabajadores que
laboraron bajo el régimen del ISSSTE para garantizar con-
diciones de equidad en el acceso asequible en igualdad de
condiciones respecto al mismo mecanismo aplicado para
extrabajadores bajo el régimen del IMSS, respecto del ac-
ceso a la seguridad social y de salud ilustrados en esta ini-
ciativa.

Por lo expuesto considero que es necesario proponer las re-
formas en materia de acceso a la seguridad social de un
sector de nuestra población, que hasta ahora no tiene igual-
dad de condiciones para el acceso a la continuación volun-
taria en el régimen obligatorio y gozar de sus derechos a la
seguridad social y de salud, razón por la que propongo mo-
dificaciones a la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado en sus artículos
200 y 201, que de aprobarse las diputadas y los diputados
de esta Legislatura, estaremos aprovechando la oportuni-
dad de trascender con hechos, al proveer de un marco legal
que corrige errores del pasado y ofrece a la ciudadanía de
nuestro país, Leyes modernas que cumplan con los precep-
tos garantistas que se erigen en nuestra Norma Fundamen-
tal y Tratados Internacionales de los que México forma
parte en materia de seguridad social.

Por ello se propone la reforma al segundo párrafo del ar-
tículo 200 y la reforma al artículo 201 de la Ley del Insti-
tuto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado.

A continuación, se presenta el cuadro comparativo corres-
pondiente, con fines de claridad para el proceso de revisión
a que haya lugar:

Por lo motivado y fundado someto a consideración de esta
soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley del Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado, en mate-
ria de homologación de las condiciones para continuar
de forma voluntaria en el régimen obligatorio de segu-
ridad social y de salud de las personas que dejan de la-
borar para alguna dependencia o entidad del Estado

Único. Se reforman el segundo párrafo del artículo 200 y
el artículo 201 de la Ley del Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado, para quedar
como sigue:

Artículo 200. …

Para el caso del seguro de salud se requerirá que el traba-
jador acredite haber laborado, cuando menos, cinco años
en alguna dependencia o entidad incorporada al instituto,
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así como haber cotizado al menos 26 quincenas en los
últimos cinco años y no hayan transcurrido cinco años
de la fecha de su baja ante el instituto.

…

Artículo 201. La continuación voluntaria deberá solicitar-
se por escrito al Instituto dentro de los trescientos sesenta
y cinco días siguientes al de la baja del empleo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, deberá realizar las adecuacio-
nes correspondientes a su normatividad interna en un perí-
odo que no exceda los 90 días naturales, contados a partir
de la publicación del presente decreto.

Notas

1 https://www.imss.gob.mx/prensa/archivo/202104/153

2 https://www.gob.mx/issste/acciones-y-programas/afiliacion-y-vigen-
cia-de-derechos#:~:text=200%20de%20la%20Ley%20del ,
baja%20para%20realizar%20el%20tr%C3%A1mite

3 http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1870
-46702019000200117

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputada
Bennelly Jocabeth Hernández Ruedas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men, y a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, 
para opinión.

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

«Iniciativa que adiciona el artículo 15 de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado, suscrita por la diputada Joanna
Alejandra Felipe Torres y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

La que suscribe, Joanna Alejandra Felipe Torres, diputada
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
así como los artículos 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 15 de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado, para eliminar el pago de IVA por parte de
personas físicas dedicadas a los servicios de transporte te-
rrestre de pasajeros y entrega de bienes mediante platafor-
mas digitales, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Uno de los sectores con mayor crecimiento, que utilizan in-
sumos digitales, es el de las plataformas que administran
aplicaciones móviles para ofertar servicios, entre ellas, se
encuentran las de prestación de servicios de traslado de
personas y entrega de comida. Este modelo ha transforma-
do sectores tradicionales como el del transporte urbano
ofertado por los concesionarios de servicios de taxis y la
entrega de comida individualizada por unidad de negocio. 

La prestación de servicios a través de plataformas tecnoló-
gicas, forma parte de la llamada economía digital, definida
por la Organización para la Cooperación Económica (OC-
DE), como aquella que: “se refiere a todos productores y
consumidores, incluido el gobierno, que utilizan estos in-
sumos digitales en sus actividades económicas”.1

Se estimó que para e2021, de acuerdo con datos de la Aso-
ciación Mexicana de Venta Online, el 83 por ciento de los
mexicanos con acceso a internet desde su teléfono celular,
utilizaba alguna aplicación de entrega de servicios, el 76
por ciento ordena comida o pide productos de supermerca-
do, el 53 por ciento realiza envíos y 49 por ciento adquie-
re medicamentos.2

De acuerdo con la compradora de servicios financieros Co-
ru.com, el 30 por ciento de la población en México utiliza
hasta tres veces a la semana algún servicio de transporte
privado, mientras que sólo el 10 por ciento de la población
afirma no utilizar este tipo de transporte nunca. Dichas em-
presas, sólo por esta actividad, sin tomar en cuenta las apps
de reparto a domicilio (que por lo general pertenecen a las
mismas), generó en 2018 un mercado de aproximadamen-
te 239 millones de dólares.3
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Dentro de la economía digital se encuentra la denominada
economía colaborativa o bajo demanda (gig-economy),
que se conforma por los modelos de producción, consumo
o financiamiento que se basan en la intermediación entre la
oferta y la demanda generada por relaciones entre iguales
(PeerToPeer o P2P), a través de plataformas digitales que
son administradas por una empresa o varias que en sí no
prestan el servicio subyacente, aprovechando bienes y re-
cursos existentes que están infrautilizados. La OCDE defi-
ne a la economía colaborativa como: “el intercambio de ac-
tividades, bienes y servicios por parte de diferentes actores
a través de las plataformas digitales.”4

En la economía digital, la “plataformización” es el segun-
do factor más importante, sólo detrás de los datos digitales.
Su modelo de negocios está basado en los datos y el pro-
ceso o tratamiento de éstos para lograr empatar una necesi-
dad o demanda con una oferta que la va a satisfacer. 

La economía colaborativa parte de un modelo de operación
laboral definido por la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT) con el concepto creado por Howe, como crowd-
sourcing, en español, externalización de tareas, que se re-
fiere a: El acto de aceptar un trabajo que en algún momento
fue realizado por un determinado agente (empleado, inde-
pendiente o empresa separada), tercerizándolo a un grupo
de personas indefinido y generalmente grande, mediante
una convocatoria abierta que normalmente se hace por 
Internet.5

El surgimiento de este tipo de economía y, por otra parte,
la colaboración basada en la ubicación que forma parte de
las ocupaciones crowdsourcing, representan nuevos retos a
los marcos normativos actuales, tanto laborales como im-
positivos; puesto que, por una parte, están las empresas que
administran las plataformas (por lo general empresas ex-
tranjeras) y, por otro, el trabajador que, de acuerdo con la
OIT, este tipo de trabajo y el pago por tarea se asemeja a
las modalidades preindustriales de trabajo, sólo que ahora
se la agrega una herramienta digital. 

Y es que las personas que se dedican de tiempo completo a
trabajar ofertando sus servicios, ya sea de conducción o re-
parto en las plataformas digitales, estadísticamente forman
parte del sector informal. Para el cuarto trimestre del año
2022, según estadísticas de la Encuesta Nacional de Ocu-
pación y Empleo (ENOE), de un total de la Población Eco-
nómicamente Activa (PEA) de 60.1 millones de personas,
los trabajadores por cuenta propia ascendieron a 13.1 mi-
llones, que representan aproximadamente el 21.83 por

ciento del total de la PEA; entre éstos, se encuentran los
trabajadores de plataformas digitales, tanto de transporte
de personas, como de entrega de alimentos y mercancías,
siendo las empresas más emblemáticas en México: Uber,
Uber Eats, Rappi, Didi y Cabify.

En el modelo de la economía colaborativa en las platafor-
mas que ofertan servicios bajo demanda, la empresa o em-
presas propietarias de las plataformas obtienen sus ingre-
sos mediante el cobro de una comisión por el servicio que
ha sido realizado. 

En las plataformas que ofertan los servicios de comida, el
cobro de comisión por parte de la empresa propietaria de la
plataforma, se aplica tanto al negocio como al repartidor. 

Los conductores de vehículos que laboran mediante las
plataformas digitales, pagan a estas empresas entre el 17 y
30 por ciento, aunque estos costos son variables y, por lo
general, incluyen varios conceptos que no son claros para
el conductor: 

Uber cobra una comisión de 25 por ciento por utilizar la
aplicación. Sin embargo, aunque la plataforma no mencio-
na el monto exacto de la comisión, sí aplica un cobro por
la “tasa de servicio” que puede ser variable y que puede as-
cender hasta 25 por ciento del total. Por otro lado, las co-
misiones de Didi oscilan entre 15 por ciento y 30 por cien-
to, dependiendo del viaje, pues a mayor distancia menor
comisión.6

Por su parte, y de acuerdo con Oxfam, para 2023 Uber Eats
oferta dos modelos de negocio: uno con repartidores pro-
pios del negocio de alimentos, aplicando a éstos una tarifa
del 15 por ciento, y el otro modelo es el de repartidores so-
cios de Uber, a los que aplica una tarifa del 30 por ciento
sobre el total del pedido. Didi Food, con el mismo modelo,
cobra el 18 por ciento en el primer caso y 30 por ciento en
el segundo. Rappi aplica de manera general una comisión
de entre un 20 y 25 por ciento. 7

Además de las comisiones señaladas, en el mismo reporte se
establece que los propietarios de las plataformas cobran a los
negocios el registro a sus aplicaciones, incluyendo servicios
de registro y creación de menú para mostrar; este costo va de
los $1,500.00 a los $5,000.00, según la empresa. 

Es claro que la prestación de estos servicios genera ingre-
sos tanto a las empresas administradoras de las plataformas
como a las personas que entregan los servicios y obvia-
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mente genera un desembolso a los consumidores finales,
que aumenta por el cobro de diversos impuestos. 

Las empresas transnacionales que prestan los servicios de
la plataforma generan, a través de las comisiones cobradas
y conceptos que a veces son poco entendibles, miles de mi-
llones de pesos. A nivel global, por ejemplo, para el segun-
do trimestre de 2022 Uber generó ingresos por 8,070 mi-
llones de dólares; en este mismo trimestre realizó 1,870
millones de viajes y los consumidores activos, para el mis-
mo periodo, se contaban en 122 millones.8

Si bien en algunos trimestres reportan pérdidas, las empre-
sas administradoras de las plataformas digitales siguen cre-
ciendo a costa de traspasar costos de operación a los con-
ductores y repartidores, así como al consumidor final. Un
reporte señala que, durante 2022, y para frenar pérdidas tri-
mestrales, estas empresas recurren a venta de acciones,
deuda y bonos convertibles, pero además ahora los clientes
deben pagar el 20 por ciento del costo del combustible que
antes lo pagaba únicamente el conductor, y así otros con-
ceptos que incluyen en las tarifas para que su ganancia se
maximice, a costa de conductores, repartidores, restauran-
tes y clientes finales. 

Con los altos cobros de comisiones por parte de las empre-
sas, no existe un reparto justo de las ganancias y los cobros
por viaje, que aumentan en los traslados de conceptos al
consumidor. El socio conductor o repartidor, como llaman
a quienes ejecutan el servicio, además de no contar con
prestaciones sociales, se enfrenta a una realidad que en in-
gresos está muy por debajo de las expectativas que las em-
presas administradoras de las plataformas les hacen creer,
más aún cuando el vehículo no es suyo, pagando común-
mente un costo por el uso del mismo, que va de los $,2500
a los $3,000 pesos semanales, según se observa en los si-
tios y páginas web que ofertan la renta de vehículos para
estas actividades en diferentes puntos del país: 

Con base en los cálculos oficiales de la misma aplicación, un
conductor de Uber en México puede ganar, en promedio, ca-
si 7 mil pesos semanales (al menos en la Ciudad de México,
trabajando alrededor de 50 horas semanales y considerando
propinas de hasta $55 MXN). Claro, esto sin descontar los
costos por los que el chofer debe hacerse responsable.9

Ciertamente estos modelos de negocio producen miles de
millones de dólares y deben responder no sólo en el país de
origen de la aplicación, sino en todos los países donde ope-
ran, al pago de impuestos. 

Si bien la prestación de servicios, como son los viajes de
personas y la entrega de comida a domicilio, son de gran
utilidad para el consumidor, el prestador del servicio que se
da de alta para hacer este tipo de trabajo con una expecta-
tiva de ingresos por encima de un trabajo remunerado,
pronto se da cuenta que la misma se generó por la estrate-
gia de mercadeo de las empresas. 

Agregando a las altas tasas por concepto de comisión, es-
tán los impuestos, tanto federales como estatales en algu-
nos casos. El Sistema de Administración Tributaria (SAT),
a partir de 2020, puso en vigor el denominado “Régimen
para Plataformas Digitales”, en un esfuerzo por que las ga-
nancias que generan estas empresas no se esfumen y vayan
a parar en pagos de impuestos solamente en los países don-
de declaran tener sus oficinas centrales y, por ende, su tri-
butación. 

Este régimen obliga a las empresas que operan las plata-
formas digitales al pago del Impuesto al Valor Agregado
(IVA) por sus servicios de intermediación, a las que tam-
bién se les impuso la obligación de retener el Impuesto So-
bre la Renta (ISR) y el IVA con tasa del 8 por ciento a las
personas físicas que enajenen bienes o presten servicios in-
cluidos los servicios de hospedaje. En el caso del ISR, las
tasas van del 2 al 8 por ciento (si se encuentra inscrito an-
te el SAT, si no se aplica el 16 por ciento según el monto
del ingreso mensual, la más alta se aplica a personas cuyos
ingresos son mayores a $21,000 pesos).10

En un análisis de traslado y retención de impuestos, relati-
vo a las personas que prestan los servicios de conductor
mediante aplicaciones móviles, se desglosaron los concep-
tos de cobro de los mismos en Uber y Didi, encontrando
que retienen, en la Ciudad de México, un Impuesto sobre
Tasa del Servicio que va el 0.16 por ciento al 6.8 por cien-
to de la tarifa total del viaje; Impuesto sobre la Tarifa co-
rrespondiente al 1.6 por ciento del total; Iva correspon-
diente al 8 por ciento del ingreso para el conductor si el
RFC está actualizado, si no se aplica el 16 por ciento sobre
este monto; ISR, de 2.1 por ciento sin importar la ganancia
del viaje, siempre y cuando el RFC esté actualizado, si no,
corresponde al 20 por ciento.Un ejemplo se realizó sobre
un viaje en la Ciudad de México donde al usuario le fueron
cobrados $1,599.95 pesos, pero la ganancia fue de
$782.50, es decir, la plataforma le retuvo al conductor el 51
por ciento del total del viaje.11

Los impuestos que desglosan los propietarios de las platafor-
mas digitales confunden a los conductores. Roberto Colín,
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del Colegio de Contadores Públicos, señala que: “los únicos
dos impuestos que deberían estar pagando los conductores de
estas plataformas son el IVA, de 8 por ciento, y el ISR de 2.1
por ciento. “Aquí, lo extraño es que le llamen impuestos (so-
bre la tarifa y sobre la tasa de servicio) cuando en realidad pa-
recen ser comisiones de la plataforma”.12

Al aplicarse el impuesto en 2020, conductores y repartido-
res sufrieron una merma en sus ingresos, de por sí bajos y
logrados mediante una explotación laboral en el esquema
colaborativo, de la que hasta ahora no se conocen sus al-
cances y su impacto negativo a la economía informal. 

El informe de Oxfam (2022), acerca de las condiciones la-
borales en las que trabajan los conductores y repartidores
de plataformas digitales, y de acuerdo a las encuestas rea-
lizadas, muestra que los ingresos promedio de los reparti-
dores de comida son de $2,085 pesos a la semana, ganan-
do en promedio por hora $53 pesos y trabajando en
promedio 46.3 horas semanales.13

Por su parte, y de acuerdo a encuestas realizadas con con-
ductores de Uber, señalan que ganan en promedio $6,999
pesos por 50 horas de trabajo a la semana, y una persona
que no es propietaria del vehículo en que trabaja, señala
que obtiene una ganancia de $2,500 pesos semanales por
trabajar seis días durante 12 horas.14

Con claridad, se observa que los conductores y repartido-
res de plataformas digitales obtienen un poco más del sala-
rio mínimo, que en 2023 es de $207.44 pesos, con jornadas
que, de acuerdo a la ley, no exceden las ocho horas por es-
te pago, y con prestaciones sociales. Un repartidor de los
referidos tiene ingresos por un poco más de 500 pesos arri-
ba del salario mínimo, con 10 horas más de trabajo, y el
conductor, un poco más de $1,100 pesos por horarios de
trabajo de 12 horas durante 6 días. 

Los ingresos gravados para los repartidores y conductores,
se considera que no corresponden a una política laboral en
defensa de los derechos de las personas, que debe incluir a
todas y todos los trabajadores, en especial a aquellos que
no cuentan con ninguna prestación. 

Se considera que, al eliminar el IVA que tributan las perso-
nas que operan los servicios de conducción y transporte so-
licitados a través de plataformas digitales, se coadyuvaría a
mejorar las condiciones de vida de cientos de miles de tra-
bajadores a los que, mediante amañados conceptos de im-

puestos, las empresas que operan las plataformas trasladan
no sólo el IVA, sino pagos excedentes que no tienen razón
de ser; además, se contribuye a la economía de los consu-
midores, ya que, eliminando este impuesto, pagarán menos
por la tarifa de un viaje. 

Así, el IVA trasladado para su cobro al repartidor y chofer
que va del 8 al 16 por ciento del total de la tarifa que se ha-
ya cobrado, se considera lesiona el modo de vida de un nú-
mero importante de mexicanos, incluyendo a conductores,
repartidores, calculados en más de medio millón de perso-
nas y consumidores finales. 

Por lo anterior, se propone adicionar una fracción V Bis
al artículo 15 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado,
para eliminar el IVA al transporte mediante platafor-
mas de servicios digitales, en su modalidad de conduc-
tor del vehículo o repartidor, tomando como base el si-
guiente cuadro comparativo:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la suscrita, dipu-
tada federal integrante de la LXV Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados, someto al Pleno de esta Asamblea el si-
guiente proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 15 de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado, para eliminar el pago
de IVA por parte de personas físicas dedicadas a los ser-
vicios de transporte terrestre de pasajeros y entrega de
bienes mediante plataformas digitales.

Artículo Único. Se adiciona una fracción V Bis al artículo
15 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, para quedar
como sigue:
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Ley del Impuesto al Valor Agregado

Artículo 15.- No se pagará el impuesto por la prestación de
los siguientes servicios:

I. a V. …

V Bis. Los prestados por personas físicas mediante
plataformas de servicios digitales de intermediación
entre terceros, cuando se lleven a cabo en la modali-
dad de conductor de transporte terrestre de pasaje-
ros, y de repartidor para la entrega de bienes. 

VI. a XVI. …

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan al presente Decreto. 

Notas

1 Trade4msmes.org. Economía Digital. (s/f). 

https://bit.ly/43M2Pd8
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6 Jabbour, G. ¿Conviene trabajar en Uber o Didi? Este es el balance de
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https://n9.cl/rdkma

7 Victorica, A. (2023). Rappi, DiDi Food y Uber Eats: ¿Dónde cobran
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https://bit.ly/41L2Vjy

8 Expansión. (2022). Uber tiene ingresos de 8,070 MDD, más del do-
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https://n9.cl/bsv1m
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https://bit.ly/43MXuSU

10 SAT. (s/f). Plataformas Tecnológicas. 
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11 Jabbour. Ibid. 

12 Ibíd. 
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https://n9.cl/toybg 

14 Jabbour. Ibid.

Salón de sesiones del Honorable Congreso de la Unión, a los 26 días
del mes de abril de 2023.— Diputada Joanna Alejandra Felipe Torres
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.
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LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE
LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

«Iniciativa que reforma el artículo 19 de la Ley General pa-
ra la Inclusión de las Personas con Discapacidad, a cargo
de la diputada Bennelly Jocabeth Hernández Ruedas, del
Grupo Parlamentario de Morena.

La proponente, Bennelly Jocabeth Hernández Ruedas,
diputada por Zacatecas en la LXV Legislatura del Congre-
so de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y en la fracción I del numeral 1 del artícu-
lo 6 y los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta soberanía
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el
artículo 19 de la Ley General para la Inclusión de las Per-
sonas con Discapacidad, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La discapacidad es una circunstancia en la que se debe po-
ner toda la atención debido a que las personas que la pade-
cen deben tener los satisfactores más apremiantes para ga-
rantizar el cumplimiento en materia de derechos humanos
en favor ellos, en nuestro país se ha avanzado muy lenta-
mente o simplemente no han avanzado aunque está señala-
do en diversos acuerdos y tratados internacionales de los
que México forma parte, que se debe atender a las perso-
nas con discapacidad, así como los preceptos que en la ma-
teria vienen contenidos en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y las Leyes secundarias corres-
pondientes como lo es la Ley General para la Inclusión de
las Personas con Discapacidad.1 Es materia que no se ha
atendido a cabalidad.

En materia de accesibilidad, son pocos los países que han
avanzado en la concepción de soluciones integrales cuando
se trata de la planeación y desarrollo del mismo, como una
política pública encaminada a satisfacer desde un punto de
vista de funcionalidad y accesibilidad desde su diseño, en
función de las necesidades de las personas con discapaci-
dad, especialmente con discapacidad física.

La accesibilidad es un valor colectivo que la mayoría de
discapacitados pueden reconocer y valorar. La movilidad
sin un grado mínimo de accesibilidad también puede ser si-
nónimo de aislamiento, inseguridad o malestar, sobre todo
para personas cuyos requerimientos son mayores, como las

personas con discapacidad. La accesibilidad depende más
de la calidad y sensibilidad en el diseño que de la existen-
cia de elementos auxiliares.

En el actual sexenio se ha apoyado como nunca antes a los
grupos vulnerables, como adulos mayores, estudiantes,
madres solteras y discapacitados. En otros sexenios ni los
volteaban a ver; mucho menos se les apoyaba.

Por ello ahora nos ocupa lo plasmado en el artículo 4o.,
decimocuarto párrafo, de la Carta Magna, que toda perso-
na con discapacidad permanente recibirá apoyo conforme
lo dicte la ley, y sabemos que esto, para la mayoría de dis-
capacitados, ha sido una gran ayuda.

Antecedentes

De acuerdo con el último Censo de Población y Vivienda,
realizado en 2020, en México residen alrededor de 7.2 mi-
llones de personas con discapacidad o algún problema-
condición mental. Representan 6.69 por ciento de la pobla-
ción mexicana.

Se estima que, de las personas con discapacidad o una con-
dición mental en el país; 899 mil (13 por ciento) son niñas
y niños; 869 mil (12) son personas jóvenes; y alrededor de
2.2 millones (31) son personas adultas; mientras, 3.2 mi-
llones (45 por ciento) son adultos mayores.

El Inegi identifica a las personas con discapacidad como
aquellas que tienen dificultad para llevar a cabo actividades
consideradas básicas, como: ver, escuchar, caminar, recor-
dar o concentrarse, realizar su cuidado personal y comuni-
carse.2

Si bien el esfuerzo del gobierno de México es monumental
para llegar con estos apoyos a la mayoría de las personas
con alguna discapacidad, esto no es suficiente, ya que, de
los más de 7.2 millones de personas censadas, dicho pro-
grama llega sólo a 1 millón 284 mil 727,3 lo cual es única-
mente 17.84 por ciento del padrón, lo cual asciende a un
monto histórico de 26 mil 577 millones de pesos.

Problemática por resolver

Ciertas personas con discapacidad se desarrollan en el ámbi-
to laboral según el Programa Nacional de Trabajo y Empleo
para las Personas con Discapacidad 2021-2024, actualmente
el número de trabajadores con alguna discapacidad asciende
solamente a 30 por ciento del sector.4
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A raíz de esto y con una brecha salarial enorme que existe
en comparación de una persona sin discapacidad que se
desarrolla en un ámbito laboral, y bien de algunas personas
con algún padecimiento que no trabajan o su condición no
se los permite. A esto sumamos que no reciben apoyo de al-
guna institución de gobierno.

Y aunque se ha ido armonizando el marco jurídico nacio-
nal con los compromisos que México ha adquirido a esca-
la internacional en materia de derechos humanos de las
personas con discapacidad, sigue existiendo un largo cami-
no que recorrer para ver cumplidos los objetivos que dichas
reformas y nuevas leyes buscan, ya que en la vida diaria se
percibe que en muchos casos, no se llegan a cumplir los
mandatos señalados en el marco legal de la materia, por lo
que se confirma la necesidad de llevar a cabo ciertas preci-
siones para establecer de forma clara la obligatoriedad de
las áreas, sistemas, consejos u órganos colegiados corres-
pondientes que tengan a su cargo entre otras cosas, la pla-
neación, y el diseño, entre las dependencias de los diferen-
tes órdenes de gobierno y que sean observables, para hacer
cumplir la oferta real de prototipos especiales que cumplan
con las especificaciones de accesibilidad y funcionalidad
para personas con discapacidad.

Pensando en la economía del individuo y de su familia, se
considera que se lleven a cabo acciones de colaboración
con diversas empresas dedicadas al transporte público, con
el fin de garantizarles un descuento de 100 por ciento a la
población con discapacidad, como se aplica con todas las
personas mayores y para estudiantes solo en vacaciones.

Y con esto tratar de aliviar la carga monetaria, que repre-
senta el trasladarse a donde quiera que vayan sin tener que
pagar por ello, ya sea a un trabajo o a una terapia o una ci-
ta, etcétera.

Además, lo que se busca con esta reforma es que seamos
verdaderamente incluyentes, que esto vaya más allá del es-
fuerzo que realiza el gobierno actual, y que a su salida es-
to no termine con la verdadera inclusión, por lo cual es ne-
cesario acortar la enorme brecha de desigualdad.

Aunado a que el contacto de las personas con discapacidad
con su comunidad detona su inclusión en el ámbito de la
convivencia, el fortalecimiento de los lazos cotidianos en
la comunidad, el disfrute de la colectividad y la formación
de ciudadanía; se fortalece así el tejido social de la ciudad
creando ambientes de encuentro incluyentes.5

El artículo 2 de la Ley General para la Inclusión de las
Personas con Discapacidad, que reformamos, dice a la
letra:

De manera enunciativa y no limitativa, esta ley reconoce a
las personas con discapacidad sus derechos humanos y dis-
pone el establecimiento de las políticas públicas necesarias
para su ejercicio.

Artículo 2. Para los efectos de esta ley se entenderá por

I. Accesibilidad. Las medidas pertinentes para asegu-
rar el acceso de las personas con discapacidad, en
igualdad de condiciones con las demás, al entorno físi-
co, el transporte, la información y las comunicacio-
nes, incluidos los sistemas y las tecnologías de la in-
formación y las comunicaciones, y a otros servicios e
instalaciones abiertos al público o de uso público, tan-
to en zonas urbanas como rurales;

La Ciudad de México ha sido parteaguas en derechos,
obligaciones y leyes. Como bien se menciona en el ar-
tículo 81 de la Ley de Movilidad del Distrito Federal, la
cual dice que la secretaría (de Movilidad) en coordina-
ción con el resto de la administración pública impulsará
estrategias, programas, servicios especiales, o cualquier
otro mecanismo que permita hacer más eficiente el ser-
vicio de transporte público de pasajeros individual y co-
lectivo para las personas con discapacidad y con movili-
dad limitada cuya implementación gradual resulte en la
satisfacción de las necesidades de transporte de este gru-
po vulnerable.6

De la población en la Ciudad de México, 71.3 por ciento
nos trasladamos en transporte público.7

Por tal razón, a partir de los últimos años, el tema de la mo-
vilidad es visto como parte de los derechos humanos.

En 2014 se publicó la Ley de Movilidad del Distrito Fede-
ral; ésta define por primera vez el derecho a la movilidad:

Derecho de toda persona y de colectividad a realizar el
efectivo desplazamiento de individuos y bienes (...) pa-
ra satisfacer sus necesidades y pleno desarrollo.

Toda persona tiene derecho a la movilidad en condicio-
nes de seguridad, accesibilidad, comodidad, eficiencia,
calidad e igualdad.8
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La movilidad tiene como objetivo, entonces, garantizar
el derecho a la igualdad y no discriminación a través de
la inclusión en el transporte de la ciudad.9

Por ello ahora, colaborando con los grupos minoritarios, en
la parte del transporte solicitaremos que sea de manera gra-
tuita para discapacitados permanentes, ya que son uno de
los sectores más desprotegidos en la sociedad, no se les da
trabajo y su economía es escasa.

Por lo que a continuación se presenta el cuadro comparati-
vo correspondiente, con fines de claridad para el proceso
de revisión a que haya lugar:

Aunque falta mucho por legislar, como ciudadana y repre-
sentante del pueblo de México, comprometida con los pro-
blemas sociales que aquejan a los mexicanos, propongo
que incluyamos que se modifique el artículo 19, fracción
V, para promover convenios con los concesionarios del
transporte público a fin de que las personas con disca-
pacidad permanente gocen de descuentos en las tarifas
de los servicios de transporte público.

Entonces, solicito que se modifique el artículo 19 de la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapa-
cidad, a fin de dar una verdadera inclusión a la persona con
discapacidad permanente y ayudarla en la economía perso-
nal.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de esta
soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 19 de la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapa-
cidad

Único. Se reforma el artículo 19, párrafo quinto, de la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapaci-
dad, para quedar como sigue:

Artículo 19.

I. a IV. …

V. Promover el desarrollo y aplicación de convenios
con las concesionarias del transporte público, a fin de
que las personas con algún tipo de discapacidad per-
manente gocen de un descuento de 100 por ciento en
las tarifas de los servicios de transporte público.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://sil.gobernacion.gob.mx/Archivos/Documentos/2020/12/asun_
4118192_20201201_1606876486.pdf

2 https://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/discapacidad.aspx

3 https://lopezobrador.org.mx/2023/03/29/familias-mexicanas-son-
atendidas-con-programas-para-el-bienestar-destaca-presidente/

4 https://www.eleconomista.com.mx/capitalhumano/Empresas-ten-
dran-que-contratar-personas-con-discapacidad-para-5-de-sus-puestos-
20220223-0105.html

5 Diagnóstico y Programa de Derechos Humanos de la Ciudad de Mé-
xico, tomo 3, capítulo 11, “Derecho a la movilidad”, 2016.

6 http://aldf.gob.mx/archivo-0d18785faa7af50882d58a18661c6ad7.
pdf

7 Diagnóstico y Programa de Derechos Humanos de la Ciudad de Mé-
xico, tomo 3, capítulo 11, “Derecho a la movilidad”, 2016.

8 Constitución de la Ciudad de México, reforma noviembre de 2019.
Capítulo II. Artículo 13, Ciudad habitable. E) Derecho a la movilidad.

9 Diagnóstico y Programa de Derechos Humanos de la Ciudad de Mé-
xico, tomo 3, capítulo 11, “Derecho a la movilidad”, 2016.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputada
Bennelly Jocabeth Hernández Ruedas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.
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LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 72 de la Ley General de
Salud, suscrita por la diputada Joanna Alejandra Felipe To-
rres y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

La que suscribe, Joanna Alejandra Felipe Torres, diputada
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
así como los artículos 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1; 77, numeral 1 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 72 de la Ley General de Salud,
en materia del presupuesto destinado a los servicios de sa-
lud mental, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud, la sa-
lud mental es un “estado de bienestar en el cual cada indi-
viduo desarrolla su potencial, puede afrontar las tensiones
de la vida, puede trabajar de forma productiva y fructífera
y puede aportar algo a su comunidad.” Al mismo tiempo,
concibe al apoyo en materia de salud mental y psicosocial,
como “cualquier tipo de apoyo local o externo cuyo objeti-
vo es proteger o promover el bienestar psicosocial y/o pre-
venir o tratar los trastornos de salud mental.”1

En México, la Ley General de Salud establece que por “sa-
lud mental” ha de entenderse un estado de bienestar físico,
mental, emocional y social determinado por la interacción
del individuo con la sociedad y vinculado al ejercicio ple-
no de los derechos humanos” (artículo 72, párrafo tercero),
la considera como materia de “salubridad general” (artícu-
lo 3o., fracción VI) y parte de los servicios básicos que per-
miten asegurar el derecho a la protección de la salud (ar-
tículo 27, fracción VI).

Así mismo, el artículo 72 estipula en su párrafo primero
que “el Estado garantizará el acceso universal, igualitario y
equitativo a la atención de la salud mental y de las adiccio-
nes a las personas en el territorio nacional”. En su párrafo
segundo, que “toda persona tiene derecho a gozar del más
alto nivel posible de salud mental, sin discriminación.

En este contexto, continúa la Ley General de Salud, “el pro-
pósito último de los servicios de salud mental es la recupera-
ción y el bienestar, el despliegue óptimo de sus potencialida-
des individuales para la convivencia, el trabajo y la
recreación” (artículo 72 Bis). Finalmente, para el diseño de
políticas públicas y la legislación en la materia que permita
alcanzar los objetivos planteados, el mismo artículo 72 esta-
blece que los servicios de salud mental “tendrán carácter
prioritario dentro de las políticas de salud y deberán brindar-
se conforme a lo establecido en la Constitución y en los tra-
tados internacionales en materia de derechos humanos”. 

Ahora bien, derivado del análisis de la situación actual, así
como de los mecanismos sugeridos y metas establecidas por
instancias internacionales, fundamentalmente la Organiza-
ción Mundial de la Salud, se observa que, aun cuando los ob-
jetivos estén planteados adecuadamente, las metas y las polí-
ticas públicas que se derivan de la legislación son lo
suficientemente ambiguas como para producir la ineficiencia
actual en materia de atención a la salud mental en México. 

De acuerdo con datos del gobierno federal, se estima que,
en México, cerca del 5 por ciento de la población sufrirá de
algún trastorno severo de salud mental (siendo la depre-
sión, el trastorno bipolar, la esquizofrenia, los trastornos de
pánico y el trastorno obsesivo compulsivo, los predomi-
nantes), pero el mismo reporte reconoce que los pacientes
que transitan a una condición severa enfrentarán una bre-
cha de atención de cerca del 80 por ciento. Es decir, 8 de
cada 10 personas con una afectación mental no recibirán la
atención adecuada.2

Por mencionar algunas deficiencias -y refiriendo al mismo
diagnóstico-, a nivel nacional sólo existen 65 Centros Inte-
grales de Salud Mental, que -por poner un ejemplo sobre su
capacidad operativa- no suman más de 14 encefalogramas,
12 equipos de resonancia magnética y 18 laboratorios clí-
nicos, herramientas básicas para el diagnóstico y segui-
miento de afectaciones en la salud mental. Además, con re-
lación al tipo de personal, los psiquiatras representan el 8.7
por ciento del total del personal (8 de cada 100), y no se re-
gistran psiquiatras en los Estados de Hidalgo, Baja Cali-
fornia, Michoacán, Guerrero, Oaxaca y Tabasco.

Si, además, a todos estos factores añadimos la “cifra negra”
de las personas que, por miedo a enfrentar la enfermedad o
la estigmatización social, o incluso por la desconfianza en
los servicios de salud, no acuden a ellos, el panorama en la
materia es aún más negativo.
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Es de considerar, igualmente, que en nuestro país no exis-
te un programa o plan específico a nivel nacional en mate-
ria de salud mental que establezca objetivos, metas, accio-
nes, mecanismos de política pública y presupuesto, y que
el presupuesto asignado en la actualidad está muy por de-
bajo de las recomendaciones de la Organización Mundial
para la Salud. Así, un estudio de este organismo reveló que
México destinó aproximadamente el 2 por ciento del pre-
supuesto de la Secretaría de Salud al tema de la salud men-
tal, cuando la recomendación es del 10 por ciento.3

A este contexto desfavorable de capacidades del Estado Me-
xicano, se suma la presión ejercida a los servicios de salud
mental, derivada de la pandemia por Covid-19, ya que “en la
región, un análisis de la Organización Panamericana de la
Salud sugirió que un tercio de las personas que sufrieron Co-
vid-19 fueron diagnosticadas con un trastorno neurológico o
mental”.4

Como referencia para avanzar en esta materia, la Organi-
zación Mundial de la Salud diseñó un Plan de Acción,5 a
partir de la carga mundial de trastornos mentales y la nece-
sidad de una respuesta integral. Para el logro de los objeti-
vos planteados en el Plan, se establecen acciones específi-
cas para los Estados miembros, como la “planificación de
los recursos” y un incremento de al menos el 20 por ciento
de la cobertura de los servicios de salud mental.

Por lo anterior, y para proveer de recursos la labor en ma-
teria de servicios de salud mental, se propone adicionar un
párrafo cuarto al artículo 72 de la Ley General de Salud, en
materia de presupuestación de dichos servicios, tomando
como base el siguiente cuadro comparativo: 

Por lo anteriormente expuesto, la suscrita, integrante de la
LXV Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en el artículo 71, fracción II de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a la consideración de esta
Honorable Asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto por el que se reforma el artículo 72 de la Ley
General de Salud, en materia del presupuesto destina-
do a los servicios de salud mental

Artículo Único. Se adiciona un párrafo cuarto al artículo
72 de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 72. …

…

…

Para el cumplimiento de los objetivos del presente capí-
tulo, la Cámara de Diputados, en cada ejercicio fiscal,
asignará al menos el diez por ciento del presupuesto
destinado a los servicios de salud, al gasto en políticas
de salud mental, debiendo planificarse su uso conforme
a necesidades cuantificadas, metas y acciones basadas
en evidencia.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan al presente Decreto. 

Notas

1 World Health Organization, Mental Health and Climate Change: Po-
licy Brief, junio, 2022. 

2 Secretaría de Salud, “2º Diagnóstico Operativo de Salud Mental y
Adicciones”, México, 2022.

3 World Health Organization, Mental Health Atlas, 2020.
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4 PAHO, “Strengthening mental health responses to Covid-19 in the
Americas: A health policy analysis and recommendations”, diciembre,
2021.

5 OMS, “Plan de Acción Sobre Salud Mental, 2013-2020”.

Salón de sesiones del Honorable Congreso de la Unión, a los 26 días
del mes de abril de 2023.— Diputada Joanna Alejandra Felipe Torres
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen, y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

LEY DEL SEGURO SOCIAL Y LEY DEL INSTITUTO
DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS

TRABAJADORES DEL ESTADO

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, relativos
a la extensión indefinida de las prestaciones médicas para
asegurados y beneficiarios que cuenten con diagnóstico de
enfermedades crónico degenerativas, suscrita por la dipu-
tada Joanna Alejandra Felipe Torres y diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

La que suscribe, Joanna Alejandra Felipe Torres, Diputada
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
así como los artículos 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración del Pleno de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto decreto por el que
se reforman los artículos 84 y 109 de la Ley del Seguro So-
cial y los artículos 6 y 43 de la Ley del Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, re-
lativos a la extensión indefinida de las prestaciones
médicas para asegurados y beneficiarios que cuenten con
diagnóstico de enfermedades crónico degenerativas, aun
cuando los trabajadores hayan sido cesados de sus funcio-
nes, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Según la Organización Panamericana de la Salud (OPS),
las enfermedades no transmisibles (ENT), que comprenden

las también conocidas como enfermedades crónicas o cró-
nico degenerativas, son: “un grupo de enfermedades que
no son causadas principalmente por una infección aguda,
dan como resultado consecuencias para la salud a largo
plazo y con frecuencia crean una necesidad de tratamiento
y cuidados a largo plazo.”1

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud
(OMS), las ENT son responsables de 41 millones de muer-
tes a nivel mundial, lo que las sitúa como la principal cau-
sa de muerte con un 74 por ciento del total de defunciones;
señalando también que, anualmente, 17 millones de perso-
nas mueren por una o más ENT antes de los 70 años, de es-
te universo, el 86 por ciento se producen en países de in-
gresos bajos y medianos.2

Los tipos más importantes de ENT son: enfermedades car-
diovasculares, cánceres, diabetes, obesidad y enfermedades
respiratorias crónicas, casi todas prevenibles, y son causadas
principalmente por comportamientos poco saludables: 

Entre las enfermedades crónicas más importantes se cuen-
tan la hipertensión arterial sistémica, la diabetes, las hiper-
lipidemias, el sobrepeso y la obesidad, el cáncer y la enfer-
medad respiratoria crónica, muy ligadas a malos estilos de
vida -como las dietas inadecuadas, la ingestión exagerada
de alcohol y tabaco, y la vida sedentaria-, así como las dis-
capacidades visuales y auditivas. Actualmente, también se
incluye en esta categoría de enfermedades crónicas el
HIV/sida.3

Particularmente, las enfermedades reconocidas como crónico
degenerativas que más impactan no sólo en la mortalidad an-
ticipada, sino en la calidad de vida, son la diabetes mellitus,
la hipertensión arterial, el cáncer y las hiperlipidemias. 

La OMS señala a la diabetes como una pandemia global,
debido a los millones de habitantes afectados por ella. En
México, los tres grandes padecimientos de las ENT, de
acuerdo al número de mexicanos que las padecen, son de
considerarse como una pandemia. 

La Federación Internacional de Diabetes publicó la última
versión del Atlas de Diabetes en 2021, donde se estima
que, a nivel mundial, la padecen un total de 536.6 millones
de personas, con una prevalencia del 10.5 por ciento de la
población. México muestra una prevalencia mayor al 12
por ciento y ocupa el séptimo lugar en número total de per-
sonas que la padecen; lo más preocupante es la estimación
respecto a que apenas 6.7 millones de mexicanos conocen
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de su padecimiento y los casos no diagnosticados rondan
en el 47.5 por ciento del total.4

Del mismo padecimiento, el Inegi reportó que para 2020
(aún con una fuerte tasa de fallecimientos debido a la pan-
demia por Covid-19), de 1,086,743 de fallecimientos, el
14 por ciento correspondieron a diabetes mellitus; además,
señala que la tasa de mortalidad por cada 10 mil habitan-
tes ha crecido dramáticamente, en 2011 era de 7 por cada
10 mil y para 2020 es de 11.95 por cada tanto especifica-
do de la población.5

Respecto a la hipertensión arterial, la Secretaría de Salud
(SS) reporta en 20226 que más de 30 millones de personas
viven con este padecimiento y que el 46 por ciento del to-
tal, lo desconoce, y ocasiona cada año, alrededor de 50 mil
fallecimientos. En otras estadísticas, la SS (2019) reporta
que entre 2017 y 2019 se registró una incidencia de 439.12
casos de hipertensión arterial por cada 100 mil habitantes.7

Por su parte, las dislipemias son padecimientos que contri-
buyen a las enfermedades cardiovasculares y éstas han ido
en aumento entre la población mexicana. La Ensanut repor-
ta que, en pruebas de colesterol entre población adulta, el
24.7 por ciento tenía prevalencia de colesterol alto y el 47.2
por ciento de triglicéridos altos.8

De la misma encuesta se obtiene el dato del total de perso-
nas que reportaron necesitar servicios de salud para aten-
derse un padecimiento crónico, 24 por ciento buscaron
atención en el IMSS y 3 por ciento en el ISSSTE.9

La Ensanut se focaliza en cuestionar acerca de los tres pa-
decimientos crónicos más frecuentes en adultos, que son la
diabetes, hipertensión arterial y el colesterol, por lo que los
resultados se orientan a conocer la existencia de diagnósti-
cos previos de estas enfermedades. 

En cuanto a las enfermedades crónicas en la población
adulta, la prevalencia de diabetes y de hipertensión arterial,
por diagnóstico médico previo en esta población (10.2 y
15.7 por ciento, respectivamente) no presentó cambios sig-
nificativos a la observada en la Ensanut 2012 (9.2 y 16.6
por ciento, respectivamente). El 38.8 por ciento de la po-
blación adulta se les realizó alguna vez una prueba de de-
terminación de colesterol, 32.8 por ciento de ellos tuvieron
niveles altos.10

Otros datos estadísticos respecto a la detección de padeci-
mientos crónicos, son los reportados por la SS en el Sistema

de Información. Dan a conocer que para 2020 las detecciones
negativas de diabetes mellitus fueron del orden de los
3,957,862, mientras que las positivas fueron de 337,822; de
éstos, fueron ingresados a control un total de 50,493 y en to-
tal se cuenta con 379,834 casos en control, del total de los re-
portados. En el mismo Sistema se informa que para el mismo
periodo, las detecciones negativas de hipertensión arterial
fueron de 4,308,851 y las positivas de 489,723, del total,
408,294 ingresaron como casos de control.11

Siendo la prevención de estas enfermedades el enfoque
más adecuado de salud pública, las campañas que los go-
biernos federal y estatales llevan a cabo en esta materia,
son de suma importancia y, como puede observarse en los
resultados de la Ensanut, los diagnósticos previos de las
enfermedades crónicas son casi inexistentes; generándose
hasta que éstas presentan una sintomatología.

A la vista de las estadísticas, se afirma que la prevención de
las enfermedades crónicas, ha fallado para millones de me-
xicanos que actualmente sufren de una o ambas condicio-
nes; por lo que es claro que debe mejorarse la detección,
atención y control de las mismas, para que impacten lo
menos posible a las personas en su calidad de vida y evitar
a toda costa la muerte por dichos padecimientos. 

Los trabajadores asalariados y los servidores públicos de
los tres órdenes de gobierno en el país, tienen derecho a re-
cibir prestaciones diversas de acuerdo con la Ley del Se-
guro Social (LSS) y la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (LISS-
STE). Entre dichas prestaciones se encuentra el acceso a la
asistencia o servicios médicos, quirúrgicos y farmacéuticos
que son prestaciones en especie; estas prestaciones inclu-
yen la detección y tratamiento de las ENT, entre ellas, las
enfermedades crónico degenerativas. 

La LSS establece los derechos de enfermedad de los ase-
gurados y de sus beneficiarios a las prestaciones en especie
señaladas en los artículos 2, 56 y 91, mientras que la LISS-
STE las reconoce en los artículos 3, fracción I, 27 y 35. 

Para contar con este tipo de prestaciones, ambas leyes esta-
blecen como condición que el trabajador esté activo. En la
LSS se otorgan ocho semanas posteriores a la desocupación
a recibir exclusivamente atención médica, de maternidad,
quirúrgica, farmacéutica y hospitalaria necesaria, gozando
del mismo derecho los beneficiarios (artículo 109). Por su
parte, en la LISSSTE se establece un periodo de sólo dos me-
ses para recibir los mismos beneficios (artículo 43).
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Respecto a cómo la población accede a servicios médicos,
el INEGI reportó para 2020 que la condición de derecho-
habiencia de la población total fue de 51 por ciento con
servicios otorgados por el IMSS, el 35.5 por ciento por el
Insabi y/o el Seguro Popular, el 8.8 por ciento pueden reci-
bir servicios en el ISSSTE o ISSSTE estatales, los restan-
tes en otras instituciones públicas y privadas.12

Los datos anteriores muestran que la derechohabiencia no
siempre está relacionada con el lugar donde las personas
reciben los servicios de salud. La Encuesta Nacional de Sa-
lud y Nutrición (Ensanut), en su edición 2021, señala res-
pecto a los resultados reportados de los servicios de salud
requeridos por las personas y el lugar donde acudieron a
que les fueran prestados, que el 23.3 por ciento acudió al
IMSS, el 22.2 por ciento se atendió en consultorio particu-
lar de médico privado, el 16.4 por ciento en un Centro de
Salud u hospital perteneciente a la Secretaría de Salud (SS)
u hospitales de públicos estatales. 

Las medidas preventivas son definitivamente las más im-
portantes para detener la pandemia en México respecto a
las ENT y en particular de las enfermedades crónico dege-
nerativas; sin embargo, y con el alto número de mexicanos
padeciéndolas, resulta urgente el control y tratamiento con-
sistente en chequeos continuos, diagnósticos médicos,
atención hospitalaria, quirúrgica y farmacéutica del mayor
número de mexicanos posible, aun cuando los trabajadores
hayan sido cesados de sus funciones. 

Esto sería posible a partir de la modificación de la LSS y la
LISSSTE para otorgar exclusivamente la atención médica,
de laboratorio y farmacéutica a aquellos trabajadores y sus
beneficiarios, siempre y cuando los primeros hubieren co-
tizado las semanas o meses señalados por ambas leyes pa-
ra contar con el derecho de prestaciones en especie, pro-
longando las mismas en los rubros señalados en los casos
que exista el diagnóstico previo a la desocupación del tra-
bajador o sus beneficiarios de enfermedades crónico dege-
nerativas.

Asimismo, es necesario suprimir los límites de edad en los
que los hijos o beneficiarios de los asegurados pueden ac-
ceder al seguro de enfermedades, cuando éstos sufran pa-
decimientos crónico degenerativos, a fin de garantizar su
derecho a la salud. 

Por lo anterior, se propone la modificación de los artículos 84
y 109 de la Ley del Seguro Social y 6 y 43 de la Ley del Ins-
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores

del Estado, relativos a la extensión indefinida de las presta-
ciones médicas para trabajadores y beneficiarios que cuenten
con diagnóstico de enfermedades crónico degenerativas, to-
mando como base el siguiente cuadro comparativo:
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, la suscrita, dipu-
tada federal integrante de la LXV Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados, someto al Pleno de esta Asamblea el si-
guiente proyecto de:

Decreto por el que se reforman los artículos 84 y 109 de
la Ley del Seguro Social y los artículos 6 y 43 de la Ley
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, relativos a la extensión inde-
finida de las prestaciones médicas para asegurados y
beneficiarios que cuenten con diagnóstico de enferme-
dades crónico degenerativas, aun cuando los trabajado-
res hayan sido cesados de sus funciones.

Artículo Primero. Se modifica la fracción VI del artículo
84 y el párrafo primero del artículo 109 de la Ley del Se-
guro Social, para quedar como sigue:

Ley del Seguro Social 

Artículo 84. Quedan amparados por este seguro: 

I. a V. …

VI. Los hijos del asegurado cuando no puedan mante-
nerse por su propio trabajo debido a una enfermedad
crónica o discapacidad por deficiencias físicas, menta-
les, intelectuales o sensoriales, hasta en tanto no desa-
parezca la incapacidad que padecen;

VII. a VIII. …

Artículo 109. El asegurado que quede privado de trabajo
remunerado, pero que haya cubierto inmediatamente antes
de tal privación un mínimo de ocho cotizaciones semana-
les ininterrumpidas, conservará durante las ocho semanas
posteriores a la desocupación, el derecho a recibir, exclusi-
vamente la asistencia médica y de maternidad, quirúrgica,
farmacéutica y hospitalaria que sea necesaria. Del mismo
derecho disfrutarán sus beneficiarios. En los casos que el
asegurado y/o sus beneficiarios padezcan una enferme-
dad crónico degenerativa, conservarán estos derechos
con vigencia indefinida.

…

…

…

Artículo Segundo. Se modifica el inciso c) de la fracción
XII del artículo 6 y el párrafo primero del artículo 43 de la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, para quedar como sigue:

Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado

Artículo 6. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I. a XI. …

XII. Familiares derechohabientes a:

a) a b) …
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c) Los hijos del Trabajador o Pensionado mayores
de dieciocho años, cuando no puedan mantenerse
por su propio trabajo debido a una enfermedad cró-
nica o discapacidad por deficiencias físicas, menta-
les, intelectuales o sensoriales, hasta en tanto no
desaparezca la incapacidad que padecen, lo que se
comprobará mediante certificado médico, expedido
por el Instituto y por medios legales procedentes; o
hasta la edad de veinticinco años, previa compro-
bación de que están realizando estudios de nivel
medio superior o superior, de cualquier rama del
conocimiento en planteles oficiales o reconocidos,
y que no tengan un trabajo. Cuando éstos padez-
can alguna enfermedad crónico degenerativa,
tendrán derecho a recibir los beneficios del se-
guro de salud con vigencia indefinida, y

d) …

…

XIII. a XXX. …

…

Artículo 43. El Trabajador dado de baja por cese, renuncia,
terminación de la obra o del tiempo para los cuales haya si-
do designado, así como el que disfrute de licencia sin goce
de sueldo, pero que haya prestado servicios ininterrumpi-
dos inmediatamente antes de la separación, durante un mí-
nimo de seis meses, conservará en los dos meses siguien-
tes a la misma, el derecho a recibir los beneficios del
seguro de salud establecidos en el Capítulo anterior. Del
mismo derecho disfrutarán, en lo que proceda, sus Fami-
liares Derechohabientes. En los casos que el Trabajador
y/o sus Familiares Derechohabientes padezcan una en-
fermedad crónico degenerativa, conservarán estos de-
rechos con vigencia indefinida.

…

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan al presente Decreto. 
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Salón de sesiones del honorable Congreso de la Unión, a 26 de abril de
2023.— Diputada Joanna Alejandra Felipe Torres (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dic-
tamen, y a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para opinión.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 220 y 231
de la Ley del Seguro Social, en materia de continuidad vo-
luntaria del régimen obligatorio de 2 a 6 meses, a cargo de
la diputada Bennelly Jocabeth Hernández Ruedas, del Gru-
po Parlamentario de Morena.

La suscrita, Bennelly Jocabeth Hernández Ruedas, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el nu-
meral 1, fracción I, del artículo 6 y los artículos 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del pleno de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto, por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de la Ley del Seguro Social, en mate-
ria de pago de cuotas en la continuación o incorporación
voluntaria en el régimen obligatorio de seguridad social y
de salud de las personas trabajadoras independientes, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

En el país, como en otras partes del mundo, una de las prin-
cipales preocupaciones de la población es el acceso a ser-
vicios de salud, y por ser considerado un derecho humano,
desde hace décadas existen adelantos en esa materia por lo
que, de forma global, se han llevado a cabo convenciones
y tratados internacionales en los que uno de los derechos

que se procuran poner en los acuerdos es precisamente el
derecho a la salud, la seguridad social y la dignidad huma-
na, entre otros.

El 10 de junio de 2011 fue publicada en el Diario Oficial
de la Federación una trascendental reforma de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, que modi-
ficó el texto de varios artículos a fin de incorporar al orden
jurídico el nuevo paradigma de los derechos humanos.1

Lo anterior, y en concordancia precisamente con los com-
promisos adquiridos por nuestro país en los instrumentos
convencionales internacionales, armonizó en principio la
ley fundamental y las leyes secundarias en la materia, for-
taleciendo y modernizando para obtener una nueva manera
de percibir de forma más contundente y clara la obligato-
riedad del Estado en la garantía a toda la población del ac-
ceso a los derechos humanos para todas y todos sin discri-
minación alguna.

Por su parte en los artículos 4o. y 123 constitucionales, se
señalan el derecho a la salud y a la seguridad social res-
pectivamente, por lo que están garantizados por la norma
suprema y forman parte de los derechos humanos recono-
cidos en diversos tratados, acuerdos y declaraciones inter-
nacionales con los que México comulga y forma parte.

Problemática por resolver

Otorgar un período de gracia mayor de dos a seis meses a
las personas trabajadoras independientes(señaladas en la
fracción I del artículo 13 de la Ley del Seguro Social) que
pierden el empleo y que estén bajo a) la continuación vo-
luntaria y a los que estén bajo b) el esquema de incorpo-
ración voluntaria en el régimen obligatorio del IMSS, pa-
ra el pago de cuotas al seguro Social, sin que se les
suspendan sus derechos a los servicios médicos ni se les dé
de baja ni al titular ni a familiares. Para ello habrá un com-
promiso de que paguen las cuotas de forma paulatina a par-
tir del séptimo mes.

Hoy, aunque hay la posibilidad de que una persona al perder
su empleo y que haya estado protegido por el IMSS o dejar
de prestar sus servicios a una entidad o dependencia para
aquellos que tuvieron ISSSTE; puedan continuar de forma
voluntaria en el régimen obligatorio, siempre y cuando se
cumplan algunas condiciones como haber trabajado 5 años y
haber cotizado una cantidad de semanas en el caso del IMSS,
así como que no hayan pasado cinco años a partir de la baja
del IMSS y sesenta días hábiles del ISSSTE.
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Sin embargo, para el caso del IMSS actualmente es causa
de baja y perderá sus derechos en materia de seguridad so-
cial la persona que trabaje de forma independiente que de-
je de pagar dos meses consecutivos las cuotas obrero pa-
tronales correspondientes.

Lo anterior es una situación que para muchas personas que
están bajo este esquema de seguridad social voluntaria, re-
presenta una dificultad por no decir un problema grave,
pues por múltiples factores se les podría complicar el cum-
plir con esta obligación(de hecho ya existen muchos casos)
entre los que se encuentran principalmente la pérdida o dis-
minución de la generación de ingresos producto de la acti-
vidad a la que de forma independiente se dedican; como lo
vimos en miles de casos en el período más agudo de la pan-
demia por Covid-19, en el que a muchas personas o les ba-
jaron las ventas de los bienes o servicios que producían o
perdieron las ventas por completo.

Lo anterior, se pudo percibir en múltiples áreas de la eco-
nomía y generación de bienes y/o servicios como la indus-
tria restaurantera o de alimentos, en los que el distancia-
miento social obligatorio, propició el cierre parcial o total
de estos negocios y por ejemplo: los que se dedicaban a ser
meseros, lavaplatos u otras actividades relacionadas con
este giro simplemente o lo perdieron todo o la mayor parte
de sus ingresos, incorporándose así al sector desempleado
afectado por esta circunstancia y por consiguiente la dis-
minución de sus expectativas de cumplir los compromisos
económicos que tenían de forma cotidiana.

La misma circunstancia se replicó en otros gremios o giros
de la economía como la de servicios al cliente, tiendas de
abarrotes o misceláneas, ventas por catálogo, asesores in-
mobiliarios, corredores o asesores de bienes raíces, cocinas
económicas, herrerías, carpinteros, artesanos, y demás tra-
bajadores no asalariados que de alguna forma tienen o tu-
vieron un autoempleo con el que generaron los ingresos
con los que sacaban a delante a sus familias día tras día.

Otra circunstancia que de forma casi irremediable se mate-
rializa en muchas zonas de nuestro país, es una ola cre-
ciente de inseguridad en la que por falta de garantías por
parte de los encargados de procurar los niveles de seguri-
dad que merece la sociedad, existe el fenómeno en el que a
los comerciantes o profesionales que deciden trabajar de
forma independiente, son extorsionados y amenazados por
la delincuencia organizada de tal manera que les cobran
parte de sus ingresos a cambio de una “supuesta protec-
ción” que en realidad se le conoce como “derecho de piso”,

situación que afecta gravemente a las finanzas de su nego-
cio y con ello se ven obligados a cambiarse de lugar o sim-
plemente cerrar y por lo tanto, pierden sus fuentes de tra-
bajo e ingresos por lo que se ven en la necesidad de iniciar
una vez más, con las adversidades que esto trae consigo.

Y así como lo relatado en los párrafos anteriores, hay múl-
tiples ejemplos por los que las personas que como dicta el
artículo 5o. constitucional, deciden dedicarse a algún ofi-
cio o profesión lícitos, son afectadas de forma grave en sus
medios de conseguir el sustento para vivir y para cumplir
con los compromisos y gastos que previamente hayan ad-
quirido, entre los que se encuentran: los pagos a cuotas de
seguridad social como seguros de retiro y servicios médi-
cos y entre otros gastos, las rentas, alimentación, vestido y
calzado.

Ahora bien, en nuestro país que es un país con muchos ma-
tices, en los que su población de más de 126 millones de
personas, a diario conforman una dinámica social comple-
ja, se demanda la solución a una cantidad también monu-
mental de necesidades, dentro de las que destacan aquellas
relacionadas con el acceso al bienestar de las personas y a
su vez, esto está conformado por las necesidades de satis-
facer todo lo referente a la seguridad social y el manteni-
miento y conservación de la salud.

Dentro de la atención a estas necesidades, está lo que
desde el Estado se hace para satisfacer y para atender
precisamente el tema de la salud de la población y el ac-
ceso a los servicios necesarios con el afán de llegar a la
mayor cantidad de población posible a lo largo y ancho
del país por medio del Sistema Nacional de Salud Públi-
ca, que actualmente se compone de la Secretaría de Sa-
lud federal y los Servicios Estatales de Salud y, por otro
lado, de los servicios médicos de los institutos de seguri-
dad social como el Instituto Mexicano del Seguro Social
(IMSS) y el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado (ISSSTE). Así como los
centros de especialidades, clínicas rurales, centros de sa-
lud, entre otros.

Por otro lado, es necesario decir que el gobierno Federal por
medio del IMSS, actualmente tiene un programa denomina-
do “Prueba piloto para la incorporación voluntaria de perso-
nas trabajadoras independientes”, lo cual confiere la protec-
ción integral de los cinco seguros del Régimen obligatorio.

Sin embargo, existen disposiciones normativas en el marco
jurídico de México que en su momento, fueron concebidos
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por el poder legislativo y se aprobaron porque cumplían los
objetivos que en ese tiempo consideraron pertinentes sin
que se analizaran los posibles escenarios o supuestos que
en un futuro pudieran presentar algún obstáculo para la ciu-
dadanía respecto al derecho al acceso a la salud y seguri-
dad social de las personas trabajadoras independientes
de forma asequible, sobre todo, para el sector poblacional
que no tienen una cobertura de seguridad social por alguna
institución del Estado, situación que pone en desventaja a
esta porción de la ciudadanía pues sabemos que el desem-
pleo es una constante que abruma a la población que se en-
cuentra en la condición etaria económicamente activa y
que por sus propios medios procura generar su propio em-
pleo y contribuir al desarrollo económico formal.

Los anterior se asevera, pues claramente en los artículos
220 (para el caso de la continuación) y 231 (para el de in-
corporación) de la Ley del Seguro Social se establecen las
disposiciones por las que se perderían los derechos tanto
para las personas que de forma voluntaria e independiente
deciden “continuar” o “incorporarse” voluntariamente al
régimen obligatorio de seguridad social del IMSS, como se
ilustra enseguida:

Artículo 220. La continuación voluntaria del régimen
obligatorio termina por

I. Declaración expresa firmada por el asegurado;

II. Dejar de pagar las cuotas durante dos meses, y

III. Ser dado de alta nuevamente en el régimen obliga-
torio, en los términos del artículo 12 de esta ley.

El asegurado podrá solicitar por escrito su reingreso al
régimen obligatorio del seguro social a través de la con-
tinuación voluntaria, cuando hubiese causado baja por
la falta de pago de las cuotas de dos meses consecutivos.
La solicitud deberá formularse dentro de los doce meses
siguientes a la fecha de su baja en la continuación 
voluntaria.

[…]

Artículo 231. La incorporación voluntaria al régimen
obligatorio termina:

I. Para los sujetos a que se refieren las fracciones I, III,
IV y V del artículo 13 de esta Ley por:

a) Declaración expresa firmada por el sujeto o grupo de
asegurados, y

b) No pagar la cuota;

II. Se deroga.

En ambos artículos se establece que una de las causas de
terminación tanto para la “continuación” como para la “in-
corporación voluntaria al régimen obligatorio es “dejar de
pagar la cuota, siendo más específico en el artículo 220
(fracción II), donde se establece un periodo de dos meses
consecutivos.

Sin embargo, el beneficio que se busca en la presente pro-
puesta, si se consideran a los dos supuestos: a las y los que de
forma independiente deciden continuar de forma voluntaria en
el régimen obligatorio y a las y los ciudadanos que deciden
incorporarse de forma voluntaria al régimen obligatorio de la
seguridad social del IMSS.

El periódico El Economista, en la versión digital del 20
de octubre de 2022, publicó el artículo “Crece afiliación
de empleo independiente en IMSS”, donde detalló lo 
siguiente:

El Inegi ha informado que 23 por ciento de la población
ocupada, alrededor de 12.9 millones de personas, están
considerado como trabajadores independientes por cuenta
propia. De ellos, 39 por ciento corresponde a mujeres y 61
a hombres.2

El programa piloto de afiliación de trabajadores indepen-
dientes al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), el
cual inició en enero 2021 y en marzo de aquel año tenía un
registro de 204 personas, llegó a octubre de 2022 a 46,923
afiliados, que representa apenas 0.9 por ciento de los tra-
bajadores que se encuentran en esta situación.2

De acuerdo con la ponencia “¿Qué avances y qué opor-
tunidades ve el IMSS para seguir formalizando el em-
pleo?”, Luis Gerardo Magaña, titular de la Unidad de In-
corporación al Seguro Social, dijo que una posibilidad es la
“Prueba piloto: Incorporación para Personas Trabajadoras
Independientes”, que tiene como finalidad ampliar la base
de trabajadores con seguridad social.2

“De esos casi 13 millones de trabajadores, sólo 0.1 por
ciento cuenta con un esquema de cobertura de seguridad
social; y se emplean básicamente en los sectores agro-
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pecuario; construcción, industria manufacturera, comer-
cio y servicios, por lo que la propuesta de afiliación pa-
ra los trabajadores independientes ha sido un éxito, a
pesar de la poca difusión que se ha podido dar”, refirió
Magaña.2

Al participar en el Foro de la Asociación Mexicana de
Empresas de Capital Humano, el funcionario del
IMSS resaltó que “no existe ningún otro esquema que
permita dar aseguramiento a la persona titular y a su
grupo familiar; así como la cobertura de 5 de ramos de
seguros. Es un esquema muy completo”.2

Los periodos de aseguramiento van desde mensuales, tri-
mestrales o anuales; “este esquema está pensado para que
se realice el pago previo a la entrada en vigor, y el salario
que se puede reportar va desde el salario mínimo y hasta 25
UMAS, o puede ser el promedio de los últimos seis meses
de ingresos”.

Luis Gerardo Magaña dijo que hasta septiembre de 2022,
se han afiliado 46,923 personas trabajadoras independien-
tes, mismas que estarán vigentes durante el mes de octubre
2022, con un salario promedio diario de 251 pesos; de los
cuales 60% de las personas trabajadoras independientes
son hombres y 23% se ubica en la Ciudad de México, Nue-
vo León y Estado de México.

Añadió que entre agosto y septiembre de 2022, se mantu-
vieron 38 mil 852 asegurados (91 por ciento), es decir, han
estado vigentes en ambos periodos. Para septiembre se die-
ron 8 mil 71 altas y 3 mil 772 bajas.

“Hemos visto que hay mucha transición laboral, las personas
pasan de mercados formales o informales, y es posible que
mantengan sus períodos cotizados, ya que pueden volver a
generar derechos para acceder a una pensión”, detalló.

De las 46 mil 923 personas trabajadoras independien-
tes, 4 mil 256 (9.1 por ciento) no contaban con historial la-
boral previo; es decir, significa su primera afiliación al ins-
tituto.

En tanto, 42,667 sí contaban con historial laboral previo en
algún momento en el IMSS y, en promedio, cuentan con
366 semanas de cotización.

En ese orden de ideas, es muy necesario hacer notar la im-
portancia de incentivar al sector de trabajadoras y trabaja-
dores independientes para que cada día se vaya incremen-

tando esa base que significaría un sustento mayor para las
finanzas del IMSS, pues se entiende que este Instituto vive
de las cuotas, con medidas que respondan a la realidad de
la problemática como lo es períodos de gracia mayores en
los que las personas tengan la oportunidad de encontrar un
nuevo empleo o los medios por los que consigan los recur-
sos para solventar el compromiso del pago de cuotas para
evitar ser dados de baja en los servicios que el IMSS les
provee y que ya hemos mencionado antes.

La seguridad social en el sistema jurídico mexicano e
instrumentos internacionales3

En México, la seguridad social encuentra su fundamento
en el artículo 123, Apartado A, fracción XXIX, donde se
establece que la Ley del Seguro Social es de utilidad pú-
blica y que comprende diversos seguros. De la literalidad
del texto se aprecia que, en principio, la seguridad social no
se encuentra condicionada o dirigida a un sector determi-
nado de trabajadores, mucho menos restringida, pues se se-
ñala para todos los trabajadores, incluso se hace extensiva
a sus familias.3

Por otro lado, en las fracciones XI y XIV del apartado B se
establecen las bases mínimas de la seguridad social para
los trabajadores al servicio del Estado, mismas que de for-
ma específica se detallan en la fracción XI, y que com-
prende la protección contra accidentes y enfermedades
profesionales, no profesionales, maternidad, jubilación, in-
validez, vejez, muerte, asistencia médica, medicinas, habi-
taciones, licencias, centros para vacaciones, de recupera-
ción y tiendas económicas, tanto para los trabajadores
como para sus familias. Mientras que la fracción XIV se-
ñala la garantía de seguridad social para los trabajadores de
confianza.

La Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, Reglamentaria del Artículo
123, Apartado B, establece en el artículo 3o que son de ca-
rácter obligatorio los seguros de salud (que comprende
atención médica preventiva, atención médica curativa y de
maternidad, y rehabilitación física y mental); de riesgos de
trabajo; de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, y de
invalidez y vida.

No obstante la normativa de carácter federal, los trabaja-
dores de las entidades federativas, municipios, organismos
descentralizados, entre otros, en materia de seguridad so-
cial, se encuentran sujetos a las disposiciones previstas en
las leyes específicas en cada entidad, además de las que re-
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gulan regímenes burocráticos especiales, como fuerzas ar-
madas, policías, entre otros; sin embargo, representa una
obligación para el Estado la prestación de este servicio, por
tratarse de un derecho social.3

En el ámbito internacional, los derechos sociales son con-
siderados cada vez con más fuerza en el conjunto de trata-
dos y convenciones que trascienden, incluso, a su derecho
interno. El Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales3 establece en el artículo 9o. que los
Estados miembros tienen la obligación de garantizar a
toda persona el derecho a la seguridad social a fin de
proteger su dignidad humana, pues contribuye a la super-
vivencia de aquélla como de sus familias, al desarrollo per-
sonal, a la realización plena, a la integración social y cul-
tural.

El artículo 22 de la Declaración Universal de los Derechos
Humanos establece que toda persona tiene derecho a la se-
guridad social y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y
la cooperación internacional, la satisfacción de los dere-
chos económicos, sociales y culturales. Ello significa que
en cada Estado deben adoptarse las medidas necesarias pa-
ra que el servicio público de la seguridad a su cargo cum-
pla las necesidades mínimas de la población, y, para el ca-
so de ser insuficientes o implementar nuevos planes y
programas, se debe contemplar la posibilidad de adoptar
convenios, tratados o acuerdos regionales e internacionales
para hacer efectivo este derecho.

El Convenio 102 de la Organización Internacional del Tra-
bajo, sobre la seguridad social (norma mínima), insta a los
Estados para que al momento de ratificar el convenio ga-
ranticen por lo menos tres de las nueve ramas de prestacio-
nes (asistencia médica de carácter preventivo o curativo;
las prestaciones monetarias de enfermedad; por desem-
pleo; de vejez; en caso de accidente de trabajo y enferme-
dad profesional; prestaciones familiares; de maternidad;
invalidez, y de sobrevivientes), y, posteriormente, observar
las obligaciones derivadas de otras ramas, a fin de cumplir
con los propósitos del convenio y lograr el desarrollo pro-
gresivo de la protección que brinda a las personas.3

La necesidad de contar con facilidades que hagan ase-
quible el acceso al derecho a la seguridad social de la
personas trabajadoras independientes:

Como es sabido y casi por sentido común y supervivencia,
el ser humano siempre buscará acceder, conservar y en de-
terminado momento incrementar sus beneficios y los de su

familia, y más aún cuando se trata de beneficios relaciona-
dos con el concepto de seguridad en toda la extensión de la
palabra pues este concepto implica en un momento dado la
conservación de su propia vida y bienestar, razón por la
que siempre será entendible que la progresión de los dere-
chos son una aspiración lógica y natural de toda la socie-
dad de un país.

Por naturaleza, los seres humanos (como se mencionó)
procuran su bienestar y, por tanto, cumplir las reglas que
ayuden a conseguir ese fin, por lo que sí se acostumbra a
cumplir, buscarán seguir con ese patrón de comportamien-
to. Por lo que se considera que, si se incentiva esa costum-
bre o hábito, se obtendrán buenos resultados. Y para que
eso suceda, se piensa que se les debe apoyar con mecanis-
mos que no impliquen obstáculos como pudiera ser el he-
cho de disminuir las presiones sobre todo del factor tiem-
po, es decir que, si una persona cumplida se le da u otorgan
periodos de gracia un poco más amplios, eso contribuiría a
que la persona busque conseguir lo más pronto posible los
ingresos que le permitan cumplir en tiempo y forma sus
compromisos tributarios en este caso las cuotas obrero-pa-
tronales.

Por lo anterior, se propone ampliar el periodo del pago de
cuotas de 2 meses a 6 meses, con el fin de que la persona
tenga el tiempo suficiente para conseguir un empleo o los
ingresos y recursos necesarios que le permitan permanecer
en el régimen voluntario de seguridad social obligatorio.

Esta iniciativa se desarrolló a fin de asegurar el cumpli-
miento de lo que establece la Carta Magna en materia del
derecho a la salud y a la seguridad social de las personas
trabajadoras independientes, para que tengan protegidos
sus derechos a la seguridad social otorgándoles las facili-
dades amplias y necesarias de mantener esos derechos y
puedan continuar de manera voluntaria en el régimen obli-
gatorio incorporándose o continuando con las aportaciones
que permitan seguir acumulando semanas de cotización y
sus beneficios como el derecho a los seguros señalados en
la ley.

Por eso se propone la reforma de la fracción II del primer
párrafo y del segundo del artículo 220, así como la adición
del inciso b) Bis a la fracción I del artículo 231 de la Ley
del Seguro Social.

A continuación se presenta el cuadro comparativo corres-
pondiente, con fines de claridad para el proceso de revisión
a que haya lugar:
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Por lo motivado y fundado, someto a consideración de es-
ta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley del Seguro Social, en materia de
pago de cuotas en la continuación o incorporación vo-
luntaria en el régimen obligatorio de seguridad social y
de salud de las personas trabajadoras independientes

Único. Se reforman la fracción II del primer párrafo y el
segundo párrafo del artículo 220, y se adiciona el inciso b)
Bis a la fracción I del artículo 231 de la Ley del Seguro So-
cial, para quedar como sigue:

Artículo 220. La continuación voluntaria del régimen obli-
gatorio termina por

I. …

II. Dejar de pagar las cuotas durante seis meses; y

III. …

El asegurado podrá solicitar por escrito su reingreso al ré-
gimen obligatorio del seguro social a través de la continua-
ción voluntaria, cuando hubiese causado baja por la falta
de pago de las cuotas de seis meses consecutivos. La soli-
citud deberá formularse dentro de los doce meses siguien-
tes a la fecha de su baja en la continuación voluntaria

Artículo 231. La incorporación voluntaria al régimen obli-
gatorio termina

I. …

a) y b) …

b) Bis A excepción de los trabajadores considera-
dos como independientes que prevé el artículo 13
fracción I, gozarán de un período de gracia de
seis meses para el pago de las cuotas vencidas,
mismas que para seguir en el régimen del presen-
te capítulo, deberán ser pagadas de forma paula-
tina en los seis meses siguientes para restituir el
pago correspondiente y así poner al corriente sus
anualidades. De lo contrario se aplicará de forma
inmediata la baja al presente régimen. Lo ante-
rior, sin menoscabo de lo que establece el artícu-
lo 226 de la presente ley.

II. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Instituto Mexicano del Seguro Social deberá
realizar las adecuaciones correspondientes a su normativa
interna en un periodo que no exceda de 90 días naturales,
contados a partir de la publicación del presente decreto.

Notas

1 https://www.poderjudicialmichoacan.gob.mx/web/noticias/nota.aspx
?id=64

2 https://www.eleconomista.com.mx/empresas/Afiliacion-de-trabaja-
dores-independientes-en-el-IMSS-suma-a-46923-personas-en-dos-
anos-20221020-0066.html
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3 http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1870-
46702019000200117

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputada
Bennelly Jocabeth Hernández Ruedas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para 
dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma el artículo 331 Bis de la Ley Fede-
ral del Trabajo, suscrita por la diputada Joanna Alejandra
Felipe Torres y diputados integrantes del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional.

La que suscribe, Joanna Alejandra Felipe Torres, dipu-
tada integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LXV Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1; 77, numeral 1
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración del pleno de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el
artículo 331 Bis de la Ley Federal del Trabajo en mate-
ria de la protección de las personas trabajadoras do-
mésticas mayores de 15 años y menores de 18, al tenor
de la siguiente:

Exposición de Motivos

El Convenio 189 de la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT), sobre el Trabajo Decente para las Trabajadoras
y los Trabajadores Domésticos, suscrito por el Estado me-
xicano en 2011 y ratificado hasta el año 2020, define al
“trabajo doméstico” como aquél que es realizado en un ho-
gar u hogares y “trabajador doméstico” como toda persona
que realiza trabajo doméstico en el marco de una relación
de trabajo.

La Ley Federal del Trabajo regula al trabajo doméstico en
el Capítulo XIII y define a los trabajadores domésticos co-
mo aquellos que “prestan los servicios de aseo, asistencia
y demás propios o inherentes al hogar de una persona o fa-
milia” (artículo 331).

Es importante hacer una distinción que no aplica en todos
los organismos internacionales o se aplica de maneras di-
versas, esto es, la referida entre el “trabajo doméstico in-
fantil” y el “trabajo infantil en el trabajo doméstico.” De
acuerdo con la Organización Internacional del Trabajo: 

“Trabajo doméstico infantil” hace referencia de manera ge-
neral al trabajo realizado por niños (es decir, personas me-
nores de 18 años) en el sector del trabajo doméstico, con o
sin remuneración, en hogares de terceros o empleadores.
Este concepto general engloba tanto situaciones permitidas
como situaciones no permitidas (a erradicar), [mientras el]
“Trabajo infantil en el trabajo doméstico” hace referencia
al trabajo doméstico realizado por niños que no han alcan-
zado la edad mínima aplicable (en el caso de trabajos lige-
ros, formas de trabajo no peligroso a tiempo completo y de
trabajos peligrosos, respectivamente) o en una situación
análoga a la esclavitud.1

Acotando el ámbito de esta iniciativa, éste es el del “tra-
bajo doméstico”, tal y como es definido por la Ley Fede-
ral del Trabajo, realizado por menores de 18 años y ma-
yores de 15, considerándose ésta última la edad mínima
para trabajar.

Al cuarto trimestre de 2022 y, de acuerdo a la Encuesta
Nacional de Ocupación y Empleo (Inegi), había en Mé-
xico más de 84 mil menores dedicados al trabajo domés-
tico, una cifra, sin embargo, que debe considerarse muy
por debajo de la realidad, ya que es un sector de difícil
cuantificación:2

Una de las modalidades de trabajo infantil peligroso más
difícil de alcanzar por la inspección es el trabajo domésti-
co infantil: con frecuencia oculto, naturalizado por los mo-
delos sociales y culturales vigentes y percibido de manera
positiva, como parte del “aprendizaje” de las niñas para la
edad adulta y el matrimonio. 

De hecho, de acuerdo con el Fondo de las Naciones Unidas
para la Infancia (Unicef, por sus silgas en inglés), el de los
trabajadores domésticos infantiles representa el grupo más
numeroso de trabajadores infantiles en el mundo.3

Tomando la cifra de la ENOE, de esos 84 mil 113 menores
trabajadores domésticos, 76 mil 756 son mujeres, lo que re-
presenta el 91 por ciento. Esto suma aún más al fenómeno
de la invisibilidad del trabajo doméstico infantil, pues, co-
mo señala Unicef: 
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La ‘invisibilidad’ de los trabajadores domésticos también
se debe a que la mayoría son niñas. La realización del tra-
bajo doméstico en un hogar distinto del suyo se considera
una mera extensión de sus tareas, perdiéndose el concepto
de empleo. En muchos sistemas de valores el trabajo de las
niñas y de las mujeres sigue siendo subestimado económi-
camente... simplemente porque son niñas y mujeres quie-
nes lo realizan.4

Tanto los adolescentes hombres como, especialmente, las
adolescentes mujeres están expuestos a distintos riesgos en
las labores domésticas, y es materia de esta iniciativa aque-
llos que se refieren a los que surgen de la cohabitación con
los empleadores en el hogar donde se realizan las labores.

Así, la OIT identifica algunos de los riesgos más comunes
que las niñas, niños y adolescentes enfrentan en el trabajo
doméstico:

-Jornadas laborales largas y agotadoras; 

-E uso de químicos tóxicos;

-El transporte de cargas pesadas; 

-La manipulación de objetos peligrosos; 

-Alimentación y alojamiento insuficientes o inadecua-
dos; 

-El trato humillante o degradante, incluyendo violencia
física o verbal y el abuso sexual.5

Al respecto, la Encuesta Nacional de Trabajo Infantil (EN-
TI) 2019 señala como trabajo peligroso aquel en el que los
menores están expuestos a abusos de orden físico, psicoló-
gico o sexual; se realizan bajo tierra o agua, en alturas pe-
ligrosas o espacios cerrados; se utiliza maquinaria, equipos
o herramientas peligrosas; se realiza en medios insalubres;
con temperaturas, ruido o vibraciones perjudiciales; se da
en horarios prolongados o nocturnos, o son trabajos que re-
tienen injustificadamente a la niña o niño.6

Los riesgos que plantea el trabajo doméstico infantil per-
mitido, deben evaluarse más allá de los riesgos que enfren-
ta cualquier persona sin importar su edad, porque deben ser
vistos en el contexto de la privación de derechos específi-
cos y propios a su condición, en función de la protección
del interés superior de la niñez, como:7

-Acceso a la educación 

-Acceso a la atención médica

-Derecho al descanso y el tiempo libre

-Derecho a jugar y a las actividades recreativas

-Derecho a recibir cuidados 

-Derecho a tener contacto regular con padres y amigos.

Según la Unicef, muchos estudios destacan que todo lo que
le ocurre al trabajador doméstico infantil “depende de los
antojos del empleador”. Cuando el trabajador vive en casa
del patrón, el empleador ejerce un control total sobre las
condiciones de vida y de trabajo del trabajador doméstico
infantil, así como sobre su salud y su bienestar. Máxime
cuando, aproximadamente el 90 por ciento de los trabaja-
dores domésticos infantiles son niñas, y su desprotección
en el hogar las vuelve particularmente vulnerables ante el
abuso sexual.8

Para efectos de esta iniciativa, es fundamental tomar en
consideración, siguiendo a lo señalado por el Unicef y la
OIT, que “los riesgos aumentan cuando el niño vive en el
domicilio del empleador.”9 Esto se debe al hecho de que si
las y los adolescentes viven en el domicilio de sus emplea-
dores, se limitan sus posibilidades de ir a la escuela, de te-
ner periodos de descanso, tiempo libre, actividades recrea-
tivas o deportivas, a recibir cuidados y a tener un contacto
regular y estrecho con sus familiares, amigos y personas de
otros vínculos y entornos sociales. Aunado a ello, debe
considerarse que, en tales circunstancias, el riesgo de sufrir
abusos de orden físico, psicológico o sexual, aumenta sig-
nificativamente.

De acuerdo con el artículo 32 de la Convención sobre los
Derechos del Niño, los Estados Partes reconocen el dere-
cho del niño a estar protegido contra la explotación econó-
mica y contra el desempeño de cualquier trabajo que pue-
da ser peligroso o entorpecer su educación, o que sea
nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, es-
piritual, moral o social, por lo que deben adoptar medidas
legislativas, administrativas, sociales y educacionales para
garantizar este derecho, entre las que se encuentra la regla-
mentación apropiada de los horarios y condiciones de tra-
bajo. Artículo que, relacionado con el contenido del artícu-
lo 34 de la misma Convención, el cual señala que los
Estados Partes se encuentran obligados a proteger al niño
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contra todas las formas de explotación y abuso sexuales,
constriñe a los Estados a tomar medidas para proteger a las
niñas, niños y adolescentes, de cualquier condición laboral
que implique un riesgo en cualquiera de las dimensiones de
su vida.

De este modo, resulta necesario contar con medidas legis-
lativas que restrinjan la relación entre el patrón y el traba-
jador a una relación exclusivamente laboral, siguiendo los
términos establecidos en el artículo 25 de la Ley Federal
del Trabajo, relativos a la duración de la jornada laboral,
excluyendo, para el caso de los menores de 18 y mayores
de 15 años, la posibilidad de pernoctar en el domicilio.

Así, por lo anterior expuesto, se propone adicionar un pá-
rrafo segundo al artículo 331 Bis de la Ley Federal del
Trabajo, en materia de la protección de las personas tra-
bajadoras domésticas mayores de 15 años y menores de
18, tomando como base el siguiente cuadro comparativo:

Por lo anteriormente expuesto, la suscrita, integrante de la
LXV Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a la consideración de esta Honorable
Asamblea, la siguiente Iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 331 Bis de la
Ley Federal del Trabajo en materia de la protección de
las personas trabajadoras domésticas mayores de 15
años y menores de 18

Artículo Único. Se reforma el tercer párrafo al Artículo
331 Bis de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como
sigue: 

Artículo 331 Bis. …

…

Queda prohibido a las y los trabajadores domésticos
mayores de 15 años y menores de 18 años habitar en el
hogar donde prestan sus servicios. 

…

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan al presente Decreto. 

Notas

1 Organización Internacional del Trabajo, “Trabajo infantil y trabajo
doméstico” 

(https://www.ilo.org/ipec/areas/Childdomesticlabour/lang—es/in-
dex.htm)

2 Organización Internacional del Trabajo, “Análisis del Proceso de
Elaboración y Aplicación en América Latina y el Caribe de los Lista-
dos de Trabajo Peligroso”, p.24.

3 Unicef. Trabajo Doméstico Infantil, Innocenti Digest.

4 Ibid

5 Para una lista detallada de los peligros y consecuencias negativas
asociados a las tareas que comúnmente realizan los niños trabajadores
domésticos, ver OIT, “Guía Práctica para erradicar el trabajo infantil y
proteger a los trabajadores jóvenes en el trabajo doméstico”, OIT,
2017, p.150.
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6 Inegi. Estadísticas a propósito del día mundial contra el trabajo in-
fantil. Datos nacionales. 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2021/EAPTrabInf_21.pdf

7 Ver Convención sobre los Derechos del Niño y Artículo 13 de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

8 Unicef. Op. Cit.

9 Organización Internacional del Trabajo, “Análisis del Proceso de
Elaboración y Aplicación en América Latina y el Caribe de los Lista-
dos de Trabajo Peligroso”, Loc. cit.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputada
Joanna Alejandra Felipe Torres (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 3o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Carlos López Guadarrama, del Grupo Parlamen-
tario de Morena.

El suscrito, diputado federal Carlos López Guadarrama, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena de la LXV
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, somete a consideración de esta
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el párrafo cuarto del artículo 3 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

Durante los últimos 20 años el cambio climático a modifi-
cado el día a día de la humanidad, estamos viviendo suce-
sos históricos en la historia de la humanidad de los cuales

no imaginábamos que viviríamos, o bien, que seriamos tes-
tigos, por primera vez en la Cámara de Diputados se creó
una Comisión Ordinaria que lleva por nombre Cambio Cli-
mático y Sostenibilidad, cuya función es la armonización
de nuestras leyes a la Agenda 2030 de la Organización de
las Naciones Unidas. 

En septiembre de 2015 los ciento noventa y tres países
miembros de la Organización de las Naciones Unidas
(ONU) adoptaron por unanimidad la Agenda 2030 para el
Desarrollo Sostenible, un nuevo paradigma de desarrollo
global que plantea una estrategia para alcanzar las princi-
pales aspiraciones de la humanidad en torno a la preserva-
ción del medio ambiente, el bienestar social y el desarrollo
económico incluyente.

Tras su adopción como un compromiso de Estado, México ha
efectuado una serie de acciones contundentes para conformar
una robusta arquitectura institucional que permita la suma de
esfuerzos de los tres ámbitos de gobierno; en coordinación
con otros sectores relevantes de la sociedad, como la acade-
mia, la sociedad civil organizada y la iniciativa privada para
hacer del desarrollo sostenible una realidad en todo el territo-
rio nacional. El Poder Legislativo del Estado mexicano ha
hecho lo propio. En el caso del Senado de la República, en ju-
lio de 2016 se creó un Grupo de Trabajo para el Seguimien-
to a la Implementación de la Agenda 2030, el cual fue ratifi-
cado por la Mesa Directiva de la LXIV Legislatura el 6 de
noviembre de 2018 y después elevado a rango de Comisión
Especial en febrero de 2020.

Por lo que toca a la Cámara de Diputados, existe el antece-
dente de que, en noviembre de 2016, durante la LXIII Le-
gislatura, la Comisión de Relaciones Exteriores propuso la
creación de un Grupo de Trabajo interdisciplinario que die-
ra seguimiento a la Agenda de Desarrollo Sostenible 2030.

Por mi experiencia como docente, es de suma importancia
elevar a rango constitucional que, en las escuelas de nues-
tro país, se impartan clases que ayuden a la concientización
de nuestros jóvenes, para el respeto a los seres vivos no hu-
manos, y la importancia de cuidar nuestros recursos natu-
rales, la función que tienen para la preservación del medio
ambiente, y equilibrio de nuestro planeta. 

La siguiente estadística de la Organización para la Coope-
ración y Desarrollo Económicos (OCDE) refleja los espa-
cios, y lugares donde existe mayor información de la po-
blación respecto a las problemáticas ambientales de
nuestro planeta, y nación. 
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La educación ambiental y la conciencia ambiental nos ayu-
da a darnos cuenta de que cada acción que realizamos en
nuestra vida cotidiana tiene una repercusión por el medio
ambiente, y lo protege con el fin de conservarlo y de ga-
rantizar su equilibrio presente y futuro. Porque, argumenta,
de todos los desafíos ambientales que México tiene por de-
lante hay uno que es vital para impulsar los demás: dismi-
nuir la apatía de los ciudadanos respecto de la crítica situa-
ción del medio ambiente, en especial de aquellos que viven
en las ciudades. Estas expresiones nos orientan sobre la
amplitud del concepto conciencia ambiental que alude al
entendimiento, la comprensión y el amor a la naturaleza, al
planeta, a la vida misma en todas sus formas.

Al igual que otras naciones, en México resonó el llamado
a promover la responsabilidad ambiental de la población y
evitar colocarnos en situaciones individuales o colectivas
de vulnerabilidad; estar atentos al manejar adecuadamente
ciertos productos que por su persistencia en el ambiente,
explosividad, solubilidad o características de biodegrada-
ción alteran las condiciones normales de suelos, agua, tie-
rra o aire y nos dejan expuestos a consecuencias catastrófi-
cas de variadas dimensiones.

Hoy, en medio de una pandemia que persiste, la naturaleza
parece decir ¡basta! Basta a la depredación que los seres
humanos, unos más otros menos, generamos con nuestros
hábitos de vida, y nos presenta en 2021 una brutal sequía,
incendios forestales de grandes proporciones, lluvias atípi-
cas e inundaciones, entre otras muestras de su poder.

El comité español del Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para Refugiados (ACNUR) considera que la defo-
restación, la contaminación del aire y del agua y el calen-
tamiento global, por ejemplo, son consecuencia del estilo
de vida que impera en nuestra sociedad.

Así, agrega el organismo, la educación ambiental y la con-
ciencia ambiental nos ayuda a darnos cuenta de que cada

acción que realizamos en nuestra vida cotidiana tiene una
repercusión en el medioambiente. El medio de transporte
que utilizamos para ir a trabajar, el uso de bolsas de plásti-
co, el tipo de energía que consumimos, todo influye, y su-
giere fomentar la conciencia ambiental desde la escuela,
mediante ejercicios de educación ambiental para los más
pequeños, y a través de iniciativas de sensibilización sobre
las consecuencias que pueden tener nuestras acciones en el
medioambiente.

Recomienda actividades escolares como la clasificación de
residuos sólidos para tirar cada cosa en el contenedor que
le corresponde; reutilizar materiales y visitar parques natu-
rales para observar a los animales en su hábitat natural, lo
cual ayuda a entender por qué es esencial proteger los re-
cursos naturales, despiertan la conciencia ambiental desde
la infancia y da lugar a generaciones más respetuosas con
la naturaleza y su entorno.

En efecto, la educación ambiental es un detonante de con-
ciencia ambiental. El Centro de Educación y Capacitación
para el Desarrollo Sustentable (Cecadesu) sostiene que “la
educación ambiental debe impartirse a personas de todas
las edades, en todos los niveles y modalidades educativas,
con la finalidad de que estas comprendan la naturaleza
compleja del medio ambiente resultante de la interacción
de sus aspectos biológicos, físicos, sociales y culturales.

En este sentido, añade Cecadesu, la educación ambiental
concierne a toda la sociedad y debe dirigirse a todos los
miembros de la colectividad según modalidades que res-
pondan a las necesidades, intereses y móviles de los dife-
rentes grupos de edad y categorías socioprofesionales. Co-
mo debe ser permanente y estar abierta a todos, conviene
establecerla en todos los niveles educativos, tanto escolares
como extraescolares.”

También las académicas del Instituto de Geología (IGL) de
la UNAM Christina Siebe y Ana Cecilia Lopera consideran
que la mejor manera de contrarrestar la contaminación de
los suelos, el aire y el agua, y con ello el cambio climático,
es la educación ambiental. Las acciones que se tomen al
respecto sólo tendrán éxito si empiezan en el ámbito local:
la casa y la escuela, porque si se logra crear conciencia en
los niños, cuando sean adultos reconocerán y aceptarán la
importancia de mantener nuestro entorno.

Siebe, del grupo de trabajo Suelo y Ambiente, del IGL, re-
saltó que la gente comienza a ser receptiva en ciertos temas
ambientales; sin embargo, son pocos los sectores que han
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mostrado sensibilidad. “Como país, aún nos falta mucho
por hacer”.

Expone que la educación ambiental es indispensable para
entender la importancia de modificar nuestros hábitos de
consumo, conservar los recursos finitos, cuidar a las espe-
cies en peligro de extinción y lograr una mejor conviven-
cia con el medio ambiente, para que las futuras generacio-
nes también lo disfruten.

Lopera, integrante del Laboratorio de Edafología Am-
biental del IGL, indicó que gran parte de la sociedad tie-
ne la idea de que el manejo de residuos urbanos o el cui-
dado del agua y el ambiente son problemas “de otras
personas o del gobierno, pero nosotros mismos debemos
implementar acciones sencillas, como depositar la basu-
ra en el lugar correcto”.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados se somete a consideración del Honorable Con-
greso de la Unión el siguiente proyecto de

Decreto

Por el que se reforma el párrafo cuarto del artículo 3 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. - Se reforma el párrafo cuarto del artículo 3 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 3o. Toda persona tiene derecho a la educación. El
Estado –federación, estados, Ciudad de México y munici-
pios– impartirá y garantizará la educación inicial, preesco-
lar, primaria, secundaria, media superior y superior. La
educación inicial, preescolar, primaria y secundaria, con-
forman la educación básica; ésta y la media superior serán
obligatorias, la educación superior lo será en términos de la
fracción X del presente artículo. La educación inicial es un
derecho de la niñez y será responsabilidad del Estado con-
cientizar sobre su importancia.

Corresponde al Estado la rectoría de la educación, la im-
partida por éste, además de obligatoria, será universal, in-
clusiva, pública, gratuita y laica.

Párrafo tercero. Se deroga.

La educación se basará en el respeto irrestricto de la digni-
dad de las personas, con un enfoque de derechos humanos
y de igualdad sustantiva. Tenderá a desarrollar armónica-
mente todas las facultades del ser humano y fomentará en
él, a la vez, el amor a la patria, el respeto a todos los dere-
chos, las libertades, la cultura de paz y la conciencia de la
solidaridad internacional, en la independencia y en la justi-
cia; promoverá la honestidad, los valores y la mejora con-
tinua del proceso de enseñanza aprendizaje; se impartirá
la educación ambiental, conciencia ambiental y el irres-
tricto respeto a la dignidad de los seres vivos no huma-
nos con el objeto de preservar la biodiversidad de nues-
tro planeta, y revertir los fenómenos naturales causados
por el cambio climático.

Transitorio

Único. - El presente decreto entrara en vigor el día siguiente al de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1. Antecedentes: “Estrategia Legislativa para la Agenda 2030” Consul-
tado en: 
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https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/573730/Estrate-
gia_Legislativa_para_la_Agenda_2030_VF_comp.pdf

2. OCDE mejores políticas para una mejor vida “64.8% de la educa-
ción ambiental en México se imparte en escuelas “Fuente: 

https://www.oecd.org/espanol/648delaeducacionambientalenmexi-
coseimparteenescuelas

3. Día de la Conciencia Ambiental 2021. “Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales”. Fuente: 

https://www.gob.mx/semarnat/es/articulos/dia-de-la-conciencia-
ambiental-2021?idiom=es 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputado
Carlos López Guadarrama (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen, y a la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, para opinión.

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PER-
SONALES EN POSESIÓN DE LOS PARTICULARES

«Iniciativa que reforma los artículos 17 y 22 de la Ley Fe-
deral de Protección de Datos Personales en Posesión de los
Particulares, para acceso directo a través de la aplicación
digital, suscrita por la diputada Joanna Alejandra Felipe
Torres y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

La que suscribe, Joanna Alejandra Felipe Torres, dipu-
tada integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LXV Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1; 77, numeral 1
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración del pleno de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto decreto por el que se reforman los
artículos 17 y 22 de la Ley Federal de Protección de Da-
tos Personales en Posesión de los Particulares, para que
el titular de los datos tenga acceso directo en todo mo-
mento, a través de la aplicación digital, al aviso de pri-
vacidad y a la protección de sus derechos ARCO, al te-
nor de la siguiente: 

Exposición de Motivos

Los datos personales se entienden, de acuerdo con la Ley
Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de
los Particulares (LFPDPPP), como “cualquier informa-
ción concerniente a una persona física identificada o
identificable”; a su vez, los datos personales sensibles se
entienden como: “[…] datos personales que afecten a la
esfera más íntima de su titular, o cuya utilización indebi-
da pueda dar origen a discriminación o conlleve un ries-
go grave para éste. En particular, se consideran sensibles
aquellos que puedan revelar aspectos como origen racial
o étnico, estado de salud presente y futuro, información
genética, creencias religiosas, filosóficas y morales, afi-
liación sindical, opiniones políticas, preferencia sexual.”1

Los datos de tipo personal que la población comparte con
particulares, especialmente empresas dedicadas a la admi-
nistración de aplicaciones móviles, lo hace con el objetivo
de acceder a los servicios específicos de cada aplicación;
dicha solicitud de datos varía de acuerdo al objetivo de las
mismas. 

La protección de datos personales en la era digital es un re-
to para las personas y los gobiernos. Así, se ha hecho ne-
cesaria la protección de los mismos por parte de los parti-
culares en posesión de estos datos, aunque en la mayoría de
los casos de las empresas que los obtienen mediante apli-
caciones móviles, sean empresas trasnacionales, cuyas ofi-
cinas centrales no se encuentran en México.

De acuerdo con el reporte “Digital 2023: México”, elabo-
rado por la agencia DataReportal, en el país existen 100.6
millones de usuarios de internet, con una penetración del
78.6 por ciento del total de población calculada en 128 mi-
llones, creciendo esta estadística en 4.8 millones de perso-
nas respecto de los existentes en 2022; existiendo así, un
total de 94 millones de usuarios de redes sociales.2

Respecto a las descargas de aplicaciones, The Competitive
Intelligence Unit (CIU) expresa que, para 2021, del total de
personas que se conectan a internet, el 97.1 por ciento lo
hace a través de un teléfono inteligente, el 13.7 por ciento
por tableta y el 5.6 por ciento por computadora. De los que
se conectaron por teléfono inteligente, el total contaba con
al menos una aplicación de acceso gratuito; en segundo lu-
gar, se encontró que el 18.9 por ciento, que representaron
16.3 millones de usuarios, habrían descargado una aplica-
ción freemium o de compras por aplicación, y que habrían
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generado 3 mil 490 millones de pesos durante el primer tri-
mestre de 2021.3

La solicitud de datos de las aplicaciones va desde el simple
hecho de conectar una cuenta ya creada en Google o Face-
book, el número telefónico desde el que se utiliza la apli-
cación, hasta datos personales como el nombre completo,
dirección, fecha de nacimiento, entre otros.

En todos los casos, cuando se instala una aplicación y se
solicitan datos personales, las empresas que las adminis-
tran insertan una liga o link (que también está disponible
en la página web o portal principal de las compañías), mis-
ma que contiene la llamada política de privacidad, que por
lo general no es leída por el usuario, quien se limita a ma-
nifestar mediante un botón que está “De acuerdo” con di-
cha política; aun cuando este hecho puede tener repercu-
siones importantes en el usuario, respecto al uso de sus
datos personales. 

La política de privacidad, en realidad, se trata del aviso de
privacidad. La LFPFPP, en su artículo 15, respecto de esta
información, señala que es una obligación del particular
avisar al titular de los datos personales acerca de la infor-
mación que al respecto de éstos debe recabar y con qué fi-
nes o qué uso dará a los mismos. 

El aviso de privacidad deberá contener, mínimamente, la
información que señala el artículo 16 de la Ley referida. En
la fracción IV señala que debe contener “los medios para
ejercer los derechos de acceso, rectificación, cancelación u
oposición, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley”, y
en la fracción VI, que debe informarse el procedimiento
por el que el responsable comunique a los titulares de cam-
bios al aviso de privacidad. Por lo tanto, las empresas, en
caso de cambiar su aviso de privacidad, deben informar al
usuario para que éste vuelva a aceptar el mismo. 

Generalmente, los datos personales más recopilados por las
aplicaciones, de acuerdo a un estudio de la empresa Clario
Tech, son: dirección de e-mail; nombre; edad; sexo; orien-
tación sexual; raza; ubicación; dirección del domicilio; nú-
mero de teléfono móvil; número de teléfono fijo; tipo de
dispositivo; datos bancarios; idioma; contactos. 

Varios ejemplos de los avisos de privacidad de las grandes
compañías dan una idea de los datos que recaban y el uso
de los mismos; cada compañía ha elaborado políticas de
protección de datos que indican aquellos que serán solici-
tados por la aplicación. 

Uber, en su aviso de privacidad para México, exclusiva-
mente para socios conductores, incluye cinco puntos que
son: introducción, descripción general, recopilación y usos
de los datos, opciones y transparencia y actualizaciones a
este aviso. En los datos proporcionados de acuerdo a la
modalidad de socio conductor o pasajero, van desde el co-
rreo electrónico, nombre, número de teléfono, nombre
usuario, foto de perfil, detalles bancarios como número de
tarjeta de débito o crédito, licencia de conducir, acta de na-
cimiento.4

Facebook, Instagram y WhatsApp son parte de la compa-
ñía matriz Meta, la que señala en la política de privacidad:
“explicamos cómo recopilamos, usamos, compartimos, re-
tenemos y transferimos información. También te informa-
mos cuáles son tus derechos. Cada sección de la Política
incluye ejemplos útiles y un lenguaje más simple para que
nuestras prácticas sean más fáciles de comprender. Tam-
bién agregamos enlaces a recursos que ofrecen más infor-
mación sobre los temas de privacidad que pueden intere-
sarte.”5

La compañía señala que la información que recopilan di-
fiere dependiendo de la forma en que se utilizan sus pro-
ductos; los datos mínimos que pedirá Meta para cualquiera
de sus productos es número de celular y correo electrónico. 

Mercado Libre México señala que la información que se
debe proporcionar al registrarse o utilizar sus servicios es:
Apodo o seudónimo para operar en las plataformas de Mer-
cadoLibre, “nombre, imagen personal (foto personal o foto
del documento), número de documento o identificación vá-
lida, información de contacto (como número de teléfono,
domicilio, dirección de correo electrónico), datos de cuen-
ta bancaria, información y medios de pago, información
sobre los derechos de propiedad intelectual, titularidad de
los miembros del programa brand protection program
(bpp) e información sobre su actividad como denunciantes,
datos biométricos, tales como el análisis de las caracterís-
ticas biométricas del rostro (tamaño de la cabeza, distancia
entre los ojos, el ancho de la nariz, entre otros) con fines de
validación de identidad.”6

La LFPDPPP obliga a las empresas, como se ha comenta-
do, a señalar cuál será el uso de los datos que recaban. 

También es común que las aplicaciones soliciten acceso a
la ubicación mediante el GPS, acceso a los contactos y a la
cámara del dispositivo; en este caso, la mayoría de los
usuarios de aplicaciones tampoco se detienen a valorar so-
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bre el acceso que esto implica al hardware de su equipo
móvil. 

En ese sentido, el tratamiento de datos por parte de las di-
ferentes empresas que los recopilan, mediante la descarga
e instalación de aplicaciones en el teléfono móvil, supone
una serie de medidas de seguridad que éstas implementan
pero que en múltiples ocasiones han sido vulneradas. Es
decir, el manejo de los datos personales en posesión de par-
ticulares, en el caso de aquellos que se otorgan a éstos por
parte del titular de los mismos en ambientes digitales,
siempre existirá la posibilidad de que puedan ser robados. 

La mayoría de las aplicaciones que son instaladas solicitan,
al realizar esta acción, los datos personales que les son ne-
cesarios para el acceso a la aplicación, particularmente las
aplicaciones freemium o de compras por aplicación requie-
ren de datos más allá de un correo personal o el permiso
para abrir la aplicación mediante una cuenta de Google o
Facebook por ejemplo. 

Este tipo de aplicaciones, sin embargo, no muestran en la
aplicación el aviso de privacidad que el titular de los datos
acordó cuando la instaló y mucho menos refieren a una li-
ga o link, o a un submenú mediante el cual se pueda revi-
sar dicha política, y en caso de no estar de acuerdo en el
momento en que se revisa con compartir sus datos, ejercer
sus derechos a solicitar acceso, rectificación, cancelación u
oposición (conocidos como derechos ARCO).

Para el titular de los datos que desee ejercerlos, deberá bus-
car mediante navegador, la página que le indique el proce-
dimiento y el medio para solicitarlos, que están señalados
en el Capítulo III de la LFPDPPP, señalando en el artículo
22 que “cualquier titular, o en su caso su representante le-
gal, podrá ejercer los derechos de acceso, rectificación,
cancelación y oposición previstos en la presente Ley. El
ejercicio de cualquiera de ellos no es requisito previo ni
impide el ejercicio de otro. Los datos personales deben ser
resguardados de tal manera que permitan el ejercicio sin di-
lación de estos derechos.” 

Sin embargo, el ejercicio de los derechos ARCO son im-
posibles de lograr sin dilación, como lo marca el artículo
citado, en las aplicaciones freemium o de compras por apli-
cación particularmente, ya que, como se señaló, el titular
de los datos y usuario de la aplicación no cuenta con un
submenú, liga o botón directo que le permita cancelar sus
datos personales y que el particular le dé a conocer, me-

diante la misma aplicación, cuando éstos hayan sido can-
celados. 

Por tanto, se requiere la obligación de aquellos particulares
que administran datos personales, a partir de aplicaciones
para dispositivos móviles y, en especial de las freemium o
de compras por aplicación, para que no sólo en la instala-
ción pueda accederse al aviso de privacidad, sino que ten-
ga acceso fácil, rápido y directo al mismo, y también cuen-
te con acceso directo y dentro de la aplicación, a la opción
de cancelar los datos personales que estén en posesión del
particular. 

Por lo anterior, se propone adicionar una fracción III al ar-
tículo 17 y un párrafo segundo al artículo 22 de la Ley Fede-
ral de Protección de Datos Personales en Posesión de los Par-
ticulares, para que el titular de los datos tenga acceso directo
en todo momento, a través de la aplicación digital, al aviso de
privacidad y a la protección de sus derechos ARCO, toman-
do como base el siguiente cuadro comparativo:
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, la suscrita, dipu-
tada federal integrante de la LXV Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados, someto al pleno de esta asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones a la Ley Federal de Protec-
ción de Datos Personales en Posesión de los Particulares
para que el titular de los datos tenga acceso directo en todo
momento, a través de la aplicación digital, al aviso de pri-
vacidad y a la protección de sus derechos ARCO, en los si-
guientes términos:

Decreto

Artículo Único. Se reforma la fracción II y se adiciona la
fracción III del artículo 17 y se adiciona el artículo 22, pá-
rrafo segundo, de la Ley Federal de Protección de Datos
Personales en Posesión de los Particulares, para quedar 
como sigue:

Ley Federal de Protección de Datos Personales en Po-
sesión de los Particulares

Artículo 17. … 

I. …

II. Cuando los datos personales sean obtenidos directa-
mente del titular por cualquier medio electrónico, ópti-
co, sonoro, visual, o a través de cualquier otra tecnolo-
gía, el responsable deberá proporcionar al titular de
manera inmediata, al menos la información a que se re-
fiere las fracciones I y II del artículo anterior, así como
proveer los mecanismos para que el titular conozca el
texto completo del aviso de privacidad, y

III. Cuando los datos personales sean obtenidos direc-
tamente del titular y a través de aplicaciones para tele-
fonía móvil, el aviso de privacidad al que se refiere el

artículo anterior deberá estar directamente integrado
al menú de la aplicación o, en su caso, deberá tener ac-
ceso directo para que el titular en todo momento el ti-
tular tenga acceso al contenido del mismo.

Artículo 22. …

Cuando los datos personales sean obtenidos directa-
mente del titular y a través de aplicaciones para tele-
fonía móvil, se deberá agregar al menú principal el
acceso directo para que el titular, en su caso a través
de su representante legal, pueda ejercer los derechos
señalados en el párrafo anterior.

Transitorios

Artículo Primero. El presente Decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan al presente Decreto. 

Notas

1 LFPDPPP. (2010). 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPDPPP.pdf

2 DataReportal. (2023). Digital 2023: México. 

https://datareportal.com/reports/digital-2023-mexico

3 Camargo, R. (2021). CIU. Apps Móviles en México: Usuarios y Mo-
dalidad de Descarga 

https://bit.ly/3LhASCR

4 Uber. (2023) Aviso de Privacidad de Uber. México. 

https://n9.cl/ojinu

5 Meta. (2023) Política de Privacidad. 

https://n9.cl/bc8x7

6 Mercado Libre México. (2022). Declaración de privacidad y confi-
dencialidad de la información de Mercado Libre. 

https://n9.cl/d159u
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputada
Joanna Alejandra Felipe Torres (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

«Iniciativa que adiciona el artículo 7o. de la Ley General
de Educación, a cargo del diputado Carlos López Guada-
rrama, del Grupo Parlamentario de Morena.

El suscrito, diputado federal Carlos López Guadarrama, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena de la LXV
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, somete a consideración de esta
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona un inciso C) de la fracción I, del ar-
tículo 7 de la Ley General de Educación.

Exposición de Motivos

El planeta se ha enfrentado a un aumento de catástrofes na-
turales, provocadas por el cambio climático. Los ecosiste-
mas del planeta se han modificado, y la cadena alimenticia
de diversas faunas han colapsado. 

Los últimos años, la Organización de la Naciones Unidas
(ONU) han tomado la decisión de implementar una Agen-
da destinada a revertir los fenómenos naturales que se ori-
ginan por el aumento del dióxido de carbono en la capa de
ozono.

El objetivo de la agenda lleva por nombre objetivos de
desarrollo sostenible (ODS), cuya función es implemen-
tar políticas públicas en caminadas a la infraestructura,
arquitectura y educación ambiental para una convivencia
responsable con la naturaleza, flora y fauna de nuestro
planeta. Los Objetivos de Desarrollo Sostenible, deben
cumplirse cabalmente antes del año 2030, toda vez que,
de no cumplirse, para el año 2050 se habrán terminado
los recursos naturales, y más de la mitad de los animales
de los diferentes ecosistemas, y por consecuencia la hu-
manidad colapsara.

Como docente de nivel medio superior me parece de suma
importancia, comenzar con la concientización de nuestros
niños y jóvenes sobre la problemática, y la relevancia de la
preservación de nuestra naturaleza. Que desde las aulas se
concientice sobre las consecuencias de no llevar a cabo ca-
da uno de los objetivos de desarrollo sostenible. Vivimos
un momento histórico como humanidad, en el cual tene-
mos en nuestras manos la enorme responsabilidad de legis-
lar, y armonizar nuestras leyes a la Agenda 2030 de la
ONU con el único propósito de generar un cambio desde
nuestro marco jurídico.

Durante el Gobierno de la Cuarta Transformación impulsa-
mos el programa sembrando vida, en el cual se va llevar
acabo la agro forestación, en beneficio del medio ambien-
te, campo y economía de los mexicanos. 

Sembrando vida es un programa dirigido a las y los sujetos
agrarios para impulsar su participación efectiva en el desa-
rrollo rural integral. Cubre los estados de Campeche, Chia-
pas, Chihuahua, Colima, Durango, Guerrero, Hidalgo, Mi-
choacán, Morelos, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo, San Luis
Potosí, Sinaloa, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y
Yucatán. Incentiva a los sujetos agrarios a establecer siste-
mas productivos agroforestales, el cual combina la produc-
ción de los cultivos tradicionales en conjunto con árboles
frutícolas y maderables, y el sistema de Milpa Intercalada
entre Árboles Frutales (MIAF), con lo que se contribuirá a
generar empleos, se incentivará la autosuficiencia alimenta-
ria, se mejorarán los ingresos de las y los pobladores y se re-
cuperará la cobertura forestal de un millón de hectáreas en el
país. Se otorgará apoyo económico a sujetos agrarios mayo-
res de edad, que habiten en localidades rurales y que tengan
un ingreso inferior a la línea de bienestar rural y que sean
propietarios o poseedores de 2.5 hectáreas disponibles para
proyectos agroforestales. Los beneficiarios recibirán un apo-
yo mensual de 5 mil pesos, así como apoyos en especie pa-
ra la producción agroforestal (plantas, insumos, herramien-
tas) y acompañamiento técnico para la implementación de
sistemas agroforestales. Los técnicos del programa compar-
tirán conocimientos y experiencias con los campesinos y
aprenderán de la sabiduría de las personas que han convivi-
do con la naturaleza y con el territorio.
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En lo que va del sexenio, México avanzó de 0 a 100, 70.4
en los Objetivos de Desarrollo Sostenible. 

Los mayores desafíos del país son la reducción de las des-
igualdades, el crecimiento inclusivo y trabajo docente, la
industria, innovación e infraestructura, la vida de los eco-
sistemas terrestres, así como la paz, justicia e instituciones
sólidas.

El Índice de los ODS brinda una medición de la situación
de cada país respecto al logro de los ODS en una escala de
cero a 100, donde cero indica que el país no ha alcanzado
ninguna de las metas de la Agenda 2030 y 100 indica que
ha alcanzado todos los ODS y sus metas. De acuerdo con
el Reporte de Resultados 2020 del Sistema de Naciones
Unidas en México, los mayores desafíos de México son la
reducción de las desigualdades, el crecimiento inclusivo y
trabajo decente, la industria, innovación e infraestructura,
la vida de ecosistemas terrestres, así como la paz, justicia e
instituciones sólidas.

Desde la pandemia de Covid-19 la región de América La-
tina y Caribe, en general, y México en particular enfrenta
grandes retos para el cumplimiento de la Agenda 2030 y
sus 17 ODS.

Entre estos retos, que de por sí ya dificultaban el cumpli-
miento de los ODS, para el año 2030, se encontraban pro-
blemas estructurales como el bajo crecimiento económico,
desigualdades, falta de diversificación de la estructura pro-
ductiva, destrucción del medio ambiente, y el frágil fun-
cionamiento del Estado de derecho. 

Sin embargo, la pandemia por Covid-19 empeoró la situa-
ción, agravando los retos existentes, haciendo aparecer
nuevos desafíos y desvaneciendo el progreso logrado en
muchos casos. Ante este nuevo panorama, es necesario re-
pensar el desarrollo y formular respuestas integrales e in-

clusivas para una recuperación a la Covid-19 sostenible y
un mundo post pandemia que no deje a nadie atrás.

De acuerdo con datos de la Comisión Económica para
América Latina y el Caribe (CEPAL) la crisis económica
generada por la pandemia de Covid-19 provocó los niveles
más altos de pobreza en los últimos 12 años: para 2020, ca-
si 34 por ciento de la población de la región se encontraba
en esta situación.

Por consecuencia los estudiantes de nuestro país de los dife-
rentes niveles educativos afrontaran los retos de las proble-
máticas que se presentaran por el cambio climático y el aban-
dono de nuestra naturaleza. Por ello, debemos reformar
nuestra ley para la enseñanza de los Objetivos de Desarrollo
Sostenible, y el respeto a los seres vivos no humanos. 

México es parte de los 193 países que en 2015 se compro-
metieron con los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible que
plantea la Agenda 2030, la cual busca un planeta más in-
clusivo, sostenible y próspero, centrado en la formación de
alianzas, en donde, nosotros, los seres humanos, seamos el
centro del desarrollo sostenible.

Por ello, pues todos tenemos el mismo objetivo: un mundo
centrado en la paz, en la prosperidad y esta hoja de ruta es
un compromiso con el país, además de ser un plan que nos
involucra a todos como sociedad, desde las empresas pri-
vadas, la sociedad civil, los gobiernos en todos los niveles,
hasta llegar a cada uno de nosotros como individuos, en
donde todos tengamos acceso y derecho a la salud.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 26 de abril de 2023 / Apéndice XI 125



Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados se somete a consideración del honorable Con-
greso de la Unión el siguiente proyecto de

Decreto

Por el que se adiciona un inciso C) de la fracción I, del
artículo 7 de la Ley General de Educación

Único. - Se adiciona un inciso C) de la fracción I, del ar-
tículo 7 de la Ley General de Educación, para quedar como
sigue:

Artículo 7. Corresponde al Estado la rectoría de la educa-
ción; la impartida por éste, además de obligatoria, será: 

I. Universal, al ser un derecho humano que corresponde
a todas las personas por igual, por lo que: 

a) Extenderá sus beneficios sin discriminación algu-
na, de conformidad con lo dispuesto en el artículo
1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 

b) Tendrá especial énfasis en el estudio de la reali-
dad y las culturas nacionales;

c) Se basará en concientizar la importancia de
preservar nuestros ecosistemas de flora y fauna;
también el irrestricto respeto a los seres vivos no
humanos, y la importancia de mantener el equili-
brio entre la naturaleza y los seres humanos para
su coexistencia.

II. Inclusiva, eliminando toda forma de discriminación y
exclusión, así como las demás condiciones estructurales
que se convierten en barreras al aprendizaje y la partici-
pación, por lo que: 

a) Atenderá las capacidades, circunstancias, necesi-
dades, estilos y ritmos de aprendizaje de los educan-
dos; 

b) Eliminará las distintas barreras al aprendizaje y a
la participación que enfrentan cada uno de los edu-
candos, para lo cual las autoridades educativas, en el
ámbito de su competencia, adoptarán medidas en fa-
vor de la accesibilidad y los ajustes razonables; 

…

…

…

Transitorio

Único. - El presente decreto entrara en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Notas

1 Plan Nacional de Desarrollo “Programas Sociales Sembrando Vida”.
Fuente: 

https://framework-gb.cdn.gob.mx/landing/documentos/PND.pdf

2 Naciones Unidas México “México cumple 70.4 en los ODS” Fuente: 

https://mexico.un.org/es/155256-mexico-cumple-con-704-en-los-
ods 

3 Naciones Unidas México “Las empresas mexicanas por la Agenda
2030 en la década de la acción”. Fuente: 
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https://mexico.un.org/es/219453-las-empresas-mexicanas-por-la-
agenda-2030-en-la-decada-de-accion. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputado
Carlos López Guadarrama (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen, y
a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para opinión.

LEY DE MIGRACIÓN

«Iniciativa que adiciona un artículo 160 Bis a la Ley de Mi-
gración, a cargo de la diputada Andrea Chávez Treviño, del
Grupo Parlamentario de Morena.

La que suscribe, diputada Andrea Chávez Treviño, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena y en la LXV
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, y con fun-
damento en lo establecido en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del pleno de esta honorable Cámara de Diputados la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por la que se
adiciona el artículo 160 Bis a la Ley de Migración.

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Oficina de las Naciones Unidas contra
la Droga y el Delito, “la trata de personas es el traslado
de seres humanos de un lugar a otro dentro de las fronteras
de un mismo país o hacia el exterior, con fines de explota-
ción en su mayoría sexual o laboral”; por otro lado, el mis-
mo organismo ha indicado que “el tráfico ilícito de mi-
grantes es una forma de traficar seres humanos facilitando
la entrada ilegal de una persona en un Estado del cual di-
cha persona no sea nacional o residente permanente, con el
fin de obtener un beneficio financiero u otro beneficio de
orden material”.1

El tráfico ilícito es siempre transnacional, mientras que la
trata puede no serlo; esta puede tener lugar independiente-
mente de si las víctimas son trasladadas a otro estado o so-
lo desplazadas de un lugar a otro dentro del mismo estado
mientras que el tráfico ilícito no.

En ese orden de ideas, es un hecho notorio que existe una in-
negable relación entre la trata de personas y el tráfico de las
mismas, una de ellas es que el tráfico ilícito termina con la
llegada de los migrantes a su destino, en tanto que la trata im-
plica la explotación persistente de las víctimas de alguna ma-
nera para generar ganancias ilegales a los traficantes. 

Nuestro país no es ajeno a ninguna de estas problemáticas
que se presentan en diversas modalidades a nivel global; es-
pecíficamente, nos referiremos en esta iniciativa al tráfico ilí-
cito de migrantes, puesto que cada vez hay más personas que
deciden dejar sus países de origen, y esto, en conjunto con el
aumento en las medidas de control y verificación migratoria
ha traído como consecuencia que la migración se lleve a ca-
bo de una manera más costosa y peligrosa. 

De forma que este escenario ha llevado a que hoy los mi-
grantes se vean forzados a acercarse a grupos delictivos
que los ayudan a cruzar las fronteras, por rutas cada
vez más peligrosas y que ofertan sus servicios por otros
medios como lo son las redes sociales para evadir rete-
nes y controles de seguridad, medidas que fortalecen a
los grupos del crimen organizado. 

Sobre la base de dos de las principales rutas del tráfico ilí-
cito: de África Oriental, Septentrional y Occidental hacia
Europa; y de América del Sur hacia América del Norte, se
estima que este delito de tráfico de personas genera anual-
mente alrededor de 6.750 millones de dólares estadouni-
denses, para los delincuentes que operan en estas regiones
solamente.2 Sin embargo, esa cifra presumiblemente es
mucho mayor en el plano mundial.

Las redes sociales como medios de comisión de delitos
migratorios

En este contexto con relación a la presente iniciativa, de-
bemos recordar que hoy el internet es el medio de difusión
más utilizado por las personas físicas y morales para la co-
municación de publicidad e incluso que, a raíz de la proli-
feración de las redes sociales en el presente siglo, el uso de
influencers para emitir comunicaciones comerciales es ca-
da vez más frecuente. 

No obstante, los límites diferenciadores entre la publicidad
de marcas y las opiniones personales, así como la promo-
ción de actividades ilícitas de los influencers no son del to-
do claros ni se encuentran regulados en su integralidad. Lo
anterior, de forma que se puede llegar a comunicar conte-
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nido comercial presentado de manera encubierta, sin que
los usuarios de las redes sociales perciban su carácter pu-
blicitario. 

Este es un de los motivos por los que resulta relevante es-
tudiar el ordenamiento jurídico vigente y los límites que és-
te impone a la publicidad realizada a través de las redes so-
ciales, precisamente con relación al tema de migración y
los delitos relacionados con la misma. Esto de manera que
estemos en condiciones de analizar las vías de control exis-
tentes actualmente y su eficacia, así como plantear algunas
soluciones frente a los múltiples retos jurídicos que plantea
la publicidad en estas plataformas con relación al fenóme-
no migratorio. 

A manera de ejemplo, Tik Tok es la red social con mayor
crecimiento en el mundo y se ha convertido en uno de los
medios para publicitar rutas migratorias que prometen tras-
ladar a los migrantes hacia Estados Unidos. En estos vide-
os cortos, se muestran fotografías de migrantes que logra-
ron llegar al país norteamericano y prometen viajes
seguros, entrega rápida de pasaporte, transporte aéreo y te-
rrestre, entre otras ofertas.3 Algunos de ellos ofertado es-
pecíficamente el traslado ilícito hasta Estados Unidos por
rutas que tienen como destino cruzar la frontera por Ciudad
Juárez, Chihuahua.

Es así que los traficantes de personas, conocidos en Méxi-
co como “polleros” o “coyotes”, han comenzado a utilizar
las redes sociales para publicitar su servicio de tráfico de
personas. Más recientemente, en Tik Tok han proliferado
los anuncios de traslados para personas desde México ha-
cia Estados Unidos, con costos entre ocho mil y doce mil
dólares desde las entidades fronterizas. En estos episodios
además de exponer a las personas en este cruce, en muchas
ocasiones los “polleros” dan información falsa, los y las
abandonan en algún sitio.4

En este orden de ideas tomando en cuenta que el año 2022
cerró como año pico en la historia de la migración moder-
na, registrando un aumento del 43.6 por ciento respecto al
2021; y en el que se registraron 309 mil 692 detenciones de
migrantes, contra 444 mil 439 el año anterior,5 no podemos
dejar de considerar que si bien el tráfico ilícito de migran-
tes es verdaderamente una preocupación global -pues afec-
ta a un gran número de países del mundo que son puntos de
origen, tránsito o destino- en lo local hablando de México,
los impactos en las diferentes regiones del país, son dife-
renciados con una tendencia a la alza en zonas como las
franjas fronterizas. Y es así, que este escenario de oportu-

nidad derivado del incremento en la cantidad de personas
que desean migrar, los delincuentes están recurriendo al
uso de las redes sociales para ofertar sus servicios de tráfi-
co de personas.

El impacto de la migración en la zona fronteriza: El ca-
so de Ciudad Juárez

Las estadísticas de la Secretaría de Gobernación (Segob)
indican que al cierre del 2022, Venezuela fue la nacionali-
dad con mayor cantidad de personas migrantes detenidas,
con 97 mil 089 (21 por ciento), seguida por Honduras, con
72 mil 928; Guatemala, 69 mil 515 y Cuba, con 41 mil 475
registros6 a nivel nacional. 

Con estas cifras de referencia, reconocemos que es tarea
compleja evaluar la dimensión real de las consecuencias
del delito de tráfico de personas en lo nacional y en lo lo-
cal, debido a su naturaleza clandestina y a la dificultad pa-
ra determinar cuándo la migración irregular es facilitada
por contrabandistas. Sin embargo, lo que es indudable es
que el gran número de migrantes dispuestos a correr ries-
gos en busca de una vida mejor, cuando no pueden emigrar
por vías legales, brinda una provechosa oportunidad a los
delincuentes para explotar su vulnerabilidad.

En el caso de Ciudad Juárez, Chihuahua, las y los juaren-
ses crecimos en una comunidad en la que la migración es
parte de nuestro día a día. Siendo una ciudad fronteriza,
nuestras familias en muchas ocasiones están integradas por
personas con nacionalidad estadounidense o que viven o
trabajan del otro lado de la frontera. De forma que el cruce
fronterizo, los puentes, el flujo constate de mercancías y
los migrantes en tránsito son parte de nuestra forma de vi-
da y cultura.

Es así que nuestra ciudad fue incorporando, medidas y ser-
vicios para crecer adecuándose a las necesidades de la rea-
lidad de la tradición migrante que históricamente ha carac-
terizado a Ciudad Juárez. A manera de ejemplo, nuestra
ciudad igual que muchas de las ciudades fronterizas en
nuestro país, cuenta con albergues para migrantes organi-
zados desde la sociedad civil, así como con la participación
de autoridades locales y federales. Incluso de 2019 a la fe-
cha, Ciudad Juárez paso a ocupar el primer lugar en prefe-
rencias como opción de llegada para los migrantes con in-
tención de cruzar la frontera hacía los Estados Unidos.7

De manera que al flujo migratorio ordinario que había ge-
nerado estas necesidades, se sumó el aumento en los núme-
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ro de migrantes con un perfil laboral que sugería que podrí-
an incluso integrarse a la fuerza laboral de la industria ma-
quiladora y los resultados del cambio en la legislación mi-
gratoria de los Estados Unidos, del llamado Título 42, a
partir de la cual los migrantes solicitantes de asilo ya no es-
perarían el resultado de sus procesos en ese país, si no que
permanecerían en México mientras se procesan sus solici-
tudes. De tal forma que el fenómeno migratorio tan familiar
en Ciudad Juárez, fue cambiando en los últimos años y con
ello surgieron otro tipo de necesidades de servicios a cubrir
para atender a la población migrante8 y, por otro lado, las
acciones de control y verificación migratoria se fueron en-
dureciendo parte de las autoridades migratorias. 

En este contexto, usamos el ejemplo de Ciudad Juárez pa-
ra ilustrar como ha cambiado el fenómeno migratorio que
explica parcialmente los motivos por los que los traficantes
de personas han recurrido al uso de redes sociales para
ofertar sus servicios y como se aprovechan de la situación
de vulnerabilidad de los migrantes para reclutarlos forzo-
samente a realizar actividades ilícitas.9

Como podemos observar es evidente que los migrantes,
víctimas de tráfico ilícito son vulnerables a la explotación
y abuso a su integridad e incluso que su vida está en ries-
go: se pueden asfixiar en el interior de los contenedores
donde son transportados, perecer en el desierto o ahogarse
en el mar mientras son conducidos por contrabandistas que
lucran con un tráfico en el que los migrantes se convierten
en mercancías. Por tratarse de un delito clandestino, las ci-
fras de valor en el plano mundial son difíciles de determi-
nar con precisión. 

A este respecto, nuestro marco constitucional y legal en el
artículo 1o. constitucional en correlación con el artículo 33,
establecen puntualmente que los extranjeros, es decir los
migrantes, tendrán las mismas garantías y derechos huma-
nos que se reconocen en nuestra carta magna, sin discrimi-
nación alguna con motivo de su origen nacional. De forma
que, con relación a la presente iniciativa, las personas mi-
grantes al igual que las y los ciudadanos mexicanos, debe-
rán de gozar del derecho de acceso a la justicia, a la vida e
integridad, por parte de las autoridades de procuración y
administración de justicia, especialmente, en aquellos ca-
sos en los sean víctimas de algún hecho delictivo. 

En este orden de ideas, desde el derecho internacional de
los derechos humanos, en el Pacto de Derechos Civiles y
Políticos10 del que México es parte, en su artículo 2o. es-
tablece puntualmente, lo siguiente:

1. Cada uno de los Estados parte en el presente pacto se
compromete a respetar y a garantizar a todos los indi-
viduos que se encuentren en su territorio y estén suje-
tos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el pre-
sente pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo,
idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen
nacional o social, posición económica, nacimiento o
cualquier otra condición social.

A ese respecto, la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos, en su Relatoría sobre los Derechos de los Mi-
grantes, en atención a lo dispuesto en el artículo 41.b de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, de la
que México es parte, reconoce la obligación de todos los
estados de proteger los derechos y deberes de todas las
personas, independientemente de su situación migratoria,
en atención a los principios que rigen la carta de la Orga-
nización de los Estados Americanos (OEA). 

Asimismo, en ese mismo documento se señala desde el
2015, que las actividades delictivas del crimen organizado,
como lo es el tráfico de personas migrantes y la oferta de
esos servicios ilegales de traslado, son una de las principa-
les fuentes de violencia por parte de actores privados en
México que a su vez trae aparejada la responsabilidad del
Estado mexicano para atender eficazmente las violaciones
a sus derechos humanos.11

Por su parte, la Convención de las Naciones Unidas contra
la Delincuencia Organizada Transnacional12 en su artículo
5o. y 11o.; y 6o. del Protocolo contra el Tráfico Ilícito de
Migrantes por Tierra, Mar y Aire,13 que complementa di-
cha Convención, establecen el compromiso de establecer
medidas legislativas para tipificar estos delitos, de forma
que la incitación a cometer tráfico de personas o facilitar su
comisión, como lo es el caso de “los polleros” que están ac-
tualmente ofreciendo sus servicios mediante el uso de re-
des sociales, representan un área de oportunidad que llama
a legislar esta laguna normativa en el marco de dichos
compromisos internacionales.

Finamente, como hemos señalado de conformidad con el
propio texto constitucional, las personas migrantes tienen
los derecho y libertades que en ella se reconocen, como lo
reitera el artículo 6o. de la Ley de Migración; y en especial,
en el artículo 11o. del dicho ordenamiento que establece
puntualmente el derecho de las personas migrantes al acce-
so a la procuración de justicia independientemente de su si-
tuación migratoria. 
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Conclusiones

Los migrantes suelen ser víctimas de violaciones graves a
derechos humanos pues con frecuencia se encuentran en si-
tuaciones en las que consintieron “ser contrabandeados” a
otro país y en cualquier momento, el viaje puede tomar un
cariz que en ningún modo es consensual; pues en su trasla-
do las personas migrantes pueden ser hacinadas en espa-
cios excepcionalmente pequeños en camiones o embarca-
ciones frágiles para que los contrabandistas puedan
aumentar al máximo su “carga” y sus ganancias.

De forma que en su travesía, las personas migrantes pue-
den ser violadas, golpeadas o abandonadas de manera in-
tencional para que perezcan en el desierto adquiriendo la
calidad de las víctimas de hechos ilícitos. Pero incluso
cuando llegan a su destino, muchos migrantes (o sus fami-
lias) se convierten en víctimas de extorsiones o de servi-
dumbre por deudas de los costos derivados del pago por el
servicio de tráfico que les proporcionaron “los polleros”.

En este último caso, los migrantes pueden ser obligados a
pagar sumas exorbitantes de dinero, casi imposibles de sol-
ventar a los delincuentes por temor a la violencia o la de-
portación por las autoridades, que pueden convertirlos en
víctimas de la trata de personas, no únicamente de tráfico
de personas. 

El tráfico ilícito de migrantes y las actividades conexas co-
bran muchas vidas y reportan ganancias de miles de millo-
nes de dólares a los delincuentes. También, fomentan la co-
rrupción mediante el soborno de funcionarios y estimulan
la delincuencia organizada en los países de origen, tránsito
o destino durante el proceso de contrabando.

Los efectos se sienten en todos los países afectados por el
tráfico ilícito de migrantes. En los países de origen, las fa-
milias se endeudan para pagar el precio del contrabando,
sin ninguna garantía de que su inversión ha de resultar ren-
table. Peor aún, pueden verse privadas de noticias de sus
familiares desaparecidos, sin saber de su destino y si están
muertos o vivos o en la cárcel o si han sido víctimas de la
trata de personas. En los países de tránsito, los migrantes
pueden quedar abandonados, con recursos limitados para
continuar el viaje, o ser engañados por los contrabandistas. 

Esta situación impone una pesada carga a los países antes
mencionados, especialmente porque los migrantes tienen
antecedentes culturales diferentes y no necesariamente

comprenden el idioma del país y no están tampoco fami-
liarizados con sus costumbres e instituciones. 

La insuficiencia de legislación nacional para reprimir el
tráfico ilícito de migrantes origina que a menudo los con-
trabandistas de migrantes puedan continuar su acción de-
lictiva con la seguridad de no ser sancionados. La acción
de los Estados muchas veces se dirige contra los migrantes,
sin afectar a los contrabandistas y, en particular, a los gru-
pos de delincuencia organizada que son más difíciles de
capturar. Solo un número limitado de Estados ha adoptado
políticas y mecanismos concretos, y la carencia de capaci-
dad para investigar y enjuiciar a los responsables del tráfi-
co ilícito de migrantes hace que los sistemas de justicia pe-
nal muchas veces no puedan afrontar el reto de la lucha
contra este delito. Además, cuando no se puede obtener el
concurso como testigos de los migrantes que son objeto de
tráfico ilícito, los juicios suelen ser extensos y complica-
dos, por lo tanto, se pierden oportunidades para condenar a
los autores.

Considerando todo lo anterior, con la presente iniciativa se
busca reconocer la situación de vulnerabilidad en la que se
encuentran las personas migrantes como víctimas de los
delitos especiales contemplados en la Ley de Migración y
tipificar como una conducta sancionable el ofrecimiento
ilícito de los “servicios” de los “polleros” que ahora han re-
currido al uso de redes sociales para ofertar sus actividades
de tráfico de personas. Esto a fin de salvaguardar el dere-
cho humano a la vida, a la seguridad y a la integridad per-
sonal de las personas migrantes de manera que exista una
conducta tipificada que desincentive la oferta de estas con-
ductas que son ilícitas, desde el primer momento, incluso
previo a la comisión del delito de tráfico de personas cum-
pliendo así con compromisos internacionales en la lucha
contra la delincuencia organizada transnacional. 

El tráfico ilícito de migrantes es, por naturaleza, un delito
transnacional y los contrabandistas están realizando su co-
metido mediante el uso de redes sociales. Una de las claves
para combatir el tráfico ilícito de migrantes, por lo tanto, es
reforzar la cooperación internacional, afianzar la coordina-
ción nacional y asegurar la armonización transfronteriza de
las leyes para subsanar posibles lagunas. La única forma de
poner fin a la actividad de los contrabandistas de migrantes
es la colaboración entre los actores dentro de los países de
origen, tránsito y destino desde la prevención desincenti-
vando la comisión de conductas ilícitas. 
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Es por lo anteriormente expuesto, que se somete a consi-
deración de esta LXV Legislatura de la Honorable Cámara
de Diputados, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona el artículo 160 Bis de la
Ley de Migración

Único.- Se adiciona el artículo 160 Bis de la Ley de Mi-
gración, para quedar como sigue:

Artículo 160 Bis.- Se impondrá pena de 2 a 7 años de pri-
sión y de 500 a dos mil días multa a quienes por cualquier
medio, publiciten, inviten, faciliten, gestionen, promuevan,
inciten, organicen, compelan o patrocinen económicamen-
te, directa o indirectamente a la comisión de los delitos
contenidos en este capítulo.

Transitorio

Primero. - El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 Cónfer 

h t t p s : / / w w w. u n o d c . o rg / d o c u m e n t s / l p o - b r a z i l / s o b r e -
unodc/Fact_Sheet_Dados_Trafico_de_Pessoas_geral_ESP.pdf 

2 Cónfer UNODC, The Globalization of Crime: A Transnational Orga-
nized Crime Threat Assessment, 2010. 

http://www.unodc.org/documents/data-and-analysis/tocta/TOC-
TA_Report_2010_low_res.pdf 

3 Cónfer 

https://vm.tiktok.com/ZMYG79wmV/ 

https://vm.tiktok.com/ZMYG7ttS2/

https://vm.tiktok.com/ZMYG7x6tR/

4 Cónfer 

https://www.infobae.com/america/america-latina/2022/10/20/co-
yoteros-ecuatorianos-publicitan-rutas-para-llegar-ilegalmente-a-
estados-unidos-a-traves-de-tiktok/

5 Cónfer 

https://www.inm.gob.mx/gobmx/word/wp-content/uploads/2023
/02/Tarjeta-Migratoria-080223.pdf

6 Ídem. 

7 Cónfer 

https://laverdadjuarez.com/2022/11/23/fenomeno-migratorio-mu-
ta-por-ciudad-juarez/

8 Cónfer 

https://www.adiario.mx/estado/juarez/visita-de-biden-visibiliza-
problematica-de-migracion-en-la-frontera-y-necesidades-cruz-pe-
rez-cuellar/

9 Cónfer 

https://www.elheraldodechihuahua.com.mx/local/juarez/crimen-
o rg a n i z a d o - r e c l u t a - e n - j u a r e z - a - m i g r a n t e s - v a r a d o s -
9341082.html/amp

10 Cónfer Decreto de Promulgación del Pacto Internacional de Decre-
tos Civiles y Políticos, abierto a firma en la ciudad de Nueva York,
E.U.A. el 19 de diciembre de 1966, publicado en el DOF el 20de ma-
yo de 1981.

11 Cónfer 

https://www.oas.org/es/cidh/multimedia/2016/mexico/mexico.html

12 Cónfer Publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 11 de
abril de 2003. 

13 Cónfer Publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 27 de no-
viembre de 2002.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.—
Diputada Andrea Chávez Treviño (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Asuntos Migratorios, para
dictamen.
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LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL
DE LOS DERECHOS HUMANOS

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 6o. de la Ley
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, a car-
go de la diputada Andrea Chávez Treviño, del Grupo Par-
lamentario de Morena.

La que suscribe, diputada Andrea Chávez Treviño, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, y con fun-
damento en lo establecido en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del pleno de esta honorable Cámara de Diputados, la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por la que se
reforma y adiciona el artículo 6 de la Ley de la Comisión
Nacional de Derechos Humanos.

Consideraciones

México es uno de los países que forma parte importante del
corredor migratorio más transitado en el mundo,1 esto gra-
cias a su ubicación geográfica, vecina a Estados Unidos de
América, el principal receptor de migrantes, por lo tanto se
convierte en un territorio de origen, tránsito, destino y re-
torno de las personas en situación de movilidad humanita-
ria y en su gran mayoría de las y los trabajadores migrato-
rios y sus familias, así como de personas con necesidad de
protección internacional, que buscan ingresar a los Estados
Unidos sin contar con los documentos legales requeridos
para ello.

Tradicionalmente, la migración de mexicanos a Estados
Unidos de América ha sido parte trascendente de este fe-
nómeno, sin embargo, en años recientes la situación de los
migrantes -muchos de ellos provenientes de Centroaméri-
ca- ha suscitado cada vez más interés, debido al incremen-
to de los flujos migratorios y a la visibilidad que han teni-
do las crecientes violaciones de los derechos humanos que
enfrentan en su camino hacia Estados Unidos. La mayoría
de quienes transitan por México emprenden su viaje en
busca de oportunidades laborales dignas, huyendo de la
violencia social o persecución política o por razones de
reunificación familiar. 

México es receptor y paso necesario de personas migrantes
provenientes de Centroamérica, principalmente de los paí-
ses del llamado Triángulo Norte de Centroamérica (Guate-

mala, Honduras, El Salvador), registrando año con año un
aumento significativo en dicho flujo migratorio. Tenemos
en cuenta que durante su estadía tendrían que ser acreedo-
res a los derechos y procedimientos migratorios legales or-
denados y seguros que permitan su ingreso y estancia en te-
rritorio nacional bajo el principio fundamental de que cada
actuación deber realizarse con estricto apego a proteger los
derechos humanos reconocidos por las que las leyes mexi-
canas y tratados internacionales sí como las instituciones
encargadas de su seguridad durante su ingreso, tránsito y
salida del territorio nacional, reconociéndolos como suje-
tos de derecho, mediante la eficiencia y eficacia de los trá-
mites y procedimientos migratorios.

Es así que la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos reconoce en su artículo 1o. lo siguiente:2

“En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta
Constitución y en los tratados internacionales de los que
el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías
para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse
ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones
que esta Constitución establece.”

“Queda prohibida toda discriminación motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
dades, la condición social, las condiciones de salud, la
religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el es-
tado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los de-
rechos y libertades de las personas.”

Sin embargo, se reconoce que durante mucho tiempo se
han llevado conductas discriminatorias e inhumanas por
parte de las instituciones migratorias infringiendo así los
derechos humanos y garantías que la constitución les otor-
ga y al no ejecutarse de manera adecuada trae consigo un
riesgo inminente que enfrentan las personas migrantes en
su ingreso, tránsito y salida por el territorio, que van desde
extorsiones, secuestros, hasta homicidios o desapariciones
y cualquier otra conducta que vulnere su dignidad humana.

Por lo anteriormente señalado, la Ley de Migración encar-
ga a instituciones el desempeño de funciones para llevar a
cabo un proceso migratorio eficiente, seguro y digno para
todos los migrantes, y así reconoce al Instituto Nacional de
Migración cómo órgano de ejecución, control y supervi-
sión, y al respecto señala expresamente, lo siguiente:3
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Artículo 19. El Instituto es un órgano administrativo des-
concentrado de la Secretaría, que tiene por objeto la eje-
cución, control y supervisión de los actos realizados por
las autoridades migratorias en territorio nacional, así como
la instrumentación de políticas en la materia, con base en
los lineamientos que expida la misma Secretaría.

De forma que el Instituto Nacional de Migración (INM) es
un actor clave en la gestión de la migración, no obstante,
desde su creación en 1993 se ha caracterizado por su her-
metismo y opacidad institucional ya que ha actuado en
contradicción de su obligación legal de transparentar e in-
formar acerca de su desempeño. Al mismo tiempo que obs-
taculiza la construcción de mecanismos que favorezcan la
transparencia, el acceso a la información y la rendición de
cuentas. Los procesos de actuación del INM, la operación
de sus agentes, los puntos de internación y la red de esta-
ciones migratorias y estancias provisionales, se encuentran
prácticamente fuera de juicio y rendición cuentas ante las
instituciones y el público en general.

La CNDH conforme al artículo 6o., fracción XII de su
Ley, tiene la facultad de examinar la situación que pre-
valece en el sistema penitenciario nacional mediante
evaluaciones de los centros que se supervisan. Durante
dichas acciones la CNDH verifica las condiciones de es-
tancia e internamiento de las personas procesadas y sen-
tenciadas principalmente ponderando el respeto y la ob-
servancia a los Derechos Humanos en centros federales,
estatales, municipales y militares.

En el año 2021, precisamente en el marco del ejercicio de
esta facultad, se emitió el “Diagnóstico Nacional de Super-
visión Penitenciaria 2020”, sin embargo, aunque la ley en
su artículo 1o. remite que las disposiciones serán aplicables
en todo el territorio nacional en materia de derechos huma-
nos, respecto de los mexicanos y extranjeros que se en-
cuentren en el país,4 no existe hasta la fecha registro de
diagnóstico hacia los centros de estancia migratoria, esto
bajo el contexto de que estos deberían llevar un funciona-
miento bajo los lineamientos establecidos en el artículo
107o. de la Ley de Migración.5

“Artículo 107. Las estaciones migratorias, deberán
cumplir al menos los siguientes requisitos: 

I. Prestar servicios de asistencia médica, psicológica y
jurídica; 

II. Atender los requerimientos alimentarios del extranje-
ro presentado, ofreciéndole tres alimentos al día. El Ins-
tituto deberá supervisar que la calidad de los alimentos
sea adecuada. Las personas con necesidades especiales
de nutrición, como personas de la tercera edad y mujeres
embarazadas, recibirán una dieta adecuada, con el fin de
que su salud no se vea afectada en tanto se define su si-
tuación migratoria. 

III. …”

Es así que, al no contar con el diagnóstico correspondien-
te, no se llevan a cabo las medidas necesarias, por lo que
vulnera los derechos humanos y dignidad humana de todo
aquel que ingrese a los centros migratorios, puesto que la
falta de rigidez de los controles de estos centros ha llevado
a numerosos incidentes que atentan hasta con la vida de los
internos. 

Son precisamente las experiencias que a lo largo de los
años se han dado en diferentes partes de México, las que
han ayudado a dar forma a las preocupaciones en torno a la
migración, la seguridad y los derechos humanos de las per-
sonas alojadas en las estaciones migratorias, motivando un
enfoque en torno a la rendición de cuentas. El potencial de
abuso, de ineficiencia o de corrupción suele radicar en la
amplia discrecionalidad con la cual actúan los agentes, así
como con la poca visibilidad en torno a sus decisiones co-
tidianas. Las preocupaciones generadas por estos factores
aumentan cuando un agente del Estado goza del poder pa-
ra detener y someter, poniendo en riesgo la integridad físi-
ca, mental y emocional de las personas

Casos paradigmáticos 

Como consecuencia, de la mala práctica de los controles y
lineamientos hacia las estaciones migratorias se han susci-
tado diversas conductas irregulares en su interior que po-
nen en evidencia presuntas violaciones a derechos huma-
nos:

• Muerte de migrante haitiano en la estación migratoria
Siglo XXI, en Tapachula, Chiapas

Tras más de 20 días en detención, el migrante se encontra-
ba muy enfermo y aislado en una celda.6

Algunas de las personas migrantes mencionaron escuchar-
lo durante toda la noche del 5 de agosto de 2019 con gritos
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y llantos. No obstante, los guardias mantuvieron bajo can-
dado al señor y al resto de hombres en sus celdas, sin nin-
gún tipo de asistencia y sin oportunidad de acompañarlo.
En la madrugada del 6 de agosto se dejó de escuchar su
voz, había fallecido. 

• Fallecimiento de niña migrante de nacionalidad gua-
temalteca en la estación migratoria “Las Agujas”, en la
Ciudad de México 

En mayo de 2019, la niña que se encontraba con su madre
detenida en esa estación migratoria cayó de la parte supe-
rior de una litera y se golpeó en el abdomen. 

En el servicio médico de la estación se limitaron a darle
una pastilla para el dolor, y a pesar de que su estado de sa-
lud empeoró sus quejas fueron desestimadas por el servicio
médico. Finalmente, tras la insistencia de varias mujeres
incluida la madre la niña fue llevada al hospital. Falleció en
el traslado. 

La CNDH emitió la recomendación 77/2019 al Instituto
Nacional de Migración por omisión, negligencia e inade-
cuada atención médica que derivó en la muerte de una ni-
ña de origen guatemalteco de 10 años.7

• Migrante guatemalteco fallece en estación migratoria
de Tenosique, Tabasco

En marzo de 2020, un migrante guatemalteco que se en-
contraba en la estación migratoria de Tenosique, Tabasco,
murió durante un motín en el que las personas retenidas re-
clamaban que los dejaran regresar a sus países pues temían
el riesgo que representaban las condiciones de encierro en
el contexto de la emergencia sanitaria del Covid-19.

Durante el motín, un grupo de migrantes de la zona de va-
rones quemó colchonetas en protesta al “prolongado encie-
rro y las condiciones de extremo hacinamiento”.8

Conclusiones

Cómo podemos observar y es evidente en todos estos ca-
sos, en las estaciones migratorias el día de hoy en México
existen vulneraciones a los derechos humanos de las per-
sonas migrantes detenidas, y claros atentados contra su
dignidad humana. 

Es por esto que es tan relevante la rendición de cuentas a
través de este diagnóstico que implica la presencia de me-

canismos de evaluación como elementos de sistemas ad-
ministrativos modernos que permitan que los mandos me-
dios y superiores estén enterados de las acciones de sus
subordinados, de sus resultados así como de las áreas que
requieren cambios o fortalecimiento.9 La operación de me-
canismos efectivos de rendición de cuentas se vuelven pre-
ventivos, necesarios para que tanto el INM como los mi-
grantes y el público en general tengan la certeza de que los
agentes no abusen del poder discrecional que ostentan. Ca-
be destacar que la rendición de cuentas no busca simple-
mente castigar a malos elementos del Instituto, sino que
pretende facilitar el desarrollo de mecanismos que le per-
mitan al INM convertirse en una institución de aprendiza-
je e incrementar sus recursos, su efectividad y su legitimi-
dad. 

Es imperativo detectar cómo y dónde se manifiesta la ma-
la conducta para que luego los mecanismos de rendición de
cuentas se enfoquen por lo menos en los escenarios más
graves o comunes. Las unidades de Asuntos Internos están
obligadas a recoger información de esta naturaleza para lle-
var a cabo sus investigaciones. Sin embargo, son funda-
mentales la integridad y un control de calidad en este tipo
de mecanismos de rendición de cuentas.

Además de los lineamientos en materia de derechos huma-
nos que expresa la Ley de Migración existen principios que
regulan las condiciones mínimas que los detenidos como lo
es los principios básicos para el tratamiento de los reclusos,
aprobados por la Asamblea General en su resolución
45/111, de 14 de diciembre de 1990, que establecen que to-
dos los reclusos, independientemente de su origen nacio-
nal, deberán serán tratados con el respeto que merecen su
dignidad y valor inherentes de seres humanos que sin dis-
criminación alguna, y textualmente indican que todos los
reclusos seguirán gozando de los derechos humanos y las
libertades fundamentales consagrados en la Declaración
Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo
Facultativo, así como de los demás derechos estipulados en
otros instrumentos de las Naciones Unidas.

Por lo que, adjunto cuadro de la proposición para para re-
formar y adicionar la fracción XXI, del artículo 6o. de la
Ley de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, como
se describe a continuación.
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Debido a su clasificación como instalaciones de seguridad
nacional, las estaciones migratorias tienen una naturaleza -
en los hechos- carcelaria, tanto por su aspecto físico como
por los lineamientos que rigen la estancia en esos sitios,
haciendo notar un reciente incremento de la población de-
tenida, con condiciones de higiene a considerar dentro de
las instalaciones, entre otros aspectos.

De forma que los mecanismos internos y externos de las
autoridades dentro de las estancias migratorias, presentan
áreas de oportunidad que debemos acotar para reducir las
actuaciones con alto nivel de discrecionalidad. Ante esto, la
respuesta de las autoridades debe tender hacía la preven-
ción a través de políticas públicas y mecanismos de coor-
dinación, para sustituir los discursos de negación o aque-
llos en los que se minimizan casos de violaciones a
derechos humanos de los migrantes, y de plano, eliminar
posicionamientos en los que se pretende culpar o revicti-
mizar a los propios migrantes. 

Es por lo anteriormente expuesto, que se somete a consi-
deración de esta LXV Legislatura de la honorable Cámara
de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 6 de
la Ley de la Comisión de Derechos Humanos

Único. - Se reforma y adiciona el artículo 6 de la Ley de
la Comisión Nacional de Derechos Humanos, para que-
dar como sigue:

Artículo 6o.- La Comisión Nacional tendrá las siguientes
atribuciones:

[…]

XII. Supervisar el respeto a los derechos humanos en el
sistema de reinserción social y en las estancias migra-
torias del país mediante la elaboración de un diagnós-
tico anual sobre la situación que éstos guarden.

En dicho diagnóstico deberán incluirse, además de las eva-
luaciones que la Comisión pondere, datos estadísticos so-
bre el número, las causas y efectos de los homicidios, así
como de las riñas, motines, desórdenes, abusos y quejas
documentadas que sucedan en las prisiones, centros de de-
tención y estancias migratorias.

[…]

Transitorio

Único. - El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Cónfer 

https://www.gob.mx/segob/prensa/mexico-forma-parte-del-princi-
pal-corredor-migratorio-a-nivel-mundial

2 Cónfer 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM. pdf

3 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LMigra.pdf

4 Cónfer 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LCNDH.pdf
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5 Cónfer 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LMigra.pdf

6 Cónfer 

https://xeu.mx/nacional/1049577/muere-migrante-haitiano-en-es-
tacion-migratoria-siglo-xxi-en-chiapas

7 Cónfer 

https://www.milenio.com/estados/cndh-emite-recomendacion-inm-
muerte-nina-guatemalteca-cdmx

8 Cónfer 

https://www.elfinanciero.com.mx/nacional/muere-guatemalteco-
tras-motin-en-la-estacion-migratoria-de-tenosique/

9 Robert Varenik, coordinador, Accountability. Sistema policial de rendi-
ción de cuentas (Ciudad de México: Insyde, 2005), 25. 13 Íbid., 25. 19

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.—
Diputada Andrea Chávez Treviño (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen, y a la Comisión de Asuntos Migratorios, pa-
ra opinión.

SE FIJAN LAS CARACTERÍSTICAS DE 
UNA MONEDA CONMEMORATIVA POR LOS 495

AÑOS DE LA FUNDACIÓN DE LA CIUDAD 
DE SAN CRISTÓBAL DE LAS CASAS

«Iniciativa de decreto por el que se fijan las características
de una moneda conmemorativa por los 495 años de la fun-
dación de la ciudad de San Cristóbal de las Casas, a cargo
del diputado Ismael Brito Mazariegos, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Ismael Brito Mazariegos, diputado integrante del Grupo
Parlamentario de Morena ante la LXV Legislatura de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, y el 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, 77, y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-

sideración de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se fijan las características de
una moneda conmemorativa por los 495 años de la funda-
ción de la ciudad de San Cristóbal de las Casas, con base
en la siguiente 

Exposición de Motivos

I) Fundación de la ciudad de San Cristóbal de las Casas

Desde su fundación, la ciudad de San Cristóbal de las Ca-
sas ha tenido diversos nombres. El actual hace referencia al
santo patrono de los viajeros, San Cristóbal, mientras que
“de las Casas” es en honor al primer obispo de la ciudad:
Fray Bartolomé de las Casas;1 entre otros, al menos, ha te-
nido los siguientes:

• El 31 de marzo de 1528, se fundó la Villa Real de
Chiapas; 

• El 21 de junio de 1529, se le cambió la denominación
por la de Villa Viciosa; 

• El 11 de septiembre de 1531, por acuerdo de Cabildo,
se le cambió el nombre por el de Villa de San Cristóbal
de los Llanos; 

• El 7 de julio de 1536, se le cambió el nombre por el de
Ciudad Real; 

• En 1712 fue el año en que se liberaron los créditos de la
corona para urbanizar formalmente a San Cristóbal y
construir sus monumentos barrocos de esta ciudad criolla.

• En 1824 Chiapas se anexa a la República Mexicana;

• El 27 de julio de 1829, se le modificó la denominación
por la de Ciudad de San Cristóbal; 

• El 31 de mayo de 1848, se le agregó el apellido Las
Casas, quedando como San Cristóbal de las Casas; 

• Fue hasta 1879 cuando el general Miguel Ultrilla ac-
cede a la gubernatura e instaurara la paz. En este perio-
do es cuando su urbanista neoclásico, el ingeniero Car-
los Z. Flores, moderniza la ciudad, remodela algunos
monumentos, viste las calles con portones dóricos y
ventanas toscanas, siembra los parques con jardines y
kioscos. 
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• El 9 de agosto de 1892, se trasladó de allí definitiva-
mente la capital del estado a la ciudad de Tuxtla Gutiérrez.

• El 13 de febrero de 1934, se le modificó nuevamente
el nombre de San Cristóbal de Las Casas por Ciudad
Las Casas; 

• El 4 de noviembre de 1943 se le restituyó su nombre
anterior, quedando desde entonces como San Cristóbal
de Las Casas, en honor a fray Bartolomé de Las Casas,
protector de los indios.2

II) Importancia actual de San Cristóbal de las Casas

Ya en el México moderno, a partir de 1947, la carretera
panamericana vincula a San Cristóbal de las Casas con el
resto del país. 

Desde las últimas décadas del siglo XX y hasta la actuali-
dad la ciudad ha ido aumentando su población y mejoran-
do su infraestructura turística.

La importancia histórica y cultural de San Cristóbal co-
menzó a ser reconocida desde mediados de la década de los
años ochenta del siglo pasado, cuando, con fecha 4 de di-
ciembre de 1986, se publicó en el Diario Oficial de la Fe-
deración,3 decreto por el que se declara una zona de mo-
numentos históricos en la ciudad de San Cristóbal de las
Casas, Chiapas.

Dicho decreto, en su parte fundamental señala: 

“Considerando

… 

Que las características formales de la edificación de
la ciudad, relación de espacios, estructura urbana
conformada por los barrios y su entorno, natural, tal
y como hoy se conservan, son elocuente testimonio de
excepcional valor para la historia social, política y
del arte en México.

Que es indispensable, dentro de los programas de de-
sarrollo de los asentamientos humanos, la protección,
conservación y restauración de las expresiones urba-
nas y arquitectónicas relevantes que forman parte de
nuestro patrimonio cultural.

Decreto

Artículo 1o.- Se declara una zona de monumentos
históricos en la ciudad de San Cristóbal de las Casas,
estado de Chiapas, con el perímetro, características y
condiciones a que se refiere este decreto.

Artículo 2o.- La zona de monumentos históricos ma-
teria de este decreto, comprende un área de 2.88 ki-
lómetros cuadrados…

Artículo 3o.- Se determina que las características espe-
cíficas de la zona de monumentos históricos, materia de
esta declaratoria, son las siguientes:

a) Está formada por 246 manzanas que comprenden
520 edificios con valor histórico, construidos entre
los siglos XVI al XIX y de los cuales 19 fueron desti-
nados en alguna época al culto religioso…

b) Los 499 edificios restantes son inmuebles civiles de
uso particular cuya disposición urbana, partidos ar-
quitectónicos y elementos formales reflejan un profun-
do conocimiento de los materiales, sistemas constructi-
vos y estilísticos que van de los siglos XVI al XIX
predominando las expresiones barrocas y neoclásicas.

… 

c) El trazo de las calles situadas dentro de la Zona de
Monumentos Históricos materia de esta declaratoria, es-
tá conformada por los barrios de Santa Lucía, Mexica-
nos, del Cerrillo, Cuxtitali, de Guadalupe, San Antonio,
San Ramón y la Merced; estos barrios conforman un
trazo regular en su conjunto generados autónomamente
como barrios y fusionados a través del tiempo…”

Además, en el año 2003, San Cristóbal de las Casas se in-
corporó al programa Pueblos Mágicos en el año 2003.

Adicionalmente, en el año 2015 la Organización de las Na-
ciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura
(UNESCO) emitió la declaratoria de San Cristóbal como
Ciudad Creativa por la Artesanía y Arte Popular, en la
que señala como principal motor de la economía local, la
artesanía y el arte popular mismos que se plasman en diez
barrios de la ciudad, mostrando una diversidad de saberes tra-
dicionales como la herrería, alfarería, el tallado en madera, la
orfebrería en ámbar y bordados, los cuales forman parte de la
vida cotidiana y juegan un papel clave en la interconexión de
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las zonas urbanas y rurales, así como en el fomento del diá-
logo intercultural y la cohesión social.4

La Red de Ciudades Creativas de la UNESCO fue creada
para promover la cooperación hacia y entre las ciudades
que identifiquen la creatividad como factor estratégico de
desarrollo urbano sostenible. Actualmente 246 ciudades
forman la Red y trabajan juntas hacia un objetivo común:
posicionar la creatividad y las industrias culturales en el
centro de su plan de desarrollo local y cooperar activamen-
te a nivel internacional en la materia.

En la actualidad San Cristóbal de las Casas es una ciudad
pluricultural, en donde convergen diversas culturas, no so-
lamente del estado de Chiapas, sino de otros países, ha-
ciendo esto un atractivo único en su tipo.

San Cristóbal cuenta con una serie de monumentos carac-
terizados por su belleza y en distintos arquitectónicos co-
mo el mudéjar, el barroco, el churrigueresco y neoclásico,
así como diversos atractivos como:

• La Catedral de San Cristóbal de las Casas;

• El Centro Cultural de los Altos;

• El Centro de Textiles del Mundo Maya;

• La Iglesia de la Merced;

• La Iglesia de San Nicolás;

• El Museo del Ámbar Na Bolom; y

• El Templo y ex Convento de Santo Domingo de 
Guzmán

Asimismo, en San Cristóbal de las Casas, se realizan
distintas festividades como:

• La Fiesta de San Cristóbal, en el mes de julio;

• La Festival Barroco Internacional Cervantes, a finales
de octubre, y se realizan eventos culturales y artísticos
de distinta índole;

• La Feria de la Primavera y de la Paz, que incluye des-
files, juegos mecánicos, concursos, conciertos y eventos
culturales; 

• El Carnaval, durante la semana de festejos hay rituales
de purificación; y, 

• Fundación de la ciudad, cada 31 de marzo se celebra
la fundación de la ciudad, con desfiles, juegos pirotéc-
nicos y música de marimbas.

De ahí la importancia cultural de San Cristóbal de las Ca-
sas para México, en general, y para Chiapas en particular. 

III) De las monedas conmemorativas

El Banco de México señala que “el proceso de diseño pa-
ra emitir una nueva moneda comienza en la Casa de Mo-
neda de México. En general, el proceso para diseñar una
nueva moneda es una de las actividades que corren a car-
go de la Casa de Moneda de México e inicia cuando el
Banco de México le solicita la realización de diversas
propuestas relativas a una conmemoración de relevancia
nacional. Para ello, se específica el motivo que deberá os-
tentar, así como las correspondientes características téc-
nicas que se detallan en los Decretos publicados en el
Diario Oficial de la Federación”.5

Las propuestas son realizadas por los diseñadores de la Ca-
sa de Moneda de México, quienes son especialistas en la
creación y fabricación de monedas metálicas de curso co-
rriente y monedas en metales finos. El trabajo creativo se
sustenta en una investigación iconográfica que consiste en
la revisión de documentos, archivos históricos, toma foto-
gráfica en sitio, así como en la asesoría de especialistas en
el tema seleccionado. La información recabada se selec-
ciona para elegir las imágenes y elementos que satisfagan
las expectativas de diseño, forma, acabado e identidad de
la futura moneda.

Para el caso particular de las piezas, Banco de México lle-
va a cabo una constante retroalimentación con la Casa de
Moneda de México para contar con diversas opciones por
cada una de las monedas, tanto las de curso corriente como
las acuñadas en plata.

Según el propio Banco de México, desde hace varios años,
esta institución “ha utilizado la acuñación (fabricación) de
monedas y la emisión de billetes para conmemorar hechos
de importancia nacional. Un antecedente relevante en la
creación de monedas conmemorativas que también se uti-
lizaron para realizar cualquier tipo de pago, es la moneda
de oro con valor nominal o facial (valor grabado en la mo-
neda, diferente al valor intrínseco; es decir, al valor del me-
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tal que contiene la moneda) de cincuenta pesos que se acu-
ñó en 1921 para conmemorar el primer centenario de la
consumación de la Independencia. El llamado Centenario
estuvo en circulación por casi una década hasta que las mo-
nedas de oro fueron desmonetizadas de manera definitiva
en julio de 1931; es decir, hasta que por decreto del Con-
greso de la Unión se les quitó su valor legal y ya no pudie-
ron usarse para realizar pagos. Actualmente, el Centenario
se continúa acuñando con el año 1947 para atender la de-
manda del coleccionismo y la inversión.”6

“Además del Centenario, ha habido otras monedas me-
tálicas de carácter conmemorativo; entre ellas, se puede
mencionar el peso del Caballito, acuñado de 1910 a
1914 y que conmemoraba el centenario del inicio de la
Independencia. Otro ejemplo es la pieza de plata de
1955 con la leyenda “Independencia y Libertad” con la
imagen de Hidalgo o la que se emitió en 1960 con las fi-
guras de Hidalgo y Madero y que llevó la inscripción
“Sufragio Efectivo. No Reelección”.

En los últimos años, se han emitido piezas con la doble in-
tención de ser de curso legal o de cuño corriente; es decir,
para utilizarlas en la vida diaria para realizar pagos; y ade-
más, para conmemorar eventos relevantes. En otras pala-
bras, son piezas que se pueden emplear para realizar pagos
y además, son atractivas para coleccionarlas.

En el caso de los billetes, aunque hay menos ejemplos, tam-
bién los hay conmemorativos. Los primeros dos aparecieron
en 1910 con el fin de celebrar los cien años de la Indepen-
dencia de México y los emitió el Banco Minero de Chihua-
hua. Después de varias décadas se volvió a recurrir a la idea
de fabricar billetes conmemorativos de curso legal.

Aunque los billetes y las monedas conmemorativas son de
curso legal, mucha gente las conserva como recuerdo de
los acontecimientos que representan. El hecho de que sean
conmemorativos significa que se fabricaron pocas piezas
con respecto a los billetes y monedas comunes”.

A fin de ejemplificar la gran variedad de monedas de cur-
so legal conmemorativas,7 que han sido acuñadas por el
Banco de México, se enlistan las siguientes: 

1. Inicio del nuevo milenio

Durante los años 2000 y 2001, el Banco de México emitió
una moneda de diez pesos y dos monedas de veinte pesos

para celebrar el inicio del nuevo milenio. La moneda de
diez pesos lleva el círculo central de la Piedra del Sol que
representa a Tonatiuh con la máscara de fuego y la leyenda
de los cinco soles. La parte central o núcleo de la moneda
es una aleación de alpaca plateada y el anillo perimétrico;
es decir, la parte que rodea al núcleo es una aleación de
bronce y aluminio.

En una de las monedas de veinte pesos se incluyó, por pri-
mera vez en México, a un personaje representativo de la
cultura como ya se hacía en otros países. Se eligió al poeta
y ensayista Octavio Paz, quien obtuvo el premio Nobel de
Literatura en 1990, por la trascendencia de su obra tras-
cendería al siguiente milenio. El retrato del poeta se en-
cuentra en el centro de la moneda junto con su firma que
ocupa parte del anillo perimétrico. También aparece la ins-
cripción “Todo es presencia, todos los siglos son este pre-
sente”, que corresponde a un fragmento de su poema
“Fuente”.

La segunda moneda de veinte pesos lleva la figura de
Xiuhtecuhtli, dios viejo del fuego quien enciende el fuego
nuevo, como símbolo del nuevo milenio. Esta moneda, al
igual que la de Octavio Paz, tiene el centro de cuproníquel
y el anillo perimétrico de bronce-aluminio.

2. Unión de los Estados de la República Mexicana en una
Federación

En esta ocasión, el objetivo fue conmemorar el 180 aniver-
sario de la Unión de los Estados de la República Mexicana
en una Federación.

Este programa se dividió en dos etapas y consistió en po-
ner en circulación dos monedas diferentes por cada Entidad
Federativa de la República Mexicana. En la primera etapa,
que abarcó de octubre de 2003 a noviembre de 2005, el re-
verso de las monedas tiene el escudo de la entidad que re-
presentan y se emitieron en orden alfabético descendente;
es decir, se inició con la moneda de Zacatecas y se terminó
con la moneda de Aguascalientes. En la segunda etapa, que
inició en noviembre de 2005 y terminó en diciembre de
2007, el reverso de las monedas tiene imágenes relaciona-
das con temas como arquitectura, arte, ciencia, fauna, flo-
ra, trajes o bailes típicos, o zonas geográficas de interés,
propias de cada entidad. En esta segunda fase, las monedas
se pusieron en circulación en orden alfabético ascendente;
es decir, se inició con la moneda de Aguascalientes y se
concluyó con la de Zacatecas.
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Además de servir como medio de pago, con estas monedas
se buscó despertar el interés del público en general por el
coleccionismo, ya que representan un recuerdo de la lla-
mada “patria chica” de los mexicanos; es decir, de la región
en que se ha nacido. Estas monedas son válidas para reali-
zar pagos y conviven con el billete de cien pesos.

Adicionalmente a las monedas de cuño corriente, el Banco
de México puso a disposición del público estos mismos di-
seños en dos tipos de monedas exclusivamente de colec-
ción: una disponible en una onza de plata pura y otra bi-
metálica de 0.94 onzas con núcleo de oro y anillo
perimétrico de plata. Es interesante resaltar que esta fue la
primera vez que en nuestro país se acuñó y emitió una mo-
neda bimetálica de oro y plata.

3. 400 aniversario de la obra literaria “El Ingenioso Hidal-
go Don Quijote de la Mancha”

En 2005 se cumplieron 400 años de la primera edición de
la obra literaria de Miguel de Cervantes Saavedra, El Inge-
nioso Hidalgo Don Quijote de la Mancha. Con este moti-
vo, los países de habla hispana organizaron diversas activi-
dades para celebrar este aniversario, incluyendo la
acuñación de monedas conmemorativas.

Por lo que respecta a México, en septiembre de ese año se
puso en circulación una moneda bimetálica de cuño co-
rriente con núcleo de plata y anillo perimétrico de bronce-
aluminio, con valor facial de cien pesos. Esta moneda pre-
senta en su reverso el grabado Calavera Quijotesca del
artista mexicano José G. Posada.

La moneda bimetálica del Quijote sigue siendo válida para
realizar pagos y no reemplaza ni a los billetes de cien pe-
sos ni a las monedas bimetálicas de la Unión de los Esta-
dos, sino que convive con ellos.

Además de la acuñación de esta moneda de cuño corriente,
se puso a disposición del público este diseño en plata, ex-
clusivamente de colección. Para este mismo fin, también se
acuñaron piezas bimetálicas de plata y bronce-aluminio
con acabado mate-brillo.

4. 80 aniversario de la fundación del Banco de México, 470
aniversario de la Casa de Moneda de México y 100 aniver-
sario de la reforma monetaria de 1905

El 25 de agosto de 1925, durante el periodo presidencial
del general Plutarco Elías Calles, se conformó el banco

central de México llamado Banco de México, SA, dando
fin al esquema de emisores de moneda múltiples y ponien-
do orden al caos monetario de la época revolucionaria de
nuestro país. A principios del año 1994, de acuerdo con la
evolución financiera y económica del país, y acorde con
los postulados más modernos y mayoritariamente acepta-
dos en materia de banca central, se le otorgó al Banco de
México autonomía en el ejercicio de sus funciones y en su
administración. A raíz de esta reforma, el objetivo priorita-
rio asignado al banco central es procurar la estabilidad del
poder adquisitivo de la moneda nacional. En 2005 se cum-
plieron 80 años de la fundación del Banco de México.

Asimismo, en 2005 se cumplieron 470 años de la funda-
ción de la Casa de Moneda de México, la cual ha proveído
a nuestro país de medios de cambio desde el año 1535 y, a
lo largo de su historia, ha acuñado verdaderas obras de ar-
te que representan un testimonio de la historia de nuestro
país.

Por otra parte, ese mismo año se cumplieron los 100 años
de la reforma monetaria de 1905. La Ley Monetaria de los
Estados Unidos Mexicanos dotó a las monedas mexicanas
de aspectos formales que a la fecha se conservan (como la
obligación de llevar en el anverso el escudo nacional y la
leyenda “Estados Unidos Mexicanos”), y adecuó la emi-
sión monetaria nacional a las fluctuaciones económicas
mundiales de ese entonces; es decir, suprimió la libertad de
acuñación del oro y de la plata, quedando el Estado como
facultado exclusivo y estableció una relación 1 a 32 entre
el oro y la plata monetarios, sujetándola a la variación en
los precios internacionales de estos metales.

Para celebrar los aniversarios de estos acontecimientos, se
emitieron tres distintas monedas bimetálicas de cuño co-
rriente con núcleo de plata y anillo perimétrico de bronce-
aluminio, con un valor facial de cien pesos. Estas monedas
bimetálicas son válidas para realizar pagos y no reempla-
zan a los billetes de cien pesos ni a las monedas conme-
morativas del Quijote y de la Unión de los Estados en una
Federación, sino que conviven con ellos.

Adicionalmente, las tres monedas también se acuñaron en
plata para el público coleccionista.

5. Bicentenario del natalicio de don Benito Juárez García

Para conmemorar el bicentenario del natalicio del Bene-
mérito de las Américas, don Benito Juárez García, a partir
del 21 de marzo de 2006 se puso en circulación una mone-
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da bimetálica de cuño corriente con núcleo de plata y ani-
llo perimétrico de bronce-aluminio, con valor facial de cien
pesos.

Con la emisión de esta moneda, Banco de México se unió
a la serie de eventos que se hicieron en América Latina alu-
sivos al natalicio de don Benito Juárez.

Esta moneda bimetálica es válida para realizar pagos y no
reemplaza a los billetes de cien pesos sino que convive con
ellos. Lo mismo sucede con las otras monedas conmemo-
rativas de cien pesos hasta ahora mencionadas.

6. Bicentenario del inicio del movimiento de Independen-
cia y centenario del inicio de la Revolución Mexicana

Para celebrar el bicentenario del inicio del movimiento de
Independencia y el centenario del inicio de la Revolución
Mexicana, el Banco de México puso en circulación mone-
das bimetálicas de cinco pesos con personajes representati-
vos de tan importantes acontecimientos históricos. La úni-
ca diferencia entre estas monedas y las monedas de cinco
pesos que ya se encontraban en circulación es el reverso,
donde está presente alguno de los personajes representati-
vos de la Independencia o de la Revolución Mexicana he-
cho en relieve, su nombre, el valor de la moneda, el año de
acuñación (fabricación), la leyenda “México 2010” y la
inscripción “Bicentenario de la Independencia” o “Cente-
nario de la Revolución”, según corresponda. Cabe mencio-
nar que la moneda tradicional de cinco pesos; es decir, la
no conmemorativa, no fue reemplazada por estas monedas,
sino que todas se encuentran en circulación y son válidas
para realizar pagos.

Las monedas de cinco pesos conmemorativas fueron pues-
tas en circulación a partir del 29 de octubre de 2008 y has-
ta 2010. En total fueron treinta y siete monedas, de las cua-
les diecinueve son alusivas a héroes de la Independencia y
dieciocho a personajes de la Revolución Mexicana.

Con la emisión de estas monedas conmemorativas, el Ban-
co de México y la Casa de Moneda conmemoraron dos
acontecimientos fundamentales de la historia de México,
honraron a los personajes que participaron en ellos y fo-
mentaron entre la población el conocimiento de la historia
nacional. Además, la emisión de estas monedas tuvo como
finalidad seguir la tradición numismática mexicana que
abarca casi cinco siglos, así como impulsar el ahorro y el
coleccionismo de las monedas sobre todo entre la pobla-
ción joven.

7. 20 aniversario de la entrega del Premio Nobel de litera-
tura a Octavio Paz

Para recordar el veinte aniversario de la entrega del Premio
Nobel de literatura a Octavio Paz, se puso en circulación una
moneda bimetálica de cuño corriente con valor facial de 20
pesos. Su parte central es de cuproníquel y el anillo perimé-
trico es de bronce-aluminio.

IV) Marco jurídico

La acuñación de monedas conmemorativas es a todas luces
una actividad estratégica y que se encuentra reservada de
manera exclusiva al Estado, la cual es realizada por un ór-
gano constitucionalmente autónomo como lo es el Banco
de México a través de la Casa de Moneda.

El marco legal se encuentra plenamente establecido en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
en las leyes secundarias que en la materia la regulan, tales
como: la Ley Monetaria, la Ley de la Casa de Moneda y la
Ley del Banco de México.

A) La Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en su artículo 28 párrafo séptimo se señala:

“No constituyen monopolios las funciones que el Esta-
do ejerza de manera exclusiva, a través del banco cen-
tral en las áreas estratégicas de acuñación de moneda
y emisión de billetes. El banco central, en los términos
que establezcan las leyes y con la intervención que co-
rresponda a las autoridades competentes, regulará los
cambios, así como la intermediación y los servicios finan-
cieros, contando con las atribuciones de autoridad necesa-
rias para llevar a cabo dicha regulación y proveer a su ob-
servancia. La conducción del banco estará a cargo de
personas cuya designación será hecha por el Presidente de
la República con la aprobación de la Cámara de Senado-
res o de la Comisión Permanente, en su caso; desempeña-
rán su encargo por períodos cuya duración y escalona-
miento provean al ejercicio autónomo de sus funciones;
sólo podrán ser removidas por causa grave y no podrán te-
ner ningún otro empleo, cargo o comisión, con excepción
de aquéllos que actúen en representación del banco y de
los no remunerados en asociaciones docentes, científicas,
culturales o de beneficencia.”

B) La Ley Monetaria que en su artículo 2o. establece la
potestad del Banco de México para acuñar monedas de uso
corriente y conmemorativas, mismo que a la letra reza:
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“Artículo 2o..- Las únicas monedas circulantes serán:

a) Los billetes del Banco de México, SA, con las deno-
minaciones que fijen sus estatutos;

b) Las monedas metálicas de cincuenta, veinte, diez,
cinco, dos y un peso, y de cincuenta, veinte, diez, y
cinco centavos, con los diámetros, composición metá-
lica, cuños y demás características que señalen los
decretos relativos.

Cuando los decretos relativos prevean aleaciones opcio-
nales para la composición de las monedas metálicas, la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a propuesta
del Banco de México, determinará su composición me-
tálica señalando alguna de las aleaciones establecidas en
el decreto respectivo o sustituyendo la así señalada por
otra de ellas.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público publicará
en el Diario Oficial de la Federación las resoluciones en
las que se determine la aleación que se utilizará en la
composición metálica de las monedas de que se trata.

c). Las monedas metálicas conmemorativas de acon-
tecimientos de importancia nacional, en platino, en
oro, en plata o en metales industriales, con los diá-
metros, leyes o composiciones metálicas, pesos, cuños
y demás características que señalen los decretos 
relativos.”

C) La Ley de la Casa de Moneda de México, es sus artí-
culos 1o. y 2o. señala: 

“Artículo 1o.- La acuñación de moneda es una
función que ejerce de manera exclusiva el Estado
en los términos del Artículo 28 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y de las
leyes y decretos del Congreso de la Unión, y con-
forme a las políticas y lineamientos establecidos por
el Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público.”

D) La Ley del Banco de México estatuye, entre otros pun-
tos, las obligaciones y atribuciones del Banco de México
para emitir billetes y ordenar la acuñación de monedas y en
su artículo 4o. y señala:

“Articulo 4o.- Corresponderá privativamente al Banco
de México emitir billetes y ordenar la acuñación de mo-

neda metálica, así como poner ambos signos en circula-
ción a través de las operaciones que esta Ley le autoriza
realizar.”

Como puede observarse, el Banco de México, tiene la facul-
tad, manera exclusiva, de acuñación de moneda y emisión de
billetes, de acuerdo con los decretos correspondientes.

Es decir, es indispensable que por medio de un decreto se
mandate a la autoridad pertinente, en este caso, el Banco de
México, a que lo realice el Congreso de la Unión conforme
a lo establecido en el artículo 73 fracción XVIII.

Los decretos sobre acuñación de monedas conmemorativas
podrán ser propuestos por: 

1) El presidente de la República; 

2) Los diputados y senadores del Congreso de la Unión; y,

3) Las legislaturas de los estados y de la Ciudad de 
México.

V) Objetivo de la iniciativa

La iniciativa que se presenta tiene como finalidad visibi-
lizar y reconocer la importancia histórica y cultural de
San Cristóbal de las Casas, tanto para Chiapas como pa-
ra Chiapas. 

El impulso y visibilidad que se haga de ella redundará en
el crecimiento económico y desarrollo local, del municipio
del mismo nombre., de la región de los Altos en Chiapas, y
del estado en su conjunto. 

Todo lo anterior, sirva para ejemplificar y son razones con-
tundentes para proponer la siguiente iniciativa con proyec-
to de 

Decreto por el que se fijan las características de una
moneda conmemorativa por los 495 años de la funda-
ción de la Ciudad de San Cristóbal de las Casas

Artículo Único. Se establecen las características de una
moneda conmemorativa por los 495 años de la fundación
de la Ciudad de San Cristóbal de las Casas, de conformi-
dad con lo dispuesto en el inciso c) del artículo 2o. de la
Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos, con las
características que a continuación se señalan:
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I. Valor nominal: Veinte pesos.

II. Forma: Circular.

III. Diámetro: 32 mm (treinta y dos milímetros)

IV. Composición: La moneda será bimetálica y estará
constituida por dos aleaciones, una para su parte central
y otra para su anillo perimétrico, que serán como sigue:

1. Parte central de la moneda. Aleación de cupro-
níquel, que estará compuesta en los siguientes tér-
minos:

a) Contenido: 75% (setenta y cinco por ciento) de
cobre y 25% (veinticinco por ciento) de níquel.

b) Tolerancia en contenido: 2% (dos por ciento) por
elemento, en más o en menos.

c) Peso: 7.355 g. (siete gramos, trescientos cin-
cuenta y cinco miligramos).

d) Tolerancia en peso por pieza: 0.294 g. (doscientos
noventa y cuatro miligramos), en más o en menos.

2. Anillo perimétrico de la moneda. Aleación de
bronce-aluminio, que estará integrado como sigue:

a) Contenido: 92% (noventa y dos por ciento) de
cobre; 6% (seis por ciento) de aluminio y 2% (dos
por ciento) de níquel.

b) Tolerancia en contenido: 1.5% (uno, cinco déci-
mos por ciento) por elemento, en más o en menos.

c) Peso: 8.590 g. (ocho gramos, quinientos noventa
miligramos).

d) Tolerancia en peso por pieza: 0.344 g. (trescientos
cuarenta y cuatro miligramos), en más o en menos.

3. Peso total: Será la suma de los pesos de la parte cen-
tral y del anillo perimétrico de la misma, que corres-
ponde a 15.945 g. (quince gramos, novecientos cuaren-
ta y cinco miligramos) y la tolerancia en peso por pieza:
0.638 g. (seiscientos treinta y ocho miligramos), en más
o en menos.

V. Los cuños serán:

Anverso: El Escudo Nacional, con la leyenda “Esta-
dos Unidos Mexicanos”, formando el semicírculo
superior.

Reverso: El motivo de esta moneda será el que, de
conformidad con el artículo segundo transitorio del
presente

Decreto que apruebe el Banco de México. Dicho mo-
tivo deberá relacionarse con los 495 años de la funda-
ción de la Ciudad de San Cristóbal de las Casas.

Canto: Estriado discontinuo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. A más tardar dentro de los 30 días naturales pos-
teriores a la publicación del presente decreto en el Diario
Oficial de la Federación, el Banco de México elaborará el
diseño del motivo que se contendrá en el reverso de la mo-
neda a que se refiere el presente decreto, el cual deberá in-
cluir las leyendas “495 años de la fundación de la Ciudad
de San Cristóbal de las Casas” y “1528 - 2023”.

Tercero. La moneda a que se refiere el presente decreto po-
drá empezar a acuñarse a los 90 días naturales posteriores
a la aprobación del diseño señalado en el artículo segundo
transitorio.

Cuarto. Corresponderá a la Casa de Moneda de México
realizar los ajustes técnicos que se requieran los que debe-
rán ser acordes con las características esenciales de la mo-
neda descrita en el presente decreto.

Quinto. Corresponderán al Banco de México todos los
derechos de autor y cualquier otro derecho de propiedad
intelectual derivado del diseño y acuñación de la mone-
da a que se refiere el presente decreto.

Notas

1 Gobierno de México. Secretaría de Turismo. 2 de julio de 2019. San
Cristóbal de las Casas, Chiapas. 

https://www.gob.mx/sectur/articulos/san-cristobal-de-las-casas-
chiapas#:~:text=Antes%20de%20la%20llegada%20de,estilo%20b
arroco%2C%20plateresco%20y%20neocl%C3%A1sico. 
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2 Historia de San Cristóbal de las Casas. 

https://programadestinosmexico.com/descubre-mexico/historia/
historia-de-san-cristobal-de-las-casas.html#:~:text=El%
2031%20de%20marzo%20de,el%20nombre%20por%20el%20de 

3 DOF: 04/12/1986. Decreto por el que se declara una zona de monu-
mentos históricos en la ciudad de San Cristóbal de las Casas, Chiapas.

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=4821412&fe-
cha=04/12/1986#gsc.tab=0

4 UNESCO. Ciudades Creativas en México. 

https://es.unesco.org/ciudadescreativasmx 

5 Blog Banxico Educa. 30 noviembre 2021. Piezas conmemorativas
2021: ¡Disfrútalas! 

http://educa.banxico.org.mx/banxico_educa_educacion_financie-
ra/blog-108-piezas-conmemorativa.html 

6 Banco de México. Billetes y monedas conmemorativas que se utili-
zan para realizar pagos. 

http://www.anterior.banxico.org.mx/dyn/divulgacion/billetes-y-
monedas/billetes-monedas-conmemorativ.html#:~:text=
Las%20monedas%20de%20cinco%20pesos,personajes%20de%20
la%20Revoluci%C3%B3n%20Mexicana.

7 Banco de México. Monedas de curso legal conmemorativas. 

http://www.anterior.banxico.org.mx/dyn/divulgacion/billetes-y-
monedas/billetes-monedas-conmemorativ.html#Monedasdecurso-
legalconmemorativas

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.—
Diputado Ismael Brito Mazariegos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY SOBRE EL CONTRATO DE SEGURO

«Iniciativa que reforma los artículos 168 y 169 de la Ley So-
bre el Contrato de Seguro, a cargo del diputado Marco Anto-
nio Pérez Garibay, del Grupo Parlamentario de Morena.

Quien suscribe, diputado Marco Antonio Pérez Garibay, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y
72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; y 6, numeral 1, fracción I, y 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman y derogan diversas dispo-
siciones de la Ley sobre el Contrato de Seguro, en materia de
la permisión universal de ser sujeto dentro de un contrato de
seguro de vida, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Para poder entender y dimensionar adecuadamente la ne-
cesidad de la presente iniciativa, es importante entender el
contexto histórico que deviene en los problemas legislati-
vos de la ley analizada. Para ello, es importante recalcar y
rememorar las circunstancias -puramente- legislativas de la
Ley Sobre el Contrato de Seguro:

La expedición de legislación referida se dio en un contex-
to particularmente extraordinario: el día 29 de septiembre
del año 1934, el Congreso de la Unión emitió un decreto
que facultaba al entonces presidente, el general Lázaro
Cárdenas del Río, para legislar en materia de Seguros. 

Este fue aprobado en las sesiones legislativas correspon-
dientes y fue publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el día 31 de diciembre del mismo año, las facultades
que el decreto erguía en la figura presidencial durarían del
día siguiente a su publicación hasta el 31 de agosto del año
1935. Así, el 31 de agosto de 1935, el presidente Cárdenas
utilizó las facultades que le había expedido el Congreso, a
través del decreto mencionado, y expidió la Ley Sobre el
Contrato de Seguro publicándola en el DOF, siendo ésta
expedida sin el proceso legislativo contemplado en la ley.

Es profundamente relevante traer a colación todo este pro-
ceso, pues nos ayuda a comprender lo que significó la ex-
pedición de dicha ley en su momento. De alguna manera y
considerando lo anterior, podemos afirmar que la exposi-
ción de motivos de la mayor parte de los artículos conteni-
dos en la ley no contó con el rigor necesario para justificar
la edificación de los preceptos legales que regulen el con-
trato de seguro. 

Esto cobra especial relevancia cuando consideramos que,
dentro de los contratos de seguros, existe la posibilidad de
que el bien jurídico protegido y tutelado dentro del contra-
to sea la vida. No sólo por el hecho llano de que la vida sea
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un elemento dentro del contrato, sino que también, como
enunciaré adelante, un contrato de seguro puede ser un ele-
mento que conforme el ejercicio pleno del Derecho Huma-
no a la salud.

En ese sentido, considero que hay enorme relevancia en la
revisión y modificación de las disposiciones de esta ley que
pudiesen constituir un riesgo en el ejercicio pleno de los De-
rechos Humanos que dependen, en parte, de la celebración
de un contrato de seguro de vida. 

Considerando todo lo anterior, considero evidente que el
supuesto enmarcado en el artículo 168 de la Ley Sobre el
Contrato de Seguro contraviene, por lo menos, la posibili-
dad del acceso pleno y material al derecho humano a la sa-
lud y, a su vez, entorpece el principio constitucional de la
protección al interés superior de la niñez. La imposibilidad
legal de que un menor pueda ser sujeto de un contrato de
seguro de vida se determinó, en su momento histórico, de
manera arbitraria.

La ley protege a todos los menores, niñas, niños y niñez, de
la misma manera; así lo establece párrafo octavo del ar-
tículo 4o. de la Constitución, pues en él se establecen las
obligaciones del Estado respecto a los menores: “En todas
las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumpli-
rá con el principio del interés superior de la niñez, ga-
rantizando de manera plena sus derechos. Los niños y
las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesida-
des de alimentación, salud, educación y sano esparcimien-
to para su desarrollo integral”.

A su vez, el marco constitucional en materia de salud es
muy claro, pues el cuarto párrafo del artículo 4° de la Car-
ta Magna establece que: “Toda Persona tiene derecho a la
protección de la salud. La Ley definirá las bases y modali-
dades para el acceso a los servicios de salud…”. Tratados
internacionales en la materia han considerado, como un
medio de certidumbre frente a la posibilidad de sufrir de al-
guna de las enfermedades que el catálogo de los ‘seguros
de vida’ cubren, que éstos seguros son medidas comple-
mentarias para el ejercicio cabal del Derecho a la salud y,
por consecuencia, es responsabilidad del Estado prove-
erlas a todas las personas; también es su obligación irres-
tricta no limitar o prohibir su implementación.

Un ejemplo claro es el artículo 25 de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos establece que: “Toda per-
sona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le
asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y

en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asis-
tencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asi-
mismo derecho a los seguros en caso de desempleo, en-
fermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de
pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias
independientes de su voluntad.”.

En ese sentido, el seguro de vida, en el caso de las y los me-
nores de edad, es un tipo de seguro que tiene como fin úl-
timo dar certidumbre ante la muerte, invalidez o enferme-
dad (de determinado tipo) de éstos. Así, cualquier
disposición que niegue la posibilidad de obtener dicho se-
guro, siendo que éstos se han reconocido como medios ne-
cesarios para el cumplimiento del Derecho Humanos a la
vida y al desarrollo de ésta, es violatoria del artículo pre-
viamente mencionado y va en detrimento de los medios de
subsistencia y pleno ejercicio del Derecho Humano a la vi-
da del o la menor.

Es importante tomar en consideración una interpretación
que la Corte Interamericana de Derechos Humanos hace en
la resolución del caso “Caso Ramírez Escobar y otros vs.
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 9
de marzo de 2018. Serie C No. 351.”, pues en su párrafo
150 establece que: “Las niñas y los niños son titulares de
los derechos establecidos en la Convención Americana…
cuando el caso se refiera a menores de edad, en virtud de
su condición como tal. El Tribunal entiende que la debida
protección de los derechos de las niñas y niños, en su cali-
dad de sujetos de derechos, debe tomar en consideración
sus características propias y la necesidad de propiciar
su desarrollo, ofreciéndoles las condiciones necesarias pa-
ra que vivan y desarrollen sus aptitudes con pleno aprove-
chamiento de sus potencialidades. Las niñas y los niños
ejercen por sí mismos sus derechos de manera progresiva,
a medida que desarrollan un mayor nivel de autonomía
personal…”.

En suma, el Estado mexicano tiene una profunda responsa-
bilidad en el ejercicio de las infancias como titulares de sus
derechos, así como en la consideración de sus característi-
cas inherentes a su condición de menores. Siempre debe-
mos de considerar las obligaciones de la protección de los
derechos de las niñas y niños, y que, con base en la argu-
mentación presentada, no se cumplen en los artículos de la
legislación contemplada a modificar. El hecho de que la le-
gislación en materia de seguros de vida les impida asegu-
rarse sólo por su condición de edad, va en detrimento de la
premisa fundamental del artículo 4o.
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Cuadro Comparativo

Por lo anteriormente expuesto someto a consideración de
esta soberanía el siguiente

Decreto por el que se reforman y derogan diversas dis-
posiciones de la Ley sobre el Contrato de Seguro, en
materia de la permisión universal de ser sujeto dentro
de un contrato de seguro de vida

Único. Se reforman el artículo 168 y 169 de la Ley sobre
el Contrato de Seguro.

Para quedar como sigue:

Ley sobre el Contrato de Seguro

Artículo 168.- El contrato de seguro para el caso de muer-
te, sobre la de una sujeta a interdicción, es nulo. La empre-
sa aseguradora estará obligada a restituir las primas, pero
tendrá derecho a los gastos si procedió de buena fe.

En los seguros de supervivencia sobre las personas a que se
refiere este artículo, podrá pactarse la devolución de las
primas para el caso de muerte.

Artículo 169.- Cuando el contrato de seguro para caso
de muerte sea sobre una persona menor de edad, será
necesario el consentimiento de quien ejerza su patria
potestad y/o su Guardia y Custodia; de otra suerte, el
contrato será nulo.

…

Transitorios

Primero. - Publíquese el presente decreto en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Segundo. - El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación.

Tercero. - Se derogan todas aquellas disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputado
Marco Antonio Pérez Garibay (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men, y a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adoles-
cencia, para opinión.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que adiciona el artículo 350 Bis 6 de la Ley Ge-
neral de Salud, a cargo del diputado Steve Esteban del Ra-
zo Montiel, del Grupo Parlamentario de Morena.

El que suscribe, Steve Esteban del Razo Montiel, diputado
federal integrante del Grupo Parlamentario de Morena en
la LXV Legislatura del H. Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a considera-
ción de esta Soberanía la presente, iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adiciona el segundo párrafo al ar-
tículo 350 Bis-6 de la Ley General de Salud en materia de
destino final de fetos y duelo por muerte fetal, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivoss

Con base a lo que señala el Instituto Nacional de Estadística
y Geografía (INEGI), durante 2021 se registraron 23,000
muertes fetales. Estas corresponden a una tasa nacional de
6.7 por cada 10,000 mujeres en edad fértil.

Las Estadísticas de Defunciones Fetales (EDF), se obtie-
nen anualmente del aprovechamiento de los registros ad-
ministrativos de las oficinas del Registro Civil en todo el
país. La información de las EDF se suministró por 1,435
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fuentes informantes, además de los casos que se registran
mediante el formato digital por parte de la Secretaría de Sa-
lud (SSA).

Cuando observamos las estadísticas podemos encontrar
que las entidades federativas que presentan las tasas más
altas fueron: Guanajuato (9.2), Aguascalientes (9.1) y Es-
tado de México (8.7). Las tasas más bajas se registraron en
Sinaloa (3.5), Oaxaca (3.7) y Quintana Roo (3.8). 

Por temporalidad agosto es el mes con mayor número de
muertes fetales 9.3 por ciento, seguido de mayo con 9.0 por
ciento y de junio y septiembre con 8.7 por ciento.

La Secretaría de Salud y el Instituto Mexicano del Seguro
Social atendieron al 69.5 por ciento de las defunciones fe-
tales y las unidades médicas privadas el 15 por ciento de
los casos.

Dentro de las causas encontramos las afectaciones al feto
por factores maternos y por complicaciones tanto en el em-
barazo, como en el trabajo de parto y del parto mismo,
siendo lo anterior el 46 por ciento de las causas de muerte
fetal, seguido de otros trastornos originados en el periodo
perinatal con 27.1 por ciento. 

De las muertes fetales el 83.5 por ciento (19,217) ocurrió
antes del parto, 15.3 por ciento (3,510) durante el parto y
en 1.2 por ciento (273) no se especificó.

Y es que si bien es cierto las estadísticas hablan por sí so-
las en este tema, también tenemos que analizar las cuestio-
nes inherentes a la atención médica que recibieron las pa-
cientes, toda vez que con base en la información que nos
proporciona el INEGI vemos que el 82.5 por ciento de las
mujeres recibió atención prenatal, en tanto que el 15 por
ciento no la recibió y el 2.5 por ciento no especifico si re-
cibió o no atención médica durante el embarazo.

Con base en lo anterior podemos decir que se han cu-
bierto los objetivos sobre la atención prenatal en nuestro
país, pero queda mucho trabajo por hacer sobre todo
cuando tenemos en consideración el hecho de que, con
base en las estadísticas de las mujeres que asistieron a
consulta médica; el 64.1 por ciento recibió entre una y
cinco consultas; 31 por ciento entre seis y diez; 2.3 por
ciento entre 11 y 15; 0.5 por ciento entre 16 y 20 y 0.1
por ciento recibió más de 20. Mientras que el 2.0 por
ciento no especifico la cantidad.

Respecto al procedimiento de expulsión o extracción -que
aplica cuando la edad gestacional del feto era de 22 sema-
nas o más-, el parto vaginal es el que registro más casos,
con 9,623 (65.6), seguido de la cesárea, con 4,509 casos
(30.7 por ciento).

Si revisamos las cifras en torno a las características del fe-
to o producto podemos encontrar que: las muertes tardías
(de más de 28 semanas de gestación) representaron el ma-
yor número de casos con 9,084 (39.5 por ciento), seguidas
de las intermedias (de 20 a 27 semanas con 8,279 (36.0 por
ciento) y de las precoces (de 12 a 19 semanas), con 5,561
(24.2 por ciento).

Cabe hacer mención que la máxima casa de estudios de
nuestro país la Universidad nacional Autónoma de México
al respecto comenta que: “la muerte gestacional, perinatal
y neonatal todavía es frecuente en México…” pero también
señala que la vigilancia durante el embarazo juega un pa-
pel de vital importancia. 

Existe un tema del cual podemos decir se ha hecho un tabú
y que es el duelo que la muerte fetal representa.

Y es que este tema en nuestro país además de ser un tabú
es un tema que no ofrece ningún tipo de abordaje especia-
lizado, ni siquiera un protocolo de atención homologado
para que el personal de salud pueda atender dichos sucesos. 

A diferencia de lo que podemos observar en países anglosa-
jones, los cuales tienen mayor experiencia en este tema y que
cuentan no solamente con protocolos específicos para la aten-
ción de este tipo de shocks traumáticos, sino también con ha-
bitaciones acondicionadas para que los padres se despidan de
sus hijos de forma adecuada y con base en los usos, costum-
bres y creencias subjetivos de cada persona. 

Sabemos que no existe ningún tipo de protocolo humani-
zado en nuestro país para atender este tipo de lamentables
sucesos, que representan sin duda una cuestión que impac-
ta psicológicamente no solo a la madre, sino al padre y a la
familia completa, motivo por el cual trabajar en generar
protocolos eficaces para la atención y abordaje de este tipo
de duelos es una necesidad imperiosa, para ayudar y brin-
dar incluso los primeros auxilios psicológicos para los in-
tegrantes de la familia y poder dar inicio al proceso de due-
lo de manera efectiva.

La impotencia, el dolor propio del duelo y el restarle valor
al mismo son al parecer una constante que se vive a diario
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en las clínicas públicas o privadas, la falta de empatía es
gravísima y por ello tenemos que hacer lo propio, ante una
cuestión muy sensible, como la de que la madre del pro-
ducto pueda disponer clara y específicamente mediante un
consentimiento informado, sobre la voluntad de ver o no al
feto y de que pueda decir la forma en la se le dará destino
final al mismo. 

Con base en lo que nos establece la Ley General de Salud
en su artículo 348, se establecen las reglas de las cuarenta
y ocho horas posteriores a la muerte para tomar la decisión
sobre los cadáveres, dicha norma aplica en el artículo 350
Bis-6 en materia del destino final del feto. 

El problema medular al que tenemos que atender a parte de
hacer más llevadero el duelo por muerte fetal, es también
una molesta y cruel realidad de nuestro sistema de salud,
que es la falta de humanismo ante este tipo de situaciones,
en las cuales la mayoría de las mujeres que han pasado por
este tipo de duelo, señalan que nunca se les pregunto sobre
si querían ver o no al feto, ni sobre el destino final que en
teoría libremente deben de señalar los padres, en la mayo-
ría de las ocasiones cuando se requiere saber sobre el cuer-
po del feto este nunca se muestra, motivo por el cual se ge-
nera en este supuesto un impacto poco positivo a la madre,
siendo esto una decisión que afecta la autonomía como
principio bioético y derecho de la paciente. 

Cabe hacer mención que como ya pudimos observar con
anterioridad el 83.5 por ciento de las muertes fetales ocu-
rre en el parto y para la mujer resulta un shock post trau-
mático que puede dejar secuelas graves, cuando no puede
despedirse o cumplir con los ritos funerarios de acuerdo
con su libertad de conciencia. 

El duelo como señalan los expertos: “es la respuesta de un
sujeto ante una pérdida significativa, mientras que el pro-
ceso de duelo se refiere a la elaboración de esa pérdida, el
cual difiere de acuerdo con la cultura y momento histórico
en que se inscriba la muerte”. 

Para nuestra cultura el realizar los ritos funerarios es muy
importante, despedirse del cuerpo es en algunos casos y de-
pendiendo de las creencias religiosas de cada persona en
particular un acto incluso sagrado. 

Sin embargo, cuando no hay un cuerpo no se tiene tampo-
co la certeza de la muerte del ser querido, aunque este no
haya nacido su cuerpo juega un papel importante para la
superación del duelo.

La incertidumbre y las incógnitas dificultan el proceso de
duelo, que debe terminar por desarrollarse a partir de su-
puestos y no de juicios de realidad. 

A este tipo de duelo se le llama duelo congelado, toda vez
que existe una vivencia traumática que no permite ser ela-
borada y es reactualizada por la persona. Dicha situación
imposibilita la elaboración de la perdida, y el proceso de
duelo se extiende interminablemente, lo que conlleva a pro-
longar el dolor psicológico y a caer en estados depresivos y
ansiosos en caso de no ser atendido dicho proceso por un
experto en salud mental. 

Motivo por el cual es de vital importancia garantizar que
los padres del no nacido independientemente de la edad
gestacional puedan tener el derecho de autonomía para de-
cidir y plasmar mediante consentimiento informado, lo que
a su derecho corresponde sobre dos puntos principalmente:

1) Destino final del feto

2) El deseo de ver o no al cuerpo del feto.

Esto como lo mínimo indispensable por hacer para que el
proceso de duelo sea de forma adecuada y el shock post
traumático ante la muerte fetal se procese de forma correc-
ta, evitando que el dolor de este se prolongue de manera in-
necesaria.

La única forma de garantizar y evitar malas prácticas en
materia de Muerte Fetal es mediante la información pun-
tual, profesional y humanizada que el personal de salud de-
be de proveer a los padres del feto, en especial a la madre
que se encuentra en un estado de vulnerabilidad. Cabe ha-
cer mención que de no hacer este procedimiento de mane-
ra adecuada el personal de salud puede estar configurando
el supuesto de violencia obstétrica, porque es un acto vio-
lento vulnerar a alguien también en su salud mental. 

Para nadie, es fácil superar un duelo por muerte fetal, pero
ayudar y coadyuvar en conjunto con las familias dolientes
para hacer más llevadero su proceso es una necesidad im-
periosa, en la que debemos de promover trato digno y hu-
manizado. 

Sin lugar a dudas las autoridades de salud que son las ex-
pertas en tema, tendrán que trabajar y generar los protoco-
los propios para brindar el apoyo necesario físico, mental y
emocional que los dolientes requieren, por ello es que ex-
horto a trabajar en el tema de los protocolos de atención
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por muerte fetal, de forma integral que abarque no solo la
atención física que la madre requiere, sino también la aten-
ción y cuidado de la salud mental y emocional que se debe
atender y garantizar para superar el duelo.

Ley General de Salud

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta honorable asamblea el siguiente proyecto
de

Decreto

Único. - Se Adiciona párrafo segundo al artículo 350 Bis-
6 de la Ley General de Salud, para quedar de la siguiente
manera:

Artículo 350 Bis-6.- Solo podrá darse destino final a un fe-
to previa expedición del certificado de muerte fetal.

En todos los casos de muerte fetal deberá de presentar-
se el consentimiento informado firmado por la paciente
o el familiar responsable de su atención, en el que se se-
ñale de forma expresa, el deseo de ver o no el cadáver
del feto y se decida el destino final del mismo, indepen-
dientemente de la edad gestacional.

En el caso de que el cadáver del feto no sea reclamado den-
tro del término que señala el artículo 348 de esta ley, debe-
rá dársele destino final. Salvo aquellos que sean destinados
para el apoyo de la docencia e investigación por la autori-
dad de Salud conforme a esta ley y a las demás disposicio-
nes aplicables, quien procederá directamente o por medio
de las instituciones autorizadas que lo soliciten mismas que
deberán cumplir con los requisitos que señalen las disposi-
ciones legales aplicables.

Transitorio

Único. - El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 26 de abril de 2023.—
Diputado Steve Esteban del Razo Montiel (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY FEDERAL DE 
TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 304 y 305
de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión,
a cargo de la diputada Rosa Hernández Espejo, del Grupo
Parlamentario de Morena.

La que suscribe, la diputada Rosa Hernández Espejo, del
Grupo Parlamentario de Morena de la LXV Legislatura de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en la fracción I, numeral 1 del artículo 6 y
los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable Cá-
mara de Diputados la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 304, y se adiciona
un segundo párrafo al artículo 305, de la Ley Federal de
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Telecomunicaciones y Radiodifusión, tomando en cuenta
el siguiente

Planteamiento del Problema

El artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos y el numeral 13 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos, establecen que toda persona tiene de-
recho a la libertad de pensamiento, opinión y expresión, in-
cluyendo la libertad de buscar, recibir e impartir informa-
ción a ideas a través de los medios de comunicación.

Bajo ese contexto, el 11 de junio de 2013, fue publicado en
el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones de los artícu-
los 6° 7°, 27,28,73,78, 94, y 105 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Tele-
comunicaciones modificación constitucional motivada por
las tecnologías de la información y los servicios de radio-
difusión y telecomunicaciones que son un instrumento fun-
damental de participación social y de desarrollo económi-
co, los cuales favorecen las libertades de expresión,
difusión y acceso a la información.

De esta manera la reforma constitucional construyó el an-
damiaje legal para que se establecieran condiciones de
competencia y libre concurrencia en los servicios de tele-
comunicaciones y radiodifusión, lo cual ha dado lugar a un
funcionamiento eficiente de los mercados, y a que un ma-
yor número de pluralidades de usuarios acceda a ellos con
mejores circunstancias de calidad y precio, esto es en con-
cordancia con lo anterior, el artículo 6, párrafo tercero de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se-
ñala que el Estado garantizará el derecho de acceso a las
tecnologías de la información y comunicación, así como a
los servicios de radiodifusión establece que este es un ser-
vicio público de interés general, por lo que, el Estado ga-
rantizará que brinde beneficios culturales y fomente los va-
lores de identidad nacional de acuerdo con los preceptos
27, párrafo tercero y 28, párrafos décimo quinto y decimo-
sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, la regulación, promoción y supervisión del
uso, aprovechamiento y explotación del espectro radioe-
léctrico, las redes y la prestación de los servicios de radio-
difusión y telecomunicaciones, así como del acceso a in-
fraestructura activa, pasiva y otros insumos esenciales, y la
competencia económica de estos sectores, es responsabili-
dad exclusiva del Instituto Federal de Telecomunicaciones.

Las concesiones del espectro radio eléctrico serán otorga-
das mediante licitación pública, a fin de asegurar la máxi-
ma concurrencia, el interés público y el menor precio de
los servicios al usuario final, así mismo, para la expedición
del título se cubrirán las cuotas definidas en la Ley Federal
de Derechos sólo las concesiones para uso público y social
serán sin fines de lucro y se otorgarán por asignación di-
recta. El Instituto Federal de Telecomunicaciones está obli-
gado a llevar un registro de concesiones.

De esta manera el servicio de radiodifusión es un medio de
comunicación masivo que sirve para transmitir informa-
ción, cultura, educación, ideas, información noticiosa y en-
tretenimiento a la población. Es un medio de transmisión
de contenidos y caracterizado por su accesibilidad, asequi-
bilidad y cobertura para la población que sigue jugando un
papel protagónico en la vida cotidiana de los mexicanos.
En el Estudio de Cobertura de los Servicios de Radiodifu-
sión en México, publicado por el Instituto Federal de Tele-
comunicaciones, se aprecia que, el 13 de diciembre de
2018, en el país se tenían autorizadas para su operación un
total de 2,789 estaciones, así mismo, que el nivel de pene-
tración de cada uno de los servicios de radiodifusión supe-
ra el 90 por ciento de la población total del país y única-
mente el 0.94 por ciento de la población total no cuenta con
acceso a los servicios, lo que representa un alto nivel de pe-
netración, que sin lugar a dudas es influenciado de manera
significativa por el carácter gratuito del servicio, aunado a
ello, en la calculadora de probabilidades de uso de las TIC
y actividades por Internet en México 4.0 se observa que a
nivel nacional hay una probabilidad promedio del empleo
de la radio del 34 por ciento.

Argumentos que sustentan la iniciativa

Sin embargo, en ocasiones, las transmisiones de radio son
hechas de manera ilegal o no regulada ya que carecen de
las autorizaciones o concesiones otorgadas por el Instituto
Federal de Telecomunicaciones, históricamente a estas
transmisiones ilegales se les conoce como “radio pirata” o
“radio libre” y la primera hace alusión al hecho registrado
de que, en algunos países, una vez que se regularon las
transmisiones, hubo quienes para no ceñirse a la norma ini-
ciaron transmisiones desde aguas internacionales, de ahí el
término “pirata” y la segunda, se refiere, más bien a emi-
siones sin anuncios sin publicidad, dónde lo único impor-
tante es el contenido, este tipo de radiodifusoras normal-
mente requieren de una baja inversión: las cabinas son
improvisadas, y las consolas y los transmisores son de ba-
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jo costo o de poca potencia, inclusive, usados o de manu-
factura casera. Además costos, a través de los teléfonos ce-
lulares reciben solicitudes de canciones, saludos y publici-
dad, y de la internet se suministra música, intercambian
programas y emiten contenidos más allá de su comunidad.

Las radiodifusoras ilegales o irregulares, colocan al Estado
mexicano frente a algunos retos y problemas significativos a
los cuales debe hacer frente por un lado la responsabilidad
que tiene de hacer cumplir las leyes e incentivar a aquellas
personas que si pasan por todo el proceso de cumplir y man-
tener requisitos así como de pagar derechos para contar con
su autorización o concesión y por otro velar por los intereses
del Estado mexicano, que en este caso se ven afectados de
manera doble: una por cuanto hace la recaudación que por
falta de supervisión de transmisiones con contenidos ilícitos,
no violentos y sin apologías del delito, discriminación u odio
que respeten los derechos de las audiencias.

Adicionalmente, las radiodifusoras ilegales que realizan
transmisiones frecuentemente pueden causar interferencia
con emisiones de radios reguladas y que cuentan con per-
miso por parte del Instituto Federal de Telecomunicacio-
nes, la interferencia puede ocurrir cuando señales de radio
no deseada interrumpen las imágenes del televisor, el soni-
do de la radio o del teléfono inalámbrico. La interferencia
puede evitar por completo la recepción de señales, o causar
la pérdida temporal de una señal y afectar la calidad del so-
nido o de una imagen generadas por transmisores y por
equipos eléctricos, sin embargo, lo más delicado de las in-
terferencias es que estas señales ilegales pueden obstruir
las comunicaciones aéreas y los servicios de seguridad pú-
blica y emergencias.

De acuerdo con el Instituto Federal de Telecomunicaciones
en sus informes trimestrales de actividades en 2022, deri-
vado de las acciones de vigilancia realizadas conforme a
sus atribuciones se observa lo siguiente:

La Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de ju-
lio de 2014, señala en su artículo 1 que el objeto de dicha
Ley es regular el uso, aprovechamiento y explotación del
espectro radioeléctrico, las redes públicas de telecomuni-
caciones el acceso a la infraestructura activa y pasiva, los
recursos orbitales, la comunicación vía satélite, la pres-
tación de los servicios públicos de interés general de te-
lecomunicaciones y radiodifusión, y la convergencia en-
tre éstos, los derechos de los usuarios y las audiencias y
el proceso de competencia y libre concurrencia en estos
sectores.

El artículo 54 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y
Radiodifusión, establece que el espectro radioeléctrico y
los recursos orbitales son bienes del dominio público de la
nación, cuya administración está a cargo del Instituto; di-
cha administración incluye el otorgamiento de las conce-
siones, la supervisión de las emisiones radioeléctricas y la
aplicación del régimen de sanciones. En ese sentido, resal-
tan los hechos de requerir de una concesión para prestar los
servicios públicos de telecomunicaciones y radiodifusión
la cual puede ser de uso comercial, público, social, o pri-
vado, así como, el de la capacidad del Instituto para verifi-
car y supervisar el cumplimiento de la Ley Federal de Te-
lecomunicaciones y Radiodifusión, las disposiciones que
deriven de ella, las condiciones y obligaciones establecidas
en las concesiones y demás disposiciones aplicables, en
términos del artículo 291 de la multicitada ley.

Como parte de las sanciones en materia de telecomunica-
ciones y radiodifusión, los artículos 298, inciso E) frac-
ción I y 304 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y
Radiodifusión, señalan que se castigará con multa a quién
preste servicios de radiodifusión sin contar con concesión
o autorización y, además perderá en beneficio de la nación
los bienes, instalaciones y quipos empleados en la comi-
sión de la infracción. Empero, pese a que la infracción y
su castigo son claras, tal precepto legal ha sido insuficien-
te para inhibir y corregir que la conducta siga suscitándo-
se. Aunado a lo anterior, se observa la Ley Federal de Te-
lecomunicaciones y Radiodifusión prevé que el
concesionario infractor puede ser excluido del sector tras
haber sido sancionado, pero de manera desequilibrada esa
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supresión no es aplicable para los sancionados por carecer
de una concesión o autorización, situación desprovista de
balance, máxime si se considera que los primeros al me-
nos se esforzaron para ingresar de manera legal al sector
de telecomunicaciones y radiodifusión.

De esta manera, tal y como ha sido expuesto, las medidas
de prevención y combate de la conducta de realizar trans-
misión radiofónicas sin concesión o autorización son insu-
ficientes, ya que el hecho de decomisar a favor del patri-
monio público los bienes o recursos materiales que se
emplean en las radios ilícitas no basta para evitar que este
tipo de circunstancias siga aconteciendo, máxime si ello se
contrasta en particular con el hecho de que la adquisición
de transmisores nuevos, usados o de elaboración casera es
relativamente barata, y son más los beneficios que repre-
senta tener una radio “pirata” que los costos de hacerse lle-
gar de los transmisores y demás bienes que se requieran pa-
ra mantenerse al aire. De ahí la necesidad de incrementar
las sanciones sobre transmisiones ilegales sin autorización
o concesión, en especial para un medio de amplia penetra-
ción social como lo es la radio.

Estos al estar regulados de manera específica en una Ley
propia del espectro radioeléctrico y los recursos orbitales,
ambos, bienes nacionales, la iniciativa que hoy se presenta
ante esta soberanía propone aportar medidas más severas
para castigar el hecho de prestar servicios de radiodifusión
y telecomunicaciones sin contar con concesión o autoriza-
ción que lo permita; con el principal propósito de sancio-
nar rigurosamente a quienes instalen y operen radiodifuso-
ras ilegales. 

Fundamento Legal 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y en la fracción I del numeral 1, del artículo 6

y los artículos 77 y 78 del Reglamento de la H. Cámara de
Diputados, el que abajo suscribe integrante del Grupo Par-
lamentario de Morena, somete a consideración de esta so-
beranía el siguiente proyecto de decreto por el que se re-
forma el artículo 304 y se adiciona un segundo párrafo al
artículo 305, ambos de la Ley Federal de Telecomunica-
ciones y Radiodifusión.

Ordenamiento por modificar

El ordenamiento por modificar es la Ley Federal de Tele-
comunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 14 de julio de 2014, Última re-
forma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 20
de mayo de 2021.

A continuación, se presenta el texto comparativo del orde-
namiento vigente y la propuesta para reforma y adición que
se propone:

Ley Federal de Telecomunicación y Radiodifusión 
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Decreto 

Decreto por el que se reforma el artículo 304 y se adiciona
un segundo párrafo al artículo 305, ambos de la Ley Fede-
ral de Telecomunicaciones y Radiodifusión 

Único. - Se reforma artículo 304 y se adiciona un segundo
párrafo al artículo 305, ambos de la Ley Federal de Tele-
comunicaciones y Radiodifusión para quedar como sigue;

Artículo 304. El titular de una concesión o autorización
que hubiere sido revocada y las personas infractoras que
presten servicios de telecomunicaciones o de radiodifu-
sión sin contar con la concesión o autorización debida,
estarán inhabilitados para obtener por sí o a través de otra
persona, concesiones o autorizaciones de las previstas por
la Ley, por un plazo de 6 años contados a partir de que hu-
biere quedado firme la resolución respectiva.

Artículo 305. Las personas que presten servicios de teleco-
municaciones o de radiodifusión, sin contar con concesión
o autorización, o que por cualquier otro medio invadan u
obstruyan las vías generales de comunicación, perderán en
beneficio de la Nación los bienes, instalaciones y equipos
empleados en la comisión de dichas infracciones.

Además de la pérdida de bienes en beneficio de la Na-
ción prevista en el párrafo anterior, quienes presten
servicios de telecomunicaciones o radiodifusión, sin
contar con la concesión o autorización establecidas en
la Ley, serán sancionados con prisión de uno a cinco
años y la multa dispuesta en el artículo 298, inciso E),
fracción I, del presente ordenamiento legal.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Fuentes jurídicas consultadas:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.

Sitios de Internet: 

https://www.eleconomista.com.mx/empresas/La-radio-pirata-ya-
tento-el-dinero-y-sabe-que-ser-ilegal-es-mas-lucrativo-Radio-Oro-
20210905-0004.html

https://www.youtube.com/watch?v=Bj8GqHXwMXE 

https://www.youtube.com/watch?v=btF2jgRE4TM

https://dplnews.com/mexico-piratas-o-del-narco-260-estaciones-
de-radio-en-mexico-cirt/ 

http://www.razonypalabra.org.mx/anteriores/n12/pirat12.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputada
Rosa Hernández Espejo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

«Iniciativa que reforma los artículos 3o., 23 y 31 de la Ley
General de Desarrollo Social, a cargo de la diputada Ana Eli-
zabeth Ayala Leyva, del Grupo Parlamentario de Morena.

La suscrita, Ana Elizabeth Ayala Leyva, diputada federal
en la LXV Legislatura del Congreso de la Unión e inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en lo dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
en la fracción I del numeral 1 del artículo 6 y del artículo
77 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 3,
23 y 31 de la Ley General de Desarrollo Social, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

El desarrollo social es un concepto que se refiere al pro-
greso y avance en diferentes aspectos que afectan el
bienestar y calidad de vida de las personas en una socie-
dad determinada. Estos aspectos incluyen la educación,
la salud, el empleo, la igualdad de género, la protección
social, entre otros. 

Por ello es que, para el Banco Mundial, el desarrollo social
se centra en la necesidad de “poner en primer lugar a las
personas” en los procesos de desarrollo. La pobreza no so-
lo se refiere a los bajos ingresos; se trata también de la vul-
nerabilidad, la exclusión, las instituciones poco transparen-
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tes, la falta de poder y la exposición a la violencia (Banco
Mundial, 2019). 

En ese sentido, el desarrollo social se relaciona directa-
mente con la reducción de la pobreza y la exclusión social,
y para ello es indispensable tomar en cuenta la medición de
indicadores de pobreza extrema y perspectiva de género en
conlleva este proceso.

Dado que la medición de la pobreza extrema es fundamen-
tal para el desarrollo social ya que permite conocer el gra-
do de vulnerabilidad de las personas y familias que se en-
cuentran en situaciones de extrema pobreza. Estos
indicadores suelen incluir el ingreso, la alimentación, la vi-
vienda, la educación, la salud y la seguridad social. La me-
dición de estos indicadores permite identificar los grupos
más vulnerables y diseñar políticas públicas y programas
de intervención específicos para atender sus necesidades.

De hecho, en México la institución encargada de generar
información objetiva sobre la situación de la política social
y los niveles de pobreza en el país es el Consejo Nacional
de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Cone-
val), el cual es un organismo público descentralizado de la
Administración Pública Federal, que tiene el objetivo de
que las personas tomadoras de decisiones y hacedoras de
políticas tomen en cuenta los análisis y recomendaciones
que emanan de sus estudios realizados. 

Una visión que debe ser considerada en estos estudios es la
perspectiva de género, que resulta ser esencial para el desa-
rrollo social. La igualdad de género y la eliminación de la
discriminación son aspectos fundamentales para lograr una
sociedad justa e inclusiva. La perspectiva de género implica
la consideración de las diferencias de género en todos los
ámbitos de la vida, incluyendo la educación, el empleo, la
salud, la seguridad y la participación política. La medición
de los indicadores de género permite identificar las des-
igualdades y brechas de género existentes en una sociedad y
diseñar políticas y programas específicos para abordarlas.

Es importante destacar que la medición de la pobreza ex-
trema y la perspectiva de género no deben ser abordados de
forma aislada, sino de manera integrada y complementaria.
La pobreza extrema y la exclusión social afectan de mane-
ra desproporcionada a las mujeres y niñas, y la falta de
oportunidades y acceso a recursos limitan su capacidad pa-
ra mejorar su situación económica y social. Por tanto, el
enfoque de género debe ser parte integral de la medición de

la pobreza extrema y la implementación de políticas y pro-
gramas de desarrollo social.

Para ello, una de las propuestas de reforma a esta Ley Ge-
neral de Desarrollo Social consiste en ampliar la definición
del concepto Perspectiva de Género bajo la lógica de cre-
ar una armonización legislativa con la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia que
plantea un término más amplio y sustantivo. 

Finalmente debe entenderse que la medición de indicado-
res de pobreza extrema y perspectiva de género son funda-
mentales para el desarrollo social y la reducción de la ex-
clusión social. La medición y análisis de estos indicadores
permite conocer la situación real de la población más vul-
nerable y diseñar políticas públicas y programas de inter-
vención específicos para atender sus necesidades y mejorar
su calidad de vida. Es necesario seguir trabajando de ma-
nera integrada y complementaria en la medición de la po-
breza extrema y la perspectiva de género para lograr una
sociedad justa, equitativa e inclusiva.

Cuadro de cambios propuestos
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Proyecto de Decreto

Único. Se reforma a los artículos 3, 23 y 31 de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social, para quedar de la siguiente ma-
nera:

Ley General de Desarrollo Social

Artículo 3. La Política de Desarrollo Social se sujetará a
los siguientes principios:

I. (…)

II. (…)

III. (…)

IV. (…)

V. (…)

VI. (…)

VII. (…)

VIII. (…)

IX. (…)

X. Perspectiva de género: Es una visión científica, ana-
lítica y política sobre las mujeres y los hombres que se

propone eliminar las causas de la opresión de género co-
mo la desigualdad, la injusticia y la jerarquización de las
personas basada en el género. Promueve la igualdad
entre los géneros a través de la equidad, el adelanto
y el bienestar de las mujeres; contribuye a construir
una sociedad en donde las mujeres y los hombres
tengan el mismo valor, la igualdad de derechos y
oportunidades para acceder a los recursos económi-
cos y a la representación política y social en los ám-
bitos de toma de decisiones; y

Artículo 23. La distribución del gasto social con el que se
financiará el desarrollo social, se sujetará a los siguientes
criterios:

I. (…)

II. (…)

III. Se basará en indicadores y lineamientos generales
de eficacia y de cantidad y calidad en la prestación de
los servicios sociales tomando como referencia los re-
sultados obtenidos de las evaluaciones de medición
de la pobreza, que emita el Consejo Nacional de Eva-
luación de la Política de Desarrollo Social; y 

IV. (…)

Artículo 31. La Declaratoria tendrá los efectos siguientes:

I. (…)

II. (…)

III. (…)

IV. (…)

Generar programas destinados a garantizar la ali-
mentación y la nutrición adecuada de las personas
en pobreza extrema y carencia de acceso a la ali-
mentación.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Notas

- Banco Mundial (2019) Desarrollo Social. A través de:

https://www.bancomundial.org/es/topic/socialdevelopment/over-
view 

- Coneval (2022) Conócenos. A través de: 

https://www.coneval.org.mx/quienessomos/Conocenos/Paginas/Q
uienes-Somos.aspx 

- Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia
(2022) A través de: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAMVLV.pdf 

- Ley General de Desarrollo Social (2022) A través de: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDS.pdf 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.—
Diputada Ana Elizabeth Ayala Leyva (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Bienestar, para dictamen, y a
la Comisión de Igualdad de Género, para opinión.

EXPIDE LA LEY FEDERAL DE EMPRENDIMIENTO

Iniciativa que expide la Ley Federal de Emprendimiento, a
cargo de la diputada Juanita Guerra Mena, del Grupo Par-
lamentario de Morena. (La iniciativa podrá ser consulta-
da en el Diario de los Debates de esta fecha, en el Apén-
dice XXIII)

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen, y a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para opinión.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que deroga la fracción IV del artículo 397 y adi-
ciona un artículo 397 Bis al Código Penal Federal, a cargo
del diputado Miguel Torruco Garza, del Grupo Parlamen-
tario de Morena.

Quien suscribe, diputado Miguel Torruco Garza, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Legisla-
tura, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en los artículos 6o., numeral 1, frac-
ción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto por
la que se deroga el inciso d) del artículo 397 y se adiciona
el artículo 397 bis del Código Penal de Federal en materia
de incrementar las penas a quien cause daño, alteracióno
destrucción de cualquier zona, monumneto o pieza, consi-
derados como arqueológicos, artísticos o históricos, suscri-
ta por el diputado Miguel Torruco Garza, al tenor de la 
siguiente

Exposición de Motivos

La riqueza patrimonial la podemos considerar como un
bien heredado que viene de nuestros padres o de nuestros
antepasados, se transfiere de generación en generación, y
se encuentra implícito que es algo valioso para aquellos
que lo poseen, pudiendo ser los poseedores la población de
cierto territorio.

En México contamos con una amplia historia que data de
tiempos precolombinos, que han quedado como vestigios a
lo largo y ancho de nuestra geografía nacional.

A estos bienes, se suman aquellos que, por su importancia
histórica, pudiendo ser sitios, construcciones, objetos, mo-
numentos, guardan en si mismos una riqueza implícita que
contienen un valor invaluable, y que dado a su importancia
histórica contienen en si mismos un valor material y cultu-
ral incalculable.

Es decir, se convierten en objetos o sitios que, por si mis-
mos, se convierten en bienes sociales de valor incalculable.

En cada ciudad o poblado de nuestro país existen sitios u
objetos con esta naturaleza, por lo que es nuestro deber u
obligación el protegerlos y cuidarlos, por representar en si
mismos algo de una riqueza innata para la población, re-
flejo de su historia y de su idiosincrasia para la población.

Por otra parte, el patrimonio cultural se puede definir como
“el cúmulo de elementos culturales materiales e inmateriales
transmitidos de generación en generación y cuya manifesta-
ción constituye la base primordial de la identidad de un gru-
po humano. Se trata de un elemento esencial del bienestar
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general y de la calidad de vida de los ciudadanos, así como
un poderoso instrumento de cohesión social cuyos compo-
nentes son estimados por ellos como cultura propia en la
que se sustenta su identidad y su diferencia frente a otros
grupos”.1

Por citar un ejemplo, la cantidad de monumentos y sitios
históricos que se encuentran en la Ciudad de México es
enorme, la riqueza histórica y cultural existente en el pri-
mer cuadro de la ciudad (centro histórico) es inigualable,
situación que se repite en cada capital de las 32 entidades
federativas y también en diversos municipios y alcaldías de
nuestro país.

Otros ejemplos que sobresalen son las ciudades capitales
de los estados de Oaxaca, de Jalisco, de Nuevo León, de
Puebla, de Aguascalientes, de Veracruz, etc, en donde estas
ciudades cuentan con sitios históricos, cada una con monu-
mentos o sitios históricos o centros históricos con una ri-
queza cultural e histórica inigualable.

Por otra parte, en diversos estados del centro y del sureste
del país, existe una amplia oferta de sitios históricos pre-
hispánicos que han representado una riqueza innata, dada
la importancia histórica que representan, por citar, tan solo
3 ejemplos, las pirámides de Teotihuacán, la zona arqueo-
lógica de Bonampak y Montealbán, sin embargo, es nece-
sario recalcar que no es posible citar cada uno de estos si-
tios existentes en cada rincón de nuestro país.

Podemos retomar la definición que hace la Real Academia
Española de monumento en donde se refiere a ellos como:
“1. Obra pública y patente, en memoria de alguien o de al-
go. 2. m. Construcción que posee valor artístico, arqueoló-
gico, histórico, etcétera. 3. m. Objeto o documento de gran
valor para la historia, o para la averiguación de cualquier
hecho. 4. m. Obra científica, artística o literaria, memora-
ble por su mérito excepcional.”2

Y define como “monumento nacional”:

“1. m. Obra o edificio que por su importancia histórica o
artística toma bajo su protección el Estado.”3

Por otra parte, el Instituto Nacional de Antropología e His-
toria (Centro INAH Chihuahua) define los monumentos
históricos como:

“Los monumentos históricos, establece la ley, son los
bienes vinculados con la historia de la nación, a partir

del establecimiento de la cultura hispánica en el país, en
los términos de la declaratoria respectiva o por determi-
nación de la ley, en este último caso, quedan compren-
didos los inmuebles construidos en los siglos XVI al
XIX, destinados a templos y sus anexos; arzobispados,
obispados y casas culturales; seminarios, conventos o
cualesquiera otros destinados a la administración, divul-
gación, enseñanza o práctica de un culto religioso; así
como a la educación y a la enseñanza, a fines asisten-
ciales o benéficos; al servicio y ornato público y al uso
de las autoridades civiles y militares.”4

Ante estas definiciones podemos darnos cuenta de la im-
portancia que revisten estos sitios u objetos y de la necesi-
dad de implementar medidas para protegerlos.

El patrimonio cultural e histórico reviste una importancia to-
ral para la sociedad mexicana, situación que, como represen-
tantes populares, es nuestra obligación el cuidar y preservar
y, sobre todo fomentar su legado e historia y el reflejo e im-
portancia que revisten para la sociedad mexicana.

El patrimonio histórico es algo que viene de nuestros ante-
pasados, es un legado que se transfiere de generación en
generación, debido a estas razones está implícito que se
trata de algo valioso tanto para aquellos que lo entregan co-
mo para aquellos que lo reciben. Es algo que hay que cui-
dar y preservar.

Al hablar de patrimonio cultural, su importancia o valor ra-
dica en una gran cantidad y variedad de razones. La exce-
lencia artística o arquitectónica, la asociación con persona-
lidades o períodos históricos destacados, la tradición o la
identidad, son solo algunos de los motivos por los cuales
un bien cultural adquiere valor patrimonial. También pue-
de tener múltiples modos de expresión, no siempre tangi-
bles.

En la actualidad contamos con la Ley Federal sobre Monu-
mentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, en
donde se define lo siguiente:

Artículo 5o.- Son monumentos arqueológicos, artísti-
cos, históricos y zonas de monumentos los determina-
dos expresamente en esta Ley y los que sean declarados
como tales, de oficio o a petición de parte.

El presidente de la República, o en su caso el secretario de
Cultura, previo procedimiento establecido en los artículos
5o. Bis y 5o. Ter de la presente ley, expedirá o revocará la
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declaratoria correspondiente, que será publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación.

A partir de esta definición, la presente iniciativa busca de-
finir una mayor protección a las zonas, monumentos o pie-
zas, considerados como arqueológicos, artísticos o históri-
cos, como un mecanismo para desincentivar el perjudicar,
dañar o destruir los mismos, toda vez de su gran importan-
cia social y económica.

El Código Penal Federal en su artículo 397 establece lo si-
guiente:

Capítulo VI Daño en propiedad ajena

Artículo 397.- Se impondrán de cinco a diez años de
prisión y multa de cien a cinco mil pesos, a los que cau-
sen incendio, inundación o explosión con daño o peligro
de: 

I.- Un edificio…

II.- Ropas…

III.- Archivos… 

IV.- En el caso de daño a bibliotecas, museos, templos,
escuelas o edificios y monumentos públicos, y 

V.- Montes…5

Desafortunadamente en la actualidad no se le ha dado la re-
levancia histórica, económica, social y cultural a monu-
mentos, piezas o sitios arqueológicos y culturales, los cua-
les es necesario proteger y defender a toda costa, toda vez
que la importancia de ellos, es incalculable al formar parte
de la idiosincrasia de la sociedad mexicana, y por otra par-
te, de la misma manera pueden representar un bien atracti-
vo a la inversión turística, pública o privada, en beneficio
de la población contigua a la misma.

Para ahondar más en este tema el turismo cultural es una
actividad que antes de la pandemia por Covid-19, se en-
contraba en constante crecimiento, según un estudio elabo-
rado por la Universidad Anáhuac, citado anteriormente, la
proporción de los turistas culturales con propósito y los tu-
ristas ocasionales es:

Fuente: Reporte Anáhuac de Investigación Turística. Universidad 
Anáhuac

Llama la atención la alta proporción de los turistas interna-
cionales culturales ocasionales, que llega hasta el 81 por
ciento. El dato anterior resalta que, aunque nuestros visi-
tantes no vienen atraídos por la cultura, su encuentro con
ella es inevitable. La vastedad de recursos patrimoniales
provoca que los turistas internacionales, tengan contacto
con México como un destino cultural.

Siguiendo con las cifras del mismo estudio, las cifras de
volumen de los turistas internacionales culturales enfoca-
dos o con propósito representan el 11.1 por ciento del tu-
rismo de internación. Estos turistas representan el 14.2 por
ciento de los ingresos de divisas por concepto de turismo
de internación.

Las cifras de volumen de los ocasionales internacionales,
representan el 54 por ciento del turismo de internación. En
cuanto a valor, representan el 69.5 por ciento de los ingre-
sos de divisas por concepto de turismo de internación.6

Es debido a esta importancia socioeconómica que el patri-
monio histórico-cultural, representa para los mexicanos,
que debemos diseñar mecanismos que coadyuven a prote-
gerla y promoverla.

La presente iniciativa busca definir una mayor penalidad
a quien, bajo cualquier circunstancia, atente en contra de
sitios, objetos, monumentos, etcétera, aumentando las
penas que actualmente están establecidas en el Código
Penal Federal.

Se propone aumentar la pena a quien cause incendio, inun-
dación o explosión o daño a bibliotecas, museos, templos,
escuelas o edificios y monumentos públicos, actualmente
la pena está establecida de cinco a diez años de prisión y
multa de cien pesos a cinco mil pesos.7 Con esta iniciativa,
de aprobarse, se impondrá de ocho a 12 años de prisión y
multa de mil a diez mil pesos, a los que, por voluntad pro-
pia, causen daño, alteración o destrucción de cualquier zo-
na, monumento o pieza, considerados como arqueológicos,
artísticos o históricos considerados en el artículo 5o. de la
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Ley Federal Sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos,
Artísticos e Históricos.

Para hacer más esquemática la propuesta que se presenta se
anexa cuadro comparativo del mismo:

Es por estas razones que someto a consideración de esta
honorable asamblea la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se deroga el inciso D) del artículo 397
y se adiciona el artículo 397 Bis del Código Penal Fede-
ral en materia de incrementar las penas a quien cause
daño, alteración o destrucción de cualquier zona, mo-
numento o pieza, considerados como arqueológicos, ar-
tísticos o históricos

Artículo Único: Se deroga el inciso d) del artículo 397 y
se adiciona el artículo 397 Bis del Código Penal Federal en
materia de incrementar las penas a quien cause daño, alte-
ración o destrucción de cualquier zona, monumento o pie-
za, considerados como arqueológicos, artísticos o históri-
cos, para quedar como sigue:

Artículo 397.- Se impondrán de cinco a diez años de pri-
sión y multa de cien a cinco mil pesos, a los que causen in-
cendio, inundación o explosión con daño o peligro de: 

I.- Un edificio… 

II.- Ropas…

III.- Archivos… 

IV.- Se deroga… 

V.- Montes…

Artículo 397 Bis.- Se impondrá de ocho a doce años de
prisión y multa de mil a diez mil pesos, a los que, por vo-
luntad propia, causen daño, alteración o destrucción de
cualquier zona, monumento o pieza, considerados como
arqueológicos, artísticos o históricos considerados en el ar-
tículo 5o. de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas
Arqueológicos, Artísticos e Históricos.

Transitorio

Único: El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Reporte Anáhuac de Investigación Turística. Universidad Anáhuac. 

https://www.anahuac.mx/mexico/EscuelasyFacultades/turismo/si-
tes/default/files/inline-files/Reporte04TurCultural.pdf 

2 Real Academia Española.

https://dle.rae.es/monumento 

3 https://dle.rae.es/monumento?m=form#2g4G3Fy 

4 http://inahchihuahua.gob.mx/sections.pl?id=25#:~:text=Los%20mo-
numentos%20hist%C3%B3ricos%2C%20establece%20la,los%20in-
muebles%20construidos%20en%20los 

5 Código Penal Federal. 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf_mov/Codigo_Pe-
nal_Federal.pdf

6 Reporte Anáhuac de Investigación Turística. Universidad Anáhuac. 

https://www.anahuac.mx/mexico/EscuelasyFacultades/turismo/si-
tes/default/files/inline-files/Reporte04TurCultural.pdf 
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7 Ídem. 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf_mov/Codigo_Pe-
nal_Federal.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.—
Diputado Miguel Torruco Garza (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a
la Comisión de Cultura y Cinematografía, para opi-
nión.

EXPIDE LA LEY GENERAL PARA LA
PROTECCIÓN DE LOS ÁRBOLES MILENARIOS

Y PATRIMONIALES

Iniciativa que expide la Ley General para la Protección de
los Árboles Milenarios y Patrimoniales, a cargo del dipu-
tado Steve Esteban del Razo Montiel, del Grupo Parla-
mentario de Morena. (La iniciativa podrá ser consultada
en el Diario de los Debates de esta fecha, en el Apéndice
XXIII)

Se turna a las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, y de Cambio Climático y Sosteni-
bilidad, para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto
y Cuenta Pública, para opinión.

CÓDIGO CIVIL FEDERAL Y LEY GENERAL DE LOS
DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma el Código Civil Federal y la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
a cargo de la diputada Laura Imelda Pérez Segura, del Gru-
po Parlamentario de Morena. 

La suscrita, Laura Imelda Pérez Segura, integrante del Gru-
po Parlamentario de Morena, en ejercicio de la facultad
conferida en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, se permite some-
ter a consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto, por el que se reforman el Código
Civil Federal y la Ley General de los Derechos de Niñas,

Niños y Adolescentes, en materia de registro oportuno, re-
gistro extemporáneo y corrección de actas de nacimiento,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Introducción

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece en el artículo 4o., séptimo párrafo:

…

Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser re-
gistrado de manera inmediata a su nacimiento. El
Estado garantizará el cumplimiento de estos derechos.
La autoridad competente expedirá gratuitamente la
primera copia certificada del acta de registro de na-
cimiento.

…1

Por tanto, el documento más importante para las ciudada-
nas y los ciudadanos es el acta de nacimiento, la cual es ne-
cesaria para todo tipo de trámite personal; principalmente
para el acceso a beneficios como el acceso a instituciones
educativas, programas sociales, actividades productivas y
laborales.

El Código Civil Federal señala en el capítulo II, “De las ac-
tas de nacimiento”, artículos 54y 58:

Artículo 54. Las declaraciones de nacimiento se harán
presentando al niño ante el juez del Registro Civil en
su oficina o en el lugar donde aquél hubiere nacido.

…

Artículo 58. El acta de nacimiento se levantará con
asistencia de dos testigos. Contendrá el día, la hora y
el lugar del nacimiento, el sexo del presentado, el
nombre y apellidos que le correspondan; asimismo, la
razón de si se ha presentado vivo o muerto; la impresión
digital del presentado. Si éste se presenta como hijo de
padres desconocidos, el juez del Registro Civil le pon-
drá el nombre y los apellidos, haciéndose constar esta
circunstancia en el acta.

…2
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Por otro lado, en el Comunicado de Prensa titulado “Acta
de nacimiento es indispensable para garantizar el cumpli-
miento de los derechos de niños y niñas en México”, emi-
tido por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(Inegi) y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia
(UNICEF) se describe que, aunque 98 por ciento de la po-
blación en México cuenta con acta de nacimiento, cerca de
600 mil niños, niñas y adolescentes carecen de este docu-
mento porque viven en zonas rurales, comunidades indí-
genas alejadas o condiciones de alta marginación.3

Dicha publicación especifica que los estados del sur y cen-
tro del país concentran las más bajas coberturas de registro.
Tal es el caso de Chiapas, donde sólo 63 por ciento de ni-
ñas y niños menores de 1 año cuenta con registro de naci-
miento, seguido por Guerrero (72.7), Oaxaca (74), Tabasco
(75.5), Quintana Roo (77.1), Puebla (77.2) y Morelos
(78.3).4

A través de esta publicación también es posible visibilizar
que la mayor cantidad de población sin registro de naci-
mientose concentra enlos municipios con mayor porcenta-
je de población hablante de alguna lengua indígena y con
un grado de marginación que oscila entre alto y muy alto.

En su momento, Christian Skoog, quien fuera representan-
te del UNICEF en México, declaró:

Entre las consecuencias que trae consigo la carencia del ac-
ta de nacimiento están la exclusión y discriminación pa-
ra niñas y niños, y mayor exposición a riesgos como la
trata de personas, matrimonios forzados o adopciones
ilegales.

En dicho comunicado, el entonces presidente del Inegi, Ju-
lio A. Santaella, dijo:

… la inscripción del nacimiento de una persona ante el
registro civil representa el reconocimiento institucional
al derecho a la identidad. Permite que a las niñas y los
niños al nacer se les reconozca un nombre, una nacio-
nalidad y una familia. Además, les otorga capacidad
jurídica y les permite poder beneficiarse de otros de-
rechos fundamentales…

A escala internacional, hay autoridades que apoyan el for-
talecimiento de los sistemas de registro civil e identifica-
ción en los países de América Latina y el Caribe y fomen-
tan la prevención de la apatridia. Muestra de ello es el
Estudio regional sobre inscripción tardía de nacimientos,

otorgamiento de documentos de nacionalidad y apatridia,
llevado a cabo por el Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Refugiados, la Organización de los Esta-
dos Americanos y el Consejo Latinoamericano y del Cari-
be de Registro Civil, Identidad y Estadísticas Vitales.

En dicho estudio se considera la inscripción de nacimiento
y, más concretamente, el certificado de nacimiento, como
un “pasaporte” para el reconocimiento y ejercicio de
derechos, así como para acceder a servicios sociales.5

El documento en cuestión enfatiza en que las personas no ins-
critas al nacer pueden tener un acceso limitado o nulo a ser-
vicios y derechos fundamentales, incluyendo el derecho al
nombre y a una nacionalidad, así como a derechos sociales,
económicos y políticos tales como la salud, educación, asis-
tencia social, trabajo y participación en la vida política. Lo
anterior también les expone a diversas formas de margina-
ción, discriminación, violencia, abuso y apatridia.

Ejemplo de ello es que existe una correlación negativa en-
tre la falta de certificado de nacimiento y las tasas de ma-
triculación en las instituciones educativas, años escolares
aprobados, y la probabilidad de permanecer en el sistema
escolar:

La probabilidad de acceder a la escuela primaria baja entre
5-10 por ciento cuando los niños, las niñas y los adoles-
centes no son inscritos ni cuentan con un certificado de na-
cimiento. En México, la Encuesta Intercensal reveló que
6.5 por ciento de las niñas, los niños y los adolescentes
de 3 a 17 años que no cuenta con registro de nacimien-
to ni acude a la escuela.

Por tanto, se reconoce la inscripción de nacimiento como
un derecho, no únicamente de los niños y niñas, sino de to-
dos los seres humanos; de tal forma que el Consejo de De-
rechos Humanos de la ONU exhorta a los Estados a velar
para que la falta de inscripción del nacimiento o del
certificado de nacimiento, no constituya un obstáculo
para acceder y disfrutar de servicios y programas na-
cionales.

II. El panorama del registro de nacimiento en México

El Consejo Nacional de Funcionarios del Registro Civil es
un órgano coordinador, operativo, de apoyo y consulta de
las actividades y funciones de la institución del Registro
Civil a nivel nacional; mismo que está a cargo del Registro
Nacional de Población.6

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 26 de abril de 2023 / Apéndice XI 161



Este consejo ha impulsado la interconexión de las 32 bases
registrales para integrar la Base de Datos Nacional de Re-
gistro Civil, la cual contiene todos los registros de los ac-
tos y hechos del estado civil de las personas; con lo que se
forma un sistema federalizado y una base de datos nacional
en esta materia.

En 2015, el Conafrec aprobó la expedición y uso de un so-
lo formato para la emisión de las copias certificadas de los
actos y hechos del estado civil. El “Formato Único de Ac-
tas de Nacimiento” ha sido un primer paso para apoyar
la estandarización de procedimientos en materia regis-
tral. Así, ahora los requisitos sustantivos para la expedi-
ción de una copia certificada del acta de nacimiento mexi-
cana se han estandarizado, simplificado y puesto a
disposición en línea las 24 horas, los 365 días del año.7

Sin embargo, ha sido necesaria la implementación de
Campañas Especiales del Conafrec para abatir el fenó-
meno del registro extemporáneo de nacimiento en el pa-
ís, dado que es necesario acercar el servicio del registro
civil a las poblaciones o zonas del territorio nacional con
población vulnerable.

Al respecto, el Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía (Inegi) describe en Estadísticas vitales. Nacimientos re-
gistrados, 2020, que en México diversos problemas de ca-
rácter social, económico y cultural han impedido que la
estadística de nacimientos que se obtiene de los regis-
tros administrativos del Registro Civil se cumpla en su
totalidad, principalmente por problemas tradicionales co-
mo los registros extemporáneos y el subregistro, es decir,
poraspectos como la cobertura y la necesidad de programas
de mejoramiento, modernización y acercamiento de ofici-
nas del registro civil a poblaciones aisladas, indígenas o de
difícil acceso.8

A través de dichas estadísticas, es posible reconocer los
efectos que la pandemia por Covid-19 dejó en nuestro
país dado que hubo una reducción en la demanda del ser-
vicio de registro, tanto por el confinamiento como por las
condiciones que las autoridades sanitarias definieron para
la operación de las actividades económicas no esenciales;
los datos se muestran a continuación:

• 1 millón 629 mil 211 nacimientos registrados durante
2020 que representan una disminución de 22.1 por cien-
to respecto a los registrados durante 2019.

• 89.9 de las personas fue registrado antes de cumplir un
año, mientras que 10.1 tenía un año o más al momento
del registro.

• La edad del registrado más frecuente es la de me-
nos de 1 año, correspondiente a 89.9 por ciento de los
registros; sin embargo, se tiene 2.5 por ciento de re-
gistro tardío con 6 años y más.9

Aunado a esto, la Encuesta Intercensal de 2015 del Inegi
reveló que, de los 2 mil 458 municipios del territorio na-
cional, sólo mil 135 cuentan con una oficialía de Regis-
tro Civil, lo que representa 46.2 por ciento de los muni-
cipios, mostrando que para algunas familias que se
encuentran en zonas lejanas es difícil acceder al Registro
Civil por los costos de traslado que esto representa.10

Ante la situación actual expuesta en el presente documen-
to, es preciso reconocer que, según datos del Registro Na-
cional de Población, en 2020 se efectuaron 18 mil 833 re-
gistros extemporáneos de nacimiento en el país.

En cuanto a errores en las actas de nacimiento, el Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía realizó un estu-
dio en 2019 donde se encontró que 36.4 por ciento de
las actas de nacimiento presentaba algún tipo de
error; los errores más comunes eran relacionados con la
ortografía del nombre y apellidos, la fecha de nacimien-
to y la información de los padres.

Respecto al estudio Derecho a la identidad. La cobertura
del registro de nacimiento en México” realizado por la Ofi-
cina en México del Fondo de las Naciones Unidas para la
Infancia (UNICEF) y el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi), se señala que el acta de nacimiento es
indispensable para garantizar el cumplimiento de los dere-
chos de niños y niñas:

La inscripción del nacimiento de una persona ante el regis-
tro civil representa el reconocimiento institucional de su
derecho a la identidad, mientras que el acta de nacimiento
emitida es el documento legal que certifica su identidad, en
otras palabras, deja constancia de su nombre, fecha y lugar
de nacimiento. Este derecho permite a todas las niñas y
niños que al nacer se les reconozca un nombre, una na-
cionalidad, una familia, y puedan ejercer otros dere-
chos sin restricciones legales.11
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Dicho documento incluye cifras alarmantes al respecto:

En México, al menos 1 millón de personas de todas las
edades no cuentan con registro de nacimiento. De ellas,
más de 600 mil son niñas, niños o adolescentes.12

El mismo estudio colaborativo, realizado entre UNICEF
México y el Inegi, refiere que en el país se identifican im-
portantes barreras para el acceso al derecho a la identidad:

…

a) las legislativas y administrativas, asociadas princi-
palmente a la diversidad y complejidad que las leyes, re-
glamentos y procedimientos imponen a los trámites pa-
ra acceder al registro de nacimiento;

b) las geográficas, resultado de la inaccesibilidad de al-
gunas oficialías del registro civil para algunas comuni-
dades, principalmente rurales, situadas en regiones de
difícil acceso;

c) las barreras económicas, que implican tanto las cuo-
tas, los costos oficiales de los trámites de registro de na-
cimiento, así como las cargas económicas indirectas que
representa para las familias trasladarse y ausentarse de
sus actividades económicas durante una o dos jornadas
de trabajo para acudir hasta las oficialías a realizar el
trámite de registro;

d) las barreras culturales, que se presumían asociadas al
desinterés por parte de padres y madres de familia para
la realización del registro de nacimiento de sus hijos o
hijas, en virtud del aparente poco valor conferido al
cumplimiento de este derecho.

…

En dicho estudio, el UNICEF y el Inegi concluyen que deben
realizarse acciones sumamente importantes en los tres nive-
les de gobierno para lograr la cobertura universal del derecho
a la identidad de todos los niños y niñas en México.

Entre las acciones más importantes que se describen en el do-
cumento antes referido, se pueden destacan las siguientes:

• “Garantizar la gratuidad del registro para todas las
personas por igual; para ello, es importante que los es-
tados adopten sus marcos normativos a lo establecido en
el artículo 4º de la Constitución sobre este tema.

• Garantizar el registro de los niños más vulnerables,
principalmente los indígenas que viven en zonas rura-
les, facilitando y acercando este trámite a las comunida-
des donde ellos viven.

• Hacer del registro de nacimiento y su promoción una
tarea conjunta de los tres niveles de gobierno para me-
jorar la coordinación entre todos los sectores invo-
lucrados: salud, educación, desarrollo social, asis-
tencia social y protección a la infancia.

• Ver el registro de nacimiento de un niño como una ac-
ción permanente a fin de que se convierta en una po-
lítica nacional a ser implementada en hospitales y ofi-
cinas del registro civil, logrando así una mayor agilidad
y eficiencia.13

El Sistema Nacional de Protección de Niñas, Niños y Ado-
lescentes destaca en el artículo “Acta de Nacimiento abre a la
niñez las puertas de servicios a los que tiene derecho” que el
hecho de no registrar un nacimiento hace estadísticamen-
te invisible a un niño o niña en muchas esferas de la me-
dición del desarrollo:

Saber cuántos nacimientos suceden en un año determinado
permite dar seguimiento a las tendencias poblacionales
de fecundidad, mortalidad materna e infantil y sirve de
insumo para el diseño, planificación e implementación
de políticas públicas relacionadas con la salud, la edu-
cación y el desarrollo social.

El registro del nacimiento es un derecho humano recono-
cido por diversos tratados e instrumentos internacionales
ratificados por México, pero también por el marco jurídico
nacional, tanto por la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos (CPEUM) como por la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.14

La misma publicación de SIPINNA detalla:

Los gobiernos estatales deben fortalecer la labor de las bri-
gadas y unidades móviles del registro civil, especialmente
en localidades sin o con bajo acceso a oficialías y módulos
del registro civil. En este marco, es altamente pertinente re-
currir a la suma de esfuerzos entre distintas autoridades
(por ejemplo: salud, educación, desarrollo social, asistencia
social, protección a la infancia, etc.) para beneficiar a más
personas con los servicios públicos, hacer más eficientes las
jornadas itinerantes y disminuir los costos económicos aso-
ciados a la realización de una brigada móvil.
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Lo anterior demuestra que es urgente atender la proble-
mática de las personas nacidas en México, tanto meno-
res como mayores de edad, que no cuentan con acta de
nacimiento, o bien, que sí tienen este documento, pero
con errores.

III. Planteamiento

En México, miles de personas se enfrentan a diversos pro-
blemas personales, jurídicos, legales, de salud, de acceso a
servicios y hasta económicos por no tener el Acta de Naci-
miento correcta.

En el caso de las niñas, los niños y los adolescentes que no
han sido registrados ante la autoridad civil, las complica-
ciones son aún mayores pues prácticamente se trata de per-
sonas que no existen para el Estado.

Ambas situaciones han tenido consecuencias sumamente
difíciles e incluso peligrosas. Se considera necesario ejem-
plificar algunas situaciones que han reportado los medios
de comunicación desde diferentes lugares de la república:

• En enero de 2019, el periódico La Voz de la Frontera
publicó la nota “Puede haber error en 70 por ciento de
actas del Registro Civil”, donde dio cuenta de que 70
por ciento de las actas de nacimiento, matrimonio,
divorcio o defunción capturadas en Baja California
podría contener errores, ya sea en nombres o fechas al
haber sido capturadas a mano, situaciones que deben ser
corregidas para evitar problemas:

En el Archivo Histórico del Registro Civil del estado se
resguardan los libros que contienen 5 millones de actas que
por sí solas hablan de la identidad y el crecimiento de cada
bajacaliforniano, pues van desde el nacimiento hasta la
muerte.15

• En junio del 2021, el columnista Jaime López Molina
en el artículo “Error en actas oficiales: problema grave”,
de El Sol de Tlaxcala, describe cómo la solicitud de ac-
tas en la oficina de trámites puede llevar a sorpresas in-
esperadas debido a errores en el contenido, como nom-
bres y apellidos mal escritos o cambiados por completo.
Esto puede entorpecer gravemente los trámites urgentes
que se requieren para los documentos oficiales. El autor
da un ejemplo de un error en el acta de nacimiento de un
niño que causó problemas para obtener atención médica
en el ISSSTE y que tuvo que ser corregido, lo que im-
plicó gastos económicos y tiempo. El autor sugiere que

los responsables de los errores deberían pagar los gastos
ocasionados por sus errores:

… Actualmente, para aclaraciones desde Tlaxcala es ne-
cesario que el quejoso asista personalmente al lugar del
registro, empleando gastos económicos y tiempo, todo
ello por errores cometidos por el deficiente personal
administrativo del lugar donde expiden los documen-
tos oficiales para la vida civil. En justicia; los gastos
los debiera pagar el que cometió el error porque no
percibe un sueldo para hacer daño quien ya ha paga-
do el servicio.16

• En septiembre de 2022, el doctor Rafael Lozano publi-
có “Niñas y niños invisibles debido a la pandemia” en El
Economista, donde informó una serie de diferencias es-
tadísticas respecto a los nacimientos ocurridos durante la
pandemia. Al respecto, el artículo refiere que es impor-
tante tener en cuenta que la estadística de los nacimien-
tos registrados no solo incluye los nacimientos ocurridos
el año del registro, sino también incorpora registros ex-
temporáneos de personas que nacieron en años diferen-
tes a la fecha del registro. Por lo tanto, no se puede te-
ner certeza de cuántos nacimientos ocurren en las
unidades médicas o fuera de ellas, y las interpretacio-
nes de los cambios en las tendencias publicadas en los
periódicos pueden ser artificiales.17

• En febrero de 2023, Renata Díaz, columnista de El Sol
de México reportó significativas cifras al respecto y, en
su publicación “Miles de niñas y niños sin acta de naci-
miento”, destaca lo siguiente:

De acuerdo con datos del Censo Nacional de Población y
Vivienda 2020 publicado por el Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía (Inegi), de la población, 0.36por cien-
to de personas no está registrado en México ni en otro
país; esto equivale a 451 mil 855 personas no registra-
das en territorio nacional. El restante 0.15 declaró des-
conocer si estaba inscrito en el Registro Civil.

…

No obstante, lo más preocupante se observa al desagre-
gar por edad, para niñas y niños de entre 0 a 4 años,
el porcentaje asciende a 2.82 por ciento, lo cual equi-
vale a 285 mil 314 niñas y niños que no están regis-
trados, lo que implica que en ocasiones hay rezagos
en el registro de hasta 4 años y estas niñas y niños
permanecen invisibles por ese tiempo.18
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• En marzo del presente año, el periódico Municipios re-
portó en su nota “Adultos sin registro y errores en actas
de nacimiento” que en Izúcar de Matamoros, Puebla, los
problemas más comunes que se presentan en el registro
civil son adultos que no tienen registro, así como per-
sonas que tienen errores en actas de nacimiento. Seña-
lan que, en promedio, al año se presentan 70 casos de per-
sonas que no cuentan con identidad o no tienen registro,
mientras que al mes llegan a presentarse hasta 25 casos
con errores en sus actas. Gabriel Ramos Prudente, auxi-
liar del Registro Civil de dicho municipio, detalló que la
problemática se presenta tanto en personas jóvenes, adul-
tos y personas de la tercera edad, ya que anteriormente el
método de registro era diferente de ahí que la mayor pro-
blemática sean los errores en los registros.19

Con las situaciones aquí descritas, es posible hacer cons-
ciencia de la imperante necesidad que se tiene de realizar
trámites como el registro extemporáneo de nacimiento o
la corrección de actas de nacimiento para que el dere-
cho a la identidad sea una realidad en el país.

En consecuencia, la propuesta legislativa que se describe a
continuación se considera fundamental para contribuir al
derecho a la identidad de todas las personas mexicanas.

IV. Objetivo

La esencia de la iniciativa que se presenta es garantizar el
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos sobre la identidad a las personas nacidas en
México, así como facilitar su acceso al pleno ejercicio de
todos sus Derechos Humanos.

En este orden de ideas, la iniciativa plantea la modificación
del Código Civil Federal y de la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, a fin de impulsar de
mejor manera la obligación del Estado Mexicano represen-
tado por autoridades federales, las entidades federativas,
los gobiernos municipales y de las demarcaciones territo-
riales de la Ciudad de México para que, en el ámbito de sus
respectivas competencias, colaboren con las oficinas del
Registro Civil en la expedición de Registros Extemporáne-
os y en la corrección de las Actas de Nacimiento sin costo,
específicamente cuando se trate de personas en situación
de altos índices de marginación.

Así mismo, esta propuesta legislativa pretende que, a través
de los tres órdenes de gobierno, se promueva la realización
de campañas de registro de nacimiento, con el firme objeti-

vo de garantizar el pleno acceso de las niñas, niños y ado-
lescentes a su derecho a la identidad.

De esa forma será posible obtener información acerca de
las dinámicas de registro de nacimiento a nivel nacional,
estatal y municipal, mismas que contarán con mayor certe-
za para ser consideradas un insumo fundamental en aras de
conocer la cobertura de los programas de sanidad, vacuna-
ción, inmunización y planificación familiar, así como para
tener información que oriente acciones para mejorar la co-
bertura del registro de nacimiento.

V. Cuadro comparativo

Con la presente iniciativa se busca adicionar un artículo 58
Bisal Código Civil Federaly el artículo 19 de la Ley Gene-
ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes en ma-
teria de registro oportuno de nacimiento, registro extempo-
ráneo y corrección de actas de nacimiento; para quedar de
la siguiente manera:
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Por lo expuesto someto a consideración de esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman el Código Civil Federal
y la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes

Primero. Se adiciona el artículo 58 Bis del Código Civil
Federal, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 58 Bis. La primera copia certificada del acta
de nacimiento se otorgará gratuitamente cuando ésta
sea expedida por primera ocasión, incluso cuando se
trate de un registro extemporáneo.

A su vez, la expedición de copias certificadas de actas de
nacimiento, deberá de realizarse de manera gratuita,
cuando se trate de personas pertenecientes a las Zonas
de Atención Prioritarias descritas en la Ley General de
Desarrollo Social.

Para el caso de correcciones de actas de nacimiento, di-
cho trámite deberá realizarse de manera gratuita en to-
do momento.

Segundo. Se reforma el artículo 19 de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar
en los siguientes términos:

Capítulo Tercero
Del Derecho a la Identidad

Artículo 19. Niñas, niños y adolescentes, en términos de
la legislación civil aplicable, desde su nacimiento, tienen
derecho a

I. a IV. …

…

Las autoridades federales, de las entidades federati-
vas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, deberán promover la realización
de campañas anuales de registros extemporáneos de
actas de nacimiento, a fin de garantizar el acceso ple-
no de las niñas, niños y adolescentes al derecho a la
identidad. Dichas campañas deberán de focalizarse
principalmente en las zonas de atención prioritarias
descritas en la Ley General de Desarrollo Social.

…

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las entidades federativas, a través de sus res-
pectivos congresos locales, deberán realizar las adecuacio-
nes a su legislación respectiva en un plazo no mayor de 180
días posteriores a la entrada en vigor del presente decreto,
a fin de homologar su contenido a lo establecido en la pre-
sente reforma.
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Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, y de De-
rechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por la
diputada Juanita Guerra Mena, Moisés Ignacio Mier Ve-
lazco y suscrita por diputados integrantes de los Grupos
Parlamentarios de Morena, del Partido Verde Ecologista de
México, del Partido de Trabajo, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, del Partido Acción Nacional y de Movi-
miento Ciudadano.

Los suscritos, diputados federales en la LXV Legislatura,
con fundamento en los artículos 71 fracción II y 73 frac-
ción XXIII de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6o., numeral 1, fracción I, 77 numeral 1 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, ponen a
consideración de esta honorable Cámara de Diputados la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el
inciso a), fracción XXI, del artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de
extorsión y delitos cometidos a través de tecnologías de la
información, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Regulación constitucional de la extorsión

El uso universal de las tecnologías de la información y las
comunicaciones ha traído consigo la posibilidad de una in-
terconexión de las personas con prácticamente todo el
mundo que le rodea; actualmente el flujo diario de infor-
mación y datos por medio de las redes de internet -tanto fi-
jas como portables- equivale a la cantidad de conocimien-
tos que se difundía en toda una década del siglo pasado.

Las redes globales son herramientas poderosas que permi-
ten estrechar vínculos y acortar distancias prácticamente de
forma inmediata y por esta razón los gobiernos los grandes
corporativos, y la sociedad civil, han orientado recursos
importantes en la generación de experiencias digitales que
se adapten a las necesidades de los usuarios o gobernados.

Quienes hacemos uso de la tecnología de las comunicacio-
nes lo realizamos como consecuencia de la necesidad de
interacción constante, permanente e inmediata; es preciso
señalar que nadie pone en duda la gran cantidad de benefi-
cios de estas herramientas, sin embargo, las adopciones de
estas nuevas modalidades de interrelación social a gran ve-
locidad traen consigo un número significativo de riesgos y

amenazas debido en mayor medida, a la volatilidad, al flu-
jo de información personal expuesta.

Las nuevas tecnologías y modalidades se incorporan a la
red y ello ha propiciado que la delincuencia ha adaptado su
modus operandi para hacer uso de este tipo de mecanismos
para ampliar y diversificar sus actividades ilícitas.

Una de ellas, es el aumento del fenómeno de la extorsión.
Las bandas delincuenciales comenzaron a hacer uso de
aparatos de comunicación para establecer contacto con sus
potenciales víctimas mediante el uso de llamadas telefóni-
cas o los denominados “SMS” o mensajes de texto.

Con la evolución de la infraestructura digital y el surgi-
miento de las redes de microblogging o redes sociales, los
grupos delincuenciales se volvieron en su operatividad más
sofisticados e incluso evolucionaron en su forma de operar
al utilizar diversas modalidades de extorsión hacia sus víc-
timas como lo son: la obtención de supuestos premios ob-
tenidos, campañas publicitarias, el otorgamiento de impor-
tantes y significativas líneas de crédito bancarias, la
donación a fundaciones altruistas o hasta de supuestos be-
neficios sociales y créditos a la palabra.

El modelo del delito de extorsión se basa preponderante-
mente en el uso de la violencia psicológica y la manipula-
ción verbal en contra de la víctima, aprovechándose en
unos casos de su buena fe, ignorancia o en otros utilizando
agresión; en la mayoría de los casos, los delincuentes eli-
gen al azar a la víctima a partir del uso de datos personales
y bases de datos obtenidas también de manera ilícita o en
ocasiones, proporcionados por familiares o conocidos de la
víctima.

En ocasiones, buscan propiciar un diálogo con la persona
con el objeto de obtener información para utilizarla en su
contra, sin embargo, no solamente restringen su actividad a
la modalidad telefónica pues también indagan en las redes
sociales de las víctimas, analizando sus imágenes, lo que
les permite inferir y conectar a familiares, amigos, sitio de
trabajo, su poder adquisitivo y nivel socioeconómico y
producto de ello, obtener, número de teléfono celular, ubi-
cación y actividad.

Ahora bien, es menester, desde el Poder Legislativo, actua-
lizar y fortalecer el marco normativo para las sanciones
adecuadas de las conductas ilícitas, además de renovar su
tipificación, dotando así de las herramientas jurídicas y de
actuación idóneas a las autoridades encargadas de la pre-
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vención, investigación e impartición de justicia, para
afrontar una realidad cada vez más retadora.

No pasa desapercibido que el delito de extorsión ha tenido
una evolución acelerada en los últimos años. La más re-
ciente reforma al tipo penal, por este Poder Legislativo, da-
ta de hace casi treinta años, por lo que resulta claro que la
redacción actual ha quedado superada, obstaculizando a las
autoridades encuadrar la conducta al tipo penal vigente, de-
rivado de que existen varias modalidades identificadas de
facto, pero que en el texto de la norma jurídica, no se en-
cuentran plasmadas ni tipificadas, imposibilitando el poder
contrarrestar eficazmente este delito. 

Actualmente, el Código Penal Federal, tipifica al delito de
extorsión de la siguiente manera:

“Artículo 390. Comete el delito de extorsión quien sin
derecho obligue a otro a dar, hacer, dejar de hacer o to-
lerar algo, para obtener un lucro para sí o para otro, o
causando a alguien un perjuicio patrimonial…”

El delito de extorsión amerita una pena corporal de dos a
ocho años de prisión y de cuarenta a ciento sesenta días
multa, ampliándose la pena hasta un tanto más si se realiza
por asociación delictuosa, por un servidor público, exser-
vidor público, miembro o ex miembro de alguna corpora-
ción policial o de las Fuerzas Armadas.

Respecto de la extorsión, esta se conforma principalmente
de dos modalidades en su comisión; en primer término, nos
encontramos frente a una modalidad de extorsión de carác-
ter directa, la cual ocurre cuando el delincuente se presen-
ta físicamente en el establecimiento o domicilio particular,
para amenazar al propietario o al personal que ahí labora. 

En esta modalidad, también reconocida como “cobro de pi-
so”, el delincuente no tiene empacho en identificarse como
integrante de una organización delictiva cuyo objeto es el
de realizar un cobro para supuestamente brindar seguridad
al establecimiento o lugar o como manera de chantaje para
no hacer daño; en su desarrollo, amenaza con privar de la
vida a algún familiar o a la probable víctima, así como cau-
sar afectaciones materiales si no se entrega una cantidad
periódica de dinero. 

Es una forma cínica y al mismo tiempo compleja de regu-
lar, en donde, en diversas ocasiones el propio delincuente
deja sus datos y la forma en que deberán comunicarse o
contactarse con él o ella, para la entrega de los recursos.

Pero la comisión de este delito no se ha detenido ahí. La ex-
torsión hoy es un delito de alto impacto que no solamente
atenta contra la seguridad de las personas, sino cada vez de
forma más aguda contra el patrimonio de las personas, con-
virtiéndose en un problema grave y de atención urgente,
también, en materia económica.

La delincuencia ha tomado control de negocios y cadenas
productivas. Con amenazas, obligan a comerciantes y per-
sonas a adquirir bienes de quienes ellos determinan, o bien,
limitan su venta dentro de estos mismos criterios. Así, la
actividad económica lo es todo, menos libre, y está, como
nunca, expuesta a la coerción de la delincuencia.

De principio a fin, las cadenas económicas están capturadas
y sometidas, impactando en el encarecimiento y escasez de
productos, el cierre de negocios y la fuga de inversiones.

Este delito ha ido ganando terreno. Para facilitar su comi-
sión y seguir abriéndose camino, la delincuencia amenaza
también a los servidores públicos, esperando obtener la
permisibilidad de las autoridades o incluso su colaboración
en estos ilícitos. De esta forma, la delincuencia pretende
coaccionar también a nuestras instituciones públicas.

Estos ilícitos, cometidos de forma directa y con la presen-
cia de los delincuentes ante la ciudadanía, los comerciantes
y los servidores públicos, encuentra en una segunda moda-
lidad la ruta para reforzar sus amenazas, como también pa-
ra abrir paso a otro tipo de conductas relacionadas con la
extorsión.

Por la vía virtual, telefónica y a través de los distintos
medios de comunicación, la delincuencia continúa ejer-
ciendo presión sobre las personas y así lo han identifica-
do las autoridades.

En la segunda modalidad, nos encontramos frente a un ti-
po indirecto de extorsión; siendo identificados por la auto-
ridad hasta el momento seis versiones:

1. La obtención de un premio: La víctima recibe una fal-
sa notificación sobre la obtención de un premio a cam-
bio de un depósito bancario.

2. Secuestro virtual de un familiar: De manera violenta
el delincuente indica que tiene secuestrado a un familiar
y transmite la voz de una persona, generalmente una
mujer o niño llorando, luego exige una cantidad de di-
nero a cambio de no hacer daño y dejarle en libertad.
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3. Familiar detenido: El delincuente se hace pasar por un
familiar lejano con quien no se tiene contacto, la retórica
utilizada busca que la víctima se emocione, confunda o
dude, lo que le permite obtener más información.

4. Amenaza: El delincuente utiliza el tono agresivo y
vulgar posible, refiere datos de vivienda, familia, inter-
net o red social, busca provocar temor ante una poten-
cial vigilancia.

5. Amenaza de supuestos funcionarios: El delincuente
se hace pasar por autoridad vinculada a un cuerpo de se-
guridad o procuración de justicia e informa que tiene de-
tenido a un familiar de la víctima y pide dinero a cam-
bio de liberarlo.

6. Deudas y cobranza: Se informa a quien contesta que
se tiene una deuda adquirida por el usuario de la línea
telefónica y se procederá a una supuesta acción de co-
branza inmediata consistente en embargo de bienes, el
tono va de amable a agresivo y se dan supuestas alter-
nativas para saldar la deuda como “quitas” o descuen-
tos altos; esta modalidad es realizada por supuestos
“despachos de cobranza” que no son más que call cen-
ters con personal poco capacitado y con nulo conoci-
miento de las normas.

Si bien cualquier persona puede ser víctima de este delito,
es claro que la delincuencia ha diversificado y optimizado
sus mecanismos de operación a fin de hacer de este tipo de-
lictivo un importante nicho de obtención de recursos.

Se trata de un tipo penal cuya modalidad, operatividad,
mecanismos de desarrollo y esquema metodológico para su
investigación guarda gran similitud con el de otros de alto
impacto como el secuestro, trata o desaparición, por lo que
es preciso realizar un ajuste normativo de gran envergadu-
ra que surja de la propia Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, que posibilite la emisión de la Ley
General en la materia.

El pasado mes de diciembre del 2022, el Observatorio Na-
cional Ciudadano alertó que las autoridades locales y fede-
rales no cuentan con los mecanismos operativos idóneos
para enfrentar con eficacia las nuevas modalidades bajo las
que se desarrolla el delito de extorsión.1

Dicha falta de mecanismos operativos son consecuencia de
la ausencia de un marco jurídico de carácter general y es-

pecializado, que aborde la problemática delictiva desde
una perspectiva transversal, con enfoque en las víctimas y
con la implementación de mecanismos de colaboración y
coordinación entre los tres órdenes de gobierno.

Ejemplo de ello es, que en el año 2022 este delito creció
por arriba del 18 por ciento con respecto al 2021; asimis-
mo, el INEGI2 refiere que en 2021 se cometieron cerca de
5 millones de extorsiones y de estas solamente 246 mil se
denunciaron (5 por ciento).3

Asimismo, de los casos denunciados que por su gravedad
derivaron en carpetas de investigación, el 60 por ciento no
tuvo progresos quedando en trámite solamente el 26 por
ciento.4

La falta de un mecanismo legal coordinador de acciones, es
evidente ante el hecho de que solamente el 2.8 por ciento
de los casos derivó en una detención y en solamente el 0.3
por ciento de éstos se logró la reparación del daño.5

Se trata de una situación por la que la falta de una mejora
legal de carácter sustancial ha impedido un eficaz actuar
por parte de las autoridades, que, a pesar de contar con los
instrumentos metodológicos, inteligencia policial y recur-
sos tecnológicos, no cuenta con el marco jurídico adecua-
do para el combate de este delito que no solo afecta a los
particulares sino a empresas.6

La rentabilidad del delito de extorsión es alta para los gru-
pos delictivos, muestra de ello es su alta incidencia; con
datos del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de
Seguridad Pública, en el año 2015, se tuvo una incidencia
de 6 mil denuncias, mientras que para los años 2019 y 2020
se reportan 8,734 y 7960, respectivamente y en el año 2022
un reporte que asciende a 10,342 carpetas de investigación,
lo que representa un aumento del 30 por ciento en tan solo
9 años y del 18 por ciento en 2022, debido en gran medida
a la falta de homologación de penas y a la falta de meca-
nismos legales de coordinación interinstitucional de los
tres niveles de gobierno con el objeto de reducir su inci-
dencia y lograr su eventual erradicación como delito que
tiene un alto componente de impacto y que debe conside-
rarse grave dadas las implicaciones en la salud mental y fí-
sica de las potenciales víctimas.

El impacto social del delito de extorsión es muy alto ya que
afecta el patrimonio de cualquier persona, así como su
tranquilidad y percepción de seguridad, además de inhibir

Año II, Segundo Periodo, 26 de abril de 2023 / Apéndice  XI Diario de los Debates de la Cámara de Diputados170



la inversión formal de las pequeñas y medianas empresas
como consecuencia de la falta de herramientas de la auto-
ridad para garantizar la seguridad de las y los mexicanos.

Con datos de Coparmex,7 los principales delitos que han
padecido las empresas son el robo (49 por ciento) y en ter-
cer lugar los delitos informáticos y el denominado cobro de
piso, (28 por ciento) estos últimos con una importante re-
lación conceptual en los medios comisivos; asimismo, re-
portan que el 20 por ciento de sus socios han sido víctimas
de algún tipo de extorsión y de ellos 7 de cada 10 la han pa-
decido en su modalidad telefónica.8

El delito de extorsión afecta lo mismo al comerciante, al
emprendedor, al empresario que, al padre o madre de fa-
milia, al estudiante y en general a cualquier persona. Se tra-
ta de la modalidad delictiva con mayor crecimiento y pre-
sencia a nivel nacional, es importante mencionar que, con
datos de la Encuesta Nacional de Victimización y Percep-
ción sobre Seguridad Pública (Envipe 2022) el delito de
extorsión es el delito más frecuente en 12 entidades fede-
rativas, seguido del fraude y del robo.9

Por ello, la presente iniciativa consiste en la adecuación del
Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos a fin de que en la fracción XXI inciso a), se
considere como delito de alto impacto, a la extorsión en to-
das sus modalidades, como el medio de comisión de deli-
tos en aumento y el mecanismo de diversificación de los
medios ilícitos por el cual la delincuencia se allana de re-
cursos financieros para sus operaciones.

La intención de modificar el texto constitucional radica en la
necesidad de incorporar de manera expresa la denominación
del tipo penal de extorsión, a fin de que el Congreso de la
Unión tenga la atribución exclusiva conferida por el constitu-
yente, para desdoblar un mecanismo articulador de acciones
de carácter normativo que permita a la autoridad ejecutora y
aplicadora de la norma, el pleno y puntual desarrollo de ac-
ciones de combate a este nocivo flagelo social.

De esta manera, al incorporar el delito de extorsión en la
Carta Magna, se establece por añadidura la posibilidad le-
gal de expedir en el momento procesal oportuno, la corres-
pondiente Ley General en la materia que contenga el siste-
ma de distribución de competencias, las atribuciones de las
autoridades para enfrentarlo con eficacia y de manera es-
pecífica y a partir de un profundo diagnóstico de los ele-
mentos del tipo penal, el modus operandi, los medios co-
misivos y las calificativas, la definición conceptual a fin de

que los fiscales del orden federal y de las Entidades Fede-
rativas tengan los elementos para determinarlo y clasificar-
lo con prontitud, expedites y claridad técnica.

Sobre todo, porque, con datos de la Coordinación Nacional
Antisecuestro, de un estudio realizado a los 33 Códigos Pe-
nales se evidencia una clara disparidad en la definición de
los tipos penales y en el establecimiento de sanciones rela-
cionado con el delito de extorsión, mismas que oscilan de
1 a 35 años de prisión y multa de 10 hasta 4 mil Unidades
de Medida y Actualización. 

Ejemplo de esta delicada disparidad punitiva, es, que mien-
tras el Código Penal Federal establece que la pena aplica-
ble al delito será de 2 a 8 años de prisión, en el Código Pe-
nal del Estado de Chihuahua el delito se tasa con una pena
de 5 hasta 30 años.

Misma disparidad se encuentra al contrastar los Códigos
Penales de distintas Entidades ya que en algunas la penali-
dad es sumamente baja, como el caso de Yucatán donde la
sanción es de 1 a 6 años y en Tamaulipas el delito se equi-
para al de robo.

El aumento en la comisión de este delito debe ser tomado
con seriedad y con responsabilidad por parte de las y los le-
gisladores; para nosotros desde este órgano colegiado no es
ajeno el hecho de que el propio Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública reporte en el mes de marzo del 2023, que el
delito de extorsión tiene un significativo aumento del 18.4
por ciento de incidencia nacional con respecto al año
2019.10

Regulación constitucional de los delitos cibernéticos

Otro mecanismo en el que el crimen ha diversificado sus
modalidades para delinquir, son los delitos cibernéticos.

No hay una definición universalmente aceptada de ciber-
delincuencia. No obstante, la Oficina de Naciones Unidas
Contra la Droga y el Delito la define de la siguiente mane-
ra: “La ciberdelincuencia es un acto que infringe la ley y
que se comete usando las tecnologías de la información y
la comunicación (TIC) para atacar las redes, sistemas, da-
tos, sitios web y la tecnología o para facilitar un delito...La
ciberdelincuencia se diferencia de los delitos comunes en
que no tiene barreras físicas o geográficas, y se puede co-
meter con menos esfuerzo y más facilidad y velocidad que
los delitos comunes”.
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La Agencia de la Unión Europea para la Cooperación Poli-
cial distingue la ciberdelincuencia en delitos dependientes
de los medios informáticos (es decir, todo delito que puede
cometerse sólo usando computadoras, redes computariza-
das u otras formas de tecnologías de la información y co-
municación) y delitos propiciados por los medios informá-
ticos (es decir, delitos comunes facilitados por Internet y
las tecnologías digitales). La distinción principal entre es-
tas categorías de ciberdelincuencia es el papel de las TIC
en el delito, ya sea como el objetivo del delito o como par-
te del modus operandi del delincuente. Cuando las TIC son
el blanco del delito, este ciberdelito afecta de forma nega-
tiva la confidencialidad, integridad o accesibilidad de los
sistemas y datos informáticos. La confidencialidad, inte-
gridad y accesibilidad forman la conocida como “Triada
CIA”: en palabras simples, la información privada debe
permanecer privada, no se debe cambiar sin el permiso del
dueño y este debe tener accesibilidad a los datos, servicios
y sistemas en todo momento. Cuando las TIC forman par-
te del modus operandi, la ciberdelincuencia entraña un de-
lito común (por ejemplo, un fraude o robo) que el Internet
o las tecnologías digitales facilitan de alguna forma.

El Convenio de Budapest, aunque no define la ciberdelin-
cuencia, sí establece que los ciberdelitos son aquellos actos
que ponen en peligro la confidencialidad, la integridad y la
disponibilidad de los sistemas, redes y datos informáticos,
así como el abuso de dichos sistemas, redes y datos, y ha-
ce la tipificación como delito de dichos actos, clasificán-
dolos de la siguiente manera:

- Delitos contra la confidencialidad, la integridad y la
disponibilidad de los datos y sistemas informáticos.

1. Acceso ilícito;

2. Interceptación ilícita;

3. Ataques a la integridad de los datos;

4. Ataques a la integridad del sistema; y

5. Abuso de los dispositivos.

- Delitos Informáticos

1. Falsificación Informática; y

2. Fraude Informático.

- Delitos relacionados con el contenido

1. Delitos relacionados con la pornografía infantil; y

2. Delitos relacionados con infracciones de la pro-
piedad intelectual y derechos afines.

De acuerdo con un informe publicado por la Interpol el 4
de agosto de 2020 sobre las repercusiones del Covid-19 en
la ciberdelincuencia, se ha puesto de manifiesto un cambio
sustancial en los objetivos de los ataques, que antes eran
hacía particulares y pequeñas empresas y ahora los ataques
tienden a ser grandes multinacionales, administraciones es-
tatales e infraestructuras esenciales.

Entre las constataciones principales que pone de relieve
la evaluación de la Interpol sobre el panorama de la ci-
berdelincuencia en relación con la pandemia de Covid-
19 destacan

• Las estafas por internet y el phishing: Los autores de
las amenazas han revisado sus métodos habituales en
materia de estafas por Internet y phishing. Ahora, los ci-
berdelincuentes, a menudo haciéndose pasar por autori-
dades gubernamentales y sanitarias, envían a sus vícti-
mas correos electrónicos de phishing sobre el Covid-19
en los que las incitan a facilitar datos personales y a des-
cargar contenidos maliciosos.

• Malware disruptivos (ransomware y DDoS): Alentados
por la probabilidad de causar graves problemas y obtener
sustanciosas ganancias, los ciberdelincuentes están multi-
plicando el número de ataques con malware disruptivos
contra las infraestructuras esenciales y las instituciones sa-
nitarias. Los ataques con ransomware perpetrados por dis-
tintos grupos delictivos, que en meses anteriores se habí-
an mantenido relativamente latentes, alcanzaron su punto
álgido en las dos primeras semanas de abril de 2020. Las
investigaciones de las fuerzas del orden muestran que la
mayoría de los atacantes calculaban con bastante exactitud
la cantidad máxima que podían solicitar como rescate a las
organizaciones víctimas de sus ataques.

• Malware destinados a obtener datos: En el ámbito de
la ciberdelincuencia también están en auge los ataques
de malware para obtener datos, como los troyanos de
acceso a distancia, los ladrones de información, los
spyware (programas espía) o los troyanos bancarios, en-
tre otros. Los autores de las amenazas utilizan informa-
ción relacionada con el Covid-19 como señuelo para in-
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filtrarse en los sistemas e infectar redes, sustraer datos,
desviar fondos y crear botnets.

• Dominios malignos: Se ha producido un aumento con-
siderable del número de ciberdelincuentes que, aprove-
chando el incremento de la demanda de productos mé-
dicos e información sobre el Covid-19, registran
nombres de dominio que contienen palabras clave como
“coronavirus” o “Covid”. Se trata de sitios web fraudu-
lentos que sustentan una amplia variedad de actividades
malignas.

• Desinformación: La información no contrastada, las
amenazas mal entendidas y las teorías de la conspira-
ción han fomentado la ansiedad de la población y, en
algunos casos, facilitado la ejecución de ciberataques.
Cerca de 30 por ciento de los países que contestaron a
la encuesta mundial sobre ciberdelincuencia confirma-
ron la circulación de información falsa sobre el Covid-
19. En el plazo de un mes, un país informó de 290 pu-
blicaciones, la mayoría de las cuales ocultaba
malware. También se comunicaron casos de desinfor-
mación vinculada al comercio ilegal de productos mé-
dicos fraudulentos. Otros casos de desinformación
guardaban relación con estafas a través de mensajes de
texto que presentaban ofertas demasiado buenas para
ser ciertas, por ejemplo, alimentos gratuitos, ventajas
especiales, o grandes descuentos en supermercados.

El informe de la Interpol destaca que es altamente probable
que la ciberdelincuencia siga aumentando a corto plazo.
Debido a las vulnerabilidades asociadas al teletrabajo y la
posibilidad de obtener mayores ganancias, los ciberdelin-
cuentes seguirán ampliando sus actividades y concebirán
unos modus operandi más avanzados y complejos.

Señala que también es probable que, para aprovechar la
preocupación de la ciudadanía por la pandemia, los autores
de amenazas continúen propagando estafas por Internet y
campañas de tipo phishing relacionadas con el coronavi-
rus; que aumenten las estafas a empresas por e- mail me-
diante suplantación de identidad, como consecuencia de la
recesión económica y los cambios que se han producido en
el panorama empresarial, lo que generará nuevas oportuni-
dades para la comisión de delitos; entre otros.

Del 25 al 29 de noviembre de 2019 se llevó a cabo la quin-
ta Semana Nacional de la Ciberseguridad en México, orga-
nizada por la División Científica de la Secretaría de Segu-
ridad y Protección Ciudadana de la Guardia Nacional. La

cual tiene la finalidad de concientizar a la sociedad en ge-
neral sobre la importancia del uso responsable de las nue-
vas tecnologías de la información a través de la difusión de
contenidos preventivos y de concientización sobre los ries-
gos del ciberespacio a fin de disminuir la incidencia oca-
sionada por conductas antisociales e ilícitas y promover la
denuncia de delitos cibernéticos.

En ella participó la Oficina de las Naciones Unidas contra
la Droga y el Delito: presentó su Programa Global de Ci-
berdelito, el cual acompaña el esfuerzo de los Estados
miembros en la lucha contra esta clase de crímenes, a tra-
vés de asistencia técnica especializada y fortalecimiento de
capacidades.

Este programa enfatiza la relevancia de la coordinación na-
cional, la recopilación de datos y la necesidad de marcos
legales efectivos que lleven a una respuesta sostenible, en
un marco sólido de derechos humanos.

De acuerdo con el secretario general de la Organización de
las Naciones Unidas, António Guterres, se estima que la ci-
berdelincuencia genera ingresos por alrededor de 1.5 trillo-
nes de dólares al año, así como la mayoría de los crímenes
afecta a las personas en mayor situación de vulnerabilidad.

Se estima que México es el noveno país más afectado por
el crimen cibernético. En América Latina es superado sólo
por Brasil.

No obstante, México no cuenta con una ley dedicada a los
delitos cibernéticos, únicamente el Código Penal Federal
contiene un título dedicado a la revelación de secretos y ac-
ceso ilícito a sistemas y equipos informáticos. Sin embar-
go, estas disposiciones son limitadas y dejan varias lagu-
nas, lo que dificulta la lucha contra el cibercrimen.

De acuerdo con datos de la Comisión Nacional para la Pro-
tección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financie-
ros, en 2017 cada hora se cometían 463 fraudes cibernéti-
cos en operaciones por comercio electrónico y banca
móvil. En 2018, las pérdidas por este delito sumaron 4 mil
412 millones de pesos.

El Banco Interamericano de Desarrollo y la Organización
de Estados Americanos revelan que se pierden alrededor de
9 mil millones de dólares anuales por delitos cibernéticos.
Incluso, los propios sitios del gobierno federal como Pe-
mex; las Secretarías de Economía, de Hacienda, y del Tra-
bajo y Previsión Social han sufrido ataques.
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Entre enero y junio de 2020 se registraron 3.1 millones de
intentos de ciberataque. De acuerdo con la Dirección Ge-
neral Científica de la Guardia Nacional, la actividad mali-
ciosa en internet disminuyó en 12 por ciento en el periodo
diciembre de 2019-febrero de 2020. Sin embargo, esta ci-
fra se incrementó en 14 por ciento en marzo y abril, perio-
do correspondiente a la emergencia sanitaria. En cuanto a
la pornografía infantil, la Guardia Nacional calculó un in-
cremento de 73 por ciento durante el mismo periodo. Casi
80 por ciento fueron relacionados con la red social Face-
book.

De acuerdo con la Guardia Nacional entre las principales
amenazas a la población en internet está la vulneración en
la seguridad de la información, el robo de datos, fraudes,
suplantación de identidad, el acceso lógico no autorizado,
así como la infección por el código malicioso.

Para esta Cámara de Diputados, resulta primordial impul-
sar una reforma al texto de la Carta Magna a fin de que en
el Artículo 73 fracción XXI inciso a) se incorpore a la ex-
torsión y a los delitos cometidos a través de tecnologías de
la información como modalidades delictivas de las que re-
sulte imperativo expedir su respectiva norma de carácter
general, que permita la homologación de criterios, modelos
homologados de capacitación, de abordaje desde la autori-
dad y sobre todo, la posibilidad de que en un solo momen-
to procesal parlamentario se emitan los debidos criterios
para que las autoridades Federal y de las Entidades Fede-
rativas, actúen en consecuencia sin el obstáculo que repre-
senta la dispersión de criterios punitivo normativos actual.

Así las cosas, es clara la necesidad de impulsar esta valio-
sa modificación a fin de restituir la paz y la tranquilidad de
comunidades enteras de mexicanas y mexicanos que han
padecido o se encuentran en potencial situación de padecer
este grave delito.

Delitos relacionados con el uso de las tecnologías

Por lo anteriormente expuesto sometemos a consideración
de esta H. Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de 

Decreto

Único. Se reforma el inciso a) de la fracción XXI del ar-
tículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 73.- …

I. a XX. …

XXI. Para expedir:

a) Las leyes generales que establezcan como míni-
mo, los tipos penales y sus sanciones en las materias
de secuestro, desaparición forzada de personas, otras
formas de privación de la libertad contrarias a la ley,
extorsión, los delitos cometidos a través de tecno-
logías de la información, trata de personas, tortura,
y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degra-
dantes, así como electoral.

b) y c) …

…

…

XXII. a XXXI. …

Artículos Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir la Ley
General en materia de delitos de extorsión en un término de
180 días hábiles contados a partir del día siguiente al de la
entrada en vigor del presente decreto.

Notas

1 La extorsión bajo el caleidoscopio: muchas modalidades y pocas po-
líticas públicas. Observatorio Nacional Ciudadano. 2022.

2 Instituto Nacional de Estadística y Geografía

3 IB Ídem.

4 Ídem.

5 Ídem.
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6 De acuerdo con el Observatorio Nacional Ciudadano, en 2021 cerca
de 1.2 millones de empresas fueron víctimas de algún delito, siendo la
extorsión (28.9 por ciento), la más frecuente.

7 Confederación Patronal de la República Mexicana.

8 Fuente: Encuesta a socios Coparmex, tercer cuatrimestre 2022.

9 Envipe 2022. Encuesta Nacional de Victimización y Percepción so-
bre Seguridad Pública 2022. Fuente: Inegi.

10 Fuente: Coordinación Nacional Antisecuestro con datos del Secre-
tariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública del mes
de marzo del 2023.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.—
Diputadas y diputados: Valeria Santiago Barrientos, Marisela Garduño
Garduño, Moisés Ignacio Mier Velazco, María Guadalupe Román Ávi-
la, Juanita Guerra Mena, Román Cifuentes Negrete, Armando Corona
Arvizu, Rocío Reza Gallegos, Francisco Javier Huacus Esquivel, Car-
los Puente Salas, Reginaldo Sandoval Flores (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen, y a la Comisión de Justicia, para opinión.

CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES

«Iniciativa que adiciona el artículo 213 del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, a cargo de la diputada Ju-
lieta Andrea Ramírez Padilla, del Grupo Parlamentario de
Morena.

La que suscribe, diputada Julieta Andrea Ramírez Padilla, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la Cámara de
Diputados de la LXV Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta soberanía ini-
ciativa con proyecto de decreto que adiciona un segundo pá-
rrafo al artículo 213 del Código Nacional de Procedimientos
Penales, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El robo vehicular ocupa el primer lugar entre los delitos
contra la propiedad en nuestro país.

Lamentablemente México encabeza la lista de países en
América Latina en el delito de robo de vehículos, seguido
de Argentina, Uruguay, Venezuela y Costa Rica”.1 Estos
hechos obligaron a los gobiernos a crear dependencias es-
pecializadas como fiscalías o unidades de investigación,
para enfrentar el delito, así como tratar de recuperar los ve-
hículos robados. 

Según la Asociación Mexicana de Instituciones de Seguros
(AMIS) reveló que en el periodo abril de 2021 a marzo de
2022, se robaron 62 mil 102 vehículos en el país, es decir,
un promedio de 170 por día. 

Si bien es cierto, según estos mismos datos, dicho delito
disminuyó 5 por ciento respecto del periodo anterior
(2020-2021) y 18 por ciento comparado con los últimos
6 años,2 sigue siendo una de las principales preocupacio-
nes de la ciudadanía mexicana, máxime si consideramos
que el 58 por ciento de las víctimas deben asumir las pér-
didas por no estar asegurados.3

Del universo de autos robados en el último periodo, las au-
toridades lograron la recuperación solamente de 30 mil
171, es decir, alrededor de 44 por ciento.

Lamentablemente, quienes sufren del robo de su vehículo,
se enfrentan a un doble calvario, primero el de la denuncia
y lo tortuoso de nuestro sistema de investigación y segun-
do, si tienen la suerte de que las autoridades localizan su
bien, se enfrentarán a un nuevo tormento, el de la recupe-
ración de su bien que rompe con la garantía de acceso a la
justicia que tiene todo gobernado y el derecho que le sea
resarcido por el Estado sin vulnerar sus derechos humanos.

Atendiendo a que la reparación del daño no sólo se reduce
a la obligación que el sujeto activo tiene frente a la víctima
en el derecho penal, sino a las facilidades que el Estado de-
be asumir en el proceso, por ejemplo, de la devolución de
un vehículo recuperado a su legítimo dueño.

Lo anterior, en virtud de que cuando las autoridades logran
la recuperación de un vehículo robado, la devolución a su
dueño no es inmediata y mucho menos gratuita. 

En la página oficial de la Fiscalía General del Estado de
Puebla, en la pestaña de Trámites y Servicios/Trámites/De-
volución de vehículos recuperados por robo y asegurados
por hecho de tránsito,4 dice textualmente: 
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“El trámite para recibir el oficio de devolución de vehí-
culo es gratuito, más no así, el cobro por derecho de
piso en el Depósito Oficial de Vehículos y traslado de
grúa oficial o particular de la unidad (se aplican cri-
terios de resolución en caso de ser víctima del delito)”.

Un problema recurrente al que, arbitrariamente, se enfren-
tan las víctimas de robo de vehículos, quienes deben pagar
el servicio de arrastre del vehículo, el depósito cuando
quieren recuperarlos, cuestión que la propia Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación (SCJN) considera una afectación
a la esfera patrimonial de la víctima al obligarlo a adquirir
una obligación con un tercero de manera unilateral, en la
tesis del 3 de febrero de 2023, con número de registro
2025884 que a la letra dice:

“Que por cuanto a la liberación de vehículos recupera-
do producto de robo, estando sujeto al traslado, custodia
y resguardo de concesionario: es evidente que, al con-
dicionar la entrega del automotor al pago de una
cantidad de dinero, el concesionario crea y modifica
situaciones jurídicas en forma unilateral y obligato-
ria que pueden afectar la esfera de derechos del que-
joso (su patrimonio), sin que para ello requiera acu-
dir a los órganos judiciales, ni el consenso de la
voluntad del afectado”.

Estos hechos constituyen un acto de revictimización que
requiere, para su corrección, de una acción legislativa, por
ende, propongo a esta soberanía reformar al artículo 213
del Código Nacional de Procedimientos Penales con el ob-
jetivo de eliminar senda arbitrariedad, y por el contrario fa-
cilitar y agilizar la devolución de bienes muebles robados,
cuando estos por cualquier causa son recuperados y pues-
tos a disposición de instituciones públicas o privadas res-
guardantes de manera gratuita.

Lo anterior, dado que en la actualidad el Estado viola el
derecho humano al acceso a la justicia plena a la víctima
del delito de robo de su vehículo automotor, al obligarlo
al pago de grúa y pensión por hechos no atribuidos a su
voluntad.

Por ello reitero la necesidad de corregir el vacío legal
con una adición al Código Nacional de Procedimientos
Penales. 

Por lo antes expuesto y con fundamento en las disposicio-
nes señaladas, se presenta a la consideración de esta hono-
rable asamblea iniciativa con proyecto de 

Decreto que adiciona un segundo párrafo al artículo
213 del Código Nacional de Procedimientos Penales

Artículo Único. Se adiciona un segundo párrafo al artícu-
lo 213 del Código Nacional de Procedimientos Penales, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 213. (…)

Tratándose de víctimas u ofendidos que acrediten su dere-
cho sobre bienes muebles recuperados por cualquier auto-
ridad y bajo el resguardo de cualquier instancia oficial sea
pública o privada, el Ministerio Público, en tutela de la re-
paración del daño, hará sin dilación la devolución a quien
jurídicamente corresponde, debiendo asentar en acta cir-
cunstanciada las condiciones en que fue reportado y en las
que se reciben quedando exonerados de pago alguno.

Transitorio

Único. La presente adición entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://bibliodigitalibd.senado.gob.mx/bitstream/handle/1234567
89/4055/Robo%20de%20Veh%C3%ADculos%20en%20M%C3%A9
xico.pdf?sequence=1&isAllowed=y

2 https://www.amisprensa.org/wp-content/uploads/2022/04/Robo-de-
autos-1Q-2022_V3.pdf

3 https://www.forbes.com.mx/negocios-amis-autos-robados-robo-de-
autos-seguro-380/

4 https://fiscalia.puebla.gob.mx/index.php/tramites-y-servicios/trami-
tes/devolucion-de-vehiculos-recuperados-por-robo-y-asegurados-por-
hecho-de-transito

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputada
Julieta Andrea Ramírez Padilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.
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LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

«Iniciativa que adiciona el artículo 3o. y 88 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, a cargo de la diputada
Bennelly Jocabeth Hernández Ruedas, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

La que suscribe, diputada federal Bennelly Jocabeth Her-
nández Ruedas, integrante de la LXV Legislatura del Con-
greso de la Unión del Grupo Parlamentario de Morena, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como el numeral 1 fracción I del artículo 6, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la
consideración del pleno de esta Honorable asamblea la pre-
sente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adi-
ciona la fracción V al artículo 3o. y un segundo párrafo al
artículo 88 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, en
materia de priorización de partidas en el programa especial
concurrente orientadas a la seguridad y soberanía alimen-
taria, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La seguridad y soberanía alimentaria es uno de los objeti-
vos primordiales de toda organización humana y desde
principios de su existencia, es una meta que se han pro-
puesto los pueblos en sus formas más elementales de orga-
nización por lo que las formas para su consecución han
desarrollado y evolucionado con el paso de los siglos.

Por su parte, los pueblos en la historia moderna y en el
marco de la globalización, se han asociado con el fin de po-
ner en una agenda común, temas de interés que les permi-
tan que de una forma estructurada y convenida, se lleven a
cabo acuerdos para que desde el terreno de los derechos de
cada ser humano, se dé prioridad a los temas más trascen-
dentales para la evolución de las sociedades, por lo que en-
tre los temas más importantes que se han tratado a nivel in-
ternacional, son precisamente la alimentación y la dignidad
humana como factores de interés para la implementación
de mecanismos de acceso y asequibilidad, sobre todo a los
sectores poblacionales más desfavorecidos.

La soberanía y seguridad alimentaria está basada en la vo-
cación de regiones de cada país en las que principalmente
de acuerdo a sus recursos naturales, la población se dedica
a una u otra actividad primaria como lo pueden ser la agri-
cultura, la ganadería o ambas y en otras zonas, también la

pesca es una actividad primordial que depende como ya se
dijo, de los recursos que se tienen a la mano para su explo-
tación, todo lo anterior bajo un marco de leyes modernas y
usos y costumbres en zonas rurales apartadas.

Dicha explotación y su desarrollo está configurada básica-
mente por el destino que le espera a la producción, ya sea
a la comercialización de los excedentes o al autoconsumo
en regiones con más marginación en donde la crianza de
ganado o siembra y cosecha de productos del campo o am-
bas, son la única manutención de los habitantes de muchas
zonas rurales.

Pero también existen áreas en las que, por sus característi-
cas orográficas, prolifera de forma abundante el desarrollo
de las actividades agropecuarias como forma de negocio y
no solamente como auto abasto. Esta circunstancia, puede
facilitar en un momento dado beneficios regionales para la
población, pero también produce ciertas deformaciones
económicas que facilitan un inequitativo reparto de la ri-
queza y, por lo tanto, un motivo de regulación por parte del
estado que busca aminorar las desigualdades en la pobla-
ción.

Lo anterior, se trata con fines de corrección de ese fenó-
meno, por ejemplo, en la fracción II del artículo 5° de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable de la siguiente mane-
ra como parte de sus objetivos:

II. Corregir disparidades de desarrollo regional a través de
la atención diferenciada a las regiones de mayor rezago,
mediante una acción integral del Estado que impulse su
transformación y la reconversión productiva y económica,
con un enfoque productivo de desarrollo rural sustentable;

Es muy importante mencionar que México con el paso de
los años, ha ido desarrollando un marco legal que busca es-
tar a la altura de las circunstancias y de las necesidades del
sector relacionado con el campo al interior de nuestro país
y en armonía con el derecho internacional respecto del de-
recho a la alimentación y a su soberanía alimentaria y en
materia de Desarrollo Rural con una visión de sustentabili-
dad, en el que la materia agropecuaria y pesquera son de la
mayor importancia, como veremos más adelante existe en
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable (LDRS) un capítu-
lo especial denominado “de la Seguridad y Soberanía Ali-
mentaria” en el que de forma enunciativa se establecen los
productos Básicos y Estratégicos tanto del ramo agrope-
cuario como de pesca. (artículo 179). 
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Problemática a resolver

Existen una cantidad basta, de productos que el sector
agropecuario de nuestro país ofrece en distintos volúmenes
o cantidades que son considerados primordiales para la vi-
da digna y bienestar de la población que han sido integra-
dos en una lista de productos básicos y estratégicos (Art
179 LDRS) para la seguridad y soberanía alimentaria de
nuestro país.

Dentro de dichos productos se encuentra la carne porcina,
que estamos convencidos debe gozar de incentivos para
su desarrollo evolutivo y recursos que de forma progre-
siva e incremental mantenga su contribución a la Seguri-
dad y Soberanía Alimentaria establecida en la Ley.

La importancia del Sector Porcícola en nuestro país

Ya que es un producto obtenido de la crianza en distintas
formas como los son: la producción tecnificada, la semi
tecnificada y la producción de traspatio, cada uno de éstos
tipos de producción tienen sus propias características y re-
presentan o tienen distintos fines o destinos, por lo que
mientras que la producción tecnificada implica grandes ex-
tensiones o dimensiones de área y cantidades de recursos y
equipamiento con lo último en tecnología para llegar a te-
ner hasta 100,000 cerdos y su destino es principalmente el
abasto para grandes ciudades y comercialización externa o
exportación, por su parte la producción semi-tecnificada o
tradicional, está destinada a la satisfacción del mercado in-
terno del centro del país que se distribuye al interior de és-
te en la que no necesariamente se caracteriza por grandes
inversiones ni tecnificación con fines de exportación, por
lo que la cantidad de vientres es mucho menor y la pro-
ducción de traspatio, es la que se desarrolla en forma casi
individual y su fin es para el auto consumo por lo que son
las familias y pequeños productores las que aprovechan co-
mo auto abasto sin fines de lucro, los recursos son proveí-
dos principalmente por las economías familiares y en mu-
chos casos por medio de subsidios gubernamentales.

El cerdo, base culinaria en México1

La carne de cerdo es un alimento de alto consumo en nues-
tro país, 18 kg anualmente por mexicano, por ello es im-
portante su proceso de producción y comercialización.

La Porcicultura es la rama de la zootecnia que se encarga
de la cría, reproducción y producción porcina, comprende

todo el manejo alimenticio, sanitario y genético para pro-
ducir carne de cerdo de la mejor calidad para el consumo
humano.

La porcicultura es una de las líneas de producción del sec-
tor agropecuario, parte de la economía social, ya que la
crianza y comercialización de los cerdos genera empleos y
desarrollo en las zonas donde se realiza.

Propiedades nutricionales2

La carne de cerdo tiene diversas propiedades nutrimentales
y es buena fuente de proteínas, las cuales en este caso es-
tán compuestas de aminoácidos esenciales que participan
en la formación y reparación de tejidos, señaló el Centro de
Investigación en Nutrición y Salud del Instituto Nacional
de Salud Pública (CINyS-INSP).

Destacó que, además, es fuente de hierro y zinc; el prime-
ro es necesario para la formación de la hemoglobina, a tra-
vés de la cual nuestro cuerpo transporta oxígeno a todos los
órganos y tejidos, mientras que el segundo tiene funciones
dentro del sistema inmune, en la cicatrización y, además,
tiene propiedades antioxidantes.2

La carne de cerdo también aporta vitaminas del grupo B,
en especial tiamina y B12, las cuales participan en la pro-
ducción de energía, detalló el organismo.

Su aporte de grasas varía de acuerdo al tipo de corte/pre-
sentación, por ejemplo, el tocino y la chuleta aportan gran-
des cantidades de grasas saturadas por lo que su consumo
debe ser moderado, puntualizó el CINyS-INSP.2

Por otra parte, abundó, cortes más magros como como el
lomo y pierna aportan grasas mono-insaturadas que son
fuente de energía y, además, pueden ayudar reducir los ni-
veles de colesterol malo o LDL.

Por su parte la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Ru-
ral (SADER), por conducto de El Servicio Nacional de Sa-
nidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (SENASICA),
el día 5 de septiembre de 2022, emitió un comunicado en
el que hizo resaltar lo siguiente:

México cuenta con una industria porcícola dinámica y en
crecimiento, que se refleja en una producción de carne de
cerdo al alza y un consumo que sobresale en América La-
tina, sustentado por la capacidad productiva del sector y
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el acompañamiento de los bienes públicos, en particular,
en sanidad e inocuidad, resaltó la Secretaría de Agricul-
tura y Desarrollo Rural.3

La dependencia federal señaló que, en el primer semestre
del año, México se ubicó entre los principales consumido-
res de carne de cerdo en América Latina, con un millón 322
mil 829 toneladas, el 30.9 por ciento del total registrado en
la región.3

De acuerdo con información de la Organización de Porci-
cultores Mexicanos (Opormex), basados en fuentes de
mercados, en el lapso de referencia el consumo aparente en
América Latina aumentó 10.8 por ciento en comparación
con los primeros seis meses de 2021, para totalizar cuatro
millones 281 mil toneladas.

A excepción de Chile, cuyo consumo descendió 3.4 por cien-
to, los países de la región registraron incrementos considera-
bles de más de 9.0 por ciento. De hecho, México, Colombia
y Brasil crecieron a un ritmo muy similar, con tasas que se
ubicaron en 12.6, 12.1 y 11.4 por ciento, en ese orden.

El Instituto Mexicano de la Porcicultura –creado por Agri-
cultura y Opormex— señaló que el alza se atribuye a la ca-
lidad de la carne producida en nuestro país, bioseguridad
del más alto nivel, campañas de promoción al consumo y
coyuntura de precios de las proteínas.

La Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural resaltó
que, al cierre del año pasado, la producción de carne de
cerdo aumentó 2.3 por ciento respecto a 2020, al pasar de
un millón 649 mil 336 toneladas a un millón 686 mil 802,
es decir, 37 mil 466 toneladas más.

En 2021, los principales estados productores a nivel nacio-
nal de carne de cerdo fueron Jalisco con 380 mil 076 tone-
ladas, Sonora 311,006, Puebla 181,660 y Yucatán con
155,497 toneladas, el resto de las entidades del país aportó
664,768 toneladas.

De acuerdo con cifras del Servicio de Información Agroa-
limentaria y Pesquera (SIAP), se estima que en 2022 el vo-
lumen de producción alcance un millón 736 toneladas, un
incremento del 2.95 por ciento.3

Indicó que, el trabajo coordinado entre Agricultura y Opor-
mex ha colocado a México como el décimo tercer produc-
tor de carne de cerdo en el mundo y ha permitido abrir mer-
cados a los porcicultores mexicanos, quienes cada año

comercializan más de 250 mil toneladas de productos en
países como Japón, Estados Unidos, Singapur, Canadá,
Corea del Sur, Vietnam, Hong Kong, Chile y China.

La dependencia federal, en conjunto con los productores
porcícolas mexicanos organizados en la Opormex, lanza-
ron a principios de año el Instituto Mexicano de la Porci-
cultura para atender uno de los sectores más importantes de
nuestro país, bajo el objetivo de promover la investigación
científica y tecnológica y acercarla a los productores de pe-
queña y mediana escala.3

Señaló que mantendrá el trabajo coordinado con los secto-
res productivos como el pecuario, a través de las acciones
que lleva a cabo el Servicio Nacional de Sanidad, Inocui-
dad y Calidad Agroalimentaria (Senasica) para erradicar
enfermedades de las piaras del país, mantener la sanidad de
las unidades de producción y garantizar el abasto de cárni-
cos a nivel nacional.3

La dependencia federal resaltó que el Senasica mantiene
desde hace más de tres años una alianza con la Opormex,
lo cual ha sido estratégica para prevenir la entrada al país
de la peste porcina africana (PPA).

Entonces ¿por qué dar impulso mayor al sector porcícola?

Son muchas las razones por las que se cree, que el sector
porcícola de México, debe contar con los recursos finan-
cieros, materiales, tecnológicos y humanos para ser consi-
derado de forma real en la práctica como elemento primor-
dial de la seguridad y soberanía alimentaria y, por lo tanto,
como palanca de desarrollo rural y económico de nuestro
país.

Por lo que al analizar las bondades que representa desarro-
llar un esquema de desarrollo rural sustentable no puede
faltar la introducción de incentivos para que este sector sea
un factor y palanca de desarrollo nacional, pues México
tiene en algunas zonas del país la vocación que permitiría
posicionarse como tal palanca de desarrollo, pero lo que
hace falta es una inversión mayor de recursos estructurales
y no estructurales para la producción que, basados en la so-
beranía alimentaria, podría ser un elemento con el que se
tomaran decisiones para su desarrollo evolutivo en el sec-
tor agropecuario que desencadene beneficios regionales
positivos e incrementales de forma progresiva.

Por considerarse a la carne porcina como producto básico
y estratégico dentro del marco legal correspondiente (es-
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pecíficamente en la fracción X del artículo 179 de Ley de
Desarrollo rural Sustentable), asociados directamente a la
Seguridad y Soberanía Alimentaria, el desarrollo progresi-
vo de la porcicultura como medio de abastecimiento de
proteínas de origen animal para la dieta de la población de
nuestro país así como toda la economía de escala4 que se
podría desarrollar en torno a los incentivos correspondien-
tes, es urgente y necesario dar un impulso mayor a la aten-
ción decidida de este sector en el que se consideren siem-
pre recursos de forma incremental en los programas de la
política pública nacional para la crianza, producción y dis-
tribución, que aseguren la asequibilidad de la carne porci-
na a la mayor parte de la población de nuestro país y que
su desarrollo y evolución permita incluso la comercializa-
ción de los excedentes fuera de nuestro país que asegure
tanto la comercialización como parte importante como pa-
lanca de desarrollo nacional como el acceso a este produc-
to en los hogares de las familias mexicanas por medio de
una infraestructura acorde a las necesidades tanto de la pro-
ducción tecnificada, semi-tecnificada y de traspatio.

Marco legal en la materia en México

En nuestro país, siendo el sector Agropecuario un sector
que involucra diversas aristas de diferente índole y por lo
tanto un conjunto diverso de necesidades propias del mis-
mo sector, se ha desarrollado un conjunto de estructuras le-
gales que deben concurrir para complementar la forma de
actuación de diversos sectores para lograr atender desde lo
esencial hasta lo sofisticado, por lo que es natural que exis-
ta un entramado legal que necesariamente se entrelace en
diferentes puntos distintas leyes, normas y lineamientos
que se complementan para que se delineen complejas es-
tructuras que tienen como base siempre el orden Constitu-
cional de nuestro país y los tratados, convenios, conven-
ciones y declaraciones Internacionales y más tratándose de
un tema tan sensible como lo es la seguridad y Soberanía
alimentaria de los pueblos, por lo que México no podría ser
la excepción.

Antecedentes

Es muy importante resaltar que la legislación mexicana en
materia de desarrollo rural sustentable, aborda de forma ge-
neral los temas más sensibles enfocados a abatir el rezago
que por muchos años se fueron acumulando en administra-
ciones gubernamentales del pasado en las que no se le dio la
importancia merecida a todo lo relacionado con el campo, su
desarrollo y evolución, pues las inversiones en este sector so-

lo favorecieron a unos cuantos y en muchas ocasiones, se pre-
veía en los planes nacionales de desarrollo del gobierno en
turno pero al parecer solo como discurso, pues al final no se
aplicaban los recursos suficientes, por lo que el atraso se hi-
zo cada vez más grande y evidente.

Actualmente se cuenta con un conjunto de leyes que arro-
pan al sector agropecuario y de desarrollo rural sustentable
como lo es la propia Ley de Desarrollo Rural Sustentable,
la Ley Federal de Sanidad Animal, la Ley Federal de Sani-
dad Vegetal, la Ley de Fondos de Aseguramiento Agrope-
cuario y Rural, la Ley General de Pesca y Acuacultura Sus-
tentables y entre otras, la Ley de Organizaciones
Ganaderas.

En ellas, específicamente en la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable, se abordan como ya se mencionó antes, entre
otros, los temas sensibles como lo es: el establecimiento de
los sujetos o entes a los que aplica la norma en sus distin-
tas denominaciones y forma de agrupación u organización,
así como los conceptos de seguridad y soberanía alimenta-
ria, sistemas-producto, en esta norma también se prevé el
deber del Estado de proveer las condiciones para el acceso
a programas de desarrollo rural y concurrente y su aplica-
ción por medio de políticas públicas que deben estar dis-
puestas en el plan nacional de desarrollo, entre otras cosas.

Lo anterior con el fin de cumplir con diversos objetivos in-
ducidos al desarrollo rural en beneficio de la población que
habita los territorios y que se relacionan con este sector po-
blacional, por lo que como lo estipula el segundo párrafo
del artículo 1° de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable:
“Se considera de interés público el desarrollo rural susten-
table que incluye la planeación y organización de la pro-
ducción agropecuaria, su industrialización y comercializa-
ción, y de los demás bienes y servicios, y todas aquellas
acciones tendientes a la elevación de la calidad de vida de
la población rural, según lo previsto en el artículo 26 de la
Constitución, para lo que el Estado tendrá la participación
que determina el presente ordenamiento, llevando a cabo
su regulación y fomento en el marco de las libertades ciu-
dadanas y obligaciones gubernamentales que establece la
Constitución”.

El origen de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, es la
fracción XX del artículo 27 Constitucional que a la letra
dice:

Artículo 27 fracción XX Constitucional:
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XX. El Estado promoverá las condiciones para el desa-
rrollo rural integral, con el propósito de generar empleo
y garantizar a la población campesina el bienestar y su
participación e incorporación en el desarrollo nacional,
y fomentará la actividad agropecuaria y forestal para el
óptimo uso de la tierra, con obras de infraestructura, in-
sumos, créditos, servicios de capacitación y asistencia
técnica. Asimismo, expedirá la legislación reglamenta-
ria para planear y organizar la producción agropecuaria,
su industrialización y comercialización, considerándo-
las de interés público.

El desarrollo rural integral y sustentable a que se refiere el
párrafo anterior, también tendrá entre sus fines que el Esta-
do garantice el abasto suficiente y oportuno de los alimen-
tos básicos que la ley establezca.

En base a esa fracción de nuestra Ley Fundamental, es que
se origina la Ley de Desarrollo Rural Sustentable en con-
cordancia con diversos tratados internacionales de los que
México forma parte que hace que nuestro país esté en una
evidente convención con dichos compromisos y en el ca-
mino correcto del cumplimiento del derecho internacional
en materia de seguridad y soberanía alimentaria en benefi-
cio del pueblo de nuestra nación.

Disposiciones Constitucionales en materia de: Derecho
a la alimentación; la rectoría del estado del desarrollo
nacional, competitividad, el fomento del crecimiento
económico y el empleo y una más justa distribución del
ingreso y la riqueza:

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, se establecen disposiciones en materia de derechos
fundamentales de la sociedad que están protegidos al am-
paro de nuestra Carta Magna, y en materia de alimentación
el tercer párrafo del artículo 4° dice lo siguiente:

“Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva,
suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará.”

Respecto al tema de la competitividad, desarrollo nacional,
y todo lo relacionado con el desarrollo y crecimiento eco-
nómico, así como la justa distribución de la riqueza, el Ar-
tículo 25 constitucional señala entre otras cosas, en sus pá-
rrafos primero, séptimo y octavo, lo siguiente:

Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del desa-
rrollo nacional para garantizar que éste sea integral y

sustentable, que fortalezca la Soberanía de la Nación y
su régimen democrático y que, mediante la competitivi-
dad, el fomento del crecimiento económico y el empleo
y una más justa distribución del ingreso y la riqueza,
permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de
los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad
protege esta Constitución. La competitividad se enten-
derá como el conjunto de condiciones necesarias pa-
ra generar un mayor crecimiento económico, promo-
viendo la inversión y la generación de empleo.

...

...

...

...

...

Bajo criterios de equidad social, productividad y susten-
tabilidad se apoyará e impulsará a las empresas de los
sectores social y privado de la economía, sujetándolos a
las modalidades que dicte el interés público y al uso, en
beneficio general, de los recursos productivos, cuidando
su conservación y el medio ambiente.

La ley establecerá los mecanismos que faciliten la orga-
nización y la expansión de la actividad económica del
sector social: de los ejidos, organizaciones de trabajado-
res, cooperativas, comunidades, empresas que pertenez-
can mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y,
en general, de todas las formas de organización social
para la producción, distribución y consumo de bienes y
servicios socialmente necesarios.

...

...

Por su parte, lo que establece la legislación secundaria
en materia de Seguridad y Soberanía Alimentaria y
productividad:

La ley de Desarrollo Rural Sustentable en su Capítulo
XVII denominado “De la Seguridad y Soberanía Ali-
mentaria”, establece en sus artículos 178 y 179 lo si-
guiente:
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Artículo 178.- El Estado establecerá las medidas para
procurar el abasto de alimentos y productos básicos y
estratégicos a la población, promoviendo su acceso a los
grupos sociales menos favorecidos y dando prioridad a
la producción nacional.

Artículo 179.- Se considerarán productos básicos y es-
tratégicos, con las salvedades, adiciones y modalidades
que determine año con año o de manera extraordinaria,
la Comisión Intersecretarial, con la participación del
Consejo Mexicano y los Comités de los Sistemas-Pro-
ducto correspondientes, los siguientes:

I. maíz;

II. caña de azúcar;

III. frijol;

IV. trigo;

V. arroz;

VI. sorgo;

VII. café;

VIII. huevo;

IX. leche;

X. carne de bovinos, porcinos, aves; y

XI. pescado.

Como podemos notar, en la fracción X del artículo 179, se
considera entre otros, a la carne porcina, como un produc-
to básico y estratégico.

Por otro lado, en la misma Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable se menciona el impulso a la productividad de la
ganadería, en el artículo 88 que a la letra dice:

Artículo 88.- Para impulsar la productividad de la ga-
nadería, los apoyos a los que se refiere este Capítulo
complementarán la capacidad económica de los produc-
tores para realizar inversiones que permitan incrementar
la disponibilidad de alimento para el ganado, mediante
la rehabilitación y el establecimiento de pastizales y
praderas, conservación de forrajes; la construcción, re-

habilitación y modernización de infraestructura pecua-
ria; el mejoramiento genético del ganado; la conserva-
ción y elevación de la salud animal; la reparación y ad-
quisición de equipos pecuarios; el equipamiento para la
producción lechera; la tecnificación de sistemas de re-
producción; la contratación de servicios y asistencia téc-
nica; la tecnificación de las unidades productivas me-
diante la construcción de infraestructura para el manejo
del ganado y del agua; y las demás que resulten necesa-
rias para fomentar el desarrollo pecuario.

No obstante lo anterior, vemos como por un lado se en-
cuentran previstos de forma general los conceptos y dispo-
siciones que podrían hacer pensar que dichos preceptos le-
gislativos son suficientes (Tanto a nivel constitucional
como secundario) para que el desarrollo del sector ganade-
ro y específicamente el porcícola tuviera niveles en franco
crecimiento y expansión, sin embargo, por otro lado cons-
tatamos que los apoyos que mayormente se entregan, son
insuficientes al analizar el comportamiento de la asigna-
ción de recursos públicos para el sector agropecuario me-
diante el “Programa Especial Concurrente” (PEC-DRS)
que es el más significativo programa de apoyo si de políti-
ca pública se trata.

El PEC-DRS, es un programa transversal en el que partici-
pan de forma concurrente diversas dependencias de go-
bierno según su competencia, entre las que se encuentran la
Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural (SADER), la
Secretaría del Bienestar, la del Medio Ambiente (SEMAR-
NAT) y la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y
Urbano (SEDATU), entre otras. Está configurado en pro-
medio por doce ramos presupuestarios de los que 10 son
administrativos y 2 generales, por lo que es una estructura
bastante compleja y para su análisis en cuanto a los recur-
sos destinados a la “ganadería” se deben revisar las dispo-
siciones del presupuesto de egresos de la federación (PEF)
de cada ejercicio fiscal en el anexo correspondiente para
encontrar lo relacionado al Ramo 08 que corresponde a la
Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural (SADER).

De lo anterior, se debe mencionar que para el Programa es-
pecial Concurrente de Desarrollo Rural Sustentable (PEC-
DRS) 2023 cuenta con una distribución por vertientes, que
son los conceptos rectores en los que se ejercerá el gasto y
se distribuyen por medio de programas sujetos a reglas de
operación y otros programas.

Entre otras, las vertientes son:



La vertiente de infraestructura, la vertiente agraria, la ver-
tiente competitividad, la vertiente salud, la vertiente educa-
ción, la vertiente medio ambiente y la vertiente social. Ca-
be señalar que dentro de la vertiente social se concentra la
tercera parte del total de los recursos previstos para 2023
en el PEC-DRS.

De dichos programas el denominado “S304”, es el que se
refiere al presupuesto destinado a los apoyos por medio del
“Programa de fomento a la Agricultura, Ganadería, Pesca y
Acuicultura” que pertenece a la Vertiente de Competitivi-
dad dentro dl programa de Fomento a la Inversión y Pro-
ductividad del ramo Agricultura y Desarrollo Rural que
agrupan a los componentes y subcomponentes de dicho
sector.

Ahora bien, dentro de los otros programas que integran la
Vertiente de Competitividad en la que se encuentran pre-
ponderantemente los apoyos al sector pecuario, se en-
cuentran los que se refieren a conceptos más enfocados al
sector de la agricultura para el que se prevén recursos pa-
ra fertilizantes, precios de garantía, producción para el
bienestar y sanidad e inocuidad agroalimentaria, tal y co-
mo lo presentó el Centro de Estudios para el Desarrollo
Rural Sustentable y la Soberanía Alimentaria (CEDRS-
SA) en el documento denominado “Análisis del Presu-
puesto Aprobado 2022 del PEC-DRS” en el que se des-
taca lo siguiente:

II.1. Vertiente Competitividad5

El presupuesto aprobado a la Vertiente de Competitividad
es de 35,449.6 mdp, que significan un incremento de 10
por ciento respecto del presupuesto aprobado en 2021.

El monto total corresponde a recursos asignados al Ramo
08 Sader, para la instrumentación de cinco programas pre-
supuestarios sujetos a reglas de operación:

Precios de Garantía a Productos Alimentarios Básicos
(S290), Fertilizantes (S292), Producción para el Bienestar
(S293), Programa de Fomento a la Agricultura, Ganadería,
Pesca y Acuicultura (S304) y Programa de Sanidad e Ino-
cuidad Agroalimentaria (S263).

Sin duda, la variación presupuestal relevante es el incre-
mento de 161.9 por ciento al programa de Fertilizantes,
que en el ejercicio 2022, concentrará 14.7 por ciento del
presupuesto aprobado a la vertiente y 1.4 por ciento del
aprobado al PEC.

No obstante, los Programas Producción para el Bienestar y
Precios de Garantía a Productos Alimentarios Básicos, se
mantienen como los principales programas al concentrar
39.5 y 32 por ciento del presupuesto aprobado a la vertien-
te, respectivamente.

Como podremos notar dentro del PEF 2022, se destinaron
recursos mayormente enfocados a otros conceptos que no
fueron los pecuarios, y si del sector agro y pesquero que
como se aprecia en el análisis del CEDRSSA, fueron abun-
dantes para fertilizantes, así como para el sector de la Pes-
ca y acuacultura como a continuación se muestra parte del
análisis del Centro:

El programa S304 Fomento a la Agricultura, Ganadería,
Pesca y Acuicultura, mantiene el propósito de incremen-
tar la producción de los pequeños productores de los secto-
res acuícola, pesquero, ganadero y agrícola, mediante la
entrega de incentivos económicos.6

En 2022, tiene un presupuesto aprobado de 1,525.7 mdp,
que significan un aumento de 2.9 por ciento, en relación al
presupuesto aprobado en 2021. Cabe mencionar que alre-
dedor del 88.7 por ciento del monto total se asignará a la
Comisión Nacional de Pesca y Acuacultura (CONAPES-
CA), 2 por ciento al Instituto Nacional de Pesca y Acua-
cultura (INAPESCA), 6.2 por ciento a la Coordinación Ge-
neral de Agricultura y 3.1 por ciento a la Coordinación
General de Ganadería.6

Las acciones para fomentar la actividad pesquera y acuíco-
la de los pequeños productores se concentrarán en dos in-
centivos, 1) Apoyos para el Bienestar de pescadores y acui-
cultores y 2) Recursos genéticos acuícolas. En el primer
caso, se harán transferencias directas para apoyar a un to-
tal de 225,604 pequeños productores pesqueros y acuícolas
y, en el segundo caso, se entregarán apoyos a 1,000 peque-
ños y medianos productores inscritos en el Padrón de Pes-
ca y Acuicultura, para la adquisición de recursos genéticos.
Asimismo, se apoyará a 30.0 centros de investigación de
mejora genética para el desarrollo de investigación genéti-
ca del sector pesquero y acuícola.6
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Como podemos notar, de este análisis sucinto sobre el do-
cumento emitido por el CEDRSSA, el componente que se
refiere a la ganadería es y fue apenas simbólico respecto de
los recursos que se han destinado para el desarrollo del sec-
tor pecuario, con apenas el 3.1% del presupuesto aprobado
para 2022 para el programa S304 Fomento a la Agricul-
tura, Ganadería, Pesca y Acuicultura.

Sin embargo, a pesar de lo anterior, conscientes y sabedo-
res de que los recursos son finitos, valoramos de forma so-
bresaliente que en la presente administración federal se han
hecho los esfuerzos necesarios para proporcionar los satis-
factores que el sector agropecuario y pesquero demandan y
en cumplimiento a la obligación del Estado, se han desti-
nado recursos para el sector por medio del Programa Espe-
cial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable
orientados al Ramo 08 como ya se ilustró, y de manera sen-
sible sabemos del cúmulo de gastos que las múltiples ne-
cesidades de un país como el nuestro demanda, pero ade-
más es notorio y se confirma que el rezago es superior a los
esfuerzos gubernamentales por lo que pudiera erróneamen-
te pensarse que existen descuidos para abatir los mismos,
lo que desafortunadamente se agrava con la comprobación
de que los recursos son insuficientes, razón por la que en
algunos ejercicios fiscales del sector agropecuario, el pre-
supuesto se destina a programas que atienden a los secto-
res poblacionales más rezagados en las zonas rurales de
nuestro país, puesto que ese es el principal objetivo de un
régimen progresista. Sin embargo, no se debe olvidar lo
que ya se expuso referente a lo que establece el artículo 25
Constitucional en materia de competitividad, desarrollo na-
cional, empleo y una más justa distribución del ingreso y la
riqueza.

Por lo que se entiende que esa es la razón de que en los pro-
gramas relacionados con el sector agropecuario se perciba
claramente la aplicación de recursos a las clases menos fa-
vorecidas en el pasado como lo son los grupos vulnerables
por varias dimensiones como lo pueden ser las dimensio-
nes del ingreso y empleo en zonas rurales.

Y por lo tanto, como consecuencia, los productores media-
nos y grandes productores o agrupaciones no ven reflejados
sus argumentos y aportaciones al desarrollo regional y local
por medio de recursos a su favor, para que el sector ganade-
ro porcino reciba el impulso del que se ha mencionado en es-
ta exposición de motivos con el fin de formar parte del desa-
rrollo económico de nuestro país y confirmar su aportación a
la Seguridad y soberanía Alimentaria como producto Básico

y Estratégico, que dicta el artículo 179 de la Ley de Desa-
rrollo Rural Sustentable, como ya se ilustró antes.

En esa lógica, es que es muy probable y hasta cierto punto
justificado, que la percepción de los diferentes actores de
este ramo, no estén completamente satisfechos y con toda
razón levantan la voz para solicitar la atención a sus nece-
sidades como es el caso de los productores pecuarios en el
ramo de la porcicultura del estado Zacatecas que, en un do-
cumento entregado en mi oficina de enlace legislativo en
Zacatecas, mencionan lo siguiente:

Caso Zacatecas:

El sector porcino es el subsector pecuario de mayor impor-
tancia a nivel mundial debido a que, la crianza y comercia-
lización de los cerdos genera empleos y el desarrollo de las
zonas donde se realizan estas actividades.

La porcicultura ha estado presente en todos los estadíos de
la evolución histórica de la humanidad, como proveedora
de alimento y subproductos, por su valor de intercambio
social y económico. Su cuidado y manejo no es complica-
do porque puede adaptarse a diversas condiciones climáti-
cas y alimenticias. La producción porcina en México es
una de las principales actividades económicas y en las últi-
mas dos décadas la porcicultura mexicana enfrentó cam-
bios significativos en el entorno económico, actualmente el
consumo de carne de cerdo ocupa el tercer lugar en impor-
tancia en la producción de carnes a nivel nacional.

En Zacatecas el Sistema Producto Porcino hace énfasis co-
mo punto importante la repoblación de granjas porcinas ya
que tan solo en el corredor Trancoso-Miguel Auza, existen
8 ciudades en las cuales se consumen aproximadamente
600 cerdos gordos mensuales, por lo que el mercado inter-
no del Estado es enorme y no se cuenta con la capacidad
para satisfacer la demanda local, al no contar con la pro-
ducción suficiente para satisfacer este mercado se encarece
el precio, sin embargo, si consideramos que el consumo per
cápita de carne de cerdo en el Estado es de 12kgs y consi-
derando que la población del estado de Zacatecas es de
1,700,000 personas se requieren aproximadamente
20,400.000 kg anualmente.

La porcicultura aún no ha sido reconocida como una acti-
vidad primordial y destacable en México, tan es así que
nuestro país es considerado por Estados Unidos como el
principal destino de sus exportaciones de la carne de cerdo. 
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En enero, las importaciones mexicanas de carne de cerdo
que llegaron desde Estados Unidos, alcanzaron las 96,800
toneladas, un alza de 11% respecto al mismo mes del 2022,
y 7% en la comparativa de diciembre. 

La Federación de Exportadores de Carne de Estados Unidos,
(USMEF), informó que las ventas realizadas a México mos-
traron un aumento de 40% en su valor respecto al mismo pe-
riodo de 2022, cerrando con 191.2 millones de dólares, lo que
nos deja en total desventaja ante dicho país. 

El U.S. Deparment of Agriculture propuso una nueva le-
gislación con la cual solo los cárnicos y huevos provenien-
tes de animales nacidos, criados y sacrificados en su terri-
torio, podrán portar el etiquetado voluntario “Producto
Etiquetado de EE.UU.” y “hecho en EE.UU.” esto exclui-
ría al ganado de importación. 

La falta de financiamiento productivo no permite a los pro-
ductores invertir para mejorar su infraestructura e imple-
mentar nuevas tecnologías que les permitan tener una ma-
yor rentabilidad y eficientar el uso de los recursos
naturales. Los efectos de esta problemática derivan en pro-
blemas de salud pública y daños de los ecosistemas, y una
baja rentabilidad de la actividad porcícola.

Los porcicultores del Estado de Zacatecas, buscamos por
medio del Sistema Producto Porcino una partida presu-
puestal que sea dirigida directamente a la porcicultura, con
el objeto de adquirir equipo y construir infraestructura pa-
ra un adecuado manejo y producción del cerdo. 

Se pretende que, con la construcción de infraestructura co-
mo bodegas, corrales, salas de gestación, pisos y techos, la-
gunas de oxidación, y otros sistemas de tratamiento de re-
siduos, que contribuyan a la modernización de las granjas
porcícolas, lograremos migrar hacia prácticas de produc-
ción sustentable.

Por todo lo expuesto hasta aquí, es más que evidente la ne-
cesidad de impulsar de forma ordenada y sin contratiempos
el desarrollo de las actividades pecuarias y sobre todo
aquellas que en la propia Ley de Desarrollo Rural Susten-
table, establece como básicos y estratégicos con el objeto
de que el Estado establezca las medidas para procurar el
abasto de alimentos y productos básicos y estratégicos a la
población, promoviendo su acceso a los grupos sociales
menos favorecidos y dando prioridad a la producción 
nacional.

Por lo que se propone la adición de un segundo párrafo al ar-
tículo 88 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable en mate-
ria de priorización de partidas en el programa especial con-
currente orientadas a la seguridad y soberanía alimentaria.

A continuación, se presenta el cuadro comparativo corres-
pondiente, con fines de claridad para el proceso de revisión
a que haya lugar:
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Por lo anteriormente motivado y fundado, someto a la con-
sideración de esta soberanía, el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se adiciona la fracción V al artículo
3 y un segundo párrafo al artículo 88 de la Ley de De-
sarrollo Rural Sustentable en materia de priorización
de partidas en el programa especial concurrente, orien-
tadas a la seguridad y soberanía alimentaria.

Artículo Único. - Se adiciona la fracción V al artículo 3, y
un segundo párrafo al artículo 88 de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable, para quedar como sigue:

Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I a IV …

V. Alimentos Básicos y Estratégicos. Respectivamen-
te, aquellos así calificados por su importancia en la ali-
mentación de la mayoría de la población o su importan-
cia en la economía de los productores del campo o de la
industria; Como los ganados ovinos y porcinos, men-
cionados en el artículo 179 fracción X de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable.

VI al XXXIII …

Artículo 88.- Para impulsar la productividad de la ganade-
ría, los apoyos a los que se refiere este Capítulo comple-
mentarán la capacidad económica de los productores para
realizar inversiones que permitan incrementar la disponibi-
lidad de alimento para el ganado, mediante la rehabilita-
ción y el establecimiento de pastizales y praderas, conser-
vación de forrajes; la construcción, rehabilitación y
modernización de infraestructura pecuaria; el mejoramien-
to genético del ganado; la conservación y elevación de la
salud animal; la reparación y adquisición de equipos pe-
cuarios; el equipamiento para la producción lechera; la tec-
nificación de sistemas de reproducción; la contratación de
servicios y asistencia técnica; la tecnificación de las unida-
des productivas mediante la construcción de infraestructu-
ra para el manejo del ganado y del agua; y las demás que
resulten necesarias para fomentar el desarrollo pecuario.

Por lo que el ganado que proporcione los productos
considerados como básicos y estratégicos para la segu-
ridad y soberanía alimentaria establecidos en la frac-
ción X del artículo 179 de esta Ley, deberá contar con
partidas presupuestales incrementales, progresivas y
suficientes en el Programa Especial Concurrente co-
rrespondiente a cada ejercicio presupuestal con el fin
de asegurar su aportación a la seguridad y soberanía
alimentaria del país y al desarrollo económico y pro-
ductivo local con expectativas de exportación.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://www.gob.mx/agricultura/articulos/el-cerdo-base-culinaria-
en-mexico#:~:text=En%20M%C3%A9xico%20existen%20tres%
20sistemas,tecnificado%2C%20semitecnificado%20y%20de%20tras-
patio.

2 https://www.gob.mx/senasica/prensa/mexico-entre-los-principales-
productores-y-consumidores-de-carne-de-cerdo-en-america-latina-y-
el-mundo-313553#:~:text=En%202021%2C%20los%20principa-
les%20estados,del%20pa%C3%ADs%20aport%C3%B3%20664%2C
768%20toneladas

3 https://www.gob.mx/senasica/prensa/mexico-entre-los-principales-
productores-y-consumidores-de-carne-de-cerdo-en-america-latina-y-
el-mundo-313553#:~:text=En%202021%2C%20los%20principa-
les%20estados,del%20pa%C3%ADs%20aport%C3%B3%20664%2C
768%20toneladas

4 https://napkinfinance.com/es/napkin/economias-de-escala/#:~:text=
%C2%BFQu%C3%A9%20es%20una%20econom%C3%ADa%20de,
un%20costo%20menor%20por%20unidad.

5 http://www.cedrssa.gob.mx/post_n-presupuesto_aprobado_2022_-n-
_programa_especial_concurrente_para_el_desarrollo_rural_sustenta-
ble.htm

6 http://www.cedrssa.gob.mx/post_n-presupuesto_aprobado_2022_-n-
_programa_especial_concurrente_para_el_desarrollo_rural_sustenta-
ble.htm

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputada
Bennelly Jocabeth Hernández Ruedas (rúbrica).»
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Se turna a la Comisión de Desarrollo y Conservación
Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para
dictamen, y a la Comisión de Ganadería, para opinión.

LEY ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS 
Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO

«Iniciativa que reforma el artículo 28 de la Ley Adquisi-
ciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, a
cargo de la diputada Martha Barajas García, del Grupo Par-
lamentario de Morena.

La diputada Martha Barajas García, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXV Legislatura del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
párrafo primero de la fracción I del artículo 28 de la Ley de
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Pú-
blico, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Uno de los grandes dilemas económicos desde el punto de
vista doctrinal, es el definir el grado de intervención del
Estado en la economía, por un lado, hay posiciones que
plantean que el aparato gubernamental no debe participar y
dejar que sea el mercado quien resuelva, mediante la deno-
minada “mano invisible”; en contraparte se plantea un Es-
tado activo que pueda brindar bienestar ante una economía
desigual que lesiona la calidad de vida de los ciudadanos.

Hablar de intervención del Estado, necesariamente requie-
re que se considere que la forma en que puede materiali-
zarse es de diversas maneras, algunas con un mayor grado
de participación y otras imperceptible, pero no por ello me-
nos importante.

Rafael Muñoz Fraga clasifica las formas de intervención de
la siguiente manera:

• Promoción y fomento;

• Orientación económica;

• Regulación económica;

• Conducción económica (rectoría); y 

• Control absoluto.1

Cada uno de estos grados de intervención tiene objetivos
muy definidos, al tiempo que hacen necesario el uso de he-
rramientas específicas para alcanzar el objeto de la inter-
vención, el uso del recurso público mediante el gasto gu-
bernamental para la compra de bienes y servicios, permiten
la promoción y fomento de ciertas áreas económicas, al
tiempo que orientan la economía hacía un determinado
rumbo.

En este sentido, en la legislación secundaria en materia de
adquisiciones, encontramos una serie de preceptos que
permiten vislumbrar objetivos definidos por el Estado y
que se promueven por la asignación de contratos para brin-
dar bienes y servicios al gobierno, ejemplos de ello van
desde la compra de bienes originarios de nuestro país, has-
ta el incentivo para contratar personas con discapacidad.

En este orden de ideas, la actual redacción del artículo 28
de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios
del Sector Público, señala que las licitaciones pueden tener
diversas modalidades, dentro de las que destaca la licita-
ción nacional.

Una licitación nacional implica que sólo pueden participar
aquellas personas con nacionalidad mexicana y bienes que
se adquieran por el sector público sean producidos en el pa-
ís y cuenten, por lo menos, con un cincuenta por ciento de
contenido nacional.

De esta forma el legislador previó una protección al mer-
cado nacional, mediante la estructuración de mecanismos
de compra que excluyera la participación de competidores
extranjeros o de mercancía extranjera, que pudiera en cier-
tos casos colocar en desventaja a los participantes mexica-
nos y ante ello la necesidad de reglamentar un tope míni-
mo del porcentaje que se requiere para considerar un
producto como nacional.

Sin embargo, al leer de forma íntegra la multimencionada le-
gislación, se aprecia en el decreto que reforma, adiciona y di-
versas disposiciones en materia de compras gubernamentales,
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de mayo
de 2009, se encuentra que la redacción actual del artículo 28,
fracción I, no corresponde a un texto vigente, toda vez que el

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 26 de abril de 2023 / Apéndice XI 187



artículo décimo primero transitorio de dicho decreto, a la letra
señala:

“Décimo Primero. La Secretaría de Economía incre-
mentará progresivamente el porcentaje de contenido na-
cional a que se refiere la fracción I del artículo 28 de la
Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público, hasta un sesenta y cinco por ciento, en un
plazo de tres años, contados a partir de la entrada en vi-
gor del presente decreto.”

Esto quiere decir que para el 29 de mayo de 2012 a más
tardar, el artículo 28 sufría una modificación sustantiva, es
decir pasaba de un porcentaje de contenido nacional del
cincuenta por ciento a uno de sesenta y cinco por ciento,
para ello no se requería una reforma legal, pero sí es claro
que sufrió una modificación la normativa vigente.

Un artículo transitorio por su propia naturaleza lo que bus-
ca es regir situaciones temporales2 que, en el caso concre-
to, se estipulaba lo que debía suceder en la fecha fatal que
era en el transcurso de los tres años, pero la legislación
transitoria tiene un carácter de temporal y no permanente,
por ello resulta necesario adecuar el texto normativo, para
dar cabal cumplimiento a la disposición transitoria.

A la obligación señalada por la reglamentación transitoria,
es importante adicionar que uno de los grandes retos en
materia de adquisiciones, es la consolidación de las dispo-
siciones normativas, toda vez que existen un número con-
siderable de normas, lineamientos, circulares y reglamen-
tos que hacen que la reglamentación sea muy extensa y por
ello mismo complicada.

Ante esta compleja red de disposiciones legales, es impor-
tante que desde el Congreso de la Unión brindemos la mayor
certeza en los procesos gubernamentales, máxime cuando es
mediante las adquisiciones que el Estado fomenta el desarro-
llo de ciertas actividades económicas y, sobre todo, cuando la
disposición que se pretende modificar es fundamental para la
protección del mercado nacional.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, es que se hace la
propuesta de redacción en los siguientes términos:

Por lo anteriormente expuesto y fundado se propone el si-
guiente

Decreto

Único. Se reforma el párrafo primero de la fracción I
del artículo 28 de la Ley de Adquisiciones, Arrenda-
mientos y Servicios del Sector Público, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 28. El carácter de las licitaciones públicas, será: 

I. Nacional, en la cual únicamente podrán participar
personas de nacionalidad mexicana y los bienes a ad-
quirir sean producidos en el país y cuenten, por lo me-
nos, con un sesenta y cinco por ciento de contenido na-
cional, el que se determinará tomando en cuenta la
mano de obra, insumos de los bienes y demás aspectos
que determine la Secretaría de Economía mediante re-
glas de carácter general, o bien, por encontrarse debajo
de los umbrales previstos en los tratados, o cuando ha-
biéndose rebasado éstos, se haya realizado la reserva
correspondiente.

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto. 

Notas

1 Muñoz, R. (2011). Derecho Económico. México: Porrúa

2 Sistema de Información Legislativa. (17 de febrero del 2023). Ar-
tículo transitorio. México. Secretaría de Gobernación Recuperado de 

http://sil.gobernacion.gob.mx/Glosario/definicionpop.php?ID=14#
:~:text=Se%20refiere%20a%20la%20disposici%C3%B3n,presen-
ta%20la%20condici%C3%B3n%

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2023.— Diputada
Martha Barajas García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.
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